[bookmark: _Toc366755199]ACTA
Nº 21-2021
JUNTA ADMINISTRADORA DEL FONDO DE JUBILACIONES Y PENSIONES DEL PODER JUDICIAL. - San José, a las ocho horas treinta minutos del diecisiete de mayo de dos mil veintiuno.
Sesión ordinaria virtual con asistencia del licenciado Arnoldo Hernández Solano, Presidente, y los integrantes doctor Juan Carlos Segura Solís, los másteres Carlos Montero Zúñiga, y Mauricio Villalta Fallas, de las integrantes licenciadas Ana Lucrecia Ruiz Rojas y Ingrid Moya Aguilar. Con la asistencia del máster Oslean Mora Valdez, Director interino de la Junta.
[bookmark: _Toc72132494][bookmark: _Hlk72503568]ARTÍCULO I 
DOCUMENTO N° 699-2021.
Se aprueba el orden del día presentado por la Secretaría General de la Corte.
[bookmark: _Toc72132497]ARTÍCULO II 
DOCUMENTO N° 680-2021.
Se aprueba el acta N° 19-2021, celebrada el 10 de mayo de 2021. 
[bookmark: _Toc72132500]ARTÍCULO III 
DOCUMENTO N° 642-2021

[bookmark: _Hlk73534691]En sesión Nº 3-2014 celebrada el 14 de enero de 2014, artículo LIV se acogió la solicitud de pensión que formuló la señora NOMBRE 001, cónyuge sobreviviente del jubilado judicial fallecido NOMBRE 002, cuya asignación mensual fue de VALOR 001, a partir del 14 de enero de 2014. Asimismo, de que el joven NOMBRE 003  cumplió el pasado 2 de diciembre 25 años de edad, se  acrecienta el monto de pensión a sus hermanos NOMBRE 004, NOMBRE 005  y NOMBRE 006 en un 25%, cuya asignación mensual, para cada uno de ellos, será de VALOR 002, partir del 14 de enero de 2014.
La licenciada Olga Guerrero Córdoba, Subdirectora interina de la Dirección de Gestión Humana, en oficio Nº PJ-DGH-AP-1750-2021 del 4 de mayo de 2021, comunicó:
“[…]

I. Conclusiones.

· La normativa actual vigente que regula la materia de jubilaciones y pensiones permite que la pensión acrezca cuando uno de los beneficiarios deja de percibir el beneficio; en este caso por haber alcanzado la mayoría de edad.  Así mismo, también da la posibilidad de hacer los ajustes necesarios en las cuotas asignadas de conformidad con las necesidades que presenten los beneficiarios, por lo cual desde el componente legal la señora NOMBRE 001 y la joven NOMBRE 002 se encuentran facultadas para presentar la solicitud.

· De la valoración socioeconómica se destaca que este grupo familiar poseen un déficit mensual estimado de VALOR 001, lo que indica que los ingresos son insuficientes para hacerle frente a las necesidades y responsabilidades familiares.

· Según lo expuesto en el informe de Trabajo Social, doña NOMBRE 001 es quien hace frente a las necesidades del hogar con el ingreso que recibe como directora, por lo que al no contar con el dinero que recibía Tomás por concepto de pensión a doña NOMBRE 001 se le suman mayores gastos ya que este aún continúa estudiando Medicina y a pesar de que ya concluyó la Licenciatura, está esperando para realizar su internado (adjunto comprobante de estudio).

· De los datos brindados durante el peritaje realizado, refiere que la señora NOMBRE 001 tuvo que incurrir a diferentes estrategias para poder hacerle frente a los gastos mensuales entre ellas solicitar la pensión para ella o acceder a diferentes créditos.


II. Datos esenciales para el acuerdo.
A la luz de lo expuesto, esta Dirección traslada la gestión a la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones, para que se establezca si se aprueba o deniega el acrecimiento del beneficio de pensión a favor de la señora NOMBRE 001 y la joven NOMBRE 003 en el mismo porcentaje de beneficio que recibía el joven NOMBRE 004, 37,50% u otro porcentaje a definir. Asimismo, en caso de que el órgano colegiado apruebe el acrecimiento solicitado, se informa que el beneficio que caducó registra esta condición desde el 1 de diciembre 2020, fecha en la cual el joven NOMBRE 004 deja de percibir la pensión por haber cumplido los 25 años. 
Finalmente, en este tema se debe valorar el criterio expuesto en el oficio N° 573-DE/AL-08 de 21 de abril del 2008, suscrito por la licenciada Ana Patricia Álvarez Mondragón, jefa interina de la Sección de Asesoría Legal, que en lo conducente indica:

“Así las cosas, al encontrarse las pensiones dentro del Sistema de Seguridad Social, cabe recordar los principios rectores de esta materia a saber, gradualidad, solidaridad, equidad y sostenibilidad financiera.   
Dentro de este marco, es dable señalar que los planes de pensiones son creados por el Estado de manera obligatoria y se basan en el principio de "adecuación social", lo que significa que los beneficios otorgados por el sistema proporcionan una cierta calidad de vida a todos los contribuyentes; que implica un elemento redistributivo, donde se valora no solo el otorgar prestaciones que respondan a las necesidades del servidor y su familia, sino también observar la transición demográfica y financiera que permita garantizar la estabilidad del régimen. (énfasis agregado)”
No omitimos manifestar que esta solicitud debe ser analizada velando por sostenibilidad del fondo, pensando en el bienestar colectivo y no individualmente, de manera que se cumplan los fines de la solidaridad, gradualidad, equidad y sostenibilidad financiera que reiteradamente han señalado los juristas.”
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Se acordó: 1) Tener por rendido el oficio Nº PJ-DGH-AP-1750-2021 del 4 de mayo de 2021, suscrito por la licenciada Olga Guerrero Córdoba, Subdirectora interina de la Dirección de Gestión Humana, mediante el cual comunica la gestión presentada por la señora NOMBRE 001 y NOMBRE 003, en virtud de que el joven NOMBRE 004, fue excluido de la planilla de pensionados a partir del 01 de diciembre de 2020 por caducidad del beneficio de pensión. 2) Conforme el estudio socioeconómico y el artículo 229 de la Ley 9544, acrecentar el beneficio de pensión de la siguiente manera: del monto que deja de percibir el joven NOMBRE 004, establecer el 80% y de ese monto acrecentar en un 66% a la señora NOMBRE 001 y 34% a la señorita NOMBRE 003, a partir del 7 de enero de 2021. Se declara este acuerdo firme.
[bookmark: _Toc72132503]ARTÍCULO IV 
Documento N° 645-2021
	La licenciada Olga Guerrero Córdoba, el licenciado Carlos Lizano Alfaro y la licenciada Jennifer Carrillo Cárdenas, por su orden, Subdirectora interina de Gestión Humana, Jefe interino de Administración de Personal y Coordinadora interina de la Unidad de Jubilaciones y Pensiones, en oficio N° PJ-DGH-AP-1751-2021 del 4 de mayo de 2021, remitieron lo siguiente: 
[…]

1. Conclusiones.

· [bookmark: _Hlk73970624]El peritaje socioeconómico practicado al señor NOMBRE 001, es claro en demostrar que a lo largo de la vida conyugal con la señora NOMBRE 002, los gastos del hogar eran asumidos por ambos, por lo que entre el señor NOMBRE 001 y su esposa, se daba una relación de codependencia económica, lo que al amparo de la Ley 9544 lo convierte en sujeto del derecho reclamado, según lo indicado en el artículo 228 de dicha Ley. 

· Según la consulta realizada por la Unidad de Jubilaciones y Pensiones al Sistema de Pensiones de la Caja Costarricense de Seguro Social y al Sistema de Pensiones del Magisterio Nacional, don Álvaro cuenta con una pensión del Régimen de Invalidez Vejez y Muerte de la Caja Costarricense de Seguro Social, lo cual le garantiza un ingreso estable con el cual atender sus necesidades.

· De acuerdo con el informe socioeconómico, el valorado recibe solo apoyo emocional por parte de sus hijos NOMBRE 003 y NOMBRE 004, mas no recibe apoyo económico, toda vez indican no tener liquidez para este fin, reduciendo así las posibilidades de ayudas para don NOMBRE 001.

· El informe es claro en indicar que era doña NOMBRE 002 era quien subsanaba los gastos como alimentación, pago de servicios públicos y educación de NOMBRE 005 y reparaciones de la vivienda, lo que deja en evidencia la dependencia económica que tenía el solicitante con la jubilada judicial fallecida. 

1. Datos de interés.

· La revisión del maestro de jubilados muestra que el monto de jubilación que recibía NOMBRE 002 era de VALOR 001 mensuales en bruto.

· Conforme a la normativa actual vigente, el monto máximo al que aspira don NOMBRE 001 de aprobársele la pensión es del 80% del monto que devengaba de jubilación doña Francia; para este caso equivale a VALOR 002) mensuales en bruto.
 
· Sobre la posible vigencia del beneficio, la solicitud de pensión fue presentada el 07 de setiembre de 2020, un total de 14 días naturales posteriores al fallecimiento de la señora NOMBRE 002. Se informa lo anterior para que si a criterio de la Junta Administradora del Fondo, se debe aprobar la pensión al señor NOMBRE 001, se cuente con la referencia sobre la fecha de presentación de la solicitud para el establecimiento del rige del beneficio.

Finalmente, se considera oportuno manifestar que esta solicitud debe ser analizada velando por la sostenibilidad del fondo, considerando en el bienestar colectivo y no individual, de manera que se cumplan los fines de la solidaridad, gradualidad, equidad y sostenibilidad financiera que reiteradamente han señalado los juristas.”

	Dictamen Socioeconómico:
[…]
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Se acordó: 1) Tener por rendido el oficio N° PJ-DGH-AP-1751-2021 del 4 de mayo de 2021, suscrito por la licenciada Olga Guerrero Córdoba, el licenciado Carlos Lizano Alfaro y la licenciada Jennifer Carrillo Cárdenas, por su orden, Subdirectora interina de Gestión Humana, Jefe interino de Administración de Personal y Coordinadora interina de la Unidad de Jubilaciones y Pensiones, en el cual remiten solicitud de pensión incoada por el señor NOMBRE 001, en calidad de cónyuge sobreviviente de la jubilada judicial fallecida NOMBRE 002. 2) Conforme el estudio socioeconómico del Departamento de Trabajo Social y Psicología N° 20-001307-0725-TS y el informe de la Dirección de Gestión Humana, aprobar el beneficio de pensión a favor del señor NOMBRE 001, en el 80% del beneficio que recibía la causante NOMBRE 002, a partir del 25 de agosto de 2020, de conformidad con el artículo 229 de la Ley Orgánica del Poder Judicial (9544). 3) La Dirección del Fondo de Jubilaciones y Pensiones y la Dirección de Gestión Humana tomará nota para lo de su cargo. Se declara este acuerdo firme.  
[bookmark: _Toc72132507]ARTÍCULO V 
Documento N° 669-2021
En sesión N° 34-2020 celebrada el 19 de octubre del 2020, artículo XIV, se tuvo por conocido el oficio N° CNS-1609/10 del 8 de octubre de 2020, remitido por el señor Jorge Monge Bonilla, secretario del Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero, mediante el cual remitió en consulta el proyecto de acuerdo de aprobación del “Reglamento de Autorizaciones y Aprobaciones” de la Superintendencia de Pensiones, del cual se debían realizar observaciones en el plazo de 20 días hábiles.
El licenciado Porfirio Rojas F, Director interino de la División de Planificación y Normativa de la Superintendencia de Pensiones, mediante oficio N° SP-471-2021 del 11 de mayo de 2021, comunicó:
“Mediante artículo 6 del acta de la sesión 1626-2020, celebrada el día 03 de diciembre de 2020, el Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero aprobó el Reglamento de Autorizaciones y Aprobaciones con el fin de establecer   los   requisitos,   los   plazos   y   el procedimiento   a   seguir   para   la   atención   de   las   solicitudes   que   se   presenten   a   la Superintendencia  de  Pensiones  y  que  se  relacionen  con  actos  sujetos  a  su  aprobación  o autorización,  de conformidad con lo establecido en la Ley N° 7983, Ley N° 7523, Ley N°7786, Ley N°7532, Ley N°7333 y la Ley N° 8220.

Dicho acuerdo se publicó en el Alcance 294 del Diario Oficial La Gaceta del día 16 de diciembre del 2020 y entrará en vigencia el día 16 de junio del año en curso. Con la entrada en vigencia de la citada norma, la Superintendencia de Pensiones realizará una conferencia virtual para la socialización de la norma propuesta (plataforma Microsoft Teams), por lo cual se solicita a los gerentes de las operadoras, remitir los nombres y correos electrónicos de quienes participarán en la misma, dirigidas al correo electrónico rodribuezbg@supen.fi.cr (Gianfranco Rodríguez Bovieri)

Para lo anterior, me permito informarles que la conferencia antes señalada, se llevará a cabo, en forma virtual, el próximo día veintiuno de mayo de los corrientes, de 10:00 a 11:30 am.”
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Se acordó: 1) Tener por recibido y conocido el oficio N° SP-471-2021 del 11 de mayo de 2021, suscrito por el licenciado Porfirio Rojas F, Director interino de la División de Planificación y Normativa de la Superintendencia de Pensiones, mediante el que comunica la aprobación del Reglamento de Autorizaciones y Aprobaciones con el fin de establecer los requisitos, los plazos y el procedimiento a seguir para la atención de las solicitudes que se presenten a la Superintendencia de Pensiones. 2) Designar al MPM Oslean Mora Valdez, Director a,í del Fondo de Jubilaciones y Pensiones, para que participe en la conferencia virtual convocada para el 21 de mayo de 2021. Se declara este acuerdo firme. 
[bookmark: _Toc71233028][bookmark: _Toc72132509]ARTÍCULO VI 
Documento N° 283, 611, 599, 623, 700-2021 

Se entra a conocer el acuerdo tomado en la sesión extraordinaria N° 20-2021 celebrada el 12 de mayo de 2021, artículo II, que dice:
“El señor Miguel Ángel García, Jubilado Judicial, en correo electrónico enviado el 23 de abril del 2021, expresó lo siguiente:
“Yo, Miguel Ángel García Martínez, mayor, jubilado del Fondo de Pensiones del Poder Judicial, abogado, casado dos veces, vecino de Escazú, San Rafael, Urbanización La Suiza, casa 31 A, con respeto a vengo a pedir efectivo cumplimiento y resguardo de mi derecho de petición y respuesta, a los efectos de lograr un adecuado control de la legalidad y transparencia de las actuaciones de la Junta Administradora del Fondo de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial, del que como indiqué soy jubilado. Legitimación y motivo de mi petición. Como jubilado del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial se me ha procedido a deducir desde el año 2018 la contribución obligatoria solidaria, misma que surge a raíz de la modificación a la Ley Orgánica del Poder Judicial N. 7333 y sus reformas, mediante Ley 9544 del año 2018. Tengo meses de estar consultando a la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones cuál es la norma legal, concreta, que ordena y a a la vez faculta y le ordena a la Junta a deducir esa contribución obligatoria solidaria de mis prestaciones como jubilado. Sin lograr a la fecha que me respondan. Es claro que los funcionarios públicos, como lo son los miembros de la Junta Administradora del Fondo, están vinculados al principio de legalidad establecido constitucionalmente, sólo pueden hacer aquello que expresamente la ley les faculte; en especial tratándose de la toma de parte del patrimonio o prestaciones que como jubilado le corresponden a una persona. Por ejemplo: los fondos de pensiones rebajan el impuesto de la renta con base en un artículo determinado que la ley establece y ordena tal acción; la Junta Administradora del Fondo de Pensiones rebaja las cotizaciones de los jubilados porque el artículo: 239 del Poder Judicial le faculta y obliga a ello. Todo impuesto, tasa y contribución, según el Código Fiscal debe ser dispuesta por ley y debe existir de igual forma una ley que autorice a su cobro a un determinado ente estatal. Pues bien, lo único que pido, es que la administración, los funcionarios públicos que integran la Junta Administradora del Fondo, me informen: ¿Cuál es la norma que les faculta para deducir de mis prestaciones como jubilado del Poder Judicial la contribución obligatoria solidaria?. Si tal proceder obedece a que el artículo 239 de la Ley Orgánica del obliga a ello, por ser una cotización extraordinaria (y tal numeral es el que les faculta a ello, pues que lo indiquen). Y es que, considero, tengo derecho a saber si la deducción se me realiza por ser la misma una cotización extraordinaria, aparte de la ordinaria dispuesta en el artículo 236 de la Ley Orgánica del Poder Judicial; o bien se realiza la misma por otro motivo (por ejemplo: ser un tributo, en cuyo caso debería haber ley expresa que les faculte como ente recaudador) Pese a que he hecho múltiples solicitudes, incluso un recurso de amparo, buscando respuesta e información al respecto, no logro que se me responda por la administración esta simple pregunta…¿Cuál es la norma concreta que faculta a la Junta Administradora del Fondo a deducir de mis prestaciones como jubilado la contribución obligatoria solidaria ?. Tiene la administración la obligación de fundar jurídicamente sus actuaciones y yo, como persona y ciudadano, tengo derecho de que se me informe y conocer la ratio legis del proceder. Es necesario en una democracia poder ejercer el control de las actuaciones de los organismos públicos y ello sólo es posible si hay fundamentación. La fundamentación de los actos públicos, fáctica y legal, es consustancial a la democracia y , por ende, al Estado de Derecho y, a su vez un derecho humano fundamental de las personas. Los actos de los funcionarios públicos están dotados de autoridad, dado que ellos son dispuestos por el imperio de la razón, no en gozan de autoridad por razón del imperio. (imperio ratione, no ratio imperio). Se nos debe posibilitar acceder a la información o razones, pues de otro modo no podremos controlar y constatar la razonabilidad-legalidad. No se puede admitir que la administración responda que ha actuado conforme a derecho, por ejemplo, sin contestar, o informar lo que se solicita. Pido un pronunciamiento técnico al respecto, incluso pueden consultar a la Dirección Jurídica del Poder Judicial. Desde el 20 de enero de los corrientes solicité a la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, que aclararán de forma técnica el acuerdo tomado en sesión N. 02-2021, Artículo XII, Documento N. 1133-2020, 15-2021. Como indiqué, hasta interpuse un recurso de amparo, el cual fue rechazado. Incluso he debido mandar varios correos, de nuevo, solicitando la información y, a la fecha, sigo sin respuesta. Espero no tener que insistir en nuevos recursos de amparo, no veo cual es la dificultad, o negatividad de brindar tal información. Conforme a la ley espero confirmación del recibo de la presente y respuesta en el plazo por ella previsto.”
-0-

En relación con lo anterior, en oficio N° DJ-C-212-2021, suscrito por los másteres Rodrigo Campos Hidalgo y Argili Gómez Siu, Director y Subdirectora de la Dirección Jurídica del Poder Judicial, informaron:

“Por este medio se procederá a emitir criterio en relación con la consulta planteada por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, según lo solicitado mediante oficio N° 384-2021 de fecha 14 de abril de 2021.   

I. Antecedentes (la consulta)

Mediante oficio N° 384-2021 de fecha 14 de abril de 2021, se hace de conocimiento de esta Dirección Jurídica lo establecido por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en el artículo XXVIII de la sesión número 16-2021 de fecha 12 de abril de 2021, en que se solicitó a la Dirección Jurídica lo siguiente: “Tener por conocida la gestión remitida por correo electrónico del 6 de abril de 2021, por el licenciado Miguel Ángel García Martínez, Jubilado del Poder Judicial y remitir a la Dirección Jurídica del Poder Judicial para su estudio e informe, con el fin de brindar respuesta al petente”  (ver oficio 384-2021).

II. Criterio de esta Dirección Jurídica

De previo a la exposición del criterio, se considera oportuno recordar que, en aplicación de lo dispuesto en el Reglamento de la Dirección Jurídica del Poder Judicial, contenido en la circular 251-2017, aprobado por la Corte Plena de la Corte Suprema de Justicia en el artículo XXXIII de la sesión número 47-14, celebrada el día 06 de octubre de 2014, debe entenderse que esta Dirección cumple funciones de asesoría jurídica en términos generales respecto de los alcances de la legislación vigente y no sustituye la valoración de cada caso concreto que legalmente compete al órgano administrativo decisor consultante, en virtud de lo cual, este acto constituye una orientación jurídica general sobre la base de la información y pregunta que se plantea, sin que se prejuzgue sobre ningún caso concreto. 

Es así como frente a la solicitud que se pronunciamiento, hay que recordar que la labor de la asesoría legal en materia de criterios jurídicos, es orientar en los alcances legales del ejercicio administrativo, pero un  límite legal y ético de quienes ejercen una adecuada asesoría jurídica, es no sustituir a los órganos competentes en el ejercicio de su decisión, sino tan solo ofrecer elementos para su valoración o de lo contrario, los órganos de decisión quedarían vaciados de su autoridad, sus competencias y responsabilidades y quedarían tan solo como simples repetidores o ejecutores de lo que el abogado diga, lo que haría que, en la práctica, sea el asesor jurídico quien ostente el poder institucional, a contrapelo de la decisión de la sociedad expresada en la legislación que otorga y deslinda las competencias públicas.  

En cuanto al tema en consulta, entiende esta Dirección que se solicita algún criterio en relación con lo manifestado por el señor Miguel Ángel García Martínez, respecto de la aplicación de la denominada “contribución especial solidaria” establecida en el artículo 236 bis de la Ley Orgánica del Poder Judicial en relación con lo establecido en la “Ley para rediseñar y redistribuir los recursos de la contribución especial solidaria”.[footnoteRef:1]  [1:  Ley número 9796 de fecha 05 de diciembre de 2019, publicada en el Diario Oficial La Gaceta número 243 de fecha 20 de diciembre de 2019.  ] 


Sobre la contribución especial solidaria del régimen jubilatorio del Poder Judicial y su reforma legal 

Esta figura se introdujo por reforma a la Ley Orgánica del Poder Judicial, mediante la adición de un artículo 236 bis a dicha ley que normaba el régimen de jubilaciones y pensiones del Poder Judicial[footnoteRef:2], ahí se introdujo la instauración de la denominada “Contribución especial, solidaria y redistributiva de los pensionados y jubilados”, que en su primera versión del inciso a) establecía un monto exonerado del pago de esa contribución especial de hasta diez veces el salario base del puesto más bajo del Poder Judicial y a favor del propio fondo de jubilaciones y pensiones[footnoteRef:3].   [2:  Lo que se dio a partir de la ley número 9544 de fecha 24 de abril de 2018, publicada en el Diario Oficial La Gaceta número 89 del 22 de mayo de 2018. ]  [3:  También puede recordarse que el artículo 239 de la Ley Orgánica del Poder Judicial impuso una comisión por gastos administrativos del fondo de cinco por mil sobre el salario del funcionariado judicial y de las jubilaciones y pensiones judiciales. ] 


Sin embargo, con los artículos 04 y 07 de la ley número 9796, denominada “Ley para rediseñar y redistribuir los recursos de la contribución especial solidaria”, se modificó el artículo 236 bis inciso a) y se redujo el monto jubilatorio exonerado de la contribución solidaria, porque ya no es de hasta diez veces el salario base del puesto más bajo del Poder Judicial, sino que lo fija en seis veces el salario base del puesto más bajo del Poder Judicial, lo que hace que un sector adicional de jubilados vea disminuida su jubilación en una proporción importante.

Sobre lo planteado por el señor García Martínez

Lo que ha argumentado el señor García Martínez, según lo reseñado en el oficio número 384-2021 base de esta consulta, es el tema de forma de que “(…) se proceda a efectuar la deducción de la Contribución Obligatoria Solidaria, conforme a Derecho, por estar vigente el artículo: 236 bis, de la Ley Orgánica del Poder Judicial número: 7333 del año 1993 y sus reformas, dado que el mismo no ha sido derogado ni de forma expresa, ni de forma tácita (la ley 9796 en su artículo 7 lo que reformó fue la ley N. 8 de 1933 en su artículo: 236 bis)”.    

Lo anterior, claramente posee la naturaleza jurídica de un reclamo administrativo[footnoteRef:4] respecto del rebajo o aplicación de la figura de la “contribución especial, solidaria y redistributiva de los pensionados y jubilados” a su caso concreto, quizás orientado a que se le aplique el monto exonerado de diez veces el salario del puesto más bajo del Poder Judicial y no de seis veces ese monto, como se dispuso a partir de la ley 9796, solicitud que pareciera sustentar en el argumento de que la ley número 8 de 1937 “Ley Orgánica del Poder Judicial” es distinta de la ley 7333 de fecha 05 de mayo de 1993 y que como la ley 9796 hizo alusión a modificar el artículo 236 bis de la ley número 8 de 1937, no habría modificado el artículo 236 bis de la ley 7333 del año 1993.   [4:  Artículos 224 y 348 de la Ley General de la Administración Pública. ] 


Este reclamo debe ser resuelto oportunamente por la Junta Administradora de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en ejercicio de la competencia exclusiva y excluyente para conocer y decidir estos asuntos en sede administrativa, en virtud de ostentar la condición de órgano desconcentrado máximo en materia de jubilaciones y pensiones del Poder Judicial (artículo 239 de la Ley Orgánica del Poder Judicial.

Acciones de inconstitucionalidad pendientes de decisión ante la Sala Constitucional

Es importante llamar la atención sobre el hecho de que los artículos 4 y 7 de la ley número 9796, que son los que redujeron el espectro de exoneración de la “contribución especial, solidaria y redistributiva de los pensionados y jubilados” poseen varias acciones de inconstitucionalidad pendientes de decisión y que se han acumulado a la que se tramita bajo el expediente número 20-007715-0007-CO.  

En la resolución de curso de esa acción de inconstitucionalidad del supra aludido expediente judicial, se dispuso:  “La publicación prevista en el numeral 81 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional tiene por objeto poner en conocimiento de los tribunales y los órganos que agotan la vía administrativa, que la demanda de inconstitucionalidad ha sido establecida, a efectos de que en los procesos o procedimientos en que se discuta la aplicación de la ley, decreto, disposición, acuerdo o resolución, tampoco se dicte resolución final mientras la Sala no haya hecho pronunciamiento del caso. De este precepto legal se extraen varias reglas. La primera, y quizás la más importante, es que la interposición de una acción de inconstitucionalidad no suspende la eficacia y aplicabilidad en general de las normas. La segunda, es que solo se suspenden los actos de aplicación de las normas impugnadas por las autoridades judiciales en los procesos incoados ante ellas, o por las administrativas, en los procedimientos tendientes a agotar la vía administrativa, pero no su vigencia y aplicación en general. La tercera es que –en principio-, en los casos de acción directa (como ocurre en la presente acción), no opera el efecto suspensivo de la interposición (véanse votos No. 537-91, 2019-11633, así como resoluciones dictadas en los expedientes números 2019-11022, 19-006416 y 19-015543 del Tribunal Constitucional)” (Resolución de curso de la Acción de Inconstitucionalidad de las 11:37 horas del 12 de mayo de 2020 de la Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia; publicada en los boletines judiciales número 93, 94 y 95 de fechas 18, 19 y 20 de mayo de 2020, respectivamente.  El subrayado no es del original)

Observaciones adicionales:
a) En términos genéricos hay que recordar que, según nota aclaratoria del Sistema Nacional de Legislación Vigente, la Ley Orgánica del Poder Judicial es la ley número 8 del año 1937, solo que fue reformada parcialmente y reproducido su texto íntegramente por el artículo 1 de la ley número 7333 del 05 de mayo de 1993. 

b) Que frente al reclamo administrativo del señor García Martínez sobre la aplicación actual de la norma sobre “Contribución especial, solidaria y redistributiva de los pensionados y jubilados”, no puede dictarse resolución final que agote la vía administrativa, porque existen acciones de inconstitucionalidad pendientes de resolver, pero las normas impugnadas deben seguir aplicándose hasta que el Tribunal Constitucional decida lo pertinente.[footnoteRef:5]  [5:  Si la Sala Constitucional declarara alguna inconstitucionalidad, deberá dimensionar los efectos de su declaratoria y dentro de lo cual se deberá considerar la aplicación continuada de las normas en el tiempo previo a la resolución constitucional de fondo sobre el tema. ] 


Manifestación final

Se recuerda y reitera que la competencia para valorar y decidir oportunamente lo pertinente en relación con la inquietud planteada en el oficio base de la consulta, corresponde, en forma exclusiva y excluyente, al órgano desconcentrado máximo consultante, de conformidad con el bloque de legalidad aplicable. 

III. Conclusiones y recomendaciones

Con base en todo lo expuesto, se puede concluir que: 

1. La “Contribución especial, solidaria y redistributiva de los pensionados y jubilados”, es una figura creada por el artículo 236 bis de la Ley Orgánica del Poder Judicial y reformada por los artículos 04 y 07 de la ley número 9796, a favor del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.
2. Sobre la ley 9796 y, en especial sobre los artículos 04 y 07 que redujeron el monto exonerado del pago de la contribución especial, solidaria y redistributiva, pesan varias acciones de inconstitucionalidad admitidas y que han sido acumuladas a la que se tramita bajo el expediente número 20-007715-0007-CO, siendo que a la fecha de emisión de este criterio, se encuentran pendientes de resolver.  
3. Que al Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, es el órgano desconcentrado máximo competente para conocer el  reclamo administrativo del señor García Martínez respecto de la aplicación actual de la norma sobre “Contribución especial, solidaria y redistributiva de los pensionados y jubilados”  en su caso particular. 
4. No puede dictarse resolución final que agote la vía administrativa sobre el reclamo aludido en el oficio de consulta, hasta tanto la Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia no resuelva las acciones de inconstitucionalidad que han sido admitidas; pero las normas impugnadas deben seguir aplicándose hasta que el Tribunal Constitucional decida lo pertinente.
5. Según nota aclaratoria del Sistema Nacional de Legislación Vigente, la Ley Orgánica del Poder Judicial es la ley número 8 del año 1937, solo que fue reformada parcialmente y reproducido su texto íntegramente por el artículo 1 de la ley número 7333 del 05 de mayo de 1993.
6. La competencia para valorar y decidir oportunamente lo pertinente en relación con la inquietud planteada en el oficio base de la consulta, corresponde, en forma exclusiva y excluyente, al órgano desconcentrado máximo consultante, de conformidad con el bloque de legalidad aplicable.

Advertencias:
El presente criterio se funda en un razonamiento técnico jurídico con base en la aplicación del ordenamiento jurídico administrativo y el supletorio aplicable a la materia, cualquier valoración de oportunidad y conveniencia que sea necesario realizar, es competencia de las unidades decisoras y ejecutoras correspondientes.

El presente criterio se emite con base en la información suministrada por la unidad requirente del mismo, mediante el oficio N° 384-2021 de fecha 14 de abril de 2021 de la Secretaría General de la Corte Suprema de Justicia. Por lo anterior, no le corresponde a esta unidad asesora la responsabilidad por la veracidad de dicha información.  

Cualquier traslado del presente criterio a terceros no involucrados en los procesos de análisis y toma de decisiones con respecto al objeto de este, deberá ser realizado previa despersonalización de cualquier dato sensible que se haya consignado en dicho documento.

No se advierte incompatibilidad o conflicto ético para la emisión del presente criterio, en tanto que los temas indicados no inciden en los derechos subjetivos de los suscribientes, ni hay vínculos de ningún tipo con la persona sobre la cual gira el análisis del informe.

El presente criterio se emite con base a la consulta realizada, por lo que es responsabilidad de la unidad requirente precisar y delimitar la o las consultas formuladas a esta Dirección.”
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El señor Miguel Ángel García Martínez, jubilado judicial, en correo electrónico del 28 de abril de 2021, solicitó:
“Sirva la presente para extenderles un saludo cordial y a la vez para reiterar mi solicitud de respuesta a mi petición de proceder de deducir la colaboración obligatoria solidaria de mis prestaciones como jubilado en la forma que ordena la ley vigente, a saber según lo dispuesto en la Ley Orgánica del Poder Judicial N. 7333 del año 1993 y sus reformas; todo desde el 6 de abril de 2021.   
El criterio de la Dirección Jurídica del Poder Judicial, solicitado por la Junta, ya se rindió y tiene el número de referencia:  DJ-C-212-2021.”

- 0 -
En sesión N° 02-2021 celebrada el 11 de enero de 2021, artículo XII, se tomó el acuerdo que en su parte dispositiva dice:
“Por unanimidad, se acordó: 1) Tener por conocida la gestión del señor Miguel Ángel García Martínez, abogado y jubilado, mediante correo del 18 de diciembre de 2020, mediante la cual solicita a esta Junta ¿Cuál es la norma que faculta a la Junta a proceder a deducir de la jubilación la llamada “Contribución Obligatoria Solidaria”, todo esto desde el año 2018? y ¿Qué fundamento legal tiene la Junta parar tal proceder?. 2) Indicarle al señor García Martínez que la Contribución Solidaria fue impuesta por disposición legal y las actuaciones de esta Junta se encuentran apegadas a la normativa vigente y si tiene alguna duda específica puede acudir a las instancias legales que correspondan. Se da por agotada la vía administrativa en razón que esta Junta ya ha brindado respuesta a su solicitud. Se declara acuerdo firme.”

-0-
En sesión N° 16-2021 celebrada el 12 de abril de 2021, artículo XXVIII, se tomó el acuerdo que dice:
“En sesión número 11-2021 celebrada el 08 de marzo de 2021, artículo IX, se tomó el acuerdo que literalmente dice:

“El máster Miguel Ángel García Martínez, Abogado, en nota de 11 de febrero de 2021, solicitó:

“Sirva la presente para saludarles y a la vez solicitar el acuerdo de la Junta Administradora en que se establece la forma y montos de la deducción de la contribución obligatoria y solidaria establecida en la Ley 9544 del año 2019, que vino a reformar la Ley 7333 del año 1993 y sus reformas y en su artículo 236 bis, vino a crear dicha contribución, aparentemente con aprobación de informe rendido por el Departamento de Macroprocesos del Departamento Financiero Contable del Poder Judicial.

Agradeciendo lo anterior, así como señalando mi correo para notificaciones: mgarcia8371@gmail.com ,”

- 0 -

En ese sentido, la Secretaría General de la Corte, remite antecedentes de interés para valoración de esta Junta Administradora.




- 0 –

Se acordó por unanimidad: 1.) Tener por conocida la gestión del máster Miguel Ángel García Martínez, Abogado, en nota de 11 de febrero de 2021, mediante la cual solicita el acuerdo de la Junta Administradora en que se establece la forma y montos de la deducción de la contribución obligatoria y solidaria establecida en la Ley 9544 del año 2019. 2.) Hacer de conocimiento del gestionante que cuando se promulgó la Ley 9544 la Junta Administradora no estaba creada y en funcionamiento, motivo por el cual en aquel entonces fue el Consejo Superior, quien tenía a cargo la Administración del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial y determinó la respectiva aplicación de la Ley. 3) Solicitar a la Secretaría General de la Corte, por medio del Archivo de la Secretaría, que remita al gestionante los acuerdos del Consejo Superior, en que se refiere a la aplicación de la Ley 9544”

-0-

En correo electrónico del 6 de abril de 2021, el licenciado Miguel Ángel García Martínez, Jubilado del Poder Judicial, remitió la siguiente solicitud:

“Les saludo cordialmente y a la vez les solicito que, se proceda a efectuar la deducción de la Contribución Obligatoria Solidaria, conforme a Derecho, por estar vigente el artículo: 236 bis, de la Ley Orgánica del Poder Judicial número: 7333 del año 1993 y sus reformas, dado que el mismo no ha sido derogado ni de forma expresa, ni de forma tácita (la ley 9796 en su artículo 7 lo que reformó fue la ley N. 8 de 1933 en su artículo: 236 bis).  Si se niegan a aplicar la ley, tal y como esta escrita, les procederé a demandar en forma personal.

Tienen el término de ley para responderme”

-0-

Por unanimidad se acordó: Tener por conocida la gestión remitida por correo electrónico del 6 de abril de 2021, por el licenciado Miguel Ángel García Martínez, Jubilado del Poder Judicial y remitir a la Dirección Jurídica del Poder Judicial para su estudio e informe, con el fin de brindar respuesta al petente. Se declara acuerdo firme.”
-0-
Finalmente, en sesión N° 18-2021 celebrada el 23 de abril de 2021, artículo VII, se tomó el acuerdo que dice: 
“El licenciado Miguel Angel García Martínez, Jubilado Judicial, mediante correo electrónico del 14 de abril de 2021, solicitó:
“Favor suministrar copia del acuerdo de la Junta Administradora en que se dispuso a deducir de las prestaciones de los jubilados la contribución obligatoria y solidaria de conformidad con la ley 9796, Ley Para Rediseñar y Redistribuir la Contribución Solidaria Obligatoria, según reforma que se realizara an su artículo 7 a la Ley Orgánica del Poder Judicial N. 8 del año 1933. No omito indicar que cuando tal medida se tomó ya la Junta -Administradora estaba en funciones, según parece.

…”

- 0 -
Posteriormente, el señor García Martínez, en su citada condición, mediante nota del 19 de abril de 2021, comunicó:
“En el ejercicio que me confiere el artículo 27 de la Constitución Política, así como la Ley de Regulación del Derecho de Petición, solicito se me informe la norma jurídica o ley que faculta a la Junta Administradora del Fondo de Pensiones para deducir de mis prestaciones como jubilado la Contribución Obligatoria Solidaria establecida en el artículo: 236 bis de la Ley Orgánica del Poder Judicial. Se solicita que la respuesta sea pertinente y técnicamente efectuada, sobre todo atendiendo a que no estoy preguntando la norma que crea la contribución obligatoria solidaria, sino la que faculta y a la vez ordena a la Junta a efectuar tal deducción, recordemos que no son ustedes más que funcionarios públicos y que sólo pueden hacer aquello que la ley expresamente les faculta. De igual forma se solicita el notificar la respuesta a mi petición de información y el recibido de la presente, dentro de los diez días hábiles siguientes, todo de conformidad con la Ley de Regulación del Derecho de Petición. Agradeciendo la pronta respuesta y confirmación del recibo de la presente…”

- 0 -
Se acordó, por unanimidad: 1.) Tener por conocidas las gestiones presentadas por el jubilado judicial Miguel Angel García Martínez, relacionadas con la Ley 9796, Ley Para Rediseñar y Redistribuir la Contribución Solidaria Obligatoria. 2.) Debido a que este órgano tiene conocimiento de que el señor García Martínez presentó una denuncia penal contra la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, la Junta en pleno se abstiene de conocer asuntos gestionados por el señor García, por lo que se convoca a las personas integrantes suplentes de este cuerpo colegiado a conocer de dicha gestión. 3.) Se hace el presente acuerdo de conocimiento del MPM. Oslean Mora Valdez, Director a.i. de esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones, para coordinar lo que corresponda.

Requerimientos previos de don Miguel Ángel García Martínez
	Q
	Referencia
	Año
	Asunto
	Fecha Recibido
	Respuesta brindada

	1) 
	385
	2020
	Solicita el envío del último informe o estudio actuarial del fondo de pensiones y jubilaciones, si no cabe el documento por correo, favor subirlo a la pagina Web del Poder Judicial, o remitirme un link por el cual pueda acceder por internet al mismo.
	20/05/2020 12:00:00 a.m.
	




	2) 
	1133
	2020
	Solicita se le indique la norma que dispone que la Junta Administradora debe efectuar la deducción de la Contribución Obligatoria Solidaria.
	19/11/2020 12:00:00 a.m.
	




	3) 
	15
	2021
	El señor Miguel Ángel García Martínez remite solicitud referente a cuál es la norma que faculta a la Junta a proceder a con la deducción de su jubilación, la llamada Contribución Obligatoria Solidaria.
	18/12/2020 12:00:00 a.m.
	




	4) 
	53
	2021
	El señor Miguel Ángel García Martínez remite solicitud referente a cuál es la norma que faculta a la Junta a proceder a con la deducción de su jubilación, la llamada Contribución Obligatoria Solidaria.
	05/01/2021 12:00:00 a.m.
	




	5) 
	102
	2021
	Remite consideración en atención al oficio de la Secretaria N. 33-2021 de fecha 14 de enero de 2021, referente al fundamento o base legal que da sustento a la actuación de la Junta Administradora para proceder a deducir de mis prestaciones la Contribución Obligatoria y Solidaria.
	20/01/2021 12:00:00 a.m.
	





	6) 
	126
	2021
	El señor Miguel Angel García Martínez remite solicitud de aclaración técnica y jurídica, de porqué la administración del Fondo de Jubilaciones y Pensiones ha procedido deducir de sus prestaciones como jubilado la contribución obligatoria y solidaria.
	22/01/2021 12:00:00 a.m.
	




	7) 
	152
	2021
	Remite consideración referente a que la Junta Administradora del Fondo de Pensiones pueda ordenar al Macroproceso Financiero Contable, establecer las deducciones de ley conforme al orden que dispone en el comunicado 961-2020.
	26/01/2021 12:00:00 a.m.
	


	8) 
	283
	2021
	Solicita el acuerdo de la Junta Administradora y su contenido en que se aprobó el procedimiento y forma de deducir de los Jubilados y Pensionados la Contribución Obligatoria y Solidaria de conformidad con lo establecido en el artículo 236 bis de la Ley Orgánica del Poder Judicial.
	11/02/2021 12:00:00 a.m.
	



	9) 
	466
	2021
	En atención a lo solicitado en referencia N°283-2021, reitera su solicitud. 
	22/03/2021 12:00:00 a.m.
	




	10) 
	520
	2021
	Solicita se proceda a efectuar la deducción de la Contribución Obligatoria Solidaria, conforme a Derecho, por estar vigente el artículo 236 bis de la Ley Orgánica del Poder Judicial N°7333 del año 1993 y sus reformas, dado que el mismo no ha sido derogado ni de forma expresa ni de forma tácita.
	06/04/2021 12:00:00 a.m.
	


	11) 
	566
	2021
	Remite solicitud de copia del acuerdo de la Junta Administradora en que se dispuso deducir de las prestaciones de los jubilados la contribución obligatoria y solidaria de conformidad con la ley 9796, Ley Para Rediseñar y Redistribuir la Contribución Solidaria Obligatoria.
	14/04/2021 12:00:00 a.m.
	


	12) 
	580
	2021
	Remite solicitud de información referente a la norma jurídica o ley que faculta a la Junta Administradora del Fondo de Pensiones para deducir de sus prestaciones como jubilado, la Contribución Obligatoria Solidaria establecida en el artículo: 236 bis de la Ley Orgánica del Poder.
	19/04/2021 12:00:00 a.m.
	


	13) 
	611
	2021
	Remite solicitud de efectivo cumplimiento y resguardo de su derecho de petición y respuesta, a los efectos de lograr un adecuado control de la legalidad y transparencia de las actuaciones de la Junta Administradora del Fondo de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial.
	23/04/2021 12:00:00 a.m.
	No conocido aún por la JUNAFO




	14) 
	623
	2021
	Remite solicitud de respuesta referente a la petición de que proceda la deducción de la colaboración obligatoria solidaria de sus prestaciones como jubilado.
	28/04/2021 12:00:00 a.m.
	
No conocido aún por la JUNAFO
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Manifiesta el máster Oslean Mora: “Me permití compartirles una serie de información y mensajes y correos, por parte de los integrantes a las gestiones que se han enumerado, donde los integrantes titulares han procurado comunicarle, es que lo que ha hecho la Junta Administradora en este sentido es aplicar lo que la normativa ha indicado, lo que la Asamblea Legislativa y las leyes han determinado.
Por los diferentes amparos que ha interpuesto don Miguel, se está a la espera que la Sala de su criterio, para saber si la interpretación de don Miguel es o no correcta.
Todo el tema de don Miguel ha derivado que el presentó una denuncia penal contra los integrantes titulares de la Junta y que esta denuncia se encuentra en etapa preparatoria de la fiscalía, no se han realizado el traslado de cargos hacia los titulares, sin embargo, se tiene el conocimiento de que la denuncia fue presentada por don Miguel Ángel García Martínez. 
Esto derivó, que los titulares integrantes acordaran no conocer más gestiones presentadas por este señor, y convocar a los integrantes suplentes y que sean estos los que determinen, cuál sería la gestión más adecuada para las solicitudes que presenta don Miguel Ángel.”
Expresa el integrante suplente, Parris Quesada: “Al respecto quería validar la legalidad de la ejecución del desarrollo de la participación de los compañeros directores en este caso, respecto al tema de la legalidad del asunto. 
La Junta Administradora propietaria, lo que hace es inhibirse por el tema que existe una denuncia penal contra esta junta, y no va a tocar el tema en resolución del señor jubilado Miguel Ángel García.
Me cabe la inquietud, no existe una justificación formal de parte de quien corresponda, hacia los directores de la Junta Administradora, siendo así, la inhibición, no debería estar bien, desde el punto de vista que no hay un aspecto legal y formal que indique que está pasando esto, hasta en el momento que a uno lo notifican es que se debe inhibir, por lo que se pueda decir en su contra, por lo tanto considero que si existe la convocatoria a esta sesión de hoy, la participación de nosotros aún no queda a derecho, desde el punto de vista legal, porque no existe un argumento legal que haga inhibirse a la Junta Administradora propietaria, y hago este aporte porque considero que se podría poner en riesgo a la integridad total de los suplentes y propietarios a una futura demanda. 
No se sabe si el órgano director que lleva esta demanda le va a dar curso o no, yo diría más bien que en el momento que la junta administradora propietaria tenga la notificación correspondiente, nos solicite tocar este tema.  Antes, diría que no estamos a derecho formalmente, porque entonces estaríamos bajo un supuesto y no sobre un asunto de notificación legal. 
Siento entonces que la participación para tocar tema no nos compete, si es importante inhibirnos de conocerlo, porque no tenemos los argumentos legales que nos de esa posición y por respeto a la Junta Administradora y a todo el conglomerado judicial, es importante que tengamos esta posición, con toda transparencia y responsabilidad. Yo propongo esta situación.” 
Dice el vicepresidente suplente, Alexander Arguedas: “Considero que deberíamos, así como lo dice don Parris, tomar en cuenta que lo mejor es tomar la decisión cuando se dé el traslado de cargos a la Junta Administradora propietaria. Entonces estaría de acuerdo que se acepte la moción que presenta don Parris.” 
Interviene el integrante suplente Rodrigo Arroyo: “Sumado a lo que dice don Parris, hay dos puntos importantes, uno que no hubo una declaratoria de inhibitoria por parte de la Junta Administradora, por parte de los titulares, el acuerdo no está dicho así lo que dice es que se traslade a los suplentes, pero no existe una inhibitoria razonada, eso es un elemento importante, porque en la inhibición que se haga en materia civil o en la ley de Administración. 
Lo otro por mi parte yo si me tengo que inhibir, porque soy jubilado judicial y se me presenta la misma situación que presenta don Miguel, entonces me parece no podría emitir un voto y eventualmente recibir la aplicación. 
Otro aspecto importante, es que la próxima convocatoria que se realice para hacer una sesión de este tipo, debe contar con una resolución por parte de la presidencia de la Junta, porque es un elemento esencial sobre las manifestaciones que vaya a incorporarse por parte de los compañeros. 
Entonces, de no haber quorum de suplentes, lo que se tiene que hacer es integrar en su orden, a los compañeros integrantes titulares, es decir, yo me tengo que abstener en este y próximas sesiones donde se conozca un tema de este señor, y creo que facultativamente es algo que deberían de hacer las otras personas que tengan derechos de jubilado, y lo otro es que de no existir quorum como lo dice la ley, si hay 3 integrantes suplentes para que no se presenten temas, como la faculta al ley, el presidente, vicepresidente, secretario, tesorero y los demás integrantes, hasta que se complete el cuórum, esto  lo quería dejar manifiesto e inhibirme de votar, gracias.” 
Manifiesta el presidente suplente, Freddy Chacón: “Creo que ha sido bastante discutido el tema, solo quisiera hacer un aporte, que, con mi experiencia, trabajar en procesos judiciales, en lo penal, sé que se pueden pasar muchos acontecimientos, antes de que esto pueda pasar a otra instancia o notificación para una medida diferente, la fiscalía hasta podría archivar la causa, entonces me parece que no deberíamos conocer. 
Ya Don Parris y Don Rodrigo y Alexander, entonces por unanimidad, nos abstenemos de conocer de este caso por los argumentos externados y también me inhibo de votar, por mi condición de jubilado, por lo que me podría beneficiar de una u otra forma, del acuerdo que aquí se dé.”
Prosigue el integrante suplente, Parris Quesada: “En esto es importante lo que dice Don Rodrigo, dentro del punto de vista del conflicto de intereses que está muy marcado dentro de un documento que ya está funcionando dentro del Poder Judicial, y ustedes muy acertadamente están tocando el tema, respecto del beneficio o no que se podría dar, en la resolución de este tema. 
Me parece muy acertado el punto de ustedes, desde el punto de vista del conflicto de intereses, y podríamos recomendar que los compañeros propietarios de la Junta Administradora, debería de analizar esta situación.”
Consulta el presidente suplente, Freddy Chacón: “La redacción del acuerdo sería lo último que tendríamos que avalar. ¿Existe alguna objeción?”
Replica el integrante suplente, Rodrigo Arroyo: “En el acuerdo no es rechazar, sino abstenernos de votar, por no existir los elementos necesarios para atender el tema, por no existir el debido traslado de cargos, ni la inhibitoria por parte de los propietarios de la Junta Administradora de propietarios.”
Manifiesta el máster Oslean Mora: “Para que quedemos alineados, lo que corresponde en este caso, es dar la redacción final a este oficio, formalizar la aprobación de esta acta, remitiéndosela a sus personas por correo electrónico, este acuerdo, indicar que se acoge en firme y unánime, para efectos de comunicar a los integrantes titulares y que sea resuelto el tema de fondo para la siguiente sesión. 
Indica el integrante suplente, Rodrigo Arroyo: “Que la notificación sea a la junta y no a los integrantes”
Por unanimidad, se acordó: 1.) Abstenerse de conocer el acuerdo tomado en sesión N° 18-2021 del 23 de abril de 2021, artículo II, en razón de no existir un acto por medio del cual se ponga en conocimiento de los integrantes titulares de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, el traslado de cargos, en el que se haga una descripción individualizada, completa, oportuna, expresa, precisa, y circunstanciada de los hechos o conductas que originan el procedimiento y las pruebas de cargo que los respaldan, para declarar la abstención e inhibitoria presentada en la sesión N° 18-2021 celebrada el 23 de abril de 2021, artículo II, por parte de los titulares de la Junta. 2.) En vista el punto anterior, se acoge la solicitud de los licenciados Freddy Chacón Arrieta y Rodrigo Arroyo Guzmán, de abstenerse de conocer este tema debido a que al ser jubilados judiciales tienen un interés directo de lo que se pueda resolver. 3.) De requerirse una nueva integración de la Junta, para atender este tema, deberá seguirse el procedimiento establecido en la legislación aplicable. Se declara este acuerdo firme. 
-0-
[bookmark: _Hlk72271527]	Se acordó: 1) Tener por conocido el acuerdo generado por las personas integrantes suplentes de la Junta Administradora en sesión extraordinaria N° 20-2021 celebrada el 12 de mayo de 2021, artículo II. 2.) En virtud de lo acordado en dicha sesión esta Junta asume la competencia para conocer la solicitud del señor García Martínez. 3.) En razón de que existe una acción de inconstitucionalidad pendiente de resolver por la Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia, tramitado bajo expediente 20-007715-0007-CO, esta Junta Administradora no dictará resolución final que sobre el reclamo aludido por el señor García Martínez, hasta tanto la Sala Constitucional no resuelva las acciones de inconstitucionalidad que han sido admitidas; no obstante lo anterior, las normas impugnadas se seguirán aplicando hasta que el Tribunal Constitucional decida lo pertinente. Se declara este acuerdo firme.
[bookmark: _Toc72132512]ARTÍCULO VII 
Documento N° 643-2021

[bookmark: _Hlk71808434]Los másteres Oslean Mora Valdez y José Andrés Lizano Vargas, por su orden Director interino de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial y Jefe Proceso de Operaciones, en oficio N°01-PO-2021, comunicaron lo siguiente:
 “Para su estimable conocimiento, en lo relacionado con el beneficio de pensión de la joven NOMBRE 001, número de cédula DATOS 001, en forma atenta se indica:

· Que según el acuerdo tomado por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones, en la sesión N° 15-2021 del 05 de abril de 2021, artículo X, se acordó:

“[…] 2) Solicitar a la pensionada estudiante que en el plazo de 10 días hábiles a partir de la comunicación de este acuerdo remita a la Unidad del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Macroproceso Financiero Contable el documento en el que demuestre que el Instituto Interactivo de Idiomas es una entidad reconocida por el Ministerio de Educación Pública o el Instituto Nacional de Aprendizaje, para efectos de reconocer ese periodo como susceptible de percibir el beneficio de pensión, caso contrario, deberá el Macroproceso Financiero Contable proceder con el estudio de sumas en demasía para dicho periodo.[…]”

· Que el 27 de abril de 2021 la pensionada estudiante NOMBRE 001 presenta vía correo electrónico una nota de fecha 22 de abril de 2021, que para lo que interesa señala:

[bookmark: _Hlk51693260]“[…] emito la presente con el objetivo que se me finalice el beneficio de la pensión que recibo actualmente condicionada con mis estudios académicos debido a que ya he logrado culminarlos y en la actualidad puedo obtener un trabajo en el campo que me desarrolle profesionalmente. […]” (subrayado no es del original)

· Que el monto bruto del beneficio de pensión mensual que recibe la joven NOMBRE 001es por la suma VALOR 001 

· Que la fecha de nacimiento de la pensionada estudiante NOMBRE 001 es el 30 de junio de 1997, por lo que, cumpliría los 25 años el 30 de junio de 2022.

Por lo antes expuesto, se traslada a esa Junta Administradora la solicitud de la joven NOMBRE 001, para lo que a bien estime resolver.
-0-
Se acordó: 1.) Tener por recibida la comunicación de los másteres Oslean Mora Valdez y José Andrés Lizano Vargas, por su orden, Director interino de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial y Jefe Proceso de Operaciones, en oficio N°01-PO-2021. 2.) Conforme lo solicita expresamente la beneficiaria, proceder con la suspensión de manera permanente a partir del mes de mayo de 2021, el beneficio de pensión a favor de la joven NOMBRE 001, por haber culminado de manera satisfactoria sus estudios, según lo indicado por la citada pensionada mediante correo electrónico de 22 de abril de 2021. 3) Deberá la Dirección de la Junta Administradora a través del Proceso de Operaciones a dar cumplimiento al acuerdo de sesión N° 15-2021 del 05 de abril de 2021, artículo X, a determinar si la pensionada NOMBRE 001 aportó el documento solicitado y en caso de no haberlo presentado, se realice el estudio de sumas giradas en demasía y se proceda con la comunicación respectiva. Se declara este acuerdo firme.
[bookmark: _Toc72132514]ARTÍCULO VIII 
Documento N° 610-2021
	El máster Miguel Ovares Chavarría y el licenciado Fabián Salas Fernández, por su orden, Jefe de Macroproceso Financiero Contable y Jefe interino del Proceso de Inversiones, en oficio N° 11	6-PI-2021 de 22 de abril de 2021, remitieron lo siguiente:
“Conforme las políticas de transparencia, así como lo analizado y aprobado por el Comité de Inversiones en la sesión extraordinaria N°. 99 del 12 de abril de 2021, se adjuntan los siguientes documentos:

1. Acta 99-CI-2021 sesión extraordinaria del Comité de Inversiones.

1. Análisis de Reglamento de Crédito. 

La información detallada y anexada en este documento es, si bien así lo estima, para hacerlo de conocimiento a la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.”
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Por unanimidad, se acordó: Tener por recibido el oficio N° 116-PI-2021 de 22 de abril de 2021, suscrito por el máster Miguel Ovares Chavarría y el licenciado Fabián Salas Fernández, por su orden, Jefe de Macroproceso Financiero Contable y Jefe interino del Proceso de Inversiones, en el que hacen de conocimiento de esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial los siguientes documentos: a.) Acta 99-CI-2021 sesión extraordinaria del Comité de Inversiones.b.) Análisis de Reglamento de Crédito.
La Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones tomará nota para lo de su cargo.  Se declara este acuerdo firme.
[bookmark: _Hlk72478488]ARTÍCULO IX 
Documento N° 665-2021

La licenciada Olga Guerrero Córdoba y el licenciado Carlos Lizano Alfaro, en su respectivo orden; Subdirectora interina y Jefe Administrativo de la Dirección de Gestión Humana, en oficio N° 031CJ-2021 del10 de mayo de 2021, remitieron lo siguiente:
	
	INFORME DE ASIGNACIÓN DE BENEFICIO PARA JUBILACIÓN 
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	
	Solicitud de Jubilación presentada por NOMBRE 001, DATOS 001, a partir del 30 de mayo del 2021.
	

	
	Al 29 de mayo del 2021, ella señora NOMBRE 001 habrá laborado para este Poder por espacio de 20 años, 8 meses, 5 días. 
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	
	TOTAL TIEMPO SERVIDO:
	20 años, 8 meses, 5 días. 
	

	
	
	
	

	
	TOTAL TIEMPO RECONOCIDO:
	11 años, 3 meses, 19 días. 
	

	
	
	
	

	
	TOTAL GENERAL:
	31 años, 11 meses, 24 días. 
	

	
	
	
	

	
	
	
	

	
	EDAD:
	59 años, 3 meses, 9 días. 
	

	
	
	
	

	
	ÚLTIMO CARGO EN PROPIEDAD:
	OFICIAL DE INVESTIGACION 
	

	
	NÚMERO DE PUESTO EN PROPIEDAD:
	364052
	

	
	
	
	

	
	ÚLTIMO CARGO DESEMPEÑADO:
	OFICIAL DE INVESTIGACION, DIRECCION GENERAL
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	
	PUESTO(S) DE REAJUSTE:
	OFICIAL DE INVESTIGACION, 100.00 %
	
	
	
	
	
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	
	Datos de referencia:
	
	
	
	
	

	
	ÚLTIMO SALARIO DEVENGADO:
	[bookmark: _Hlk72478480]VALOR 001
	
	
	
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	
	TERCERA PARTE DEL ÚLTIMO SALARIO DEVENGADO:
	VALOR 002 (Monto mínimo establecido por la Ley 7333, (33,33%))
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	
	SALARIO PROMEDIO:
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	
	
	
	VALOR 003
	

	
	
	
	
	
	
	
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	
	NORMA LEGAL:
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	
	
	
	
	"Cálculos hechos de conformidad con lo dispuesto en la Ley Orgánica del Poder Judicial 7333 y sus Reformas, así como en el Transitorio III de la Ley Marco de Pensiones, según lo dispuesto por el Consejo Superior en sesión N° 106-15 celebrada el 03 de diciembre 2015 artículo XXXIX."
	

	
	
	
	
	
	
	
	

	
	
	
	
	
	
	"Corresponde la aplicación del Transitorio III de la ley 7302, descuento de un año en la edad de requisito por cada dos años laborados al 15 de julio de 1992.  Tiempo acumulado 6 años, aplica descuento de 3 años en el parámetro de la edad."
	

	
	FÓRMULA APLICADA:
	
	
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	
	
	
	SALARIO PROMEDIO * Edad del Servidor 
	
	
	
	
	
	
	
	

	
	
	
	
	
	= Monto de Jubilación

	
	
	
	
	
	
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	
	

	
	
	
	
	
	
	57 años
	
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	
	MONTO DE JUBILACIÓN:
	VALOR 004 (100.00% del salario promedio de los veinticuatro mejores salarios)
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	
	Información adicional:
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	
	El pago por auxilio de cesantía y vacaciones se estará remitiendo al Departamento de Financiero Contable para su debido diligenciamiento.
	

	Se adjunta certificación aportada por el Departamento de Financiero Contable, donde se indica si la persona servidora presenta o no, alguna deuda ante dicho Departamento.
	

	
	Se adjunta certificación aportada por el Subproceso de Gestión de la Capacitación, donde se indica si la persona servidora mantiene compromisos vigentes por concepto de becas.
	

	
	Se adjunta certificación  en estricto apego a lo normado en el artículo 586 del Código de Trabajo.
	

	
	
	

	
	Notificaciones:
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	
	(…)
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Se acordó: 1.) Aprobar la jubilación del servidor judicial NOMBRE 001, DATOS 002, cuya asignación mensual bruta será VALOR 004, menos las deducciones que por ley corresponde, a partir del 30 de mayo del 2021. 2.) Se previene al servidor NOMBRE 001, que en el eventual caso que llegare a laborar para otro ente público, se le suspenderá el goce de la jubilación durante el tiempo que esté percibiendo cualquier otro sueldo, según lo establece el artículo 233 de la Ley Orgánica del Poder Judicial. Además, se le informa que tiene imposibilidad de laborar para el sector público, de conformidad con lo normado en el artículo 686 del Código de Trabajo. 3.) Asimismo, se previene a don NOMBRE 001, que debe señalar un medio personal para recibir notificaciones ante la Dirección del Fondo de Jubilaciones y Pensiones, con la advertencia de que, de no hacerlo, las resoluciones posteriores le quedarán notificadas con el transcurso de veinticuatro horas de dictadas, conforme lo dispuesto en el artículo 11 de la Ley de Notificaciones Judiciales. 4.) Hacer este acuerdo de conocimiento del Consejo Superior.
Las Direcciones de Gestión Humana, Organismo de Investigación Judicial y los Departamentos de Prensa y Comunicación Organizacional, Financiero Contable, Secretaría General de la Corte, tomarán nota para los fines consiguientes. Se declara este acuerdo firme.
[bookmark: _Toc72132519]ARTÍCULO X 
DOCUMENTO N° 661-2021

La licenciada Olga Guerrero Córdoba y el licenciado Carlos Lizano Alfaro, en su respectivo orden; Subdirectora interina y Jefe Administrativo de la Dirección de Gestión Humana, en oficio N° 034CJ-2021 del 7 de mayo de 2021, remitió:

	
	INFORME DE ASIGNACIÓN DE BENEFICIO PARA JUBILACIÓN 
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	
	Solicitud de Jubilación presentada por NOMBRE 001, cédula DATOS 001, a partir del 02 de junio del 2021.
	

	
	Al 01 de junio del 2021, ella señora NOMBRE 001 habrá laborado para este Poder por espacio de 36 años, 4 meses, 3 días. 
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	
	TOTAL TIEMPO SERVIDO:
	36 años, 4 meses, 3 días. 
	

	
	
	
	

	
	TOTAL TIEMPO RECONOCIDO:
	0 años, 0 meses, 0 días. 
	

	
	
	
	

	
	TOTAL GENERAL:
	36 años, 4 meses, 3 días. 
	

	
	
	
	

	
	EDAD:
	57 años, 0 meses, 1 días. 
	

	
	
	
	

	
	ÚLTIMO CARGO EN PROPIEDAD:
	ASESOR JURIDICO 1 
	

	
	NÚMERO DE PUESTO EN PROPIEDAD:
	92729
	

	
	
	
	

	
	ÚLTIMO CARGO DESEMPEÑADO:
	JEFE DE ASESORIA LEGAL, DIRECCION JURIDICA
	

	
	
	
	

	
	PUESTOS DE REAJUSTE:
	JEFE DE ASESORIA LEGAL , 100.00 %
	
	
	
	
	
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	
	Datos de referencia:
	
	
	
	
	

	
	ÚLTIMO SALARIO DEVENGADO:
	 VALOR 001
	
	
	
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	
	TERCERA PARTE DEL ÚLTIMO SALARIO DEVENGADO:
	VALOR 002 Monto mínimo establecido por la Ley 7333 (33,33%)
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	
	SALARIO PROMEDIO:
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	
	
	
	VALOR 003
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	
	NORMA LEGAL:
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	
	
	
	
	"Cálculos hechos de conformidad con lo dispuesto en la Ley Orgánica del Poder Judicial 7333 y sus Reformas, así como en el Transitorio III de la Ley Marco de Pensiones, según lo dispuesto por el Consejo Superior en sesión N° 106-15 celebrada el 03 de diciembre 2015 artículo XXXIX."
	

	
	
	
	
	
	
	
	

	
	
	
	
	
	
	"Corresponde la aplicación del Transitorio III de la ley 7302, descuento de un año en la edad de requisito por cada dos años laborados al 15 de julio de 1992.  Tiempo acumulado 7 años, aplica descuento de 3 años en el parámetro de la edad."
	

	
	FÓRMULA APLICADA:
	
	
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	
	
	
	SALARIO PROMEDIO * Edad del Servidor 
	
	
	
	
	
	
	
	

	
	
	
	
	
	= Monto de Jubilación

	
	
	
	
	
	
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	
	

	
	
	
	
	
	
	57 años
	
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	
	MONTO DE JUBILACIÓN:
	VALOR 004 100.00% del salario promedio de los veinticuatro mejores salarios
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	
	Información adicional:
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	
	El pago por auxilio de cesantía y vacaciones se estará remitiendo al Departamento de Financiero Contable para su debido diligenciamiento.
	

	Se adjunta certificación aportada por el Departamento de Financiero Contable, donde se indica si la persona servidora presenta o no, alguna deuda ante dicho Departamento.
	

	
	Se adjunta certificación aportada por el Subproceso de Gestión de la Capacitación, donde se indica si la persona servidora mantiene compromisos vigentes por concepto de becas.
	

	Se adjunta certificación  en estricto apego a lo normado en el artículo 586 del Código de Trabajo.
	
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	
	Notificaciones:
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	
	(…)
	
	
	

	
	
	
	
	


- 0 -
Se acordó: 1.) Aprobar la jubilación de la servidora judicial NOMBRE 001, cuya asignación mensual bruta será ¢ VALOR 004, menos las deducciones que por ley corresponde, a partir del 2 de junio del 2021. 2.) Se previene la servidora NOMBRE 001, que en el eventual caso que llegare a laborar para otro ente público, se le suspenderá el goce de la jubilación durante el tiempo que esté percibiendo cualquier otro sueldo, según lo establece el artículo 233 de la Ley Orgánica del Poder Judicial. Además, se le informa que tiene imposibilidad de laborar para el sector público, de conformidad con lo normado en el artículo 686 del Código de Trabajo. 3.) Asimismo, se previene a doña NOMBRE 001, que debe señalar un medio personal para recibir notificaciones ante la Dirección del Fondo de Jubilaciones y Pensiones, con la advertencia de que, de no hacerlo, las resoluciones posteriores le quedarán notificadas con el transcurso de veinticuatro horas de dictadas, conforme lo dispuesto en el artículo 11 de la Ley de Notificaciones Judiciales. 4.) Hacer este acuerdo de conocimiento del Consejo Superior.
Las Direcciones de Gestión Humana, Jurídica y los Departamentos de Prensa y Comunicación Organizacional, Financiero Contable, Secretaría General de la Corte, tomarán nota para los fines consiguientes. Se declara este acuerdo firme.
ARTÍCULO XI 
Documento N°651-2021
	Mediante oficio número 032CJ-2021 del 6 de mayo de 2021, la licenciada Olga Guerrero Córdoba, Subdirectora y el licenciado Carlos Lizano Alfaro, Jefe Administrativo 4, ambos de la Dirección de Gestión Humana remitieron el siguiente informe:
	INFORME DE ASIGNACIÓN DE BENEFICIO PARA JUBILACIÓN 

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	En acatamiento a lo dispuesto por el Consejo Superior en sesión N° 96-19 celebrada el 05 de noviembre del 2019,  ARTÍCULO LXXVI, en la cual se acordo: "Solicitar a la Dirección de Gestión Humana que, cuando ingresen informes de la Comisión Calificadora del Estado de Invalidez de la Caja Costarricense de Seguro Social, en donde declaren “Invalido” a un servidor judicial, realicen los cálculos de jubilación de forma inmediata y los remitan a este Consejo Superior en conjunto con el dictamen, para aprobar la jubilación y los cálculos en el mismo acto". Por tanto procedemos a presentar el informe donde se separa por Incapacidad Absoluta y Permanente a NOMBRE 001, DATOS 001, a partir del 30 de mayo del 2021.

	Al 29 de mayo del 2021, la señora NOMBRE 001 habrá laborado para este Poder por espacio de 26 años, 5 meses, 15 días. 

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	TOTAL TIEMPO SERVIDO:
	26 años, 5 meses, 15 días. 

	
	
	

	TOTAL TIEMPO RECONOCIDO:
	0 años, 0 meses, 0 días. 
	

	
	
	

	TOTAL GENERAL:
	26 años, 5 meses, 15 días. 
	

	
	
	

	EDAD:
	57 años, 3 meses, 14 días. 
	

	
	
	

	ÚLTIMO CARGO EN PROPIEDAD:
	CUSTODIO DE DETENIDOS, SECCION DE CARCELES II CIRCUITO JUDICIAL SAN JOSE
	

	NÚMERO DE PUESTO EN PROPIEDAD:
	55664
	

	
	
	

	ÚLTIMO CARGO DESEMPEÑADO:
	CUSTODIO DE DETENIDOS, SECCION DE CARCELES II CIRCUITO JUDICIAL SAN JOSE
	

	
	
	

	
	
	

	PUESTO(S) DE REAJUSTE:
	CUSTODIO DE DETENIDOS, 100.00 %
	
	
	
	
	
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	Datos de referencia:
	
	
	
	
	

	ÚLTIMO SALARIO DEVENGADO:
	VALOR 001
	
	
	
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	TERCERA PARTE DEL ÚLTIMO SALARIO DEVENGADO:
	VALOR 002 (Monto mínimo establecido en el articulo 225 Ley Orgánica del Poder Judicial 9544)
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	SALARIO PROMEDIO:
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	
	
	VALOR 003
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	NORMA LEGAL:
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	
	
	
	"Cálculos realizados según lo dispuesto en el artículo 227 de la Ley Orgánica del Poder Judicial 9544."
	

	
	
	
	
	
	
	


FORMULA APLICADA:
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	
	26 años, 05 meses , 15 días (240 salarios mensuales) + % salario escolar (fechas que corresponda) * variaciones en el Índice de Precios al Consumidor en cada uno de los meses / 240 = Salario Promedio

	
	Salario Promedio * 83% = Salario de referencia
	
	
	

	
	Total del tiempo servido / 35 años que estipula la ley actual = Porcentaje de beneficio
	
	
	
	

	
	Salario de referencia * Porcentaje de beneficio = Monto de jubilación
	
	
	
	



	
	MONTO DE JUBILACIÓN:
	VALOR 004
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	
	PORCENTAJE DE JUBILACIÓN:
	75,60%
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	
	Información adicional:
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	
	El pago por auxilio de cesantía y vacaciones se estará remitiendo al Departamento de Financiero Contable para su debido diligenciamiento

	   Se adjunta certificación aportada por el Departamento de Financiero Contable, donde   se indica si la persona servidora presenta o no, alguna deuda ante dicho Departamento.
	

	
	Se adjunta certificación aportada por el Subproceso de Gestión de la Capacitación, donde se indica si la persona servidora mantiene compromisos vigentes por concepto de becas.

	
	Se adjunta certificación  en estricto apego a lo normado en el artículo 586 del Código de Trabajo.

	
	Se anexa hoja de criterio de Comisión Calificadora del Estado de Invalidez

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	
	Notificaciones:
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	
	(…)
	
	

	
	
	
	



-0-
A esos efectos adjuntan el oficio número PJ-DGH-CAP-205-2021 del 25 de abril de 2021, mediante el cual la licenciada Cheryl Bolaños Madrigal, Jefa interina de la Dirección de Gestión de la Capacitación, informa que revisado el control de becas y contratos gestionados por ese Subproceso, la señora NOMBRE 001, no mantiene compromisos vigentes por concepto de becas y capacitación.
Asimismo, adjuntan el oficio número 107-PI-2021 del Departamento Financiero Contable, en que hace constar que la señora NOMBRE 001, no presenta deudas pendientes en la cuenta Nº 20192-8 (Contaduría Judicial), ni por concepto de reconocimiento de tiempo servido fuera del Poder Judicial, además por concepto de “cuotas ordinarias no aportadas al Fondo de Socorro Mutuo” mantiene una deuda de ¢19.000,00 (diecinueve mil colones exactos).
Además, adjuntan constancia emitida por el Tribunal de la Inspección Judicial a las once horas veinte minutos del quince de abril del año dos mil veintiuno, en que informan que, revisados los registros que para tales efectos se llevan en ese despacho, a nombre de la señora NOMBRE 001, no se encuentran procesos disciplinarios en trámite.
Por último se adjunta hoja de criterio de la Comisión Calificadora del Estado de Invalidez de la sesión número 
Con base en lo indicado por la Comisión Calificadora del Estado de Invalidez, mediante su hoja de criterio, de la sesión N° 067-2021 del 6 de marzo de 2021, por unanimidad, se acordó: 1.) Aprobar la jubilación por incapacidad absoluta y permanente de la señora NOMBRE 001, DATOS 002, a partir del 30 de mayo de 2021, con derecho a los extremos laborales que le corresponden. 2.) Aprobar los cálculos de la jubilación de la servidora NOMBRE 001, cuya asignación mensual bruta será de VALOR 004, menos las deducciones de Ley correspondientes. 3.) Se hace de conocimiento de la servidora NOMBRE 001, lo indicado en el artículo 233 de la ley 9544 que en lo que interesa señala: “…Cuando el beneficio haya sido acordado por invalidez y la persona desee reincorporarse al sector laboral, deberá solicitar el permiso respectivo y contar con la aprobación por parte de la Comisión Calificadora del Estado de la Invalidez o de la instancia que la Caja Costarricense de Seguro Social (CCSS) designe, siempre que la nueva actividad sea diferente a aquella por la cual se le declaró inválido. Cuando un jubilado por invalidez inicie labores remunerativas sin haber solicitado el respectivo permiso para laborar, o bien lo haga a pesar de que se le deniegue el permiso, este beneficio se le suspenderá luego de respetársele el debido proceso. Asimismo, el jubilado estará en la obligación de devolver los dineros recibidos indebidamente, sin que exista obligación del Poder Judicial de reinstalarlo en el puesto en que se jubiló.” que en el eventual caso que llegare a laborar para otro ente público, se le suspenderá el goce de la jubilación durante el tiempo que esté percibiendo cualquier otro sueldo. Además, se le informa que tiene imposibilidad de laborar para el sector público, de conformidad con lo normado en el artículo 686 del Código de Trabajo. 4.) Asimismo, se previene a la servidora NOMBRE 001, que debe señalar un medio personal para recibir notificaciones ante la Dirección del Fondo de Jubilaciones y Pensiones, con la advertencia que de no hacerlo, las resoluciones posteriores le quedarán notificadas con el transcurso de veinticuatro horas de dictadas, conforme lo dispuesto en el artículo 11 de la Ley de Notificaciones Judiciales. 5.) Hacer este acuerdo de conocimiento del Consejo Superior.
La Dirección General del Organismo de Investigación Judicial, la Dirección de Gestión Humana y el Departamento Financiero Contable, tomarán nota para los fines consiguientes. Se declara este acuerdo firme.
[bookmark: _Toc72132524]ARTÍCULO XII 
Documento N° 663-2021

Los licenciados Olga Guerrero Córdoba, Carlos Lizano Alfaro y Jennifer Carrillo Cárdenas, por su orden Subdirectora interina de Gestión Humana, Jefe interino de Administración de Personal y Coordinadora interina de la Unidad de Jubilaciones y Pensiones, todos de la Dirección de Gestión Humana, en oficio N° PJ-DGH-AP-1800-2021 del 06 de mayo de 2021, informaron lo siguiente: 
 […]
II. Conclusiones.
· [bookmark: _Hlk73968112]El peritaje socioeconómico practicado a la señora NOMBRE 001, es claro en demostrar que a lo largo de la vida conyugal con el señor NOMBRE 002, era él quien asumía los gastos del hogar, por lo que doña Marielos dependió de los ingresos de su esposo, lo que al amparo de la Ley 9544 la convierte en sujeto del derecho reclamado, según lo indicado en el artículo 228 de dicha Ley. 

· Según la consulta realizada por la Unidad de Jubilaciones y Pensiones al Sistema de Pensiones de la Caja Costarricense de Seguro Social y al Sistema de Pensiones del Magisterio Nacional, la señora NOMBRE 001 no es beneficiaria de una pensión por parte de ninguno de los regímenes antes mencionados ni tampoco por parte del Ministerio de Trabajo, por lo que no cuenta con ingresos por esta vía.

· El informe socioeconómico revela que el fallecimiento de don NOMBRE 002, le ha causado a doña NOMBRE 002 una gran afectación en el área económica, ya que todos los gastos del hogar eran cubiertos por su esposo, de forma tal que, la ausencia de su aporte no puede ser cubierta por la valorada, toda vez que la misma no cuenta con ingreso propios que le permita la satisfacción de las necesidades propias y de las de su hijo, quien tuvo que abandonar la Universidad debido a que era su padre quien pagaba sus estudios. 

· Según lo indicado por la profesional en Trabajo Social, la señora NOMBRE 001 ha logrado sostenerse estos meses gracias a los VALOR 001, que recibió por concepto de Socorro Mutuo, con el cual canceló deudas que tenía su esposo, siendo que, para el momento de la valoración social, cuenta con aproximadamente VALOR 002 para atender las necesidades básicas del hogar, no obstante, estos recursos son finitos, por lo cual ante su agotamiento la petente no dispondrá de otra fuente para su subsistencia.

III. Datos de interés.

· La revisión del maestro de jubilados muestra que el monto de jubilación que recibía el señor NOMBRE 002 era de VALOR 004 mensuales en bruto.

· [bookmark: _Hlk71885186]Conforme a la normativa actual vigente, el monto máximo al que aspira doña NOMBRE 001 de aprobársele la pensión es del 80% del monto que devengaba de jubilación don NOMBRE 002, para este caso equivale a VALOR 005 mensuales en bruto.
 
· Sobre la posible vigencia del beneficio, la solicitud de pensión fue presentada el 08 de febrero de 2021, un total de 18 días naturales posteriores al fallecimiento del Señor NOMBRE 002. Se informa lo anterior para que si a criterio de la Junta Administradora del Fondo, se debe aprobar la pensión a la señora NOMBRE 001, se cuente con la referencia sobre la fecha de presentación de la solicitud para el establecimiento del rige del beneficio.

Finalmente, se considera oportuno manifestar que esta solicitud debe ser analizada velando por la sostenibilidad del fondo, considerando en el bienestar colectivo y no individual, de manera que se cumplan los fines de la solidaridad, gradualidad, equidad y sostenibilidad financiera que reiteradamente han señalado los juristas.”

-0-
Una vez analizada la solicitud de pensión incoada por la señora NOMBRE 001, en calidad de cónyuge sobreviviente del jubilado judicial fallecido NOMBRE 002, así como, el dictamen socioeconómico emitido por el Departamento de Trabajo Social y Psicología y el informe número N° PJ-DGH-AP-1800-2021 del 06 de mayo de 2021, suscrito por la licenciada Olga Guerrero Córdoba, Subdirectora interina, el licenciado Carlos Lizano Alfaro, Jefe interino de Administración de Personal y la licenciada Jennifer Carrillo Cárdenas, Coordinadora interina de la Unidad de Jubilaciones y Pensiones, todos de la Dirección de Gestión Humana y de conformidad con el artículo 229 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, por unanimidad, se acordó: Acoger la solicitud de pensión que formula por la señora NOMBRE 001, en calidad de cónyuge sobreviviente del jubilado judicial fallecido NOMBRE 002, cuya asignación mensual será de VALOR 005, equivalente al 80% del monto de la jubilación que recibía el jubilado judicial al momento de su deceso, con las deducciones que por ley correspondan. Lo anterior, en el entendido que el otorgamiento será a partir del 22 de enero de 2021, de conformidad con el artículo 229 de la Ley Orgánica del Poder Judicial 9544. 
[bookmark: _Hlk71641891]La Dirección de Gestión Humana y el Departamento Financiero Contable tomarán nota para lo que corresponda. Se declara este acuerdo firme.
[bookmark: _Toc72132526]ARTÍCULO XIII 
Documento N° 671-2021

Los licenciados Olga Guerrero Córdoba, Carlos Lizano Alfaro y Jennifer Carrillo Cárdenas, por su orden Subdirectora interina de Gestión Humana, Jefe interino de Administración de Personal y Coordinadora interina de la Unidad de Jubilaciones y Pensiones, todos de la Dirección de Gestión Humana, en oficio N° PJ-DGH-AP-1830-2021 del 10 de mayo de 2021, informaron lo siguiente:
[…]
IV. Conclusiones.
· El peritaje socioeconómico practicado al señor NOMBRE 001, es claro en demostrar que a lo largo de la vida conyugal con la señora NOMBRE 002 ambos asumían los gastos del hogar de forma compartida, por lo que el señor NOMBRE 001 dependió parcialmente de los ingresos de su esposa, lo que al amparo de la Ley 9544 lo convierte en sujeto del derecho reclamado, según lo indicado en el artículo 228 de dicha Ley. 

· La Unidad de Jubilaciones y Pensiones constató, que don Heriberto cuenta con una jubilación del Régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, por un monto bruto de VALOR 001.

· De acuerdo con el informe socioeconómico, se observó que el señor NOMBRE 001 continúa solventando sus necesidades sin restricciones ante la carencia del ingreso de su esposa y cuenta con apoyo familiar y la presencia de su hijo en el hogar, lo que complementa el presupuesto y les permite a ambos percibir un ingreso total superior al que recibía el hogar cuando la señora NOMBRE 002 vivía.

V. Datos de interés.
· La revisión del maestro de jubilados muestra que el monto de jubilación que recibía la señora NOMBRE 002 era de VALOR 002 mensuales en bruto.

· Conforme a la normativa actual vigente, el monto máximo al que aspira don NOMBRE 001 de aprobársele la pensión es del 80% del monto que devengaba de jubilación doña NOMBRE 002, para este caso equivale a VALOR 003 mensuales en bruto.
 
· Sobre la posible vigencia del beneficio, la solicitud de pensión fue presentada el 26 de junio de 2020, un total de 131 días naturales posteriores al fallecimiento de doña Rosa Ana. Se informa lo anterior para que si a criterio de la Junta Administradora del Fondo, se debe aprobar la pensión al señor Campos Sirias, se cuente con la referencia sobre la fecha de presentación de la solicitud para el establecimiento del rige del beneficio.

Finalmente, se considera oportuno manifestar que esta solicitud debe ser analizada velando por la sostenibilidad del fondo, considerando en el bienestar colectivo y no individual, de manera que se cumplan los fines de la solidaridad, gradualidad, equidad y sostenibilidad financiera que reiteradamente han señalado los juristas.
-0-
Una vez analizada la solicitud de pensión incoada por el señor NOMBRE 001, en calidad de cónyuge sobreviviente de la jubilada judicial fallecida NOMBRE 002, así como, el dictamen socioeconómico emitido por el Departamento de Trabajo Social y Psicología y el informe N° PJ-DGH-AP-1830-2021 del 10 de mayo de 2021, suscrito por la licenciada Olga Guerrero Córdoba, Subdirectora interina, el licenciado Carlos Lizano Alfaro, Jefe interino de Administración de Personal y la licenciada Jennifer Carrillo Cárdenas, Coordinadora interina de la Unidad de Jubilaciones y Pensiones, todos de la Dirección de Gestión Humana y de conformidad con el artículo 229 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, por unanimidad, se acordó: Acoger la solicitud de pensión que formula por el señor NOMBRE 001, en calidad de cónyuge sobreviviente de la jubilada judicial fallecida NOMBRE 002, cuya asignación mensual será de VALOR 003  equivalente al 80 % del monto de la jubilación que recibía la jubilada judicial al momento de su deceso, con las deducciones que por ley correspondan. Lo anterior, en el entendido que el otorgamiento será a partir del 26 de junio de 2020, de conformidad con el artículo 37 del Reglamento General del Régimen de Jubilaciones y Pensiones que indica: “…en los casos en los que la solicitud se presente posterior a ese plazo, el beneficio se otorgará a partir de la fecha de presentación de la respectiva gestión.” 
La Dirección de Gestión Humana y el Departamento Financiero Contable tomarán nota para lo que corresponda. Se declara este acuerdo firme.
[bookmark: _Toc72132528]ARTÍCULO XIV 
DOCUMENTO N° 670-2020

La licenciada Olga Guerrero Córdoba, Subdirectora interina de la Dirección de Gestión Humana, en oficio Nº PJ-DGH-AP-1799-2021 del 6 de mayo de 2021, comunicó:
[…]
VI. Conclusiones.
· [bookmark: _Hlk73969486]El peritaje socioeconómico practicado a la señora NOMBRE 001, es claro en demostrar que a lo largo de la vida conyugal con el señor NOMBRE 002, era él quien asumía los gastos del hogar, por lo que doña Olga dependió de los ingresos de su esposo, lo que al amparo de la Ley 9544 la convierte en sujeto del derecho reclamado, según lo indicado en el artículo 228 de dicha Ley. 

· Según la consulta realizada por la Unidad de Jubilaciones y Pensiones al Sistema de Pensiones de la Caja Costarricense de Seguro Social y al Sistema de Pensiones del Magisterio Nacional, la señora NOMBRE 001 no es beneficiaria de una pensión por parte de ninguno de los regímenes antes mencionados ni tampoco por parte del Ministerio de Trabajo, por lo que no cuenta con ingresos por esta vía.

· El informe socioeconómico revela que el fallecimiento de don NOMBRE 002, le ha causado a doña NOMBRE 001 una gran afectación en el área económica, ya que todos los gastos del hogar eran cubiertos por su esposo, de forma tal que, la ausencia de su aporte no puede ser cubierto por ella, quien ha tenido que recurrir a la ayuda de sus hijos quienes ha tendido que asumir el pago de los servicios públicos.

· La edad avanzada de doña NOMBRE 001, torna prácticamente imposible su inserción al mercado laboral o el desarrollo de una actividad económica de rentas estables, por medio de las cuales lograr la satisfacción de sus necesidades básicas de forma segura.

VII. Datos de interés.
· La revisión del maestro de jubilados muestra que el monto de jubilación que recibía el señor NOMBRE 001 era de VALOR 001 mensuales en bruto.

· Conforme a la normativa actual vigente, el monto máximo al que aspira doña NOMBRE 001 de aprobársele la pensión es del 80% del monto que devengaba de jubilación don NOMBRE 002, para este caso equivale a VALOR 002 mensuales en bruto.
 
· Sobre la posible vigencia del beneficio, la solicitud de pensión fue presentada el 26 de febrero de 2021, un total de 17 días naturales posteriores al fallecimiento de don NOMBRE 002. Se informa lo anterior para que si a criterio de la Junta Administradora del Fondo, se debe aprobar la pensión a la señora NOMBRE 001, se cuente con la referencia sobre la fecha de presentación de la solicitud para el establecimiento del rige del beneficio.

Finalmente, se considera oportuno manifestar que esta solicitud debe ser analizada velando por la sostenibilidad del fondo, considerando en el bienestar colectivo y no individual, de manera que se cumplan los fines de la solidaridad, gradualidad, equidad y sostenibilidad financiera que reiteradamente han señalado los juristas.”
- 0 -
Una vez analizada la solicitud de pensión incoada por la señora NOMBRE 001, en NOMBRE 002, así como, el dictamen socioeconómico emitido por el Departamento de Trabajo Social y Psicología y el informe número N° PJ-DGH-AP-1799-2021 del 06 de mayo de 2021, suscrito por la licenciada Olga Guerrero Córdoba, Subdirectora interina, el licenciado Carlos Lizano Alfaro, Jefe interino de Administración de Personal y la licenciada Jennifer Carrillo Cárdenas, Coordinadora interina de la Unidad de Jubilaciones y Pensiones, todos de la Dirección de Gestión Humana y de conformidad con el artículo 229 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, por unanimidad, se acordó: Acoger la solicitud de pensión que formula por la señora NOMBRE 001, en calidad de cónyuge sobreviviente del jubilado judicial fallecido NOMBRE 002, cuya asignación mensual será de VALOR 002, equivalente al 80 % del monto de la jubilación que recibía el jubilado judicial al momento de su deceso, con las deducciones que por ley correspondan. Lo anterior, en el entendido que el otorgamiento será a partir del 10 de febrero de 2021, de conformidad con el artículo 229 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, N° 9544. 
La Dirección de Gestión Humana y el Departamento Financiero Contable tomarán nota para lo que corresponda. Se declara este acuerdo firme.
[bookmark: _Toc72132531]ARTÍCULO XV 
Documento N° 660-2021
En oficio número PJ-DGH-SAS-1422-2021 del 15 de abril de 2021, las licenciadas Olga Guerrero Córdoba y Maureen Siles Mata, por su orden, Subdirectora interina de Administración Humana y Jefa de Administración Salarial, remitió el siguiente informe:
“De conformidad con lo aprobado por el Consejo Superior en sesión N° 84-2020 celebrada el 28 de agosto de 2020, articulo XVI, se remite el estudio de reconocimiento de tiempo servido en otras instituciones del Estado para efectos de jubilación n° RTFJP: 2020047 para la aprobación correspondiente:

Reconocimiento de Tiempo Servido en Otras
Instituciones del Estado para efectos de
JUBILACIÓN

	NOMBRE:
	NOMBRE 001

	N° CEDULA:
	01-0826-0260

	PUESTO:
	DEFENSOR PÚBLICO

	OFICINA:
	DEFENSA PUBLICA SAN JOAQUIN DE FLORES

	LUGAR PARA NOTIFICACIONES:
	gangulof@poder-judicial.go.cr

	FECHA DE PRESENTACION DE LA GESTIÓN:
	13/12/2019.

	FECHA EN QUE COMPLETA LA GESTIÓN:
	13/12/2019.

	RESULTADO DE ESTUDIO DE RECONOCIMIENTO DE TIEMPO SERVIDO EN OTRAS INSTITUCIONES DEL ESTADO PARA EFECTOS DE ANUALES Y JUBILACIÓN: 
	N° DE RTFJP:
	2020047

	
	TIEMPO A RECONOCER:
	17 años, 9 meses y 9 días.

	
	MONTO A REINTEGRAR:
	VALOR 001

	
	INSTITUCIÓN DONDE LABORÓ:
	Patronato Nacional de la Infancia - PANI

	OBSERVACIONES:
	El Monto total a Reintegrar se calcula a valor presente de conformidad a lo establecido en el Reglamento para el Reconocimiento de Tiempo Servido en el Poder Judicial, en el Estado y sus Instituciones para efectos del Pago de Anualidades y Jubilación en el Poder Judicial, artículos 12 y 13.

	RESUMEN RESPUESTA DE LA PERSONA SOLICITANTE A LA COMUNICACIÓN DE LA DEUDA:
	La persona solicitante no manifiesta objeción con el estudio realizado.



Cabe indicar que, en caso de aprobarse el estudio RTFJP 2020047, el tiempo total a reconocer es de 17 años, 9 meses y 9 días, tiempo por el cual la persona servidora deberá reintegrar al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial de ¢61,246,181.79.

Para los efectos correspondientes, se adjuntan a este documento los siguientes archivos:
[…]
-0-
Por unanimidad, se acordó: Reconocer para efectos de jubilación a la servidora NOMBRE 001, 17 años, 9 meses y 9 días, laborados para el Patronato Nacional de la Infancia - PANI, con la obligación de reintegrar al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial la suma de VALOR 001, que se le deducirá de su salario bruto en el tanto de 10% mensual hasta la cancelación total, o si lo prefiere, podrá depositarla en las cuentas corrientes números CC-CR4501520122900000329 del Banco de Costa Rica, previa coordinación con la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial; el cual tomará nota de lo resuelto para que solicite en favor del Fondo mencionado el traslado de cuotas correspondientes, para cuyos efectos se le enviará copia de los informes elaborados por la Dirección de Gestión Humana, la que también tomará nota para lo que corresponda. Se le previene a la persona interesada, que en el momento en que solicite acogerse al beneficio de jubilación deberá haber cancelado al Fondo de Jubilaciones y Pensiones la totalidad de la suma determinada por la Dirección de Gestión Humana para el reconocimiento de tiempo servido en otras instituciones del Estado. Se declara este acuerdo firme.
[bookmark: _Toc72132534]ARTÍCULO XVI 
DOCUMENTO N° 654-2021

El máster Oslean Mora Valdez, Director interino de JUNAFO, en oficio Nº 009-PO-2021 del 10 de mayo de 2021, remitió:
“Para su conocimiento y fines consiguientes para el pago, se realizó el análisis del informe mensual, elaborado por el Asesor Externo de Riesgos, MSC. Ronald Chaves Marín, correspondiente a datos del mes de abril de 2021, según lo dispuesto en el Contrato N.º 013118, "Contrato para el servicio de un Asesor Externo del Comité de Riesgos para el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial", cláusula segunda, punto J.
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Conclusión 
[bookmark: _Hlk71893625]Revisado el Informe de Riesgos emitido por el Asesor Externo de Riesgos, MSC. Ronald Chaves Marín, con corte al mes de abril de 2021, se indica que éste contempla los ítems del contrato N.º 013118, por lo que se recibe a satisfacción el informe remitido con la Factura N.º 00100001010000000195. Es importante indicar que el Acta de Pago ya fue generada por el Proceso de Operaciones con el número Acta 2021-AD-03134 y se encuentra en estado pendiente de aprobación.”
- 0 -
Por unanimidad, Se acordó: 1) Tomar nota del informe remitido por el máster Oslean Mora Valdez, Director interino de JUNAFO, en oficio Nº 009-PO-2021, del 10 de mayo de 2021, correspondiente al informe de Riesgos emitido por el Asesor Externo de Riesgos, MSC. Ronald Chaves Marín, con corte al mes de abril de 2021, y autorizar el pago de la Factura N.º 00100001010000000195. 2) Delegar que estos trámites en adelante sean gestionados por la Dirección de esta Junta Administradora. Se declara este acuerdo firme.
[bookmark: _Toc72132536]ARTÍCULO XVII 
Documento N° 634-2021

El servidor Kenneth Aguilar Hernández, Prosecretario General de la Secretaría General de la Corte, mediante oficio N° 3777-2021 del 30 de abril de 2021, comunicó el acuerdo tomado por el Consejo Superior del Poder Judicial, en sesión N° 33-2021 celebrada el 27 de abril de 2021, artículo XXX, que dice:
“La máster Roxana Arrieta Meléndez, Directora interina de la Dirección de Gestión Humana, en oficio Nº PJ-DGH-AP-1456-2021 del 14 abril de 2021, solicitó:

“En atención al acuerdo del Consejo Superior de la sesión N° 26-2021, celebrada el 06 de abril 2021, en el artículo XXXI, el órgano superior en lo que interesa acordó:

“... 4.) Autorizar el traslado de las plazas relacionadas con el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial a partir del 15 de abril de 2021, para que integren la Dirección del Fondo de Jubilaciones y Pensiones, que responderá a la Junta Administradora del Fondo, las cuales se indican a continuación: 

[image: Tabla

Descripción generada automáticamente]”
 
Con relación al punto anterior, es importante informar y aclarar al Consejo Superior, que la plaza No. 15695 no pertenece a la conformación de puestos de la Unidad de Jubilaciones y Pensiones de la Dirección de Gestión Humana. 

La consideración de la plaza por parte de la Junta Administradora del Fondo nace del informe de la Dirección de Planificación 32-PLA-OI-2021, el cual analiza la carga laboral de la Unidad de Jubilaciones y Pensiones; citando la labor de apoyo que presta esta plaza en el tema del trámite de las valoraciones médicas practicadas por la Comisión Calificadora del Estado de la Invalidez, labor que se reitera, es un soporte especifico que se le brinda a la Unidad, ya que la plaza pertenece al Subproceso de Administración de Personal y tiene a su cargo la confección de Constancias y Certificaciones, proceso de alta demanda e importancia a nivel de esta Dirección.

Es importante acotar, que la situación descrita fue puesta en conocimiento de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones, esto por medio del oficio PJ-DGH-AP-1107-2021, el se aporta como anexo al presente oficio. 

En razón de lo anterior, esta Dirección solicita que se reconsidere el acuerdo citado al inicio de este oficio para que en primera instancia se corrija el cuadro denominado Plazas actuales directamente involucradas con la Gestión de FJPPJ y además se desligue esa plaza del traslado que se tiene previsto realizar a la Dirección del Fondo de Jubilaciones a partir del 15 de abril de 2021.”



- 0 –

El Consejo Superior del Poder Judicial, en sesión N° 22-2021 celebrada el 16 de marzo de 2021, de conformidad con el criterio de la Procuraduría General de la República C-21-2021 y el acuerdo tomado por ese Consejo en sesión N° 14-2021, celebrada el 18 de febrero de 2021, artículo LXVI, dejó sin efecto el convenio celebrado por la Corte Suprema de Justicia y la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial del Poder Judicial, en vista que ya perdió vigencia. Del mismo modo, ordenó a todas las Direcciones del Poder Judicial que deben atender los requerimientos de la Junta Administradora de manera directa y con la prioridad requerida para el cumplimiento de los plazos dispuestos por la Superintendencia de Pensiones, con el fin de evitar multas o sanciones.
Posteriormente, la Junta Administradora en sesión N° 14-2021 celebrada el 24 de marzo de 2021, artículo II, tomó el acuerdo cuya parte dispositiva dice:

“Por unanimidad, se acordó: 1.) Aprobar el informe de estructura administrativa para la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. 2.) Solicitar al estimable Consejo Superior se mantenga el apoyo de todas las dependencias del Poder Judicial que actualmente brindan servicios para el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. 3.) Solicitar al honorable Consejo Superior autorice a este órgano colegiado requerir directamente en caso de ser necesario a las Dependencias del Poder Judicial los requerimientos específicos que permitan el correcto funcionamiento del Fondo. 4.) Solicitar al honorable Consejo Superior el traslado de las plazas relacionadas con el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial que se indican a continuación, a partir del 15 de abril de 2021:
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Descripción generada automáticamente]

Lo anterior en el entendido que en el momento que el Ministerio de Hacienda autorice la incorporación de los recursos al presupuesto se realizaran los concursos correspondientes. 5.) Solicitar al Consejo Superior la prórroga del permiso con goce de salario y sustitución de conformidad con el artículo 44 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, al máster Oslean Mora Valdez, por tres meses más, para que se dedique a las labores gerenciales relacionadas con el Fondo, a partir del 15 de abril de 2021, con el fin de dar cumplimiento a los requerimientos inmediatos de la Superintendencia de Pensiones y se coordine la conformación inicial en cuanto a estructura de la Junta Administradora. 6.) Hacer este acuerdo de conocimiento de la Superintendencia de Pensiones. Se declara este acuerdo firme.”
-0-

Finalmente, el Consejo Superior en sesión N° 26-2021 de 6 de abril de 2021, artículo XXXI, dispuso lo siguiente:

“Una vez analizada la gestión anterior, se acordó: 1.) Denegar el permiso con goce de salario y sustitución a la plaza N° 377206 ocupada por el máster Bryan Calvo Calderón para que se dedique a las labores de oficial de cumplimiento, de conformidad con el informe remitido por la máster Olga Guerrero Córdoba, Subdirectora interina de Gestión Humana, en oficio PJ-DGH-0130-2021 del 15 de marzo 2021, que indica que no existe contenido presupuestario para ese permiso. 2.) Deberán las dependencias del Poder judicial mantener el apoyo que actualmente brindan a la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. 3.) Autorizar a la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, para que solicite directamente en caso de ser necesario a las dependencias del Poder Judicial los requerimientos específicos que permitan el correcto funcionamiento del Fondo. 4.) Autorizar el traslado de las plazas relacionadas con el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial a partir del 15 de abril de 2021, para que integren la Dirección del Fondo de Jubilaciones y Pensiones, que responderá a la Junta Administradora del Fondo, las cuales se indican a continuación: 

[image: Interfaz de usuario gráfica, Tabla
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4.) Indicar a la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial que este Consejo en sesión N° 25-2021 celebrada el 25 de marzo de 2021, artículo LXXI, se prorrogó el permiso con goce de salario y sustitución a la plaza 369768 ocupada en propiedad por el máster Oslean Mora Valdez.

El integrante Carlos Montero Zúñiga, se abstiene de votar. 

La Dirección de Gestión Humana y la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, tomaran nota cada una para lo que corresponda. Se declara acuerdo firme.”

-0-

Se acordó: 1.) Tener por recibida la comunicación de la máster Roxana Arrieta Meléndez, Directora interina de la Dirección de Gestión Humana, en oficio Nº PJ-DGH-AP-1456-2021 del 14 abril de 2021. 2.) Dejar sin efecto el traslado de la plaza 15695 a la Dirección del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, por las razones indicadas. 3.) Hacer este acuerdo de conocimiento de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. Se declara este acuerdo firme.”
-0-
Se acordó: Tomar nota del oficio N° 3777-2021 del 30 de abril de 2021, suscrito por el servidor Kenneth Aguilar Hernández, Prosecretario General de la Secretaría General de la Corte. Se declara este acuerdo firme.
[bookmark: _Toc72132538]ARTÍCULO XVIII 
Documento N° 650, 666-2021

En sesión N° 36-2020 celebrada el 09 de noviembre del 2020, artículo XXIV, se tomó el acuerdo cuya parte dispositiva dice:
“Por unanimidad, se acordó: Reconocer para efectos de jubilación al servidor NOMBRE 001, 9 años, 2 meses y 16 días, laborados en la Caja Costarricense del Seguro Social, a partir del 27 de junio de 2019, con la obligación de reintegrar al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial la suma de VALOR 001, que se le deducirá de su salario bruto en el tanto de 10% mensual hasta la cancelación total, o si lo prefiere, podrá depositarla en las cuentas corrientes números CC-CR77015201001017496172 y CC-CR4501520122900000329 del Banco de Costa Rica, previa coordinación con el Departamento Financiero Contable; el cual tomará nota de lo resuelto para que solicite en favor del Fondo mencionado el traslado de cuotas correspondientes, para cuyos efectos se le enviará copia de los informes elaborados por la Dirección de Gestión Humana, la que también tomará nota para lo que corresponda. Se le previene a la persona interesada, que en el momento en que solicite acogerse al beneficio de jubilación deberá haber cancelado al Fondo de Jubilaciones y Pensiones la totalidad de la suma determinada por la Dirección de Gestión Humana para el reconocimiento de tiempo servido en otras instituciones del Estado. Se declara acuerdo firme.”
-0-
El servidor NOMBRE 001, en correo electrónico del 10 de mayo de 2021, comunicó:
“…En el tiempo que solicité el reconocimiento de anualidades. no se me preguntó en su momento para que efectos si solo para de anualidades o para anualidades y jubilación. Lo anterior solicitado lo hago ya que a otros compañeros tiempo después si les dieron esa opción de escoger, ya que para efectos de jubilación, a nivel personal, no es de mi interés que ese tiempo me sea reconocido, por lo que les solicito de la manera más respetuosa que se deje sin efecto el trámite de estudio para jubilación y sea tramitado únicamente el que corresponde a las anualidades. 
Así expuesto, con respeto les reitero que no estoy interesado en que me sean reconocidos los años de servicio laborados en otras entidades para efectos de jubilación, sino únicamente para efectos de anualidades, por lo que NO estoy de acuerdo con que se haga el rebajo respectivo a mi salario para la equiparación por jubilación.”
[…]
- 0 -
Se acordó: 1) Tener por recibida la gestión del servidor NOMBRE 001, en correo electrónico del 10 de mayo de 2021. 2) Suspender el rebajo del 10% mensual para pagar la deuda que tiene el servidor NOMBRE 001 con el Fondo de Pensiones del Poder Judicial, en razón del reconocimiento para efectos de jubilación, por el tiempo servido en la institución indicada, a partir del mes de junio del 2021. 3.) Solicitar a la Dirección de Gestión Humana compute a cuánto tiempo de servicio reconocido, corresponde la suma dineraria aportada por concepto de cuotas, por el señor NOMBRE 001 para cancelar su deuda con el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. En el entendido que no le será reintegrada suma alguna, sino que será aplicada de forma integral al tiempo de servicio reconocido para efectos de jubilación.
La Dirección de Gestión Humana y la Dirección de la Junta Administradora, tomarán nota para lo que corresponda. Se declara este acuerdo firme. 
[bookmark: _Toc72132540]ARTÍCULO XIX 
Documento N° 637, 655-2021 

[bookmark: _Hlk71885802]El servidor judicial NOMBRE 001 en correo electrónico enviado el 07 de mayo de 2021, solicitó lo siguiente:
“Quien suscribe NOMBRE 001, cédula de identidad DATOS 001; expongo y solicito lo siguiente:
[…]

 Petitoria:
 En razón de lo esbozado, solicitó a los miembros del Honorable Junta Administradora del fondo de pensiones y jubilaciones, se ordene cesar el cobro e informar al departamento de salarios, en relación al dinero por pago para compensar pensión; ya que, con la reforma a la ley, no sólo, no voy a recibir el 100% de la pensión estipulada en ese momento; sino además, se me obliga cotizar hasta los 65 años de edad, para obtener mi derecho a pensión. Cuando esa expectativa era de 30 años de servicio y 51 años de edad.
[bookmark: _gjdgxs] Solicito además, se me reintegre el monto cancelado hasta el momento, el cual era utilizado para equiparar dicho rubro siendo que ya no gozo de la posibilidad de obtener el cien por ciento de la pensión al momento de mi jubilación.
 Beneficio que quedó descartado, desde el momento de entrada en vigencia de la ley citada y, que en mi caso particular, se me debió dejar de cobrar, con la sola entrada en vigencia; pero que aún se me sigue cobrando.
Para notificaciones señalo, el correo electrónico ari009@outlook.com. Sin más que informar se despide muy cordialmente 
-0-
En sesión N°78-2019 del Consejo Superior, celebrada el 05 de setiembre de 2019, artículo LIII, se tomó el acuerdo cuya parte dispositiva dice:
“De conformidad con el acuerdo adoptado por la Corte Plena en sesión N° 53-18 celebrada el 19 de noviembre de 2018, artículo XXI, con vista en el informe de la Dirección de Gestión Humana, lo dispuesto en el artículo 226 de la Ley Orgánica del Poder Judicial y los artículos 11, 12 y 13 del nuevo Reglamento de Reconocimiento de Tiempo Servido en Otras Instituciones del Estado para Efectos del Pago de Anualidades y la Jubilación en el Poder Judicial, por mayoría, se acordó: 1.) Reconocer para efectos de anualidades y jubilación del servidor NOMBRE 001, 9 años y 13 días, laborados para la Ministerio de Seguridad Pública, a partir del 20 de julio de 2018, con la obligación de reintegrar al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial la suma de VALOR 001, que se le deducirá de su salario bruto en el tanto de 10% mensual hasta la cancelación total, o si lo prefiere, podrá depositarla en las cuentas corrientes números 174961-7 y 229-32-9 del Banco de Costa Rica, previa coordinación con el Departamento Financiero Contable; el cual tomará nota de lo resuelto para que solicite en favor del Fondo mencionado el traslado de cuotas correspondientes, para cuyos efectos se le enviará copia de los informes elaborados por la Dirección de Gestión Humana, la que también tomará nota para lo que corresponda. 2.) Se le previene a NOMBRE 001que conforme lo dispuso este Consejo en sesión Nº 16-16 del 18 de febrero del 2016, artículo XX, en el momento en que solicite acogerse al beneficio de jubilación deberá haber cancelado al Fondo de Jubilaciones y Pensiones la totalidad de la suma determinada por la Dirección de Gestión Humana para el reconocimiento de tiempo servido en otras instituciones del Estado.
El integrante Carlos Montero Zúñiga y la integrante suplente Siria Carmona Castro votan por que el Consejo no conozca los asuntos referentes a la Administración del Fondo, debido a que consideran que el Consejo Superior perdió la competencia para administrar el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. Ya que las atribuciones que otorgó el transitorio 1 de la ley N° 9544 del 24 de abril de 2018, era mientras se cumplía el plazo máximo de seis meses a partir de su publicación, el cual venció el pasado 21 de noviembre de 2018. Y que la norma no previó una extensión del plazo. Asimismo, que el acuerdo de Corte Plena es una decisión de tipo administrativo y que ese Órgano no tiene competencia para darle una interpretación auténtica a la ley. Por lo que estiman que en el presente asunto este Consejo solo es competente para reconocer el tiempo servido para el pago de anuales y no para efectos jubilatorios. Se declara acuerdo firme.”
-0-
Se acordó: 1) Tener por recibida la gestión del servidor judicial NOMBRE 001, mediante correo electrónico remitido en fecha 07 de mayo de 2021. 2) Suspender el rebajo del 10% mensual para pagar la deuda que tiene el servidor NOMBRE 001 con el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en razón del reconocimiento para efectos de jubilación, por el tiempo servido en la institución indicada, a partir del mes de junio de 2021. 3.) Solicitar a la Dirección de Gestión Humana compute a cuánto tiempo de servicio reconocido, que corresponde por la suma dineraria aportada por concepto de cuotas, por el señor NOMBRE 001 para cancelar su deuda con el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. En el entendido que no le será reintegrada suma alguna, sino que será aplicada de forma integral al tiempo de servicio reconocido para efectos de jubilación.
La Dirección de Gestión Humana y la Dirección de la Junta Administradora, tomarán nota para lo que corresponda. Se declara este acuerdo firme.
[bookmark: _Toc72132542]ARTÍCULO XX 
DOCUMENTO N° 633-2021

En sesión Nº 72-2019 celebrada el 16 de agosto de 2019, artículo XLIX, se reconoció para efectos de anualidades y jubilación a la licenciada NOMBRE 001, 1 año y 15 días laborados para Caja Costarricense de Seguro Social, a partir del 12 de enero de 2017, con la obligación de reintegrar al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial la suma de VALOR 001.
[bookmark: _Hlk71893441]La doctora Magdalena Mora Torres, Médica Forense de la Unidad de Patología Forense del Segundo Circuito Judicial de Alajuela, en nota del 22 de abril de 2021, solicitó:
[…]
Petitoria :
En razón de lo esbozado, solicito a los miembros del Honorable Consejo Superior, se ordene cesar el cobro, en relación al dinero por pago para compensar de pensión, ya que, con la reforma a la ley, no sólo no voy a recibir el 100% de la pensión estipulada en ese momento, sino además, se me obliga cotizar hasta los65 años de edad, para obtener mi derecho a pensión.
Solicito además, se me reintegre el monto cancelado hasta el momento, el cual era utilizado para equiparar dicho rubro siendo que ya no gozo de la posibilidad de obtener el cien por ciento de la pensión al momento de mi jubilación. Beneficio que quedó descartado, desde el momento de entrada en vigencia de la ley citada y que aún se me sigue cobrando.
(…)”
- 0 -
Se acordó: 1) Tener por recibida la gestión de la NOMBRE 001, en nota del 22 de abril de 2021. 2) Suspender el rebajo del 10% mensual para pagar la deuda que tiene la doctora NOMBRE 001 con el Fondo de Pensiones del Poder Judicial, en razón del reconocimiento para efectos de jubilación, por el tiempo servido en la institución indicada, a partir del mes de junio del 2021. 3.) Solicitar a la Dirección de Gestión Humana indique compute a cuánto tiempo de servicio reconocido, corresponde la suma dineraria aportada por concepto de cuotas, por la doctora NOMBRE 001, para cancelar su deuda con el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. En el entendido que no le será reintegrada suma alguna, sino que será aplicada de forma integral al tiempo de servicio reconocido para efectos de jubilación.
La Dirección de Gestión Humana y la Dirección de la Junta Administradora, tomarán nota para lo que corresponda. Se declara este acuerdo firme.  
[bookmark: _Toc72132544]ARTÍCULO XXI 
Documento N° 662-2021
En sesión N° 100-19 del 14 de noviembre del 2019, artículo LXVI, en lo que interesa, se reconoció para efectos de anualidades y jubilación al servidor NOMBRE 001, 5 años, 1 mes y 29 días, laborados para Ministerio de Seguridad Pública, a partir del 21 de febrero del 2019, con la obligación de reintegrar al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial la suma de VALOR 001, que se le deduciría de su salario bruto en el tanto de 10% mensual hasta la cancelación total 
El servidor NOMBRE 001, en nota del 10 de mayo de 2021, presentó la siguiente gestión:
[…]
Petitoria: 

En razón de lo esbozado, solicito a los miembros de la Junta Administradora del Fondo de Pensiones y Jubilaciones, se ordene cesar el cobro en relación al dinero por pago para compensar pension ; ya que, con la reforma de ley , no solo, no voy a recibir el 100% de la pension estipulada en ese momento ; sino además, se me obliga a cotizar hasta los 65 años de edad para obtener mi derecho a pension . Cuando  esa expectativa era de 30 años de servicio y 51 años de edad.
Solicito además, se me reintegre el monto cancelado hasta el momento, el cual era utilizado para equiparar dicho rubro siendo que ya no gozo de la posibilidad de obtener el 100% de la pension al momento de entrada en vigencia de la ley citada y que en mi caso particular, se me debió dejar de cobrar con la sola entrada en vigencia; pero que aun se me sigue cobrando.

                 
  Para notificaciones señalo, el correo electrónico pabtoyo@gmail.com.”

-0-

[bookmark: _Hlk72137776]Se acordó: 1) Tener por recibida la gestión del servidor judicial NOMBRE 001, en nota del 10 de mayo de 2021. 2) Suspender el rebajo del 10% mensual para pagar la deuda que tiene servidor NOMBRE 001, con el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en razón del reconocimiento para efectos de jubilación, por el tiempo servido en la institución indicada, a partir del mes de junio del 2021. 3.) Solicitar a la Dirección de Gestión Humana compute a cuánto tiempo de servicio reconocido, corresponde la suma dineraria aportada por concepto de cuotas, por el señor NOMBRE 001, para cancelar su deuda con el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, producto del reconocimiento de tiempo servido aprobado. En el entendido que no le será reintegrada suma alguna, sino que será aplicada de forma integral al tiempo de servicio reconocido para efectos de jubilación.
La Dirección de Gestión Humana y la Dirección de la Junta Administradora, tomarán nota para lo que corresponda. Se declara este acuerdo firme.
ARTÍCULO XXII  
DOCUMENTO N° 722-2021.
	El máster Oslean Mora Valdez, Director interino de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en correo electrónico de 14 de mayo de 2021, comunicó que mediante notificación de las diez horas cuarenta minutos del catorce de mayo de dos mil veintiuno, la Sala Constitucional hizo de conocimiento el Recurso de Amparo interpuesto por el licenciado Alfredo Jones León, Jubilado Judicial contra la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, que en lo que interesa dice:
“Me permito remitir para su conocimiento, un nuevo recurso de amparo presentado por el Lic. Alfredo Jones, esto con motivo de la gestión presentada en el mes de marzo en la cual solicita el detalle (con identificación de cada persona), de una serie de información de la población beneficiaria de este régimen. Adjunto la respuesta debidamente brindada el día 23 de abril de 2021, así como el detalle del acuerdo tomado por la JUNAFO en sesión N°. 17-2021, art. III.

Se trabajará en la certificación del expediente conforme a lo establecido por la Sala, según detalle:

[image: ]

”



  
- 0 -
Se acordó: Tener por recibida la comunicación del máster Oslean Mora Valdez, Director interino de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, mediante correo electrónico de 14 de mayo de 2021, y autorizarlo para que remita a la Sala Constitucional la certificación foliada, en orden cronológico de la documentación de la información solicitada por esa Sala. 
[bookmark: _Hlk72236368]ARTÍCULO XXIII 
DOCUMENTO N° 723-2021.
El Consejo Superior del Poder Judicial en sesión N° 22-2021 celebrada el 16 de marzo de 2021, artículo XXXVII, se tomó el acuerdo cuya parte dispositiva dice:
“Se acordó: 1.) Tener por recibido el informe Nº 32-PLA-IO-2021 de la Dirección de Planificación, relacionado con el “Estudio sobre la Capacidad Instalada, definición de cuota de trabajo y atención de casos en la Unidad de Jubilaciones y Pensiones”. 2.) Aprobar el escenario propuesto número 2: Plan remedial Completo (1 Recurso), recomendado así por el ente técnico. Dicho recurso estará dedicado al 100% a la revisión y el cálculo de todos los registros pendientes de revisión. Siendo que la erogación presupuestaria adicional, no es comparable respecto al costo a nivel institucional que se puede generar de no recuperar las sumas pagadas de más o en el caso de que se materialice la prescripción de los asuntos. Para disponer del recurso adicional, se deberá proceder conforme lo indicado en las recomendaciones 5.3 y 5.4. 3.) Comunicar este acuerdo a las oficinas requeridas, para que a la brevedad implementen las recomendaciones propuestas. 4.) Indicar a la Dirección de Gestión Humana que deberá priorizar la inclusión de los dos recursos a la Unidad de Jubilaciones y Pensiones en la próxima solicitud de permisos, con el fin de reforzar esa sección para la labor encomendada. 5.) Hacer este acuerdo de conocimiento de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.

La Dirección de Planificación tomará nota para los fines correspondientes. Se declara acuerdo firme.”
-0-
En razón del acuerdo anterior y en vista que se tiene conocimiento de que el Consejo Superior, otorgó dos permisos con goce de salario y sustitución de conformidad con el artículo 44 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, para que dos personas servidoras judiciales se dedicaran de lleno a revisar los 816 casos de personas jubiladas judiciales que tienen irregularidad con los montos girados, la cual a la fecha no se está realizando, se acordó: Solicitar al Consejo Superior indique cuales son los funcionarios de la Dirección de Gestión Humana, que se están encargando de preparar la información de los ochocientos dieciséis casos. 
[bookmark: _Toc35877711][bookmark: _Hlk72909939]ARTÍCULO XXIV 
DOCUMENTO N° 724-2021.
La licenciada Ana Lucrecia Ruiz Rojas, integrante de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, solicita que en razón de haber entrado en funcionamiento la Dirección de la Junta Administradora del Fondo, solicita que esa dirección sea la encargada de realizar las aprobaciones de las jubilaciones y pensiones en el Sistema SIGA-FPJ.
- 0 -
Se acordó: Acoger la solicitud presentada por la licenciada Ana Lucrecia Ruiz Rojas, integrante de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial y designar a la Dirección de la JUNAFO para que en adelante realice las citadas aprobaciones en el Sistema SIGA-FPJ. 
-o0o-
	

Lic. Arnoldo Hernández Solano 
Presidente Junta Administradora
	

Licda. Ana Lucrecia Ruiz Rojas 
Secretaria Junta Administradora 




A las 10:37 horas terminó la sesión.
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Junta Administradora

Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial

San José, 01 de junio de 2020

N° 323-20

Al contestar refiérase a este # de oficio



Señora

Licda. Ingrid Moya Aguilar, Integrante

Junta Administradora del Fondo de

Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial





Estimada señora:





Para su estimable conocimiento y fines consiguientes, le transcribo el acuerdo tomado por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en la sesión N° 16-2020 celebrada el 18 de mayo del 2020, que literalmente dice:



[bookmark: _Hlk41660043]“ARTÍCULO XXII



DOCUMENTO N° 423-2020.



La integrante Ingrid Moya Aguilar, expone sobre la Ley 9796, para rediseñar y redistribuir los recursos de la Contribución Especial Solidaria, y propone diseñar una campaña para hacer de conocimiento de la población jubilada y pensionada sobre esta nueva contribución.



Por unanimidad se acordó: Tener por presentada la propuesta de la integrante Moya Aguilar a la cual se le delega la elaboración de dicha campaña, la cual será aprobada por esta Junta para hacerla de conocimiento de las personas jubiladas y pensionadas, por los medios que se tienen en el Sistema del Fondo de Jubilaciones y Pensiones.”



Atentamente,







Licda. Ana Lucrecia Ruiz Rojas

Secretaria interina

Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y

Pensiones del Poder Judicial







Cc: 		Diligencias / Refs: 423-20



(ACJ)





San José, 06 de agosto de 2020

N° 517-2020

Al contestar refiérase a este # de oficio





Señora

Msc. Floribel Campos Solano, Jefa interina

Departamento Financiero Contable



Estimada señora:



Para su estimable conocimiento y fines consiguientes, le transcribo el acuerdo tomado por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en la sesión N° 26-2020 celebrada el 03 de agosto del 2020, que literalmente dice:



[bookmark: _Toc47033666]“ARTÍCULO XXIII



DOCUMENTO N° 484-2020 y 657-2020.



La máster Andrea Valerín Arroyo, Jefa interina del Subproceso de egresos del Departamento Financiero Contable, en correo electrónico del 23 de julio de 2020, gestionó lo siguiente:









-0-



Se acordó: Tener por conocido el oficio N° 974-TE-2020 del Departamento Financiero Contable, en respuesta a la solicitud que realizara la Procuraduría General de la República, en correo de fecha 23 de julio de 2020, relacionada con la aplicación de la Contribución Solidaria, conforme la Ley 9796. Se declara este acuerdo firme.”





Atentamente, 











Licda. Lucrecia Ruiz Rojas, Secretaria

Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones 

y Pensiones del Poder Judicial







Cc:

Diligencias / Refs: (484-2020, 657-2020)

naguilars
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CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, PODER JUDICIAL 
DIRECCIÓN EJECUTIVA 



MACROPROCESO FINANCIERO CONTABLE 
                            depto-fico@poder-judicial.go.cr 



FAX:  2295-3356                                                                                                                         TELÉFONO: 2295-3355 
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           San José, 23 de julio de 2020 
 
Licenciada 
Francinie Cubero de la Vega 
Procuraduría General de la Republica 



 
Asunto: Respuesta a solicitud de 
información sobre aplicación de la 
Contribución Solidaria a las personas 
beneficiarias del FJPPJ. 



 
Estimada señora 
 
En relación con la solicitud de información remitida a este Macroproceso vía correo 
electrónico el día 23 de julio de 2020, donde se solicitó para lo que interesa: 
 



“[…] indicación si los rebajos respectivos en razón de la Ley N° 9796 se han aplicado 
o bien si se encuentra suspendida su aplicación en razón de la citada resolución 
constitucional, esto concretamente con las personas de la lista que se adjuntó. […]” 



 



Es importante señalar que, esta oficina aplicó lo estipulado en la Ley N° 9796 
correspondiente a la deducción de contribución solidaria, a partir del 20 de junio de 
2020. Lo anterior, de conformidad con lo acordado por la Junta Administradora del 
Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, el 15 de junio de 2020, en la 
sesión N° 20-2020, artículo XVI. 
 
 
Atentamente;  
 
 



MBA. Andrea Valerín Arroyo 
Jefa Subproceso Egresos 



Licda. Emma López Ramírez 
Jefa Proceso de Tesorería 



 
 



MBA. Floribel Campos Solano 
Jefa Macroproceso Financiero Contable 



 
 



RDG / KZM 
 
c: 
Diligencias 
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Junta Administradora

Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial

San José, 28 de mayo de 2020

N° 314-20

Al contestar refiérase a este # de oficio





Señor

Miguel Ángel García Martínez 

Jubilado Judicial





Estimado señor:





Para su estimable conocimiento y fines consiguientes, le transcribo el acuerdo tomado por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en la sesión N° 17-2020 celebrada el 25 de mayo del 2020, que literalmente dice:



“ARTÍCULO X 

Documento N° 385-2020



El señor Miguel Ángel García Martínez, Jubilado Judicial, en correo electrónico del 20 de mayo de 2020, solicitó lo siguiente:



“Se les saluda cordialmente y a la vez se les solicita el envío del último informe o estudio actuarial del fondo de pensiones y jubilaciones, si no cabe el documento por correo, favor subirlo a la pagina Web del Poder Judicial, o remitirme un link por el cual pueda acceder por internet al mismo.



De igual forma les solicito indicar si en la actualidad es requerido para lograr el equilibrio o la sostenibilidad actuarial matemática del fondo son necesarias las correspondientes deducciones dispuestas en la Ley 9796, Ley Para Redistribuir y Rediseñar la Contribución Obligatoria Solidaria, o si, por el contrario, el sostenimiento actuarial matemático se lograría en poco tiempo y sin que llegue a aplicarse necesariamente dicha contribución.  Esto último porque tengo entendido que dicha ley tiene por fin tratar de lograr la estabilidad de dicho fondo, sin ser ello necesario.



De igual forma solicito el establecer que, de ser necesaria dicha contribución, cual sería el porcentaje del monto de jubilación o pensión  que sería necesario aportar por todos los pensionados y jubilados, utilizando el artículo 236 Bis de la Ley Orgánica del Poder Judicial (sea partir de seis veces el salario más bajo del poder judicial y hasta el 25% de ese tope, etc.),  para lograr dicho equilibrio o sostenibilidad actuarial matemática.”



-0-



Se acordó: Tener por conocida la gestión del señor Miguel Ángel García Martínez, Jubilado Judicial y hacer de su conocimiento que el estudio actuarial del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, se encuentra publicado en la página Web del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial y puede acceder al mismo en el siguiente link: https://fjp.poder-judicial.go.cr/index.php/2013-08-08-15-26-57/estudios-actuariales-fondo-de-jubilaciones. 



Respecto a las otras consultas del jubilado judicial, solicitar al Máster Raúl Hernández González, asesor actuarial, se refiera a dicha gestión en el plazo de 8 días hábiles. Se declara este acuerdo firme.”



Atentamente,









Licda. Ana Lucrecia Ruiz Rojas

Secretaria interina

Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y

Pensiones del Poder Judicial









Cc: 		Diligencias / Refs: 385-20



(ACJ)
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Junta Administradora

Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial

San José, 17 de diciembre de 2020

N° 1017-2020

Al contestar refiérase a este # de oficio



Señor

Máster Miguel Ángel García Martínez

Pensionado y Abogado



Estimado señor:



Para su estimable conocimiento y fines consiguientes, le transcribo el acuerdo tomado por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en la sesión N° 40-2020 celebrada el 7 de diciembre del 2020, que literalmente dice:



[bookmark: _Toc57907046]“ARTÍCULO V



DOCUMENTO N° 1133-2020.

El máster Miguel Ángel García Martínez, Pensionado y abogado, mediante correo electrónico del 19 de noviembre de 2020, comunicó:



“Favor indicarme, dado que están vinculados al principio de legalidad, en el término de ley, que norma establece a la Junta Administradora del Fondo de Pensiones el proceder a recaudar la Contribución Obligatoria Solidaria, además indicar si la misma es un tributo, o si es más bien una cotización extraordinaria.”



- 0 -



Seguido a lo anterior, mediante correo electrónico del 21 de noviembre de 2020, el señor García Martínez, gestionó lo siguiente:



“Sirva la presente para solicitarles me indiquen en forma concreta y específica que norma dispone que la Junta Administradora del Fondo de Pensiones del Poder Judicial debe efectuar la deducción de la Contribución Obligatoria Solidaria, nótese que no estoy hablando de la norma que crea o dispone la contribución obligatoria y solidaria (art. 236 bis), sino la que faculta y a la vez obliga a la Junta a efectuar la deducción o retención, como por ejemplo existe una norma que le obliga a deducir las cotizaciones, o existe una norma que obliga deducir impuesto de renta. Todo esto dado el principio de legalidad, que establece que la administración sólo puede hacer aquello que le esta expresamente permitido.

Mucho agradeceré el contestarme en el término de ley, para no tener que acudir a la vía del amparo.”

- 0 -

Por unanimidad se acordó: Comunicar al máster Miguel Ángel García Martínez, que la aplicación efectuada no corresponde a una orden de esta Junta Administradora directamente, sino a la aplicación de la Ley 9796 denominada “Ley para rediseñar y redistribuir los recursos de la contribución especial solidaria”, que reforma el inciso a) del artículo 236 bis, para que se lea de la siguiente forma: “[…] a) Sobre el exceso del monto de seis (6) salarios base del puesto más bajo pagado en el Poder Judicial y hasta por el veinticinco por ciento (25%) de dicho tope, contribuirán con el treinta y cinco por ciento (35%) de tal exceso.”. Esta Junta Administradora hace es hacer su aplicación, por lo que se realizo fue tomar el acuerdo de aprobar el procedimiento propuesto por el Departamento Financiero Contable para la aplicación de esta deducción en la planilla de las personas jubiladas y pensionadas a las que les aplica la Contribución Solidaria, en la segunda quincena del mes de junio de 2020, dado que la Ley entró en vigor a partir del 20 de junio de 2020.”



Atentamente, 





Licda. Ana Lucrecia Ruiz Rojas

Secretaria de la Junta Administradora 

del Fondo de Jubilaciones del Poder Judicial





c:	Diligencias / Refs: (1133-2020.)

(cpq)
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Junta Administradora

Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial

San José, 14 de enero de 2021

N° 33-2021

Al contestar refiérase a este # de oficio





Señor

Miguel Ángel García Martínez, abogado

mgarcia8371@gmail.com



Estimado señor:



Para su estimable conocimiento y fines consiguientes, le transcribo el acuerdo tomado por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en la sesión N° 02-2021 celebrada el 11 de enero del 2021, que literalmente dice:



[bookmark: _Toc61001929]“ARTÍCULO XII



Documento N° 1133-2020, 15-2021.



El máster Miguel Ángel García Martínez, Abogado, mediante correo del 18 de diciembre de 2020, gestionó lo siguiente:



“…abogado carné 3121, jubilado del fondo de pensiones del Poder Judicial, cédula de identidad número: 1-0537-0706, mayor, casado, vecino de Escazú, Urbanización Suiza, casa 31-A, con respeto me presento a solicitar de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones el respeto a mi derecho recibir la información veraz y completa que deben rendir los organismos o entes públicos, como lo es la Junta Administradora del Fondo de Pensiones, en especial si dicha información se relaciona de forma esencial con las funciones o actos que la misma realiza y que afectan mi patrimonio.  La administración debe fundar sus actos y resoluciones legalmente.



Desde el 20 de noviembre de 2020, de conformidad con lo expuesto, le solicité a la Junta Administradora del Fondo de Pensiones, se sirviera indicar la norma concreta, específica, que le impone el deber y facultad de recaudar, o deducir, de mi pensión la llamada: “Contribución Obligatoria Solidaria”.  Claramente, ya desde mi solicitud, hice ver que no pedía que me indicaran la norma que creo, o modificó, dicha:  “Contribución Obligatoria Solidaria”, sea el artículo:  236 bis, inciso a) de la Ley Orgánica del Poder Judicial; sino que, conforme al principio de legalidad, dado que la administración o los funcionarios públicos sólo pueden hacer aquello que está expresamente mandado, pedí se me indicara la norma que facultaba y a la vez ordenaba a la Junta Administradora del Fondo a deducir de mi pensión esa “Contribución Obligatoria Solidaria”.  Y esto por cuanto la Junta Administradora del Fondo, está obligada (y facultada por ley) a deducir la cotizaciones, o el impuesto sobre la renta a los pensionados (por ejemplo la ley de impuesto de la renta 7092, establece que la jubilación o pensión es una renta inmobiliaria, sujeto a impuesto y que el pagador debe retener dicho impuesto a los beneficiarios, arts. 27 inciso a) aparte III y art. 31 quáter; o por ejemplo la Ley Orgánica del Poder Judicial establece la obligación (y facultad) de la Junta Administradora del Fondo de efectuar la recaudación de las cotizaciones de  pensiones y jubilaciones, según el artículo: 239 inciso c) de la Ley Orgánica del Poder Judicial (vigente).



Mi petición de información, sencilla y concreta, ante la Junta Administradora del Fondo de Pensiones, llevó el número de referencia de gestión: 1133-2020,  fue respondida en oficio N. 1017-2020 de la Secretaría de la Junta Administradora del Fondo, en la que se indica que mi petición fue conocida en sesión N. 40-2020, celebrada el siete de diciembre de 2020, en el artículo V, se dispuso responder que la Junta lo que ha hecho es cumplir con lo dispuesto en el artículo 236 inciso a) de la Ley Orgánica del Poder Judicial, que establece la existencia de la llamada Contribución Obligatoria Solidaria, pero refiere que el procedimiento para su deducción (el poder deber o facultad de ello, su forma) se llevó a cabo dada la aprobación de la propuesta realizada por el Departamento Financiero Contable.  Es decir, no se responde mi pregunta.



¿Se debe entender acaso que el procedimiento, o la forma de llevar a cabo la acción de deducir, o retener, dineros de mi jubilación es efectuada por un órgano o ente de la administración que se arrogó mutuo propio esa facultad, simplemente aprobó un procedimiento que se le propuso por un Departamento interno y auxiliar?



Vuelvo a peguntar, esperando que esta vez sí se me responda. ¿Cuál es la norma que faculta a la Junta a proceder a deducir de mi jubilación la llamada “¿Contribución Obligatoria Solidaria”, todo esto desde el año 2018?  ¿Qué fundamento legal tiene la Junta parar tal proceder?  Todo esto dado que no considero que sea fundamento legal para tal proceder el que el Departamento Financiero Contable del Poder Judicial lo haya propuesto.  Existe reserva de ley para ello y si es la misma Ley Orgánica del Poder Judicial en su artículo 239 inciso c) la que faculta a la Junta, que así lo digan.”



-0-



Por unanimidad, se acordó: 1) Tener por conocida la gestión del señor Miguel Ángel García Martínez, abogado y jubilado, mediante correo del 18 de diciembre de 2020, mediante la cual solicita a esta Junta ¿Cuál es la norma que faculta a la Junta a proceder a deducir de la jubilación la llamada “Contribución Obligatoria Solidaria”, todo esto desde el año 2018? y ¿Qué fundamento legal tiene la Junta parar tal proceder?. 2) Indicarle al señor García Martínez que la Contribución Solidaria fue impuesta por disposición legal y las actuaciones de esta Junta se encuentran apegadas a la normativa vigente y si tiene alguna duda específica puede acudir a las instancias legales que correspondan. Se da por agotada la vía administrativa en razón que esta Junta ya ha brindado respuesta a su solicitud. Se declara acuerdo firme.”





Atentamente, 









Licda. Lucrecia Ruiz Rojas, Secretaria

Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones 

y Pensiones del Poder Judicial





Cc:

Diligencias / Refs: (1133-2020, 15-2021)

ediazo





1


33-2021.docx




Junta Administradora

Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial

San José, 14 de enero de 2021

N° 33-2021

Al contestar refiérase a este # de oficio





Señor

Miguel Ángel García Martínez, abogado

mgarcia8371@gmail.com



Estimado señor:



Para su estimable conocimiento y fines consiguientes, le transcribo el acuerdo tomado por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en la sesión N° 02-2021 celebrada el 11 de enero del 2021, que literalmente dice:



[bookmark: _Toc61001929]“ARTÍCULO XII



Documento N° 1133-2020, 15-2021.



El máster Miguel Ángel García Martínez, Abogado, mediante correo del 18 de diciembre de 2020, gestionó lo siguiente:



“…abogado carné 3121, jubilado del fondo de pensiones del Poder Judicial, cédula de identidad número: 1-0537-0706, mayor, casado, vecino de Escazú, Urbanización Suiza, casa 31-A, con respeto me presento a solicitar de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones el respeto a mi derecho recibir la información veraz y completa que deben rendir los organismos o entes públicos, como lo es la Junta Administradora del Fondo de Pensiones, en especial si dicha información se relaciona de forma esencial con las funciones o actos que la misma realiza y que afectan mi patrimonio.  La administración debe fundar sus actos y resoluciones legalmente.



Desde el 20 de noviembre de 2020, de conformidad con lo expuesto, le solicité a la Junta Administradora del Fondo de Pensiones, se sirviera indicar la norma concreta, específica, que le impone el deber y facultad de recaudar, o deducir, de mi pensión la llamada: “Contribución Obligatoria Solidaria”.  Claramente, ya desde mi solicitud, hice ver que no pedía que me indicaran la norma que creo, o modificó, dicha:  “Contribución Obligatoria Solidaria”, sea el artículo:  236 bis, inciso a) de la Ley Orgánica del Poder Judicial; sino que, conforme al principio de legalidad, dado que la administración o los funcionarios públicos sólo pueden hacer aquello que está expresamente mandado, pedí se me indicara la norma que facultaba y a la vez ordenaba a la Junta Administradora del Fondo a deducir de mi pensión esa “Contribución Obligatoria Solidaria”.  Y esto por cuanto la Junta Administradora del Fondo, está obligada (y facultada por ley) a deducir la cotizaciones, o el impuesto sobre la renta a los pensionados (por ejemplo la ley de impuesto de la renta 7092, establece que la jubilación o pensión es una renta inmobiliaria, sujeto a impuesto y que el pagador debe retener dicho impuesto a los beneficiarios, arts. 27 inciso a) aparte III y art. 31 quáter; o por ejemplo la Ley Orgánica del Poder Judicial establece la obligación (y facultad) de la Junta Administradora del Fondo de efectuar la recaudación de las cotizaciones de  pensiones y jubilaciones, según el artículo: 239 inciso c) de la Ley Orgánica del Poder Judicial (vigente).



Mi petición de información, sencilla y concreta, ante la Junta Administradora del Fondo de Pensiones, llevó el número de referencia de gestión: 1133-2020,  fue respondida en oficio N. 1017-2020 de la Secretaría de la Junta Administradora del Fondo, en la que se indica que mi petición fue conocida en sesión N. 40-2020, celebrada el siete de diciembre de 2020, en el artículo V, se dispuso responder que la Junta lo que ha hecho es cumplir con lo dispuesto en el artículo 236 inciso a) de la Ley Orgánica del Poder Judicial, que establece la existencia de la llamada Contribución Obligatoria Solidaria, pero refiere que el procedimiento para su deducción (el poder deber o facultad de ello, su forma) se llevó a cabo dada la aprobación de la propuesta realizada por el Departamento Financiero Contable.  Es decir, no se responde mi pregunta.



¿Se debe entender acaso que el procedimiento, o la forma de llevar a cabo la acción de deducir, o retener, dineros de mi jubilación es efectuada por un órgano o ente de la administración que se arrogó mutuo propio esa facultad, simplemente aprobó un procedimiento que se le propuso por un Departamento interno y auxiliar?



Vuelvo a peguntar, esperando que esta vez sí se me responda. ¿Cuál es la norma que faculta a la Junta a proceder a deducir de mi jubilación la llamada “¿Contribución Obligatoria Solidaria”, todo esto desde el año 2018?  ¿Qué fundamento legal tiene la Junta parar tal proceder?  Todo esto dado que no considero que sea fundamento legal para tal proceder el que el Departamento Financiero Contable del Poder Judicial lo haya propuesto.  Existe reserva de ley para ello y si es la misma Ley Orgánica del Poder Judicial en su artículo 239 inciso c) la que faculta a la Junta, que así lo digan.”



-0-



Por unanimidad, se acordó: 1) Tener por conocida la gestión del señor Miguel Ángel García Martínez, abogado y jubilado, mediante correo del 18 de diciembre de 2020, mediante la cual solicita a esta Junta ¿Cuál es la norma que faculta a la Junta a proceder a deducir de la jubilación la llamada “Contribución Obligatoria Solidaria”, todo esto desde el año 2018? y ¿Qué fundamento legal tiene la Junta parar tal proceder?. 2) Indicarle al señor García Martínez que la Contribución Solidaria fue impuesta por disposición legal y las actuaciones de esta Junta se encuentran apegadas a la normativa vigente y si tiene alguna duda específica puede acudir a las instancias legales que correspondan. Se da por agotada la vía administrativa en razón que esta Junta ya ha brindado respuesta a su solicitud. Se declara acuerdo firme.”





Atentamente, 









Licda. Lucrecia Ruiz Rojas, Secretaria

Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones 

y Pensiones del Poder Judicial





Cc:

Diligencias / Refs: (1133-2020, 15-2021)

ediazo
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Junta Administradora

Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial

San José, 03 de febrero de 2021

N° 126-2021

Al contestar refiérase a este # de oficio



Señor 

Lic. Miguel Ángel García Martínez 

Jubilado Judicial



Estimado señor:



Para su estimable conocimiento y fines consiguientes, le transcribo el acuerdo tomado por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en la sesión N° 05-2021 celebrada el 01 de febrero de 2021, que literalmente dice:



[bookmark: _Toc62827206][bookmark: _Hlk63164700]“ARTÍCULO XVIII 



[bookmark: _Hlk63164717]DOCUMENTO N° 1133-20, 102-21, 126-21.



En la sesión N° 02-2021 celebrada el 11 de enero del 2021, artículo XII, se tomó el acuerdo cuya parte dispositiva literalmente dice:



“Por unanimidad, se acordó: 1) Tener por conocida la gestión del señor Miguel Ángel García Martínez, abogado y jubilado, mediante correo del 18 de diciembre de 2020, mediante la cual solicita a esta Junta ¿Cuál es la norma que faculta a la Junta a proceder a deducir de la jubilación la llamada “Contribución Obligatoria Solidaria”, todo esto desde el año 2018? y ¿Qué fundamento legal tiene la Junta parar tal proceder?. 2) Indicarle al señor García Martínez que la Contribución Solidaria fue impuesta por disposición legal y las actuaciones de esta Junta se encuentran apegadas a la normativa vigente y si tiene alguna duda específica puede acudir a las instancias legales que correspondan. Se da por agotada la vía administrativa en razón que esta Junta ya ha brindado respuesta a su solicitud. Se declara acuerdo firme.”



- 0 -



El licenciado Miguel Ángel García Martínez, Abogado Jubilado, mediante correo electrónico del 20 de enero de 2021, gestionó lo siguiente:



“Visto el oficio de la Secretaria N. 33-2021 de fecha 14 de enero de 2021, en el que se me transcribe el acuerdo tomado por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en sesión N. 02-2021, celebrada el 11 de enero del 2021, Artículo XII,  Documento: N. 1133-2020,15-2021., me permito aclarar que mi petición de información es de carácter técnico-.jurídico, pues lo que he solicitado puntualmente es que se me indique el fundamento o base legal que da sustento a la actuación de la Junta Administradora para proceder a deducir de mis prestaciones la Contribución Obligatoria y Solidaria.  No obstante, la respuesta brindada por la Junta carece de carácter técnico-jurídico.  Ruego indicarme lo solicitado.”



- 0 -



Seguido a lo anterior, el señor García Martínez, de calidades anteriormente citadas, gestionó:



“La máster Miguel Angel García Martínez, Jubilado, en nota del 21 de enero de 2021, gestionó lo siguiente:



“ Considero que es de la mayor importancia el que se me aclare, de forma técnica-jurídica, el fundamento legal para proceder a aplicarse el artículo 236 bis, de la Ley Orgánica del Poder Judicial, N. 8 de 1937 y sus reformas, de conformidad con la reforma realizada en la Ley Para Redistribuir y Rediseñar la Contribución Obligatoria Solidaria, número: 9796 del año 2019, en su artículo 7, procediéndose a deducir mis prestaciones como jubilado conforme dicho numeral, en el lugar de proceder a aplicar el artículo 236 bis, de la Ley Orgánica del Poder Judicial, número: 7333 del año 1993. 



Lo anterior por cuanto si uno consulta en el SCIJ, SINALEVI, programa de la Procuraduría General de la República, sobre la Ley Orgánica del Poder Judicial, descubrirá que le aparece la Ley N.8 de 1937 y sus reformas. También notará que aparece la Ley N. 7333 de 1993. En principio ello no implica ningún problema o contradicción. No obstante, si se lee la Ley 7333 de 1993, se podrá notar que la misma establece que reforma, en forma total, desde su título, la Ley N. 8 de 1937; es decir dejó sin contenido o vigencia la anterior Ley, ocurriendo una derogatoria total tácita de la misma. 



La Ley 7333 de 1993 sigue vigente, no ha sido derogada de forma expresa, si uno pide en una venta de libros la Ley Orgánica del Poder Judicial, esta es la que le dan. Tampoco ha sido reformada esta Ley en forma total, que sepamos solo ha sido modificada, o derogada, tácita y parcialmente (por ejemplo, por la ley 9544 de 2018), el artículo 236 bis tampoco ha sido derogado de forma tácita o en forma expresa. 



Si uno va a una biblioteca, o busca la versión original en Sinalevi, de la Ley Orgánica del Poder Judicial, N. 8, de 1937 claramente notará que su contenido es absolutamente diverso con la Ley promulgada en 1993 (7333). 



No obstante, pese a lo dicho, aparece de forma inexplicable (por lo menos para mí), en Sinalevi, como vigente, la Ley Orgánica del Poder Judicial, N. 8 de 1937 y sus reformas. 



La Reforma a la Ley Orgánica del Poder Judicial, en el aparte correspondiente a su régimen de Jubilaciones y pensiones, la Ley 9544 del año 2018, que vino a modificar en forma integral el régimen o diseño de jubilaciones (creó la Junta Administradora del Fondo, modificó la edad de retiro, instauró una cotización especial solidaria en su artículo 236 bis, etc.), es una reforma a la Ley Orgánica del Poder Judicial, N. 7333 del año 1993. Esto último es muy lógico, puesto que no se iba a reformar una ley que ya estaba no vigente (sin eficacia), por haber sido derogada tácitamente y de forma total, como lo es la Ley Orgánica del Poder Judicial N. 8 de 1937. 



La Ley Para Rediseñar y Redistribuir la Contribución Obligatoria, Especial y Solidaria, N. 9796 del año 2019, vino a reformar la Ley Orgánica del Poder Judicial N. 8 de 1937, en su artículo 236 bis. y, a los efectos de que un mayor número de jubilados y pensionados del Fondo, procediera a deducírseles la contribución solidaria, que había sido creada en la reforma a la Ley Orgánica 7333. La Ley 9796, N. 8 de 1937, nunca tuvo un régimen de jubilaciones y pensiones, tampoco tuvo un artículo 236 bis. El Legislador no dijo que se reforma el artículo 236 bis de La Ley Orgánica del Poder Judicial, N.8, de 1937 “y sus reformas”; y lo más importante, no puede el Legislador reformar una ley que, en todo caso, ya esta derogada en forma tácita y total, que carece de eficacia (vigencia o rigor). 



Un problema, también de la mayor relevancia, se da si se atiende a que la ley si la ley 7333 del año 1993 sigue vigente, si lo que se reformó en la ley 9796, artículo 7, es la Ley N. 8 de 1937 (y no dijeron que se incluían sus reformas), no se reformó el artículo 236 bis que vino a introducirse en la Ley 7333 de 1993 por la ley 9544 de 2019. 



La ley 9796, o Ley para Rediseñar y Redistribuir los Recursos de la Contribución Especial Solidaria, del año 2019, expone literalmente: 



“ARTÍCULO 7- Reforma del inciso a) del artículo 236 bis de la Ley N.º 8, Ley Orgánica del Poder Judicial, de 29 de noviembre de 1937 



Se reforma el inciso a) del artículo 236 bis de la Ley N.º 8, Ley Orgánica del Poder Judicial, de 29 de noviembre de 1937. El texto es el siguiente: 



Artículo 236 bis- Contribución especial, solidaria y redistributiva de los pensionados y jubilados 



Además de la cotización común establecida en el artículo anterior, los pensionados y los jubilados, cuyas prestaciones superen los montos que se fijarán, contribuirán de forma especial, solidaria y redistributiva, de acuerdo con la siguiente tabla: 



a) Sobre el exceso del monto de seis (6) salarios base del puesto más bajo pagado en el Poder Judicial y hasta por el veinticinco por ciento (25%) de dicho tope, contribuirán con el treinta y cinco por ciento (35%) de tal exceso. 



[ ... ] .”



No refiere que se reforma el artículo 236 bis de la Ley Orgánica del Poder Judicial, N. 8 de 1937 “Y SUS REFORMAS”, es decir no incluyó como reforma la ley las reformas de dicha ley. 



Y si a lo anterior le agregamos que la Ley Orgánica del Poder Judicial, ley 7333 del año 1993, expresa y literalmente indica: 



“Reforma Integral a la Ley Orgánica del Poder Judicial” 



N° 7333 



LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DE LA REPUBLICA DE COSTA RICA 



DECRETA: 



LEY ORGANICA DEL PODER JUDICIAL 



Artículo 1.- Modifícase la Ley Orgánica del Poder Judicial, N° 8 del 29 de noviembre de 1937 y sus reformas cuyo texto dirá: 



"LEY ORGANICA DEL PODER JUDICIAL” 



TITUL0 



DISPOSICIONES GENERALES 



CAPITULO UNICO 



ARTICULO 1.- La Corte Suprema de Justicia y los demás tribunales que la ley establezca ejercen el Poder Judicial. 



….”. 



Se debe concluir como una verdad evidente (patente, clara y manifiesta) que: 



a) La Ley del Poder Judicial N. 8 de 1937, fue derogada en forma total y tácita, al promulgarse La Ley Orgánica del Poder Judicial 7333 del año 1993. 



b)La Ley 9544 del año 2018, vino a reformar la Ley del Poder Judicial número 7333 del año 1993 y sus reformas, introduciendo todo un nuevo régimen de jubilaciones y pensiones, creando el artículo 236 bis, que constituye una nueva cotización a favor del fondo y a cargo de ciertos jubilados y pensionados, amén de otras modificaciones, como edad de retiro, etc. 



c) La Ley Orgánica del Poder Judicial N. 8, de 1937, no contenía un régimen de jubilaciones y pensiones del Poder Judicial propiamente, menos contenía, ni contiene un artículo 236 bis. Por lo que no se comprende como el legislador, ordena reformar dicho artículo de esta ley. Nótese que no es dable entender que el legislador reformó la ley N.8, de 1937 “Y SUS REFORMAS”, no comprendiendo la ley 7333 del año 1993, ni pudiendo hacerlo (por que había sido la misma derogada en forma total y tácita, como habíamos visto). 



d) Es claro que no pueden existir, a la vez, dos normas vigentes y contradictorias, no puede darse efecto, o rigor, a la reforma de la Ley Orgánica del Poder Judicial, N. 8 de 1937, en su artículo 236 bis; ni puede afirmarse que fue reformado (o derogado tácitamente) el artículo 236 bis de la ley 9544, que vino a reformar el Régimen de Pensiones de la Ley Orgánica del Poder Judicial N. 7333 del año 1993 y sus Reformas. Es claro que el artículo 236 bis de la Ley Orgánica del Poder Judicial, N. 7333 del año 1993 Y SUS REFORMAS, sigue vigente (se repite hasta la saciedad, no ha sido derogado en forma tácita o expresa). 



Así las cosas solicito que se me aclare, en forma técnica y jurídica: ¿Porqué la administración del Fondo de Jubilaciones y Pensiones, porque ha procedido deducir de mis prestaciones como jubilado la contribución obligatoria y solidaria de conformidad con lo establecido en la Ley 9796, según el artículo 236 bis de la Ley Orgánica del Poder Judicial N. 8 de 1937, y no conforme a lo establecido en la ley 9544, que reformó la Ley Orgánica del Poder Judicial Y SUS REFORMAS, y vino a crear e imponer a ciertos jubilados la Contribución Obligatoria y Solidaria en su artículo 236 bis. Tengo derecho de que se fundamenten y se me informe por la administración sus decisiones o actuaciones; al igual que la administración está obligada a fundamentar los mismos, así expresamente así lo pido.”

-0-



Por unanimidad, se acordó: 1) Tener por conocidas las gestiones remitidas por el licenciado Miguel Ángel García Martínez, Abogado Jubilado, mediante correo electrónico del 20 y 21 de enero de 2021, en las que solicita se aclare, de forma técnica-jurídica, el fundamento legal para proceder a aplicar la deducción de la Contribución Obligatoria Solidaria, conforme la Ley 9796. 2) Comunicar al señor García Martínez, que esta Junta Administradora no es el Órgano competente para dar curso a las pretensiones o solicitudes planteadas, por lo que debe estarse a lo dispuesto por esta Junta en sesión N° 02-2021 celebrada el 11 de enero del 2021, artículo XII. 3) En caso de inconformidad debe acudir a las vías correspondientes. Se declara acuerdo firme.”







Atentamente, 











Licda. Lucrecia Ruiz Rojas, Secretaria

Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones 

y Pensiones del Poder Judicial







Cc:

Diligencias / Refs: (1133-2020, 102-2021, 126-2021)

salvarezat





1


126-2021.docx




Junta Administradora

Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial

San José, 03 de febrero de 2021

N° 126-2021

Al contestar refiérase a este # de oficio



Señor 

Lic. Miguel Ángel García Martínez 

Jubilado Judicial



Estimado señor:



Para su estimable conocimiento y fines consiguientes, le transcribo el acuerdo tomado por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en la sesión N° 05-2021 celebrada el 01 de febrero de 2021, que literalmente dice:



[bookmark: _Toc62827206][bookmark: _Hlk63164700]“ARTÍCULO XVIII 



[bookmark: _Hlk63164717]DOCUMENTO N° 1133-20, 102-21, 126-21.



En la sesión N° 02-2021 celebrada el 11 de enero del 2021, artículo XII, se tomó el acuerdo cuya parte dispositiva literalmente dice:



“Por unanimidad, se acordó: 1) Tener por conocida la gestión del señor Miguel Ángel García Martínez, abogado y jubilado, mediante correo del 18 de diciembre de 2020, mediante la cual solicita a esta Junta ¿Cuál es la norma que faculta a la Junta a proceder a deducir de la jubilación la llamada “Contribución Obligatoria Solidaria”, todo esto desde el año 2018? y ¿Qué fundamento legal tiene la Junta parar tal proceder?. 2) Indicarle al señor García Martínez que la Contribución Solidaria fue impuesta por disposición legal y las actuaciones de esta Junta se encuentran apegadas a la normativa vigente y si tiene alguna duda específica puede acudir a las instancias legales que correspondan. Se da por agotada la vía administrativa en razón que esta Junta ya ha brindado respuesta a su solicitud. Se declara acuerdo firme.”



- 0 -



El licenciado Miguel Ángel García Martínez, Abogado Jubilado, mediante correo electrónico del 20 de enero de 2021, gestionó lo siguiente:



“Visto el oficio de la Secretaria N. 33-2021 de fecha 14 de enero de 2021, en el que se me transcribe el acuerdo tomado por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en sesión N. 02-2021, celebrada el 11 de enero del 2021, Artículo XII,  Documento: N. 1133-2020,15-2021., me permito aclarar que mi petición de información es de carácter técnico-.jurídico, pues lo que he solicitado puntualmente es que se me indique el fundamento o base legal que da sustento a la actuación de la Junta Administradora para proceder a deducir de mis prestaciones la Contribución Obligatoria y Solidaria.  No obstante, la respuesta brindada por la Junta carece de carácter técnico-jurídico.  Ruego indicarme lo solicitado.”



- 0 -



Seguido a lo anterior, el señor García Martínez, de calidades anteriormente citadas, gestionó:



“La máster Miguel Angel García Martínez, Jubilado, en nota del 21 de enero de 2021, gestionó lo siguiente:



“ Considero que es de la mayor importancia el que se me aclare, de forma técnica-jurídica, el fundamento legal para proceder a aplicarse el artículo 236 bis, de la Ley Orgánica del Poder Judicial, N. 8 de 1937 y sus reformas, de conformidad con la reforma realizada en la Ley Para Redistribuir y Rediseñar la Contribución Obligatoria Solidaria, número: 9796 del año 2019, en su artículo 7, procediéndose a deducir mis prestaciones como jubilado conforme dicho numeral, en el lugar de proceder a aplicar el artículo 236 bis, de la Ley Orgánica del Poder Judicial, número: 7333 del año 1993. 



Lo anterior por cuanto si uno consulta en el SCIJ, SINALEVI, programa de la Procuraduría General de la República, sobre la Ley Orgánica del Poder Judicial, descubrirá que le aparece la Ley N.8 de 1937 y sus reformas. También notará que aparece la Ley N. 7333 de 1993. En principio ello no implica ningún problema o contradicción. No obstante, si se lee la Ley 7333 de 1993, se podrá notar que la misma establece que reforma, en forma total, desde su título, la Ley N. 8 de 1937; es decir dejó sin contenido o vigencia la anterior Ley, ocurriendo una derogatoria total tácita de la misma. 



La Ley 7333 de 1993 sigue vigente, no ha sido derogada de forma expresa, si uno pide en una venta de libros la Ley Orgánica del Poder Judicial, esta es la que le dan. Tampoco ha sido reformada esta Ley en forma total, que sepamos solo ha sido modificada, o derogada, tácita y parcialmente (por ejemplo, por la ley 9544 de 2018), el artículo 236 bis tampoco ha sido derogado de forma tácita o en forma expresa. 



Si uno va a una biblioteca, o busca la versión original en Sinalevi, de la Ley Orgánica del Poder Judicial, N. 8, de 1937 claramente notará que su contenido es absolutamente diverso con la Ley promulgada en 1993 (7333). 



No obstante, pese a lo dicho, aparece de forma inexplicable (por lo menos para mí), en Sinalevi, como vigente, la Ley Orgánica del Poder Judicial, N. 8 de 1937 y sus reformas. 



La Reforma a la Ley Orgánica del Poder Judicial, en el aparte correspondiente a su régimen de Jubilaciones y pensiones, la Ley 9544 del año 2018, que vino a modificar en forma integral el régimen o diseño de jubilaciones (creó la Junta Administradora del Fondo, modificó la edad de retiro, instauró una cotización especial solidaria en su artículo 236 bis, etc.), es una reforma a la Ley Orgánica del Poder Judicial, N. 7333 del año 1993. Esto último es muy lógico, puesto que no se iba a reformar una ley que ya estaba no vigente (sin eficacia), por haber sido derogada tácitamente y de forma total, como lo es la Ley Orgánica del Poder Judicial N. 8 de 1937. 



La Ley Para Rediseñar y Redistribuir la Contribución Obligatoria, Especial y Solidaria, N. 9796 del año 2019, vino a reformar la Ley Orgánica del Poder Judicial N. 8 de 1937, en su artículo 236 bis. y, a los efectos de que un mayor número de jubilados y pensionados del Fondo, procediera a deducírseles la contribución solidaria, que había sido creada en la reforma a la Ley Orgánica 7333. La Ley 9796, N. 8 de 1937, nunca tuvo un régimen de jubilaciones y pensiones, tampoco tuvo un artículo 236 bis. El Legislador no dijo que se reforma el artículo 236 bis de La Ley Orgánica del Poder Judicial, N.8, de 1937 “y sus reformas”; y lo más importante, no puede el Legislador reformar una ley que, en todo caso, ya esta derogada en forma tácita y total, que carece de eficacia (vigencia o rigor). 



Un problema, también de la mayor relevancia, se da si se atiende a que la ley si la ley 7333 del año 1993 sigue vigente, si lo que se reformó en la ley 9796, artículo 7, es la Ley N. 8 de 1937 (y no dijeron que se incluían sus reformas), no se reformó el artículo 236 bis que vino a introducirse en la Ley 7333 de 1993 por la ley 9544 de 2019. 



La ley 9796, o Ley para Rediseñar y Redistribuir los Recursos de la Contribución Especial Solidaria, del año 2019, expone literalmente: 



“ARTÍCULO 7- Reforma del inciso a) del artículo 236 bis de la Ley N.º 8, Ley Orgánica del Poder Judicial, de 29 de noviembre de 1937 



Se reforma el inciso a) del artículo 236 bis de la Ley N.º 8, Ley Orgánica del Poder Judicial, de 29 de noviembre de 1937. El texto es el siguiente: 



Artículo 236 bis- Contribución especial, solidaria y redistributiva de los pensionados y jubilados 



Además de la cotización común establecida en el artículo anterior, los pensionados y los jubilados, cuyas prestaciones superen los montos que se fijarán, contribuirán de forma especial, solidaria y redistributiva, de acuerdo con la siguiente tabla: 



a) Sobre el exceso del monto de seis (6) salarios base del puesto más bajo pagado en el Poder Judicial y hasta por el veinticinco por ciento (25%) de dicho tope, contribuirán con el treinta y cinco por ciento (35%) de tal exceso. 



[ ... ] .”



No refiere que se reforma el artículo 236 bis de la Ley Orgánica del Poder Judicial, N. 8 de 1937 “Y SUS REFORMAS”, es decir no incluyó como reforma la ley las reformas de dicha ley. 



Y si a lo anterior le agregamos que la Ley Orgánica del Poder Judicial, ley 7333 del año 1993, expresa y literalmente indica: 



“Reforma Integral a la Ley Orgánica del Poder Judicial” 



N° 7333 



LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DE LA REPUBLICA DE COSTA RICA 



DECRETA: 



LEY ORGANICA DEL PODER JUDICIAL 



Artículo 1.- Modifícase la Ley Orgánica del Poder Judicial, N° 8 del 29 de noviembre de 1937 y sus reformas cuyo texto dirá: 



"LEY ORGANICA DEL PODER JUDICIAL” 



TITUL0 



DISPOSICIONES GENERALES 



CAPITULO UNICO 



ARTICULO 1.- La Corte Suprema de Justicia y los demás tribunales que la ley establezca ejercen el Poder Judicial. 



….”. 



Se debe concluir como una verdad evidente (patente, clara y manifiesta) que: 



a) La Ley del Poder Judicial N. 8 de 1937, fue derogada en forma total y tácita, al promulgarse La Ley Orgánica del Poder Judicial 7333 del año 1993. 



b)La Ley 9544 del año 2018, vino a reformar la Ley del Poder Judicial número 7333 del año 1993 y sus reformas, introduciendo todo un nuevo régimen de jubilaciones y pensiones, creando el artículo 236 bis, que constituye una nueva cotización a favor del fondo y a cargo de ciertos jubilados y pensionados, amén de otras modificaciones, como edad de retiro, etc. 



c) La Ley Orgánica del Poder Judicial N. 8, de 1937, no contenía un régimen de jubilaciones y pensiones del Poder Judicial propiamente, menos contenía, ni contiene un artículo 236 bis. Por lo que no se comprende como el legislador, ordena reformar dicho artículo de esta ley. Nótese que no es dable entender que el legislador reformó la ley N.8, de 1937 “Y SUS REFORMAS”, no comprendiendo la ley 7333 del año 1993, ni pudiendo hacerlo (por que había sido la misma derogada en forma total y tácita, como habíamos visto). 



d) Es claro que no pueden existir, a la vez, dos normas vigentes y contradictorias, no puede darse efecto, o rigor, a la reforma de la Ley Orgánica del Poder Judicial, N. 8 de 1937, en su artículo 236 bis; ni puede afirmarse que fue reformado (o derogado tácitamente) el artículo 236 bis de la ley 9544, que vino a reformar el Régimen de Pensiones de la Ley Orgánica del Poder Judicial N. 7333 del año 1993 y sus Reformas. Es claro que el artículo 236 bis de la Ley Orgánica del Poder Judicial, N. 7333 del año 1993 Y SUS REFORMAS, sigue vigente (se repite hasta la saciedad, no ha sido derogado en forma tácita o expresa). 



Así las cosas solicito que se me aclare, en forma técnica y jurídica: ¿Porqué la administración del Fondo de Jubilaciones y Pensiones, porque ha procedido deducir de mis prestaciones como jubilado la contribución obligatoria y solidaria de conformidad con lo establecido en la Ley 9796, según el artículo 236 bis de la Ley Orgánica del Poder Judicial N. 8 de 1937, y no conforme a lo establecido en la ley 9544, que reformó la Ley Orgánica del Poder Judicial Y SUS REFORMAS, y vino a crear e imponer a ciertos jubilados la Contribución Obligatoria y Solidaria en su artículo 236 bis. Tengo derecho de que se fundamenten y se me informe por la administración sus decisiones o actuaciones; al igual que la administración está obligada a fundamentar los mismos, así expresamente así lo pido.”

-0-



Por unanimidad, se acordó: 1) Tener por conocidas las gestiones remitidas por el licenciado Miguel Ángel García Martínez, Abogado Jubilado, mediante correo electrónico del 20 y 21 de enero de 2021, en las que solicita se aclare, de forma técnica-jurídica, el fundamento legal para proceder a aplicar la deducción de la Contribución Obligatoria Solidaria, conforme la Ley 9796. 2) Comunicar al señor García Martínez, que esta Junta Administradora no es el Órgano competente para dar curso a las pretensiones o solicitudes planteadas, por lo que debe estarse a lo dispuesto por esta Junta en sesión N° 02-2021 celebrada el 11 de enero del 2021, artículo XII. 3) En caso de inconformidad debe acudir a las vías correspondientes. Se declara acuerdo firme.”







Atentamente, 











Licda. Lucrecia Ruiz Rojas, Secretaria

Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones 

y Pensiones del Poder Judicial







Cc:

Diligencias / Refs: (1133-2020, 102-2021, 126-2021)

salvarezat
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Junta Administradora

Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial

San José, 17 de febrero de 2021

N° 171-2021

Al contestar refiérase a este # de oficio





Señor

Miguel García Martínez

(mgarcia8371@gmail.com )

	

Estimado señor:





Para su estimable conocimiento y fines consiguientes, le transcribo el acuerdo tomado por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en sesión N° 06-2021 celebrada el 08 de febrero del 2021, que literalmente dice:



[bookmark: _Toc63417794]“ARTÍCULO XVIII



Documento N° 1154-2020, 152-2021



En sesión N° 02-2021 celebrada el 11 de enero del 2021, artículo III, se tomó el acuerdo que literalmente dice:



“En sesión N° 37-2020 celebrada el 16 de noviembre del 2020, artículo XII, se tomó el acuerdo cuya parte dispositiva literalmente dice:



“Con base en el criterio de Karol Monge Molina: “NATURALEZA JURÍDICA Y FORMA DE RETENCIÓN DE LAS DEDUCCIONES LEGALES APLICABLES A LAS JUBILACIONES Y PENSIONES”, indicar al Macroproceso Financiero Contable que realice los siguientes rebajos por órdenes de prelación. Por unanimidad se acordó: 1.) Deberá el Macroproceso Financiero Contable, establecer las deducciones de ley, conforme el siguiente orden de prelación: a) Aporte del 13% obligatorio al FJPPJ. b) Comisión del 5 por 1000 para la Junta Administradora del FJPPJ. c) Deducciones del Impuesto sobre la Renta, conforme a la tabla definida por el Ministerio de Hacienda anualmente. d) Deducción del Fondo de Socorro Mutuo conforme a lo que acuerde el estimable Consejo Superior del Poder Judicial. e) Deducciones del Seguro de Salud de la CCSS. f) Deducción por contribución solidaria; todas las anteriores no pueden superar el 55% del monto bruto del beneficio otorgado y en caso de superar dicho límite, se ha establecido que sea, esta última deducción, la que se ajuste para respetar el máximo posible definido por Ley. g. Pensiones Alimenticias. h.) Todas las deducciones de voluntarias. 2.) El orden de prelación de las deducciones se aplicará a partir de la quincena en que ese Macroproceso coordine con la Dirección de Tecnología de la Información el ajuste en el sistema del Fondo de Jubilaciones y Pensiones. 3) Deberá el Macroproceso Financiero Contable hacer un estudio desde que se aplica la Contribución Solidaria (Ley 9544 y Ley 9796), y remitir el informe respectivo a esta Junta Administradora para que se determine lo que corresponda.”



- 0 -



El máster Miguel Ovares Chavarría y las máster Floribel Campos Solano, Andrea Valerín Arroyo, por su orden, Jefe interino de Macroproceso Financiero Contable, Jefa interina de Proceso de Tesorería y Jefa interina de Subproceso de Egresos, mediante oficio N° N° 1667 -TE-2020 del 18 de diciembre de 2020, comunicaron:



“En atención al contenido del oficio N° 961-2020 de la Junta Administradora FJPPJ, correspondiente al acuerdo tomado en sesión N° 37-2020 celebrada el 16 de noviembre de 2020, artículo XII, en el cual se acordó:



“1.) Deberá el Macroproceso Financiero Contable, establecer las deducciones de ley, conforme el siguiente orden de prelación: a) Aporte del 13% obligatorio al FJPPJ. b) Comisión del 5 por 1000 para la Junta Administradora del FJPPJ. c) Deducciones del Impuesto sobre la Renta, conforme a la tabla definida por el Ministerio de Hacienda anualmente. d) Deducción del Fondo de Socorro Mutuo conforme a lo que acuerde el estimable Consejo Superior del Poder Judicial. e) Deducciones del Seguro de Salud de la CCSS. f) Deducción por contribución solidaria; todas las anteriores no pueden superar el 55% del monto bruto del beneficio otorgado y en caso de superar dicho límite, se ha establecido que sea, esta última deducción, la que se ajuste para respetar el máximo posible definido por Ley. g. Pensiones Alimenticias. h.) Todas las deducciones de voluntarias. 2.) El orden de prelación de las deducciones se aplicará a partir de la quincena en que ese Macroproceso coordine con la Dirección de Tecnología de la Información el ajuste en el sistema del Fondo de Jubilaciones y Pensiones. 3) Deberá el Macroproceso Financiero Contable hacer un estudio desde que se aplica la Contribución Solidaria (Ley 9544 y Ley 9796), y remitir el informe respectivo a esta Junta Administradora para que se determine lo que corresponda.”



En razón de lo dispuesto por esa Junta Administradora se señala:



1. Que los días 07 y 08 de diciembre de 2020 se efectuaron por parte de esta oficina las pruebas respectivas en coordinación con la Dirección de Tecnología de Información, obteniendo resultados satisfactorios. Se verificaron algunos casos aleatorios y se logró determinar que el cambio en el orden de prelación de las deducciones de ley se aplicó de manera correcta.



2. Que de las pruebas realizadas se determinó en uno de los casos que se tomó de muestra para verificar el cambio en el orden de aplicación de las deducciones de ley, que una persona pasaría de percibir un monto neto de ¢900.000,00 aproximadamente a menos de ¢500.000,00; ya que se le aplicaría el total de la contribución solidaria que le corresponde más la pensión alimentaria que posee a la fecha. 



En virtud de lo expuesto, se considera necesario efectuar pruebas adicionales en el mes de enero de 2021, con el fin de comparar el mes de diciembre de 2020 (sin cambio en el orden de prelación), con el mes de enero de 2021 (con cambio en el orden de prelación), una vez que las entidades deductoras carguen en el sitio web las deducciones voluntarias de dicho período y de esta forma determinar los casos de las personas que tendrían mayor afectación producto del cambio.



Por lo que, se propone aplicar la modificación a partir de la primera quincena de febrero de 2021.



3. Que con relación al estudio solicitado a este Macroproceso en el punto N° 3 del acuerdo citado, se indica que concluidas las pruebas señaladas en el punto N° 2 de este oficio y aplicado el ajuste en la quincena propuesta, se procederá a iniciar dicho estudio y se comunicarán a esa Junta Administradora las posibles diferencias aplicadas a las personas jubiladas y pensionadas judiciales por contribución solidaria desde mayo 2018 a la fecha del ajuste en el orden de prelación, con el fin de que se determine que procede en cada caso.”



- 0 -



Se acordó: 1) Tener por conocido el oficio N° 1667-TE-2020 del 18 de diciembre de 2020, suscrito por el máster Miguel Ovares Chavarría y las másteres Floribel Campos Solano, Andrea Valerín Arroyo, por su orden, Jefe interino de Macroproceso Financiero Contable, Jefa interina de Proceso de Tesorería y Jefa interina de Subproceso de Egresos, mediante el que comunican el resultado de las primeras pruebas realizadas a la planilla de las personas jubiladas y pensionadas producto de la aplicación del criterio de orden de prelación de las deducciones acogido por esta Junta en sesión N° 37-2020 celebrada el 16 de noviembre del 2020, artículo XII. 2) Estar a la espera de las pruebas a realizar en el mes de enero de 2021, con y sin orden de prelación para determinar los resultados reales, los cuales serán de aplicación a partir del mes de febrero de 2021. 3) Tomar nota de que el estudio solicitado por la Junta por las diferencias en la Contribución Solidaria se realizará posterior a las pruebas señaladas por el Macroproceso Financiero Contable. 4) Comisionar al Macroproceso Financiero Contable para hacer un comunicado a las personas jubiladas y pensionadas, sobre este nuevo orden de prelación de deducciones. Se declara acuerdo firme.”



-0-



El señor Miguel García Martínez, Jubilado Judicial, mediante correo electrónico del 26 de enero de 2021, manifestó lo siguiente:



“No puede la Junta Administradora del Fondo de Pensiones ordenar al Macroproceso Financiero Contable, establecer las deducciones de ley conforme al orden que disponen en el comunicado 961-2020, a los efectos de que ellas  no superen el cincuenta y cinco por ciento del monto bruto y que en caso de superarse dicho límite, sea la deducción de la contribución obligatoria solidaria la que se reduzca.  Si burlan del principio de legalidad, la ley no dice que puedan escoger de dónde se debe reducir cual deducción para respetar el máximo del 55 por ciento.  Se brincan el principio de legalidad.  Esto me afecta como persona que tiene interés en la solidez de los recursos del fondo y que se cumpla la ley.”



-0-



Se acordó: 1) Tener por conocida la gestión remitida por correo electrónico del 26 de enero de 2021 del señor Miguel García Martínez, jubilado judicial. 2) Hacer de conocimiento del señor García Martínez, que la última Ley en aprobarse fue la Ley 9796, de Contribución Especial y Solidaria, motivo por el cual esta Junta mantiene el orden aprobado en dicha sesión. Se declara este acuerdo firme.”





[bookmark: _Hlk20214559]Atentamente,







                 Licda. Ana Lucrecia Ruiz Rojas 

                Secretaria de la Junta Administradora 

                del Fondo de Jubilaciones del Poder Judicial







Cc:	Diligencias / Refs: (1154-2020, 152-2021)

iquesadac
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Junta Administradora del Fondo de Pensiones y Jubilaciones[image: ]



Poder Judicial



San José, 15 de marzo de 2021

N° 272-2021

Al contestar refiérase a este # de oficio

[bookmark: _Hlk63840755]

Señor

Msc. Miguel Ángel García Martínez

(mgarcia8371@gmail.com)



Estimado señor:



Para su estimable conocimiento y fines consiguientes, le transcribo el acuerdo tomado por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en la sesión N° 11-2021 celebrada el 08 de marzo de 2021, que literalmente dice:



[bookmark: _Toc65855103]“ARTÍCULO IX



Documento N° 283-2021



El máster Miguel Ángel García Martínez, Abogado, en nota de 11 de febrero de 2021, solicitó:

“Sirva la presente para saludarles y a la vez solicitar el acuerdo de la Junta Administradora en que se establece la forma y montos de la deducción de la contribución obligatoria y solidaria establecida en la Ley 9544 del año 2019, que vino a reformar la Ley 7333 del año 1993 y sus reformas y en su artículo 236 bis, vino a crear dicha contribución, aparentemente con aprobación de informe rendido por el Departamento de Macroprocesos del Departamento Financiero Contable del Poder Judicial.



Agradeciendo lo anterior, así como señalando mi correo para notificaciones: mgarcia8371@gmail.com ,”



- 0 -



	En ese sentido, la Secretaría General de la Corte, remite antecedentes de interés para valoración de esta Junta Administradora.







- 0 -

Se acordó por unanimidad: 1.) Tener por conocida la gestión del máster Miguel Ángel García Martínez, Abogado, en nota de 11 de febrero de 2021, mediante la cual solicita el acuerdo de la Junta Administradora en que se establece la forma y montos de la deducción de la contribución obligatoria y solidaria establecida en la Ley 9544 del año 2019. 2.) Hacer de conocimiento del gestionante que cuando se promulgó la Ley 9544 la Junta Administradora no estaba creada y en funcionamiento, motivo por el cual en aquel entonces fue el Consejo Superior, quien tenía a cargo la Administración del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial y determinó la respectiva aplicación de la Ley. 3) Solicitar a la Secretaría General de la Corte, por medio del Archivo de la Secretaría, que remita al gestionante los acuerdos del Consejo Superior, en que se refiere a la aplicación de la Ley 9544”



Atentamente, 







Licda. Lucrecia Ruiz Rojas, Secretaria

Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones

y Pensiones del Poder Judicial



c:         Licda. Melany Zamora Arce, Encargada del Archivo de la Secretaria General de la 

Corte

Diligencias / Refs: (283-2021)

Bryan





Teléfonos: 2295-3845 // 2295-3711	 Correo: junta_fondojppj@poder-judicial.go.cr Fax: (506) 2295-3706 Apdo: 1-1003 San José
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Junta Administradora


Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial


San José, 01 de junio de 2020


N° 323-20


Al contestar refiérase a este # de oficio





Señora


Licda. Ingrid Moya Aguilar, Integrante


Junta Administradora del Fondo de


Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial








Estimada señora:








Para su estimable conocimiento y fines consiguientes, le transcribo el acuerdo tomado por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en la sesión N° 16-2020 celebrada el 18 de mayo del 2020, que literalmente dice:





[bookmark: _Hlk41660043]“ARTÍCULO XXII





DOCUMENTO N° 423-2020.





La integrante Ingrid Moya Aguilar, expone sobre la Ley 9796, para rediseñar y redistribuir los recursos de la Contribución Especial Solidaria, y propone diseñar una campaña para hacer de conocimiento de la población jubilada y pensionada sobre esta nueva contribución.





Por unanimidad se acordó: Tener por presentada la propuesta de la integrante Moya Aguilar a la cual se le delega la elaboración de dicha campaña, la cual será aprobada por esta Junta para hacerla de conocimiento de las personas jubiladas y pensionadas, por los medios que se tienen en el Sistema del Fondo de Jubilaciones y Pensiones.”





Atentamente,











Licda. Ana Lucrecia Ruiz Rojas


Secretaria interina


Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y


Pensiones del Poder Judicial











Cc: 		Diligencias / Refs: 423-20





(ACJ)








San José, 06 de agosto de 2020


N° 517-2020


Al contestar refiérase a este # de oficio








Señora


Msc. Floribel Campos Solano, Jefa interina


Departamento Financiero Contable





Estimada señora:





Para su estimable conocimiento y fines consiguientes, le transcribo el acuerdo tomado por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en la sesión N° 26-2020 celebrada el 03 de agosto del 2020, que literalmente dice:





[bookmark: _Toc47033666]“ARTÍCULO XXIII





DOCUMENTO N° 484-2020 y 657-2020.





La máster Andrea Valerín Arroyo, Jefa interina del Subproceso de egresos del Departamento Financiero Contable, en correo electrónico del 23 de julio de 2020, gestionó lo siguiente:














-0-





Se acordó: Tener por conocido el oficio N° 974-TE-2020 del Departamento Financiero Contable, en respuesta a la solicitud que realizara la Procuraduría General de la República, en correo de fecha 23 de julio de 2020, relacionada con la aplicación de la Contribución Solidaria, conforme la Ley 9796. Se declara este acuerdo firme.”








Atentamente, 

















Licda. Lucrecia Ruiz Rojas, Secretaria


Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones 


y Pensiones del Poder Judicial











Cc:


Diligencias / Refs: (484-2020, 657-2020)


naguilars
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           San José, 23 de julio de 2020 
 
Licenciada 
Francinie Cubero de la Vega 
Procuraduría General de la Republica 




 
Asunto: Respuesta a solicitud de 
información sobre aplicación de la 
Contribución Solidaria a las personas 
beneficiarias del FJPPJ. 




 
Estimada señora 
 
En relación con la solicitud de información remitida a este Macroproceso vía correo 
electrónico el día 23 de julio de 2020, donde se solicitó para lo que interesa: 
 




“[…] indicación si los rebajos respectivos en razón de la Ley N° 9796 se han aplicado 
o bien si se encuentra suspendida su aplicación en razón de la citada resolución 
constitucional, esto concretamente con las personas de la lista que se adjuntó. […]” 




 




Es importante señalar que, esta oficina aplicó lo estipulado en la Ley N° 9796 
correspondiente a la deducción de contribución solidaria, a partir del 20 de junio de 
2020. Lo anterior, de conformidad con lo acordado por la Junta Administradora del 
Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, el 15 de junio de 2020, en la 
sesión N° 20-2020, artículo XVI. 
 
 
Atentamente;  
 
 




MBA. Andrea Valerín Arroyo 
Jefa Subproceso Egresos 




Licda. Emma López Ramírez 
Jefa Proceso de Tesorería 




 
 




MBA. Floribel Campos Solano 
Jefa Macroproceso Financiero Contable 




 
 




RDG / KZM 
 
c: 
Diligencias 
 




 
 











								2020-07-23T14:20:33-0600



				RODRIGO ALONSO DELGADO GONZALEZ (FIRMA)











								2020-07-23T14:32:26-0600



				KATHERINE ZAMORA MURILLO (FIRMA)











								2020-07-23T14:44:51-0600



				ANDREA VALERIN ARROYO (FIRMA)











								2020-07-23T14:56:30-0600



				EMMA LOPEZ RAMIREZ (FIRMA)











								2020-07-23T16:00:24-0600



				FLORIBEL CAMPOS SOLANO (FIRMA)
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Junta Administradora del Fondo de Pensiones y Jubilaciones[image: ]



Poder Judicial



San José, 15 de marzo de 2021

N° 272-2021

Al contestar refiérase a este # de oficio

[bookmark: _Hlk63840755]

Señor

Msc. Miguel Ángel García Martínez

(mgarcia8371@gmail.com)



Estimado señor:



Para su estimable conocimiento y fines consiguientes, le transcribo el acuerdo tomado por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en la sesión N° 11-2021 celebrada el 08 de marzo de 2021, que literalmente dice:



[bookmark: _Toc65855103]“ARTÍCULO IX



Documento N° 283-2021



El máster Miguel Ángel García Martínez, Abogado, en nota de 11 de febrero de 2021, solicitó:

“Sirva la presente para saludarles y a la vez solicitar el acuerdo de la Junta Administradora en que se establece la forma y montos de la deducción de la contribución obligatoria y solidaria establecida en la Ley 9544 del año 2019, que vino a reformar la Ley 7333 del año 1993 y sus reformas y en su artículo 236 bis, vino a crear dicha contribución, aparentemente con aprobación de informe rendido por el Departamento de Macroprocesos del Departamento Financiero Contable del Poder Judicial.



Agradeciendo lo anterior, así como señalando mi correo para notificaciones: mgarcia8371@gmail.com ,”



- 0 -



	En ese sentido, la Secretaría General de la Corte, remite antecedentes de interés para valoración de esta Junta Administradora.







- 0 -

Se acordó por unanimidad: 1.) Tener por conocida la gestión del máster Miguel Ángel García Martínez, Abogado, en nota de 11 de febrero de 2021, mediante la cual solicita el acuerdo de la Junta Administradora en que se establece la forma y montos de la deducción de la contribución obligatoria y solidaria establecida en la Ley 9544 del año 2019. 2.) Hacer de conocimiento del gestionante que cuando se promulgó la Ley 9544 la Junta Administradora no estaba creada y en funcionamiento, motivo por el cual en aquel entonces fue el Consejo Superior, quien tenía a cargo la Administración del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial y determinó la respectiva aplicación de la Ley. 3) Solicitar a la Secretaría General de la Corte, por medio del Archivo de la Secretaría, que remita al gestionante los acuerdos del Consejo Superior, en que se refiere a la aplicación de la Ley 9544”



Atentamente, 







Licda. Lucrecia Ruiz Rojas, Secretaria

Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones

y Pensiones del Poder Judicial



c:         Licda. Melany Zamora Arce, Encargada del Archivo de la Secretaria General de la 

Corte

Diligencias / Refs: (283-2021)

Bryan





Teléfonos: 2295-3845 // 2295-3711	 Correo: junta_fondojppj@poder-judicial.go.cr Fax: (506) 2295-3706 Apdo: 1-1003 San José
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Junta Administradora


Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial


San José, 01 de junio de 2020


N° 323-20


Al contestar refiérase a este # de oficio





Señora


Licda. Ingrid Moya Aguilar, Integrante


Junta Administradora del Fondo de


Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial








Estimada señora:








Para su estimable conocimiento y fines consiguientes, le transcribo el acuerdo tomado por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en la sesión N° 16-2020 celebrada el 18 de mayo del 2020, que literalmente dice:





[bookmark: _Hlk41660043]“ARTÍCULO XXII





DOCUMENTO N° 423-2020.





La integrante Ingrid Moya Aguilar, expone sobre la Ley 9796, para rediseñar y redistribuir los recursos de la Contribución Especial Solidaria, y propone diseñar una campaña para hacer de conocimiento de la población jubilada y pensionada sobre esta nueva contribución.





Por unanimidad se acordó: Tener por presentada la propuesta de la integrante Moya Aguilar a la cual se le delega la elaboración de dicha campaña, la cual será aprobada por esta Junta para hacerla de conocimiento de las personas jubiladas y pensionadas, por los medios que se tienen en el Sistema del Fondo de Jubilaciones y Pensiones.”





Atentamente,











Licda. Ana Lucrecia Ruiz Rojas


Secretaria interina


Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y


Pensiones del Poder Judicial











Cc: 		Diligencias / Refs: 423-20





(ACJ)








San José, 06 de agosto de 2020


N° 517-2020


Al contestar refiérase a este # de oficio








Señora


Msc. Floribel Campos Solano, Jefa interina


Departamento Financiero Contable





Estimada señora:





Para su estimable conocimiento y fines consiguientes, le transcribo el acuerdo tomado por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en la sesión N° 26-2020 celebrada el 03 de agosto del 2020, que literalmente dice:





[bookmark: _Toc47033666]“ARTÍCULO XXIII





DOCUMENTO N° 484-2020 y 657-2020.





La máster Andrea Valerín Arroyo, Jefa interina del Subproceso de egresos del Departamento Financiero Contable, en correo electrónico del 23 de julio de 2020, gestionó lo siguiente:














-0-





Se acordó: Tener por conocido el oficio N° 974-TE-2020 del Departamento Financiero Contable, en respuesta a la solicitud que realizara la Procuraduría General de la República, en correo de fecha 23 de julio de 2020, relacionada con la aplicación de la Contribución Solidaria, conforme la Ley 9796. Se declara este acuerdo firme.”








Atentamente, 

















Licda. Lucrecia Ruiz Rojas, Secretaria


Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones 


y Pensiones del Poder Judicial











Cc:


Diligencias / Refs: (484-2020, 657-2020)


naguilars
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           San José, 23 de julio de 2020 
 
Licenciada 
Francinie Cubero de la Vega 
Procuraduría General de la Republica 




 
Asunto: Respuesta a solicitud de 
información sobre aplicación de la 
Contribución Solidaria a las personas 
beneficiarias del FJPPJ. 




 
Estimada señora 
 
En relación con la solicitud de información remitida a este Macroproceso vía correo 
electrónico el día 23 de julio de 2020, donde se solicitó para lo que interesa: 
 




“[…] indicación si los rebajos respectivos en razón de la Ley N° 9796 se han aplicado 
o bien si se encuentra suspendida su aplicación en razón de la citada resolución 
constitucional, esto concretamente con las personas de la lista que se adjuntó. […]” 




 




Es importante señalar que, esta oficina aplicó lo estipulado en la Ley N° 9796 
correspondiente a la deducción de contribución solidaria, a partir del 20 de junio de 
2020. Lo anterior, de conformidad con lo acordado por la Junta Administradora del 
Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, el 15 de junio de 2020, en la 
sesión N° 20-2020, artículo XVI. 
 
 
Atentamente;  
 
 




MBA. Andrea Valerín Arroyo 
Jefa Subproceso Egresos 




Licda. Emma López Ramírez 
Jefa Proceso de Tesorería 




 
 




MBA. Floribel Campos Solano 
Jefa Macroproceso Financiero Contable 




 
 




RDG / KZM 
 
c: 
Diligencias 
 




 
 











								2020-07-23T14:20:33-0600



				RODRIGO ALONSO DELGADO GONZALEZ (FIRMA)











								2020-07-23T14:32:26-0600



				KATHERINE ZAMORA MURILLO (FIRMA)











								2020-07-23T14:44:51-0600



				ANDREA VALERIN ARROYO (FIRMA)











								2020-07-23T14:56:30-0600



				EMMA LOPEZ RAMIREZ (FIRMA)











								2020-07-23T16:00:24-0600



				FLORIBEL CAMPOS SOLANO (FIRMA)
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RV: Oficio 272-2021

		From

		Melanie Zamora Arce (Autorizada/Secretaría General de la Corte)

		To

		Yacira Segura Guzmán (Autorizada/Secretaría General de la Corte)

		Recipients

		ysegura@Poder-Judicial.go.cr







Con toda consideración,








Mélanie Zamora Arce



Coordinadora Unidad de Archivo Secretaría General de la Corte



  _____  


De: Melanie Zamora Arce (Autorizada/Secretaría General de la Corte)
Enviado: miércoles, 17 de marzo de 2021 09:27
Para: mgarcia8371@gmail.com <mgarcia8371@gmail.com>
Asunto: RE: Oficio 272-2021 

 



Buenos días don Miguel García.



 



Remito los antecedentes de los acuerdos del Consejo Superior relacionados con los montos de la deducción de la contribución obligatoria y solidaria establecida en la Ley 9544, para su revisión, es un gusto servirle.



 



 



Con toda consideración,



 



Mélanie Zamora Arce



Coordinadora de la Unidad de Archivo



Secretaría General de la Corte



 



De: Secretaría General de la Corte - Comunicaciones - Bryan Chacón Gamboa . Aut. <bchacong@Poder-Judicial.go.cr> 
Enviado el: martes, 16 de marzo de 2021 15:05
Para: mgarcia8371@gmail.com
CC: Melanie Zamora Arce (Autorizada/Secretaría General de la Corte) <mzamoraar@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: Oficio 272-2021



 



San José, 15 de marzo de 2021



N° 272-2021



Al contestar refiérase a este # de oficio



 



Señor



Msc. Miguel Ángel García Martínez



(mgarcia8371@gmail.com)



 



Estimado señor:



 



Para su estimable conocimiento y fines consiguientes, le transcribo el acuerdo tomado por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en la sesión N° 11-2021 celebrada el 08 de marzo de 2021, que literalmente dice:



 





“ARTÍCULO IX





 



Documento N° 283-2021



 



El máster Miguel Ángel García Martínez, Abogado, en nota de 11 de febrero de 2021, solicitó:



“Sirva la presente para saludarles y a la vez solicitar el acuerdo de la Junta Administradora en que se establece la forma y montos de la deducción de la contribución obligatoria y solidaria establecida en la Ley 9544 del año 2019, que vino a reformar la Ley 7333 del año 1993 y sus reformas y en su artículo 236 bis, vino a crear dicha contribución, aparentemente con aprobación de informe rendido por el Departamento de Macroprocesos del Departamento Financiero Contable del Poder Judicial.



 



Agradeciendo lo anterior, así como señalando mi correo para notificaciones: mgarcia8371@gmail.com ,”



 



- 0 -



 



            En ese sentido, la Secretaría General de la Corte, remite antecedentes de interés para valoración de esta Junta Administradora.







 



- 0 -





Se acordó por unanimidad: 1.) Tener por conocida la gestión del máster Miguel Ángel García Martínez, Abogado, en nota de 11 de febrero de 2021, mediante la cual solicita el acuerdo de la Junta Administradora en que se establece la forma y montos de la deducción de la contribución obligatoria y solidaria establecida en la Ley 9544 del año 2019. 2.) Hacer de conocimiento del gestionante que cuando se promulgó la Ley 9544 la Junta Administradora no estaba creada y en funcionamiento, motivo por el cual en aquel entonces fue el Consejo Superior, quien tenía a cargo la Administración del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial y determinó la respectiva aplicación de la Ley. 3) Solicitar a la Secretaría General de la Corte, por medio del Archivo de la Secretaría, que remita al gestionante los acuerdos del Consejo Superior, en que se refiere a la aplicación de la Ley 9544”





 



Atentamente, 



 



 



 



Licda. Lucrecia Ruiz Rojas, Secretaria



Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones



y Pensiones del Poder Judicial



 



c:         Licda. Melany Zamora Arce, Encargada del Archivo de la Secretaria General de la 



Corte



Diligencias / Refs: (283-2021)



Bryan



 



 



Saludos Cordiales;
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Consejo Superior del Poder Judicial, en la sesión Nº 39-18 celebrada el 10 de mayo del 2018, que literalmente dice:





“ARTÍCULO II





Documento N° 4741-18 / 5225-18





En sesión N° 33-18, celebrada el 24 de abril de 2018, artículo XXXVI, en vista de la aprobación del proyecto de ley para el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en segundo debate por parte de la asamblea legislativa, se dispuso conformar un equipo de trabajo con el fin de determinar los alcances y consecuencias al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, por lo cual, se propuso a los máster Laura Chaves Lavagni y Carlos Montero Zúñiga, para que integraran el citado equipo.





En oficio N° CS-60-2018 del 7 de mayo de 2018, el máster Carlos Montero Zúñiga, integrante de este Consejo y Coordinador del Equipo Traslado FPPJP, informó:





“En virtud del acuerdo tomado por el Consejo Superior en la sesión N°33-18 de 24 de abril de 2018, ARTÍCULO XXXVI, respecto a la creación de un equipo de trabajo para analizar las implicaciones para el Poder Judicial en vista de la aprobación en segundo debate del proyecto de Reforma al Régimen de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial por parte de la Asamblea Legislativa (Ley N°19922), en forma atenta se informa lo siguiente:





Conformación del equipo de trabajo:





El equipo de trabajo que gestionará el traslado del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial a la nueva Junta Administradora, es coordinado por el suscrito y cuenta con el apoyo la integrante Laura Chaves Lavagni y los siguientes directores (as) y Jefe Departamental:





0. Dirección Ejecutiva.


0. Dirección Jurídica.


0. Dirección de Gestión Humana.


0. Dirección de Tecnología de la Información.


0. Departamento Financiero Contable.





En la primera sesión de trabajo se valoró la necesidad de integrar a la Auditoría Judicial por contar con una Sección especializada en la fiscalización de la operación del Fondo de Jubilaciones y Pensiones.





Análisis y acuerdos tomados:





En sesión de trabajo efectuada el 30 de abril de 2018, por medio de una matriz de análisis (se adjunta), se valoró cada artículo de la nueva ley y se identificaron implicaciones de la entrada en vigencia de la norma en estudio, por lo que se determinaron temas a atender como prioritarios:





1. La Dirección Jurídica debe emitir proyecto de Reglamento para conformación de la Junta Administrativa, para presentarse el 15 de mayo de 2018. (Artículo 240 y Transitorio I se tiene 6 meses para que se nombre.)





1. La Dirección Jurídica deberá emitir un criterio legal en el que se contemple:





1. Naturaleza jurídica de la Junta Directiva y de las personas que en ella laboren. 


1. Definir personería jurídica de la Junta. 


1. Definir posible esquema jurídico de donación de los sistemas y servicios por parte del Poder Judicial


1. Definir esquema de traslado de información.


1. Régimen de empleo que aplica en la Junta.   Es independiente del Poder Judicial.


1. Régimen de Contratación Administrativa para la Junta.


1. Tiempo Servido para efectos de jubilación, ¿lo calcula esa Junta Nueva?





Aunado a lo anterior, se identificaron los siguientes aspectos a ser aplicados a partir de la publicación de la norma, salvo que el Consejo Superior o Corte Plena estimen algo distinto:





1. [bookmark: _Hlk513560109]Aumento del 11% al 13% de aporte personal al Fondo el cual aplicará tanto para personas servidoras activas como para jubiladas y pensionadas (Artículo 236).


1. Aplicación de la Contribución especial, solidaria y redistributiva a los pensionados y jubilados que les resulte aplicable, además de la cotización común del 13%. (Artículo 236 bis).


1. Aplicación del cinco por mil de aporte a la Junta Administradora del Fondo tanto para personas servidoras activas como para jubiladas y pensionadas (Artículo 239)


1. Aplicación de las nuevas reglas a las personas que una vez que entre a regir la ley sean objeto de una jubilación por incapacidad absoluta y permanente  en este sentido se debe, además definir el esquema de trabajo con la Calificadora del Estado de Invalidez de la Caja Costarricense del Seguro Social (Artículo 227).


1. Ajuste en los parámetros y sistemas para el cálculo de beneficios de jubilados y pensionados (artículos 224, 224 bis, 225, 228,229).





Se evidenció que se cuenta con información en la Dirección de Gestión Humana para el cálculo del salario de referencia en los sistemas integrados solamente de 14 años y deben operativamente completar los 6 años restantes para alcanzar además los 20 años de salarios de referencia.  Se debe definir la liquidación actuarial (artículos 226, 234).





1. Debido a lo complejo y delicado que es el traslado del Fondo a la Junta Administradora, se sugiere que Corte inicie el proceso de selección de los integrantes de la Junta que representarían a Corte, así como el procedimiento de elección de las personas representantes del “colectivo judicial” con prioridad una vez que la Dirección Jurídica elabore el proyecto de Reglamento para ello.


1. Analizar competencias existentes versus lo que se está autorizando la nueva ley que ejecute el Consejo Superior, durante la aplicación del transitorio I, sea:





“…Transitorio I: Actividades del Consejo Superior: En tanto se integre la Junta Administradora, el Consejo Superior del Poder Judicial continuará ejerciendo las atribuciones a que se refieren los incisos 12, 13, 14 y 15 del artículo 81 de la Ley Orgánica del Poder Judicial N°7333 del 5 de mayo de 1993 y sus reformas, como sigue:





“…12.- Administrar el Fondo de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial, de acuerdo con las políticas de inversión de ese Fondo, establecidas por la Corte.


13.- Reconocer a los servidores judiciales, el tiempo laborado en el sector público y ordenar el reintegro que corresponde al Fondo.


14.- Resolver sobre la devolución de cuotas del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial a otros regímenes de seguridad social.


15.- Otorgar toda clase de jubilaciones y pensiones judiciales…”





Lo anteriormente expuesto, se realiza con la finalidad de que sea de conocimiento del Consejo Superior y Corte Plena, en virtud de las consecuencias inmediatas de la publicación de la Ley 19922 del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.





(…).”





-0-








Seguidamente se transcribe el análisis sobre la implementación de la entrada en vigencia de la ley 19922 del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, que literalmente dice:





“Titulo IX: Régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial"





1. Equipo de trabajo:


0. Consejo Superior.


0. Dirección Ejecutiva.


0. Auditoría Judicial


0. Dirección Jurídica.


0. Dirección de Gestión Humana.


0. Dirección de Tecnología de la Información.


0. Departamento Financiero Contable.





1. Temas a atender como prioritarios:





La Dirección Jurídica debe emitir proyecto de Reglamento para conformación de la Junta Administrativa. Plazo 15 días naturales.





La Dirección Jurídica deberá emitir un criterio legal en el que se contemple:





1. Naturaleza jurídica de la Junta Directiva y de las personas que en ella laboren. 


1. Definir personería jurídica de la Junta. 


1. Definir posible esquema jurídico de donación de los sistemas y servicios


1. Definir esquema de traslado de información.


1. Régimen de empleo que aplica en la Junta.   Es independiente del Poder Judicial.


1. Régimen de Contratación Administrativa para la Junta.


1. Tiempo Servido para efectos de jubilación, ¿lo calcula esa Junta Nueva?





			Ley 19922 FJPPJ


			Acciones a Desarrollar


			Plazo de Implementación


			Dependencia Responsable





			CAPITULO I


PRESTACIONES


Artículo 224. Los servidores judiciales con veinte (20) o más años de servicio en el Poder Judicial, podrán acogerse a una jubilación ordinaria igual a un ochenta y dos por ciento (82%) del promedio de los últimos veinte (20) años de salarios mensuales ordinarios devengados en su vida laboral, actualizados según el índice de precios al consumidor (IPC) definido por el INEC; siempre y cuando hayan cumplido sesenta y cinco (65) años de edad y hayan trabajado al menos treinta y cinco años.


			








1. Ajuste de parámetros y sistemas.





			








1. Inmediato.


1. Transitorio VI, 18 meses. 





			








1. Dirección de Gestión Humana.


1. Dirección de Tecnología.





			Artículo 224 bis.- Los servidores con 20 o más años de servicio en el Poder Judicial, podrán acogerse a una jubilación anticipada si no se cumpliere con la edad o el número de años de servicio citado en el artículo anterior. Esta se calculará en la siguiente forma: 


1. Si el retiro se produjere al cumplir treinta y cinco o más años de servicio, pero sin haber cumplido los sesenta y cinco años de edad, la jubilación se calculará en proporción a la edad del servidor: 


0. Las mujeres deben haber cumplido al menos sesenta años y los hombres al menos sesenta y dos años. 


0. El cálculo se hará multiplicando la pensión obtenida según lo establecido en el artículo 224 para el cálculo de la jubilación ordinaria, por la edad del servidor y el producto se dividirá entre sesenta y cinco; el resultado de esta operación constituirá el monto de la jubilación anticipada.


1. Si el retiro se produjere al cumplir el servidor sesenta y cinco o más años de edad, pero antes de cumplir treinta y cinco años de servicio, la jubilación se acordará en proporción a los años laborados, siempre que el número de años servidos no sea inferior a veinte. Para fijarla, se multiplicará el monto de la jubilación ordinaria indicado en el artículo 224 por el número de años servidos y el producto se dividirá entre treinta y cinco; el resultado será el monto de la jubilación anticipada.


			








1. Ajuste de parámetros y sistemas.





			








1. Inmediato


1. Transitorio VI, 18 meses. 





			








1. Dirección de Gestión Humana.


1. Dirección de Tecnología.





			Artículo 225.- Ninguna jubilación podrá ser superior a 10 veces el salario base del puesto más bajo pagado en el Poder Judicial; ni inferior a la tercera parte del salario base del puesto más bajo pagado en el Poder Judicial. El monto de las pensiones y jubilaciones en curso de pago y las que se otorguen en el futuro se reajustará por variaciones en el índice de precios al consumidor (IPC) definido por el INEC. 


			








1. Ajuste de parámetros y sistemas.





			








1. Inmediato.


1. Transitorio VI, 18 meses. 


			








1. Dirección de Gestión Humana.


1. Dirección de Tecnología.





			Artículo 226.- Para el cómputo del tiempo laborado, no será necesario que los funcionarios hayan servido para el Poder Judicial, consecutivamente ni en puestos de igual categoría. Se tomarán en cuenta todos los años de trabajo remunerado, debiendo el servidor haber servido al Poder Judicial al menos en los últimos 20 años.


Se reconocerá, únicamente, el tiempo servido y cotizado en dependencias o instituciones públicas estatales. En ningún caso podrá computarse el tiempo servido en instituciones de derecho público no estatales de base corporativa.


Si la prestación del servicio por parte del funcionario se dio a tiempos parciales se reconocerá la proporción que corresponda respecto de ese salario.


Será admisible todo medio de prueba para comprobar el tiempo servido por el trabajador. Al valorar la prueba se tomará en consideración el principio in dubio pro fondo.


Si el interesado había cotizado en otros regímenes de pensiones establecidos por otra dependencia o por otra institución del Estado, el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, al momento de otorgar la jubilación, tendrá derecho a exigir y la respectiva institución o dependencia estará obligada a girar, el monto de esas cotizaciones (obrero, patronal y estatal) mediante una liquidación actuarial.


En el caso de que lo cotizado por el interesado, el patrono y por el Estado no alcanzare el monto que corresponde al Fondo de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial, el interesado deberá reintegrar a este la suma adeudada por las diferencias de cotización actualizadas a valor presente por el IPC definido por el INEC. Además, el interesado deberá cancelar el rendimiento real promedio que se hubiere obtenido sobre las sumas trasladadas de haberlas invertido el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial durante el período reconocido.


			








1. Ajuste de parámetros y sistemas.


1. Definir la liquidación actuarial.


			








1. Inmediato.


1. Transitorio VI, 18 meses. 








			








1. Dirección de Gestión Humana.


1. Dirección de Tecnología.


1. Actuario.





			Artículo 227.- El servidor judicial que se incapacite de modo permanente para el desempeño de su cargo o empleo, así declarado por la Comisión Calificadora del Estado de Invalidez de la Caja Costarricense de Seguro Social o por la instancia que esa institución designe, y hubiera laborado por cinco años o más para el Poder Judicial, será separado de su puesto con una jubilación permanente.


Dicha jubilación se calculará de la siguiente manera:


1. Se determina el ochenta y tres por ciento (83%) del promedio de los salarios ordinarios devengados en los últimos veinte años de su vida laboral o los que hubiere disponibles, actualizados según el índice de precios al consumidor (IPC) definido por el INEC, según se estableció en el artículo 224.


1. El resultado obtenido en el punto a), se multiplica por el tiempo servido a un máximo de treinta y cinco años y se divide entre treinta y cinco. El resultado será el monto del beneficio.


Los montos de las pensiones por invalidez observarán los topes establecidos en el artículo 225.


			1. 








1. Ajuste de parámetros y sistemas.


1. Definir esquema de trabajo con la Comisión Calificadora del Estado de Invalidez de la Caja Costarricense de Seguro Social.


			1. 








1. Inmediato.


1. Transitorio VI, 18 meses. 








			1. 








1. Dirección de Gestión Humana.


1. Dirección de Tecnología.


1. Junta.








			Artículo 228.-  Tienen derecho a pensión por sobrevivencia:


1. El cónyuge sobreviviente del servidor o jubilado fallecido que dependa económicamente del causante, al momento del fallecimiento.


1. El compañero económicamente dependiente al momento del fallecimiento del jubilado, que haya convivido por lo menos tres años previos al deceso y tuvieren ambos aptitud legal para contraer nupcias conforme la legislación civil.


1. El cónyuge divorciado o separado judicialmente o de hecho, ex compañero, que disfruta a la fecha del deceso de una pensión alimentaria declarada por sentencia judicial firme o que demuestre que recibía una ayuda económica por parte del causante.


Tienen derecho a pensión por orfandad:


1. Los hijos que, al momento del fallecimiento del causante, dependían económicamente de éste, de acuerdo con las siguientes reglas:


0. Solteros menores de edad.


0. Mayores de 18 años, pero menores de 25 años, que realicen estudios reconocidos por el Ministerio de Educación Pública, el Instituto Nacional de Aprendizaje, u otras instituciones a criterio de la Junta Administradora.


0. Mayores de edad que, previo al fallecimiento del causante, se encuentren inválidos e incapaces para ejercer labores remuneradas.


En ausencia de derechohabientes por viudez, unión de hecho u orfandad, tienen derecho a pensión los padres, si al momento de fallecer el causante dependían económicamente de éste.


			








1. Ajuste de parámetros y sistemas.





			








1. Inmediato.


1. Transitorio VI, 18 meses. 








			








1. Dirección de Gestión Humana.


1. Dirección de Tecnología.








			Artículo 229.- El monto de las prestaciones de pensión por sobrevivencia en los casos de viudez, unión de hecho, orfandad o ascendencia, será proporcional al monto de pensión que recibía el pensionado al momento de fallecer y en su conjunto este monto no será mayor al 80% de lo que correspondía al causante. En caso de muerte de un servidor activo, la cuantía de la pensión por viudez, unión de hecho, orfandad o ascendencia será proporcional al monto de pensión que hubiere recibido el fallecido de acuerdo con el cumplimiento de requisitos en el momento de la contingencia y en su conjunto este monto no será mayor al 80% de lo que le hubiere correspondido al causante.


Las proporciones para los beneficios por viudez, unión de hecho, orfandad y ascendencia serán las que se estipulen en el reglamento del Régimen.


Toda pensión por sobrevivencia caducará por la muerte del beneficiario, con la excepción de lo dispuesto en este artículo para la pensión que corresponde a los hijos.


Las asignaciones que caducaren acrecerán proporcionalmente las de los demás beneficiarios que se mantienen vigentes, a solicitud de ellos y siempre y cuando los requieran, previo estudio de trabajo social y aprobación de la Junta Administrativa del Fondo.


			








1. Ajuste de parámetros y sistemas.





			








1. Inmediato.


1. Transitorio VI, 18 meses. 








			








1. Dirección de Gestión Humana.


1. Dirección de Tecnología.








			Artículo 230. -            Cuando la Junta Administradora del Fondo tenga evidencia de que, con fines de defraudación al Fondo, una persona jubilada o pensionada realiza acciones tendentes a trasladar su derecho a otra persona, con la pretensión de que a su fallecimiento le suceda en el beneficio, realizará la investigación correspondiente con las garantías del debido proceso y con base en ella podrá denegar o suspender el beneficio sin más trámite.


			


			


			1. Junta.





			Artículo 231.- Excepto por pensión alimentaria, no son susceptibles de embargo, ni de venta, cesión o cualquier otra forma de traspaso, las jubilaciones y pensiones ni el Fondo establecido para cubrirlas.


			


			


			Junta





			Artículo 232.- De presentarse algún error en el giro de las jubilaciones y pensiones, la Administración del Fondo queda autorizada para rebajar en tractos proporcionales, no menores al diez por ciento (10%) del monto de la jubilación o pensión, la suma girada de más, previa audiencia al interesado.


			


			


			Junta





			Artículo 233.- Se le suspenderá el goce del beneficio a la persona jubilada, durante el tiempo que esté percibiendo cualquier otro sueldo del Estado, sus instituciones y de las municipalidades. Esta limitación no se aplicará cuando imparta lecciones en instituciones de educación superior.


Cuando el beneficio hubiere sido acordado por invalidez, y la persona desee reincorporarse al sector laboral, deberá solicitar el permiso respectivo y contar con la aprobación por parte de la Comisión Calificadora del Estado de la Invalidez o de la instancia que la CCSS designe, siempre que la nueva actividad sea diferente a aquella por la cual se le declaró inválido.


Cuando un jubilado por invalidez inicie labores remunerativas sin haber solicitado el respectivo permiso para laborar, o bien lo haga a pesar de que se le deniegue el permiso, éste beneficio se le suspenderá luego de respetársele el debido proceso. Asimismo, el jubilado estará en la obligación de devolver los dineros recibidos indebidamente, sin que exista obligación del Poder Judicial de reinstalarlo en el puesto en que se jubiló.


Todo jubilado que reingrese al servicio del Poder Judicial, dejará de percibir su pensión por el tiempo que se mantenga la relación laboral con el Poder Judicial. Si la relación laboral se diera por terminada antes de cumplir un año ininterrumpido, se reactivará la pensión con el mismo monto con que fue suspendida, más los ajustes por el índice de precios al consumidor (IPC) definido por el INEC que hubieren sido otorgados, durante los meses que reingresó al servicio del Poder Judicial. Si la relación laboral se diera por más de un año ininterrumpido, el ex jubilado tendrá derecho a la revisión de su jubilación, de conformidad con lo dispuesto el artículo 224 de ésta Ley.


			


			


			Junta





			CAPITULO II


DEL TRASLADO DE COTIZACIONES


Artículo 234.- Las personas que hubieren laborado en el Poder Judicial y que hubieran cesado en el ejercicio de sus cargos, sin haber obtenido los beneficios de jubilación o pensión, no tendrán derecho a que se les devuelva el monto de las cuotas con que hubieran contribuido a la formación del Fondo de Jubilaciones y Pensiones.


Sin embargo, si tendrán derecho a que el monto de las cuotas obreras, patronales y estatales con que hubieran contribuido a la formación del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, se trasladen mediante una liquidación actuarial a la Caja Costarricense de Seguro Social, o a la institución administradora del régimen básico en el que se les vaya a otorgar la jubilación o pensión.


La solicitud de traslado la hará la entidad respectiva cuando vaya a otorgar la jubilación o pensión, indicando el monto que debe enviársele. En el supuesto de que el monto resulte mayor al cotizado para el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, solo se deberá enviar lo determinado actuarialmente.


En caso contrario, si lo determinado actuarialmente como cotizado al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial fuere mayor que lo solicitado, la diferencia de la cuota obrera se trasladará al Régimen Obligatorio de Pensiones (ROP) administrado por la Operadora de Pensiones Complementaria a la que se encuentra afiliada la persona que laboró en el Poder Judicial.


			








1. Ajuste de parámetros y sistemas.


1. Definir la liquidación actuarial.


			








1. Inmediato.


1. Transitorio VI, 18 meses. 








			








1. Junta





			CAPITULO III


DEL FONDO


Artículo 235.- Con las cotizaciones de los servidores judiciales, el Estado y el Poder Judicial, la Junta conformará un Fondo, el cual se incrementará con los réditos producidos por sus inversiones. Ese Fondo debe mantenerse separado física y contablemente, y es independiente del patrimonio de la Junta Administrativa y del patrimonio del Poder Judicial.  


			





1. Proceso de Traslado de recursos, contabilidad, sistema de inversiones.


			














			





Departamento FICO


Junta





			Artículo 236.- El Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, tendrá los siguientes ingresos:


0. Un aporte obrero de un trece por ciento (13.00%) de los sueldos que devenguen los servidores judiciales, así como de las jubilaciones y pensiones a cargo del Fondo, porcentaje que se retendrá en el pago periódico correspondiente.


0. Un aporte patronal del Poder Judicial, de un 14.36% sobre los sueldos y salarios de sus servidores.


0. Un aporte del Estado que será un porcentaje sobre los sueldos y salarios igual al establecido para el Régimen de Invalidez, Vejez y Muerte de la Caja Costarricense de Seguro Social.


0. Los rendimientos y demás beneficios que produzca o pueda llegar a generar, obtener el Fondo.


En ningún caso, la suma de la contribución obligatoria y la contribución especial, solidaria y redistributiva y en general, la totalidad de las deducciones que se apliquen por ley a todos los pensionados y jubilados del fondo de jubilaciones y pensiones del Poder Judicial, podrá representar más del cincuenta y cinco por ciento (55%) respecto de la totalidad del monto bruto de la pensión que por derecho le corresponda al beneficiario. Para los casos en los cuales esta suma supere el cincuenta y cinco por ciento (55%), respecto de la totalidad del monto bruto de la pensión, la contribución especial se reajustará de forma tal que la suma sea igual al cincuenta y cinco por ciento (55%) respecto de la totalidad del monto bruto de la pensión.


Los recursos que se obtengan con la contribución obligatoria establecida en la presente ley, ingresarán al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.


			








1. Ajuste de parámetros y sistemas.





			








1. Inmediato con la entrada en vigencia (rige) de la Ley. 





			








1. Dirección de Gestión Humana.





			Artículo 236 bis.- Contribución especial, solidaria y redistributiva de los pensionados y jubilados  


Además de la cotización común establecida en el artículo anterior, los pensionados y los jubilados cuyas prestaciones superen los montos que se fijarán, contribuirán en forma especial, solidaria y redistributiva, de acuerdo con la siguiente tabla:  


1. Sobre el exceso del tope establecido en el artículo 225, y hasta por el veinticinco por ciento (25%) de dicho tope, contribuirán con el treinta y cinco por ciento (35%) de tal exceso.  


1. Sobre el exceso del margen anterior y hasta por un veinticinco por ciento (25%) más, contribuirán con el cuarenta por ciento (40%) de tal exceso.  


1. Sobre el exceso del margen anterior y hasta por un veinticinco por ciento (25%) más, contribuirán con el cuarenta y cinco por ciento (45%) de tal exceso.  


1. Sobre el exceso del margen anterior y hasta por un veinticinco por ciento (25%) más, contribuirán con un cincuenta por ciento (50%) de tal exceso.  


1. Sobre el exceso del margen anterior contribuirán con un cincuenta y cinco por ciento (55%). 


En ningún caso, la suma de la contribución especial, solidaria y redistributiva y la totalidad de las deducciones que se apliquen por ley a todos los pensionados y jubilados del fondo de jubilaciones y pensiones del Poder Judicial, podrá representar más del cincuenta y cinco por ciento (55%) respecto de la totalidad del monto bruto de la pensión que por derecho le corresponda al beneficiario. Para los casos en los cuales esta suma supere el cincuenta y cinco por ciento (55%), respecto de la totalidad del monto bruto de la pensión, la contribución especial se reajustará de forma tal que la suma sea igual al cincuenta y cinco por ciento (55%) respecto de la totalidad del monto bruto de la pensión.


Los recursos que se obtengan con la contribución especial, solidaria y redistributiva establecida en la presente ley, ingresarán al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.


			








1. Ajuste de parámetros y sistemas.





			








1. Inmediato con la entrada en vigencia (rige) de la Ley. 


1. Urgente.





			








1. Dirección de Gestión Humana.


1. Departamento Financiero Contable.





			Artículo 237.- Los recursos del Fondo de Jubilaciones y Pensiones deberán ser gestionados de conformidad con la Ley de Protección al Trabajador, N.° 7983 de 18 de febrero de 2000, y la normativa que al efecto ha establecido el Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero (CONASSIF) y la Superintendencia de Pensiones.


			


			


1. Hasta que se integre la Junta.








			


1. Consejo Superior de forma interina antes de que inicie la Junta.


1. Junta.





			


			


			


			





			Artículo 238.- Estarán exentos de los impuestos referidos en el artículo 18 y en el inciso c) del artículo 23 de la Ley del Impuesto sobre la Renta, los intereses, los dividendos, las ganancias de capital y cualquier otro beneficio que produzcan los valores en moneda nacional o en moneda extranjera en que se inviertan los recursos del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.


			


			


			Junta





			








CAPITULO IV


DE LA ADMINISTRACION


Artículo 239.- Créase la Junta Administrativa del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, como un órgano del Poder Judicial que contará con completa independencia funcional, técnica y administrativa, para ejercer las facultades y atribuciones que le otorga la ley.


Le corresponde a la Junta:


1. Administrar el Fondo de Pensiones y Jubilaciones de los Empleados del Poder Judicial.


1. Estudiar, conocer y resolver las solicitudes de jubilación y pensión que se le presenten.


1. Recaudar las cotizaciones que corresponden al Fondo y ejercer las acciones de cobro necesarias.


1. Atender las solicitudes de reingreso a labores remunerativas de jubilados inválidos.


1. Realizar estudios actuariales con la periodicidad establecida en la normativa emitida al efecto por el Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero y la Superintendencia de Pensiones.


1. Invertir los recursos del Fondo de conformidad con la ley y con la normativa que al efecto dicte el Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero y la Superintendencia de Pensiones.


1. Cumplir con la legislación y la normativa que dicten tanto el Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero como la Superintendencia de Pensiones.


1. Dictar las normas para el nombramiento, suspensión, remoción y sanción del personal; así como aprobar el plan anual operativo, el presupuesto de operación, sus modificaciones y su liquidación anual.


1. Todas las demás atribuciones que le asignen la ley y sus reglamentos.


Con base en el resultado de estudios actuariales, y con autorización de la Superintendencia de Pensiones, la Junta Administrativa podrá modificar los parámetros iniciales establecidos en esta ley respecto de los requisitos de elegibilidad, el perfil de beneficios, así como los aportes y cotizaciones de los servidores judiciales y de las jubilaciones y pensiones previstos en la ley, siempre que esto sea necesario para garantizar el equilibrio actuarial del Régimen.


La Junta contará con personalidad jurídica instrumental para ejercer las atribuciones que la Ley le asigna, así como para ejercer la representación judicial y extrajudicial del Fondo.


Se financiará con una comisión por gastos administrativos que surgirá de deducir un cinco por mil de los sueldos que devenguen los servidores judiciales, así como de las jubilaciones y pensiones a cargo del Fondo. Con estos recursos se pagarán las dietas de los miembros de la Junta Administrativa, los salarios de su personal y, en general, sus gastos administrativos. Los recursos ociosos serán invertidos de conformidad con lo previsto en el artículo 237 de esta Ley.
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1. Identificar monto que hoy se cancela de las plazas del Fondo.


			



































































































































1. Inmediato, utilizando la información de la estructura técnica definida en FICO.





			

















Junta.

















































































































Departamento Financiero Contable.





			Artículo 240.- La Junta Administradora estará conformada por tres miembros que serán elegidos democráticamente por el colectivo judicial, así como por tres miembros designados por la Corte Plena, con perspectiva de género en ambos casos. Cada integrante titular tendrá un suplente para que le sustituyan en sus ausencias, el cual deberá cumplir con los mismos requisitos del titular.


Quienes integran la Junta durarán en sus cargos cinco años, luego de los cuales podrán ser reelectos, todo conforme con la reglamentación que al efecto habrá de dictarse por la Corte Plena, previa audiencia conferida a las organizaciones gremiales del Poder Judicial.


En la primera sesión ordinaria, la Junta designará a la persona que habrá de presidir las sesiones, la designación de este (a) se hará por espacio temporal de un año, debiendo alternarse cada año entre los representantes del colectivo judicial y de la Corte Plena. Además, se designará a quien le sustituya en caso de ausencia. La persona que preside tendrá voto calificado en caso de empate.


Los miembros de la Junta Administradora no devengarán ninguna dieta, pero si contarán con los permisos necesarios para atender las sesiones. Para ser miembro de la Junta se deberá cumplir con los siguientes requisitos, los cuales deberán ser documentados y demostrados ante la Superintendencia de Pensiones:


1. Contar con título universitario en carreras afines a la administración de un fondo de pensiones y estar incorporado al colegio profesional respectivo, cuando así corresponda.


1. Ser de reconocida y probada honorabilidad.


1. Contar con conocimientos y al menos cinco (5) años de experiencia en actividades profesionales o gerenciales relevantes para la administración de un fondo de pensiones, de manera que todos los miembros de este órgano posean habilidades, competencias y conocimientos que les permitan realizar el análisis de riesgos que afectan a la Junta y al Fondo.


No podrán ser miembros de la Junta:


0. Las personas contra quienes en los últimos diez años haya recaído sentencia judicial penal condenatoria por la comisión de un delito doloso.


0. Las personas que en los últimos diez años hayan sido inhabilitadas para ejercer un cargo de administración o dirección en la Administración Pública o en las entidades supervisadas por la Superintendencia General de Entidades Financieras, la Superintendencia General de Seguros, la Superintendencia de Valores y la Superintendencia de Pensiones.


La integración del órgano deberá garantizar la representación paritaria de ambos sexos, asegurando que la diferencia entre el total de hombres y mujeres no sea superior a uno.


			





1. Elaborar reglamento para el nombramiento de los integrantes de la Junta.


1. Incluir los perfiles definidos y demostrados a la SUPEN.


1. Se contradice el artículo N°239, en cuanto a l pago de la dieta ya que en este artículo no se aprueba el pago.


			





1. Inmediato.


			





Corte Plena


Dirección Jurídica.





			Artículo 240 Bis.- La Junta Administradora, bajo su responsabilidad, invertirá los recursos acumulados del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en las mejores condiciones de mercado, de manera tal que prevalezcan los criterios de seguridad, liquidez y rentabilidad.


Dicha Junta está autorizada para colocar los recursos del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en las siguientes posibilidades de inversión:


1. Hasta un veinticinco por ciento (25%) del Fondo, en operaciones de crédito por intermedio de instituciones bancarias del Estado, Cooperativas, Cajas de Ahorro, Asociaciones y Sindicatos de servidores, jubilados o pensionados del Poder Judicial, que cuenten con la plataforma que les permita administrar dichos recursos y estén supervisadas y autorizadas por la Superintendencia General de Entidades Financieras (Sugef), lo anterior para financiar préstamos para construcción o mejoramiento de vivienda y otros de carácter social para sus asociados, según el reglamento que al efecto debe dictarse, así como para la compra de terrenos, ampliación, remodelación, reforzamiento y construcción de edificios destinados al Poder Judicial conforme a la reglamentación que se emita al efecto.


1. Al menos un treinta por ciento (30%) del Fondo, en títulos emitidos por el Sector Público.


1. En instrumentos financieros emitidos por fideicomisos:


1. Con entidades financieras, públicas o privadas, para colocar recursos destinados a préstamos personales de microempresas y vivienda.


1. Con entidades financieras, públicas o privadas, para la participación en el desarrollo de proyectos productivos y de infraestructura de interés nacional o social.


d) Valores de oferta pública inscritos en el Registro Nacional de Valores e Intermediarios, o en valores emitidos por entidades financieras supervisadas por la Superintendencia General de Entidades Financieras (Sugef).


La Junta Administradora deberá realizar anualmente un estudio de su cartera crediticia según los parámetros de la Sugef, el cual deberá ser aprobado por la Junta Directiva y enviado a la Superintendencia de Pensiones (Supen), para las labores de supervisión y regulación respectivas.


			


1. Emitir Reglamento de Crédito.


			


			Junta.





			Artículo 241.- La supervisión y regulación de la Junta Administrativa y del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial estará a cargo de la Superintendencia de Pensiones y del Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero, respectivamente, de conformidad con las atribuciones que les otorga la Ley. La Junta Administradora estará sujeta al cobro por supervisión previsto en los artículos 173 y 174 de la Ley Reguladora del Mercado de Valores. Dicho cobro se calculará sobre los ingresos anuales que haya recibido la Junta Administrativa por la administración del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.


			


			


			Junta.





			Articulo 242.- La Junta Administradora emitirá un Reglamento General del Régimen de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial, el cual deberá ser aprobado por la Superintendencia de Pensiones, y contemplará necesariamente lo siguiente:


1. El perfil de requisitos y beneficios que otorga el régimen.


1. Los períodos de espera o calificación para cada una de las contingencias, separadamente.


1. El procedimiento administrativo para tramitar las solicitudes de los interesados, el cual deberá sujetarse a lo dispuesto en la Ley General de la Administración Pública, para el procedimiento sumario.


1. Las reglas sobre la inversión de los recursos del Fondo, las cuales deben garantizar las mejores condiciones de rentabilidad y seguridad.


1. El cobro de la comisión por gastos administrativos se ajustará a criterios de progresividad, proporcionalidad y gradualidad al monto de salario, jubilación o pensión devengada. Para la fijación de este cobro la Junta deberá elaborar un estudio de las necesidades, la proyección de los gastos y las normas de ejecución de presupuesto, con el fin de que se ajuste a medidas de austeridad y control en el gasto.


1. f)Todos los otros elementos que se consideren necesarios para la correcta administración del Fondo, la legislación y la normativa que dicten tanto el Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero como la Superintendencia de Pensiones, y la prudencia y responsabilidad administrativas.


			


			


			JUNTA











ARTÍCULO 2- Se derogan los incisos 12, 13, 14 y 15 del artículo 81 de la Ley Orgánica del Poder Judicial N.°7333 del 5 de mayo de 1993 y sus reformas:





			TEXTO PRIMER DEBATE


			Acciones a Desarrollar


			Plazo de Implementación.


Consenso Corte - Gremios


			Dependencia Responsable





			TRANSITORIO I: La Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial deberá estar integrada en un plazo no mayor a seis meses, contados a partir de la entrada en vigencia de esta Ley. En tanto se integre la Junta Administradora, el Consejo Superior del Poder Judicial continuará ejerciendo las atribuciones a que se refieren los incisos 12, 13, 14 y 15 del artículo 81 de la Ley Orgánica del Poder Judicial N°7333 del 5 de mayo de 1993 y sus reformas.


			


			


			





			TRANSITORIO II: Las y los funcionarios del Tribunal Supremo de Elecciones a los que hacía referencia el artículo 242 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, Ley N.° 7333 del 5 de mayo de 1993 y sus reformas, que hubiesen cotizado al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial de previo a la entrada en vigencia de esta ley, la presente reforma no les será aplicada en su perjuicio y en todo momento se les deberá respetar sus derechos adquiridos de buena fe. No obstante, quedan facultados para solicitar en los términos dispuestos en los artículos 226 y 234 de esta ley, la devolución de las cotizaciones obreras, estatales y patronales realizadas al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, y a fin de que puedan trasladarse al Régimen de Pensiones, Invalidez, Vejez y Muerte, administrado por la Caja Costarricense del Seguro Social, si así lo desean.


			


			


			





			TRANSITORIO III: El Reglamento General del Régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial deberá dictarse en un plazo no mayor a nueve meses, contados a partir de la entrada en vigencia de esta Ley.


			


			


			





			TRANSITORIO IV: Continuarán formando parte del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial los recursos por concepto de cotización obrera, patronal y del Estado que a la fecha de entrada en vigencia estén siendo administrados por el Consejo Superior del Poder Judicial, así como los rendimientos y demás beneficios que estos hayan producido. 


			Definir entrega.


			


			


Departamento Financiero Contable


Dirección Ejecutiva


Dirección de Gestión Humana





			TRANSITORIO V: Las operaciones de crédito con recursos del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial que hayan sido acordadas el Consejo Superior con anterioridad a esta Ley, se mantendrán en vigencia hasta su vencimiento, y no serán susceptibles de renovación. 


			


			


			





			TRANSITORIO VI.- Los servidores judiciales que cumplan con los requisitos para adquirir el derecho a la pensión según lo establecía el texto del Título IX de la Ley N.° 7333 del 5 de mayo de 1993, dentro de los dieciocho meses posteriores a la promulgación de la presente ley, podrán pensionarse al amparo de las disposiciones establecidas en el mencionado texto.


			


			


			











Rige a partir de su publicación.”





-0-





      


           Se acordó: 1) Tomar nota del informe N° CS-60-2018 del 7 de mayo de 2018, remitido por el máster Carlos Montero Zúñiga, integrante de este Consejo y Coordinador del Equipo Traslado FPPJP, referente a los análisis y acuerdos del equipo de trabajo sobre la entrada en vigencia de la Ley 19922 del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. 2.) Instar a la Dirección Jurídica para que a la brevedad emita el criterio jurídico solicitado, así como el proyecto de Reglamento para la conformación de la Junta Administrativa, que deberá presentarse el 15 de mayo de 2018. 3.) Hacer este acuerdo de conocimiento de la Corte Plena para lo de su cargo.


       


           La Auditoría Judicial, las Direcciones Ejecutiva, Jurídica, de Gestión Humana y de Tecnología de la Información y el Departamento de Financiero Contable, tomarán nota para lo correspondiente. Se declara acuerdo firme.”














Consejo Superior del Poder Judicial, en la sesión Nº46-18 celebrada el 22 de mayo del 2018;  que literalmente dice:





0. “ARTÍCULO XIII





DOCUMENTO N° 4741-18, 5410-18, 5465-18





La licenciada Patricia Bonilla Rodríguez, Directora del Despacho de la Presidencia, en oficio N° DP-326-2018 del 14 de mayo de 2018, comunicó:





“En virtud del acuerdo tomado por el Consejo Superior en la sesión N°33-18 de 24 de abril de 2018, ARTÍCULO XXXVI, respecto a la creación de un equipo de trabajo para analizar las implicaciones para el Poder Judicial en vista de la aprobación en segundo debate del proyecto de Reforma al Régimen de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial por parte de la Asamblea Legislativa (Ley N°19922), y modificado en la sesión Nº 39-18 celebrada el 10 de mayo del 2018, artículo II, me permito solicitar muy respetuosamente se integre en este grupo de trabajo al Despacho de la Presidencia, ya sea para que la Directora o bien, un representante de ésta, pueda participar en las reuniones donde se tomarán acuerdos de interés institucional.”





[bookmark: _Toc514336581]- 0 -





Por su parte la máster Argili Gómez Siu, Sub Directora Jurídica interina, remitió mediante oficio N° DJ-AJ-1655-2018 del 15 de mayo de 2018, solicitó lo siguiente:





“En relación al oficio N° 4857-18 de 11 de mayo del 2018, suscrito por el licenciado Eduardo Chacón Monge, Prosecretario General Interino, que comunica el acuerdo del Consejo Superior, tomado en la sesión N° 39-18, celebrada el 10 de mayo del 2018, artículo II, en el cual se encarga a la Dirección Jurídica la redacción del proyecto de Reglamento para la conformación de la Junta Administrativa del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en forma respetuosa le solicito ampliar el plazo originalmente otorgado.  Prudencialmente se estima que se requieren 15 días adicionales al plazo establecido, en vista de que se trata de un trabajo complejo. Si bien, el mismo se encuentra adelantado, es fundamental revisarlo y buscar más información que nos permita dar un producto de calidad; además, la Dirección Jurídica requiere tiempo en la investigación donde se están realizando entrevistas a instancias similares a las establecidas en la nueva Ley N°9544, igualmente se estima necesario que de previo a la entrega formal de los documentos, presentar la propuesta ante el Equipo Traslado del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial coordinado por el máster Carlos Montero Zúñiga, integrante del Consejo Superior, con la finalidad de poder dar respuesta efectiva tanto a la propuesta del reglamento como el cuestionario que nos fue remitió.”
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En sesión N° 33-18, celebrada el 24 de abril de 2018, artículo XXXVI, en vista de la aprobación del proyecto de ley para el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en segundo debate por parte de la asamblea legislativa, se dispuso conformar un equipo de trabajo con el fin de determinar los alcances y consecuencias al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, por lo cual, se propuso a los máster Laura Chaves Lavagni y Carlos Montero Zúñiga, para que integraran el citado equipo.





Luego, sesión Nº 39-18 celebrada el 10 de mayo del 2018 artículo II se tomó nota del informe N° CS-60-2018 del 7 de mayo de 2018, remitido por el máster Carlos Montero Zúñiga, integrante de este Consejo y Coordinador del Equipo Traslado FPPJP, referente a los análisis y acuerdos del equipo de trabajo sobre la entrada en vigencia de la Ley 19922 del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. Se instó a la Dirección Jurídica para que a la brevedad emitiera el criterio jurídico solicitado, así como el proyecto de Reglamento para la conformación de la Junta Administrativa, que debería presentarse el 15 de mayo de 2018.





Se acordó: 1.-) Tomar nota de lo gestionado anterior e integrar a la Directora del Despacho de la Presidencia al grupo de trabajo de la redacción al proyecto de Reforma al Régimen de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial. Asimismo incorporar al citado grupo a la Jefa de la Sección Auditoría del Fondo de Jubilaciones y Pensiones. 2.-) Acoger parcialmente la solicitud presentada por la Dirección Jurídica en oficio N° DJ-AJ-1655-2018, y otorgar el plazo de tres días para que entregue de forma prioritaria el criterio jurídico solicitado por este Consejo en sesión N° 39-18 del 10 de mayo del 2018 artículo II, por cuanto el día de hoy en La Gaceta N° 89 fue publicada la Ley N° 9544, que Reforma el Régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, contenido en la Ley N° 7333, Ley Orgánica del Poder Judicial del 5 de mayo de 1993 y sus Reformas. Se declara acuerdo firme.”








Consejo Superior del Poder Judicial, en la sesión N° 46-18 celebrada el 22 de mayo del 2018, que literalmente dice:








“ARTÍCULO VI





[bookmark: _Hlk514834157]DOCUMENTO N° 5803-18





En razón de haberse publicado en La Gaceta N° 89 de hoy 22 de mayo de 2018, la Ley N° 9544, que Reforma el Régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, contenido en la Ley N° 7333, Ley Orgánica del Poder Judicial del 5 de mayo de 1993 y sus Reformas, conforme las atribuciones y responsabilidades que impone a este Consejo el Transitorio I de dicha normativa, se acuerda: 1.) Solicitar a las Direcciones de Gestión Humana, Tecnología de la Información y al Departamento de Financiero Contable, que coordinen lo correspondiente para que a partir de esta fecha se apliquen los rebajos por concepto de aporte obrero (13%), comisión por gastos de administración (5 por mil) de los sueldos que devenguen las personas servidoras judiciales y así como de las jubilaciones y pensiones que se pagan con cargo al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.  De igual forma deberá rebajarse la contribución especial, solidaria, y redistributiva a las personas jubiladas y pensionadas, conforme lo dicta el artículo 236 bis de esta ley.  En caso de que se presente algún inconveniente técnico para ello se deberá informar a este Consejo, así como las alternativas para solventarlo. 2.) El Departamento de Prensa y Comunicación Organizacional, tomará nota para hacer la divulgación de este acuerdo. 














La Dirección Ejecutiva tomará nota para lo que corresponda. Se declara acuerdo firme.”














 Consejo Superior del Poder Judicial, en la sesión Nº 52-18 celebrada el 6 de junio del 2018, que literalmente dice:





[bookmark: _Toc515900835]“ARTÍCULO XXXI





Documento N° 4741-18, 6106-18 





En la sesión N° 46-18 celebrada el 22 de mayo del 2018, artículo VI, en razón de haberse publicado en La Gaceta N° 89 de hoy 22 de mayo de 2018, la Ley N° 9544, que Reforma el Régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, contenido en la Ley N° 7333, Ley Orgánica del Poder Judicial del 5 de mayo de 1993 y sus Reformas, conforme las atribuciones y responsabilidades que impone a este Consejo el Transitorio I de dicha normativa, se dispuso solicitar a las Direcciones de Gestión Humana, Tecnología de la Información y al Departamento de Financiero Contable, que coordinarán lo correspondiente para que a partir de esta fecha se aplicaran los rebajos por concepto de aporte obrero (13%), comisión por gastos de administración (5 por mil) de los sueldos que devenguen las personas servidoras judiciales y así como de las jubilaciones y pensiones que se pagan con cargo al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.  De igual forma deberá rebajarse la contribución especial, solidaria, y redistributiva a las personas jubiladas y pensionadas, conforme lo dicta el artículo 236 bis de esta ley.  En caso de que se presentara algún inconveniente técnico para ello se debería informar a este Consejo, así como las alternativas para solventarlo. A esos efectos, el Departamento de Prensa y Comunicación Organizacional, tomaría nota para hacer la divulgación de este acuerdo. 


            


            Las máster Kattia Morales Navarro, Ana Eugenia Romero Jenkins y Roxana Arrieta Meléndez, así como el máster Miguel Ovares Chavarría, por su orden, Directora de Tecnología de la Información, Directora Ejecutiva, Directora interina de Gestión Humana y Jefe del Departamento Financiero Contable, en oficios N°2014-DTI-2018/2471-DE-2018/313-DGH-2018/295-FC-2018 de 28 de mayo de 2018, remitieron lo siguiente:





“En atención al oficio N. º 5206-18 de fecha 23 de mayo de 2018, mediante el cual se comunica lo dispuesto por el Consejo Superior en sesión N. º 46-18 celebrada el 22 de mayo de 2018, artículo VI, en el cual, se acordó: 





“[…] 1.) Solicitar a las Direcciones de Gestión Humana, Tecnología de la Información y al Departamento de Financiero Contable, que coordinen lo correspondiente para que a partir de esta fecha se apliquen los rebajos por concepto de aporte obrero (13%), comisión por gastos de administración (5 por mil) de los sueldos que devenguen las personas servidoras judiciales y así como de las jubilaciones y pensiones que se pagan con cargo al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.  De igual forma deberá rebajarse la contribución especial, solidaria, y redistributiva a las personas jubiladas y pensionadas, conforme lo dicta el artículo 236 bis de esta ley.  En caso de que se presente algún inconveniente técnico para ello se deberá informar a este Consejo, así como las alternativas para solventarlo. 2.) El Departamento de Prensa y Comunicación Organizacional, tomará nota para hacer la divulgación de este acuerdo.” 





 Pago de empleados Judiciales 





 En el caso de los empleados judiciales los rebajos por concepto de aporte obrero (13%) y por comisión por gastos de administración (5 por mil) de los sueldos que devenguen las personas servidoras judiciales, se realizarán a partir de la primera quincena del mes de junio del año en tránsito.  





Sin embargo, por la forma en que está diseñado el Sistema de Recursos Humanos, no fue   factible realizar estos rebajos para el período del 22 al 30 de mayo en el pago de la Segunda Quincena de Mayo. Lo anterior obedece a que el proceso de generación de planillas está estructurado para generar el pago de toda una quincena, no para un período de días como se requiere en este caso.  





Por lo anterior, para poder aplicar los rebajos en el período señalado la Dirección de Tecnología tiene que desarrollar cambios importantes en el proceso de pago, a saber: 





1. Generación de un proceso que aplica las deducciones a toda la población judicial en el período señalado.


1. Modificación del Proceso de Generación de pago, para que en caso de pago de retroactivos correspondientes a las fechas del 22 al 30 de mayo, se apliquen las deducciones señaladas. 





El tiempo estimado para el desarrollo de estos procesos, así como el correspondiente proceso de pruebas por parte de la Dirección de Gestión Humana se estima en 1 mes. Por lo que las deducciones correspondientes al período comprendido entre el 22 y el 30 de mayo se estarían aplicando hasta la primera quincena de julio. 





Es importante señalar que el desarrollo de estos procesos tendrá un impacto de 1 mes de atraso en el cronograma del desarrollo del Proyecto de Horas Extra, esto debido a que la Dirección de Tecnología no cuenta con recursos disponibles para atender este requerimiento.





 Jubilados y Pensionados


 


En el caso del pago de jubilados y pensionados, la Dirección de Tecnología de Información realizó los cambios requeridos en el Sistema del Fondo de Jubilaciones y Pensiones con el fin de incorporar en la programación la deducción de la comisión por gastos de administración (5 por mil) de los sueldos que devenguen las personas jubiladas y pensionadas, así como la deducción para  rebajarse la contribución especial, solidaria, y redistributiva a las personas jubiladas y pensionadas, para lo cual el Departamento Financiero Contable procedió de la siguiente manera: 





1. Entre el jueves 17 y el lunes 21 de mayo de 2018, se realizaron las primeras pruebas en un servidor habilitado para tal fin, relacionadas con el nuevo aporte obrero del FJP (13%), el aporte a la Junta Administradora (0,5%), y la Contribución Solidaria (según topes), obteniendo resultados satisfactorios.


1. El martes 22 de mayo de 2018, se finalizaron las pruebas pendientes (pantalla nueva de topes de contribución solidaria), y otras (como fecha de aplicación de los rebajos).


1. El día jueves 24 de mayo de 2018 se remitieron a la Dirección de Tecnología de Información las solicitudes de mejora N° 704 y N° 717-TE-2018, correspondientes a las modificaciones que dicha Dirección debió realizar en producción del Sistema del Fondo de Jubilaciones y Pensiones (SIGA-FJP), con el fin de que ese mismo día se procediera a generar la planilla y pago de las personas jubiladas y pensionadas judiciales de la II quincena de mayo 2018, y se aplicaran todos los cambios señalados en la Ley. 





Por lo tanto, las deducciones de jubilados y pensionados se aplicaron a partir del pago de la segunda quincena del mes de mayo, proporcional a los 9 días del periodo comprendido del 22 al 30 de mayo.”
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Se acordó: 1.) Tener por rendido el informe suscrito por las máster Kattia Morales Navarro, Ana Eugenia Romero Jenkins y Roxana Arrieta Meléndez, así como el máster Miguel Ovares Chavarría, por su orden, Directora de Tecnología de la Información, Directora Ejecutiva, Directora interina de Gestión Humana y Jefe del Departamento Financiero Contable, mediante oficios N°2014-DTI-2018/2471-DE-2018/313-DGH-2018/295-FC-2018 de 28 de mayo de 2018, conforme las atribuciones y responsabilidades que impone el Transitorio I de la Ley N° 9544, que Reforma el Régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, contenido en la Ley N° 7333, Ley Orgánica del Poder Judicial del 5 de mayo de 1993 y sus Reformas, en relación a la aplicación de rebajos para los servidores y servidoras, además de jubilados judiciales. 2.) Deberá el Departamento de Prensa y Comunicación Organizacional  tomar las medidas necesarias, a fin mantener a la población judicial informada sobre el tema de cita. Se declara acuerdo firme.”




















Consejo Superior del Poder Judicial, en la sesión N° 55-18 celebrada el 19 de junio del 2018, que literalmente dice:





[bookmark: _Toc516731188]“ARTÍCULO XVI





Documento N° 4741-18, 6635-18


            


El máster Roberth García González, Auditor Judicial en oficio N° 747-24-SAFJP-«Staff_type»2018 de 11 de junio de 2018, remitió lo siguiente:





“En relación con los acuerdos tomados por el Consejo Superior en las sesiones N° 39-18, del 10 de mayo 2018, artículo II, así como la N° 46-18, del 22 de mayo del 2018, artículo XIII, referentes a la conformación de un equipo de trabajo para determinar los alcances y consecuencias al Fondo de Jubilaciones y Pensiones por la aprobación en segundo debate de la Asamblea Legislativa del proyecto de ley de reforma al régimen, me permito plantear lo siguiente:





Según se observa en el acta de la sesión del 10 de mayo, precitada, se menciona a la Auditoría Judicial como parte del “Equipo de trabajo”, asimismo, en la sesión del 22 de mayo se incorpora expresamente a la Jefa de la Sección Auditoría del Fondo de Jubilaciones y Pensiones. Sobre el particular, es oportuno traer a colación lo que establece el “Reglamento de organización y funcionamiento de la Auditoría Interna del Poder Judicial” en cuanto a las prohibiciones del personal y su participación en comisiones o similares:





“Artículo 8º—Prohibiciones al personal de Auditoría Interna. De conformidad con lo establecido en el artículo 34 de la Ley Nº 8292, el auditor interno, el subauditor interno y los demás funcionarios de la auditoría interna, tendrán las siguientes prohibiciones:





a)  Realizar funciones y actuaciones de administración activa, salvo las necesarias para cumplir su competencia.





(…)





Artículo 13. —Participación de la Auditoría Interna en comisiones o similares. El Auditor o Auditora Judicial valorará la presencia de la Auditoría Judicial en las sesiones de comisiones administrativas, tomando en cuenta si el propósito de su constitución se relaciona con materias o asuntos que impliquen la necesidad de manifestar criterios oportunos, sin perjuicio del seguimiento y fiscalización posterior que correspondan.





En tales casos, la presencia de la Auditoría Judicial en comisiones de este tipo, se llevará a cabo como asesora, y no como gestora o parte de la Administración, y su participación estará limitada a la materia de su competencia, y no podrá tener carácter permanente a fin que no menoscabe o comprometa su independencia y objetividad.





Cuando el Auditor o Auditora Judicial considere necesaria la presencia de la Auditoría Judicial en comisiones o similares, la Administración Activa deberá integrarla como participante asesor. En el evento de que sea el jerarca quien estime necesaria tal participación, deberá solicitarle el criterio al Auditor o Auditora Judicial, de previo a su designación.”  (El subrayado no pertenece al original)





Finalmente, en aras de fortalecer la comunicación entre la administración activa y esta Auditoría, así como brindar un mejor servicio, agradecemos que las decisiones que se tomen se hagan de conocimiento de este Despacho.”
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En sesión Nº 39-18 celebrada el 10 de mayo del 2018, artículo II, se tomó nota del informe N° CS-60-2018 del 7 de mayo de 2018, remitido por el máster Carlos Montero Zúñiga, integrante de este Consejo y Coordinador del Equipo Traslado FPPJP, referente a los análisis y acuerdos del equipo de trabajo sobre la entrada en vigencia de la Ley 19922 del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. Asimismo, se instó a la Dirección Jurídica para que a la brevedad emitiera el criterio jurídico solicitado, así como el proyecto de Reglamento para la conformación de la Junta Administrativa, que deberá presentarse el 15 de mayo de 2018. A esos efectos, se hizo dicho acuerdo de conocimiento de la Corte Plena para lo de su cargo, así como de la Auditoría Judicial, las Direcciones Ejecutiva, Jurídica, de Gestión Humana y de Tecnología de la Información y el Departamento de Financiero Contable, para lo correspondiente





Además, en la sesión Nº 46-18 celebrada el 22 de mayo de 2018;  artículo XIII, se tomó nota de lo gestionado y se integró a la Directora del Despacho de la Presidencia al grupo de trabajo de la redacción al proyecto de Reforma al Régimen de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial. Asimismo se incorporó al citado grupo a la Jefa de la Sección Auditoría del Fondo de Jubilaciones y Pensiones.  También, se acogió parcialmente la solicitud presentada por la Dirección Jurídica en oficio N° DJ-AJ-1655-2018, y se otorgó el plazo de tres días para que entregara de forma prioritaria el criterio jurídico solicitado por este Consejo en sesión N° 39-18 del 10 de mayo del 2018 artículo II, por cuanto el día de hoy en La Gaceta N° 89 fue publicada la Ley N° 9544, que Reforma el Régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, contenido en la Ley N° 7333, Ley Orgánica del Poder Judicial del 5 de mayo de 1993 y sus Reformas. 


            


Se acordó: Tomar nota de la comunicación realizada por el máster Roberth García González, Auditor Judicial, mediante oficio N°747-24-SAFJP-2018 de 11 de junio de 2018.





La Auditoría tomará nota para lo que corresponda. Se declara acuerdo firme.”








Consejo Superior del Poder Judicial, en la sesión N°57-18 celebrada el 26 de junio de 2018, que literalmente dice:





[bookmark: _Toc517368609]“ARTÍCULO LXIII





DOCUMENTO N°4741-18, 6887-18





En sesión N°51-18 celebrada el 5 de junio de 2018, artículo LXX, se aclaró al licenciado Erwin Adolfo Fernández Loaiza, Juez 3 del Tribunal Contencioso Administrativo, que mientras labore en este Poder de la República legalmente no es posible renunciar al régimen jubilatorio establecido en la Ley Orgánica del Poder Judicial y trasladarse al régimen de la Caja Costarricense de Seguro Social, y por ende, mientras mantenga su condición de servidor judicial debe contribuir con el Fondo de Jubilaciones y Pensiones con el 13% y el cinco por mil, establecidos en los artículos 236 inciso 1) y 239 de ese cuerpo normativo. No obstante, en caso de que cese su relación con el Poder Judicial y labore en otra dependencia, tiene derecho al traslado de las cotizaciones a la Caja Costarricense de Seguro Social (CCSS) o a la institución administradora del régimen básico en el que se les vaya a otorgar la jubilación o pensión, conforme lo dispone el numeral 236 de la citada Ley Orgánica.





Las servidoras Francia León González, Rebeca Guardia Morales, María Lourdes Acuña Aguilar,  Carlota Arauz García, Francini Herrera Araya,  Gloria Valenzuela Valerio, Catalina Espinoza Sáenz y Magdalena Aguilar Álvarez y los servidores Román Bresciani Quirós, Julio Paniagua Quirós, Erick Gutiérrez Montoya, Oscar Matheus Díaz, Jorge Pérez Corrales, Oscar Mathius Díaz, Jorge Pérez Corrales, Jorge Araya Aguilar, Julio García López, Bryan Meneses Rodríguez, Guillermo Mata Vargas, Juan Carlos Brenes Cascante, Luis Rodríguez Villegas, Danny Hernández Mata, Raúl Barrantes Castillo y Juan Carlos Salas Ruiz, colaboradores de la Escuela Judicial, en nota del 13 de junio de 2018, solicitaron:





“…1.- El ordenamiento jurídico que nos rige,  nos otorga  el Derecho a la Jubilación, con fundamento e interpretación armónica de los artículos 50, 73 y 74 de nuestra Constitución Política, conforme la cual según sus numerales 7 y 48  y los instrumentos internacionales vigentes,  tales  como:  los Convenios 102 y 118  de la Organización Internacional del Trabajo -O.I.T.-, la Declaración de los Derechos y Deberes del Hombre, la Declaración Universal de los Derechos Humanos, la Carta Internacional Americana de Garantías Sociales, el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, son tutelados los derechos fundamentales de todas y todos las personas costarricenses.





2-  Así mismo, el sistema de seguridad social costarricense,  integra un conjunto de normas, principios e instrumentos destinados a proteger a las personas en el momento en que surgen situaciones  de vulnerabilidad que le impidan satisfacer tanto de sus necesidades básicas como las de sus dependientes. De ahí, que se  comprenda que dentro de los derechos fundamentales de cada costarricense,  se  hallan las garantías sociales que  protegen a la persona trabajadora, siendo una de estas garantías, el derecho a la jubilación.  Es decir, la jubilación es un derecho fundamental de toda persona trabajadora y cuando las condiciones varían hasta que se generan estados de vulnerabilidad, que impactan sus condiciones de vida, se tiene que considerar su Derecho a optar por el régimen que ofrezca las condiciones más favorables.





3.- El derecho a la jubilación derivado del régimen de seguridad social y de las garantías sociales, ha sido reconocido por nuestra Sala Constitucional como un derecho fundamental del ser humano. Nuestra Constitución Política, en su artículo 73, establece directamente a la protección que debe brindarse a las personas  trabajadoras contra los riesgos de vejez, invalidez y muerte. Esta protección ha dado lugar al reconocimiento del derecho a la jubilación como un derecho fundamental a favor de las personas trabajadoras que, como tal, debe ser reconocido a todo ser humano en condiciones de igualdad y sin discriminación alguna, en atención a lo dispuesto en los artículos 33 y 73 de esta nuestra Norma Fundamental, entendiendo que a todas las personas trabajadoras, en igualdad de condiciones se les reconocen las mismas garantías y posibilidades de acceder a su derecho.





4.- Siendo así y de acuerdo con lo establecido en el artículo 234 de la Ley 7333,  se debe de contemplar lo ahí estipulado:





“Artículo 234- Las personas que hayan laborado en el Poder Judicial y que hayan cesado en el ejercicio de sus cargos sin haber obtenido los beneficios de jubilación o pensión no tendrán derecho a que se les devuelva el monto de las cuotas con que han contribuido a la formación del Fondo de Jubilaciones y Pensiones.





Sin embargo, sí tendrán derecho a que el monto de las cuotas obreras, patronales y estatales con que han contribuido a la formación del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial se trasladen mediante una liquidación actuarial a la Caja Costarricense de Seguro Social (CCSS), o a la institución administradora del régimen básico en el que se les vaya a otorgar la jubilación o pensión.





La solicitud de traslado la hará la entidad respectiva cuando vaya a otorgar la jubilación o la pensión, indicando el monto que debe enviársele. En el supuesto de que el monto resulte mayor al cotizado para el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, solo se deberá enviar lo determinado actuarialmente. 





En caso contrario, si lo determinado actuarialmente como cotizado al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial fuera mayor que lo solicitado, la diferencia de la cuota obrera se trasladará al Régimen Obligatorio de Pensiones (ROP), administrado por la operadora de pensiones complementaria en la que se encuentra afiliada la persona que laboró en el Poder Judicial. (Así reformado por el artículo 1° de la ley N°9544 del 24 de abril de 2018)” (Lo destacado en negrita y subrayado no es del original)





En este artículo 234 de la Ley 7333, se sustenta el transitorio II, que hace una diferencia y discriminación entre las personas funcionarias del Tribunal Supremo de Elecciones y las otras personas funcionarias que hemos adquirido y consolidado derechos  de buena fé, otorgándose a las primeras, un derecho que es el que hoy respetuosamente les pedimos aplicarnos en igualdad de condiciones y que dice:





“TRANSITORIO II- Las personas funcionarías del Tribunal Supremo de Elecciones a los que hacía referencia el artículo 242 de la Ley N.º 7333, Ley Orgánica del Poder Judicial, de 5 de mayo de 1993, y sus reformas, que hayan cotizado al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial de previo a la entrada en vigencia de esta ley, la presente reforma no les será aplicada en su perjuicio y en todo momento se les deberá respetar sus derechos adquiridos de buena fe. No obstante, quedan facultados para solicitar, en los términos dispuestos en los artículos 226 y 234 de esta ley, la devolución de las cotizaciones obreras, estatales y patronales realizadas al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, a fin de que puedan trasladarse al Régimen de Pensiones, Invalidez, Vejez y Muerte, administrado por la Caja Costarricense de Seguro Social (CCSS), si así lo desean.” (Lo destacado en negrita y subrrayado no es del original)





De ahí que, consideramos que nosotras,  personas funcionarias judiciales,  nos acoge lo establecido en esta  misma norma, bajo  una estricta interpretación y siendo que ninguno de las firmantes a ésta solicitud ha cesado el ejercicio de sus cargos, -supuesto contemplado en el  primer párrafo del artículo supracitado-, debe de interpretarse lo indicado en su  segundo párrafo, y por consiguiente debe  de reconocerse nuestro derecho a trasladarnos al Régimen de Pensiones, Invalidez, Vejez y Muerte administrado por la Caja Costarricense del Seguro Segura (C.C.S.S.) y que se nos devuelva de forma intacta las cuotas de nuestra contribución al Fondo de Jubilaciones del Poder Judicial 





5.- Como país soberano, toda persona ciudadana costarricense  tiene el Derecho a la Jubilación, como un derecho constitucional y fundamental en general; derecho que, como tal, pertenece y debe ser reconocido a todo ser humano, en condiciones de igualdad; sin discriminación alguna. El artículo 33 de la Constitución Política señala: “Toda persona es igual ante la ley y no podrá practicarse discriminación alguna contraria a la dignidad humana”.  Por tanto, nos acoge el derecho de ser tratados de la misma manera que aquellos funcionarios y funcionarias del Tribunal Supremo de Elecciones, al estar en los mismos supuestos de Ley, sea la de adquirir derechos de buena fe.





6.- Históricamente las modificaciones a los fondos de jubilaciones han establecidos plazos para que las personas decidan si permanecen o no bajo  el mismo  régimen que cotizan. En tiempos recientes, la modificación del Fondo del Magisterio Nacional permitió  a las personas trabajadoras a su derecho a trasladarse, por una única vez, a otros regímenes  de jubilaciones. En este sentido, hay que observar como nuestra Sala Constitucional ha considerado  que se justifica el traslado a otros regímenes cuando estos ofrecen condiciones más favorables para las personas trabajadoras:





“Considera la Sala que, si el fin primordial del constituyente fue mantener los seguros sociales para fortalecer la seguridad social, no hay razón para cuestionar la existencia de pluralidad de regímenes. Se parte de que el constituyente pretendió un mínimo de protección a los trabajadores, dejando la puerta abierta para que en un futuro se regulara sobre nuevos sistemas de seguridad social, que es el fruto de un proceso histórico en el que la situación actual es consecuencia de acciones o deficiencias dadas en el pasado y, a su vez, es origen de las acciones que se darán en el futuro.





La seguridad social, esto es, el sistema público de cobertura de necesidades sociales, individuales y de naturaleza económica desarrollado a partir de la acción histórica de la previsión social, estructurada en nuestro país sobre la base de las pensiones y jubilaciones, de la mano de la intervención tutelar del Estado en el ámbito de las relaciones de trabajo, ha llegado a convertirse con el tiempo sin la menor reserva, en una de las señas de identidad principales del Estado social o de bienestar. (Voto N°846-92).”





En el mismo sentido, la Sala Constitucional en su Voto N°05236-99 señaló:





“El protagonismo constitucional de la CCSS no ha impedido la existencia de otros regímenes de pensiones, los que han venido a mejorar, notablemente, el mínimo de condiciones necesarias a que obligan el primer régimen, todo ello con el aporte estatal.”(Lo destacado en negrita y subrrayado no es del original)





Es en concordancia con lo anteriormente expuesto, que los abajo firmantes consideramos que las condiciones existentes para cotizar en el Fondo de Pensiones del Poder  Judicial, se hayan desmejorado más allá de lo que establece las normas de la Caja Costarricense del Seguro Social u otros regímenes existentes, de  nuestra  Constitución Política y de los instrumentos internacionales,  conexas, vigentes, concordantes.





Bajo estos supuestos y los considerandos de rango constitucional que acuerpan ésta solicitud, las personas abajo firmantes solicitamos se nos excluya de la obligación de pertenecer al Fondo de Jubilaciones del Poder Judicial y se nos traslade  al Régimen Universal de Invalidez, Vejez y Muerte administrado por la Caja Costarricense del Seguro Social y se devuelvan las cuotas según lo establecido en el artículo 234 de la Ley 7333, siendo que por Derecho Constitucional nos corresponde.”
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Se acordó: Aclarar a los petentes que no es posible acceder a lo que solicitan en razón a que mientras laboren en este Poder de la República legalmente no es posible renunciar al régimen jubilatorio establecido en la Ley Orgánica del Poder Judicial y trasladarse al régimen de la Caja Costarricense de Seguro Social, y por ende, mientras mantengan la condición de servidores judiciales deben contribuir con el Fondo de Jubilaciones y Pensiones con el 13% y el cinco por mil, establecidos en los artículos 236 inciso 1) y 239 de ese cuerpo normativo. No obstante, en caso de que cesen su relación con el Poder Judicial y laboren en otra dependencia, tienen derecho al traslado de las cotizaciones a la Caja Costarricense de Seguro Social (CCSS) o a la institución administradora del régimen básico en el que se les vaya a otorgar la jubilación o pensión, conforme lo dispone el numeral 236 de la citada Ley Orgánica. Se declara acuerdo firme.”
































[bookmark: _Toc498012582]Consejo Superior del Poder Judicial, en la sesión N° 56-18 celebrada el 21 de junio de 2018, que literalmente dice: 





“ARTÍCULO LXXXIII





DOCUMENTO N° 4741-18, 6904-18





Mediante oficio N° CS-85-2018 del 11 de junio de 2018, el máster Carlos Montero Zúñiga, en su condición de Coordinador Equipo de Traslado Ley 19922 del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial (FPPJP), informó:





“El Consejo Superior en la sesión Nº 39-18 celebrada el 10 de mayo del 2018 artículo II, acordó en el punto 2) “…Instar a la Dirección Jurídica para que a la brevedad emita el criterio jurídico solicitado, así como el proyecto de Reglamento para la conformación de la Junta Administrativa, que deberá presentarse el 15 de mayo de 2018…”.





En virtud de lo anterior la Dirección Jurídica remite mediante oficios n°. DJ-AJ-1863-2018, de fecha 30 de mayo de 2018 (adjunto) y n° DJ-AJ-1889-2018 de fecha 1 de junio de 2018 (adjunto), en su orden el “Reglamento de elección de los integrantes de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial” asi como las respuestas al cuestionario formulado por el Equipo de Traslado del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.





Sobre el particular, el equipo de trabajo en conjunto con al Dirección Jurídica analizó los dos documentos antes mencionados arribando a las siguientes consideraciones:





1. “Reglamento de elección de los integrantes de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial” (Oficio n° DJ-AJ-1863-2018)





1. El equipo de trabajo conformado para gestionar el traslado del FJP-PJ a la nueva Junta Administradora conforme lo acordado por el Consejo Superior en sesión N°33-18 de 24 de abril de 2018, ARTÍCULO XXXVI, es coordinado el integrante Carlos Montero Zúñiga y cuenta con el apoyo la integrante Laura Chaves Lavagni, Ana Romero Jenkins Dirección Ejecutiva, Argili Gómez Siu Subdirectora Jurídica, Roxana Arrieta Bermúdez Directora de Gestión Humana, Kattia Morales Navarro Directora de Tecnología de la Información y Miguel Ovares Chavarría Jefe del Departamento Financiero Contable.





1. En sesión de trabajo efectuado el 8 de junio de 2018, la comisión antes indicada, analizó de forma integral el “Reglamento de elección de los integrantes de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.”





1. De los artículos analizados, se realizaron observaciones y los ajustes respectivos en cada uno de ellos, no obstante, en el “Artículo 3.-Definiciones” y “Artículo 8.- Reelección de integrantes de la Junta Administradora o apertura del concurso”, específicamente en el alcance definido por la Dirección Jurídica en cuanto al significado el concepto “Colectivo Judicial, Persona Electora” y la “Designación de los representantes de la Junta Administradora”, se presentó la diferencia de criterio por parte el integrante Carlos Montero Zúñiga, Ana Romero Jenkins Dirección Ejecutiva y Miguel Ovares Chavarría Jefe del Departamento Financiero Contable respecto a lo establecido por la Dirección Jurídica en cuanto al Colectivo Judicial y por parte de todo el equipo de trabajo en cuanto a la designación de integrantes.





1. El Artículo 3 de las “Definiciones” indica:





“[…]





Artículo 3.- Definiciones.  Para los efectos de este reglamento se definen los siguientes términos:





“[…]





[bookmark: _Hlk515287717]Colectivo Judicial: es el conjunto de las personas trabajadoras activas (en propiedad o interina), que tengan nombramiento vigente registrado y aprobado tanto en la Dirección de Gestión Humana, así como en el Sistema de Proposición Electrónica de Nombramientos (denominada PIN), y las personas jubiladas del Poder Judicial, que deriven derechos o intereses legítimos de los fondos administrados por el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. (lo subrayado no es del original y corresponde al tema del voto salvado).





Nota: La Dirección Jurídica hace notar que las personas jubiladas tienen un derecho subjetivo a cobrar la jubilación, de ahí que les interesa todo lo que ocurra con el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. 





Por su parte, las personas trabajadoras activas tienen un interés legítimo, en vista de que poseen una expectativa jurídica de llegar algún día a jubilarse.





En cambio, las personas pensionadas de dicho Fondo, ya sea por sobrevivencia (cónyuge o compañero/a de hecho), descendencia (hijos e hijas) y ascendencia (padres), si bien si poseen un interés legítimo de todo lo que se resuelva a favor o en contra de sus beneficios, no obstante, hay una razón de orden lógico que torna inconveniente darles derecho a votar en calidad de elector, esto es, porque perfectamente puede haber varios hijos, hijas, cónyuge y compañera de hecho donde el derecho de todas esas personas proviene de una persona que en vida fue servidora o funcionaria judicial.  Consecuentemente, esto afectaría numéricamente el conteo de votos y por ende el resultado de la votación, en vista de que el voto no se puede desmembrar.  Lo anterior generaría una alteración del resultado de las votaciones.    Por ejemplo: los tres hijos y el cónyuge, generarían cuatro votos.  





Por esa razón, el Padrón Oficial de Electores debe contener únicamente a todas las personas trabajadoras (en propiedad o interinas) y a todas las personas jubiladas.  No así, a las personas que reciben una pensión. 





No es óbice indicar que el artículo 49 de la Constitución Política establece que el control de legalidad se garantiza tanto a las personas que ostentan derechos subjetivos como interés legítimo, por lo que una eventual exclusión de personas en uno u otro supuesto podría generar la interposición de procesos y hasta medidas cautelares que afecten el proceso electoral…”





Persona electora: toda persona trabajadora activa (en propiedad o interina), que tenga nombramiento vigente registrado y aprobado tanto en la Dirección de Gestión Humana, así como en el Sistema de Proposición Electrónica de Nombramientos (denominada PIN), y todas las personas jubiladas del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. (lo subrayado no es del original y corresponde al tema del voto salvado).





No se comparte el criterio de la mayoría por parte de los másteres Carlos Montero, Ana Romero y Miguel Ovares, ya que:  





1. La Ley Orgánica del Poder Judicial, en su artículo 47 establece: 





“Artículo 47.- Quienes laboran en el Poder Judicial se denominan, en general, "servidores". Sin embargo, cuando esta Ley se refiere a "funcionarios que administran justicia" ha de entenderse por tales a los magistrados y jueces; el término "funcionarios" alude a los que, fuera de los antes mencionados, tengan atribuciones, potestades y responsabilidades propias, determinadas en esta Ley y por "empleados", a todas las demás personas que desempeñen puestos, remunerados por el sistema de sueldos.





Las prohibiciones establecidas en esta ley se aplicarán tanto a los servidores judiciales nombrados en propiedad como a los interinos, salvo disposición legal en contrario. Cuando esta ley mencione "Corte" habrá de entenderse Corte Suprema de Justicia o Corte Plena y cuando, en los códigos procesales, se hable de "Ley Orgánica", sin especificación alguna, se alude a la presente ley; además, las menciones del "Consejo", deberán entenderse como Consejo Superior del Poder Judicial…”





1.  “…El derecho colectivo de trabajo busca el equilibrio en la vida social, incluyendo al patrono y el bienestar de los trabajadores. Julián Arturo de Diego define el Derecho Colectivo de Trabajo como la parte “…del derecho de trabajo, que se ocupa de reglar las relaciones, deberes y derechos entre los sujetos colectivos, que generalmente son los sindicatos en representación de los trabajadores y un empleador, un grupo de empleadores o una entidad representativa de empleadores por el sector empresario…”





1. Un contrato colectivo de trabajo, también llamado convenio colectivo de trabajo o convención colectiva de trabajo es un tipo peculiar del cual se deriva de contrato celebrado entre los trabajadores y los empleadores de una empresa o un sector laboral.





1. El uso del término “Colectivo Judicial” en las diferentes comunicaciones internas y externas al Poder Judicial se ha entendido que refiere a las personas trabajadoras activas de este Poder de la República.





1. Lo establecido en el artículo 240 de la Ley 9544 del FJPPJ cita:





“…Artículo 240-    La Junta Administradora estará conformada por tres miembros que serán electos democráticamente por el colectivo judicial…





...Los miembros de la Junta Administradora no devengarán ninguna dieta pero sí contarán con los permisos necesarios para atender las sesiones…”  El subrayado es nuestro





Lo anterior limita los “…permisos necesarios…” a las personas trabajadoras del Poder Judicial quiénes serían los únicos sujetos objeto de esta prerrogativa.





Por otra parte, el artículo 235, establece que el Fondo estará conformado con la cotización tripartita del Servidor judicial, el Estado y el Poder Judicial (en su calidad de patrono), de ahí que reconoce como parte constitutiva del Fondo a la persona servidora judicial, no así a jubilados y pensionados; quienes ya no tienen una relación laboral con el Poder Judicial (patrono).  A la letra, dicho artículo señala:





“…Artículo 235- Con las cotizaciones de los servidores judiciales, el Estado y el Poder Judicial, la Junta conformará un Fondo, el cual se incrementará con los réditos producidos por sus inversiones. Ese Fondo debe mantenerse separado física y contablemente, y es independiente del patrimonio de la Junta Administrativa y del patrimonio del Poder Judicial…”





De igual forma el artículo 236, señala que la retención del 13% que se hace a las personas jubiladas y pensionadas, es uno de los ingresos más de los que dispondrá el Fondo, y lo equipara a los ingresos que se tendrían por rendimiento de las inversiones. Debe tenerse presente que entre el Poder Judicial y las personas jubiladas no existe una relación laboral; sino que hasta hoy lo que ha existido es que el Poder Judicial, como institución pública, no como Patrono, administra el Fondo.  Sin embargo, esa pasará a un ente privado, donde las personas trabajadoras tienen el derecho de escoger tres representantes para que en conjunto con el patrono (Poder Judicial) administren el Fondo.





Por otra parte, la opinión jurídica basada en que los jubilados son parte del Colectivo Judicial porque se les continúa reteniendo el 13% como un aporte al Fondo y las decisiones que se tomen les afecta, se aplicaría también para las personas pensionadas, que ante el Fondo, son igualmente sujetos pasivos, que obtienen un beneficio.  Sin embargo, las excluyen por un tema de “conteo de votos”, lo que, en nuestro criterio no resulta válido.





De lo antes expuesto, se considera que el concepto de Colectivo Judicial y Persona Electora se circunscribe en el “…el conjunto de las personas trabajadoras activas (en propiedad o interina), que tengan nombramiento vigente registrado y aprobado tanto en la Dirección de Gestión Humana, así como en el Sistema de Proposición Electrónica de Nombramientos (denominada PIN)…”.





1. El artículo 8 establece:





“…Artículo 8.- Reelección de integrantes de la Junta Administradora o apertura del concurso. Seis meses antes de vencer el nombramiento de los integrantes de la Junta Administradora, la Corte Plena tomará un acuerdo para determinar si reelige o no a los integrantes de la Junta Administradora anterior.  Para tomar dicho acuerdo la votación de reelección se aprobará por mayoría simple, es decir, la mitad más uno de las personas integrantes de la Corte Plena.  La reelección será por cinco años.





En caso de que la Corte Plena no acuerde la reelección, tomará un acuerdo ordenando a la Dirección de Gestión Humana abrir el concurso para la designación de los tres integrantes de la Junta Administradora y los tres integrantes suplentes, cuyo nombramiento corresponde hacerlo a la Corte Plena…” 





El artículo 240 de la LOPJ, reformado el 22 de mayo pasado (Ley 9544), establece que “La Junta Administradora estará conformada por tres miembros que serán electos democráticamente por el colectivo judicial, así como por tres miembros designados por la Corte Plena,…”  








En este punto, la Comisión en pleno se separa del criterio de la Dirección Jurídica, porque estima que para establecer a los integrantes de la Junta Administradora y los tres integrantes suplentes cuyo nombramiento corresponde hacerlo a la Corte Plena debe omitirse la apertura de concursos, ya que es facultativo de la Corte Plena como órgano colegiado la designación de las personas que integrarán dicha Junta, considerando los perfiles competenciales y requisitos que la citada norma (Ley 9544) exige para dichos candidatos. 





1. Respuestas al cuestionario formulado por el Equipo de Traslado del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial (oficio n° DJ-AJ-1863-2018)





Con oficio n°CS-79-2018 de fecha 31 de mayo de 2018, se solicitó conforme lo establece la Ley de Control Interno n° 8292 (artículo 21 y 22 d)) asesoría en virtud de la aplicación de la Ley 9544 Fondo de Jubilaciones, respecto de los siguientes apartados de este oficio:





“[…]





9.- Definir posible esquema jurídico de donación de los sistemas y servicios





El artículo 239 párrafo 1° de la Ley Orgánica del Poder Judicial, según modificación realizada por la ley 9544, clara y expresamente establece que se crea la Junta Administrativa del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, como un órgano del Poder Judicial.  De manera que resulta clara la pertenencia de dicha Junta Administrativa al Poder Judicial, con todas las implicaciones.





Dicho lo anterior, es oportuno señalar que el artículo 239 párrafo 5 de la citada ley señala que la Junta Administrativa “Se financiará con una comisión por gastos administrativos que surgirá de deducir un cinco por mil de los sueldos que devenguen los servidores judiciales así como las jubilaciones y las pensiones a cargo del Fondo.  Con estos recursos se pagarán las dietas de los miembros de la Junta Administrativa, los salarios de su personal y, en general, sus gastos administrativos.  Los recursos ociosos serán invertidos de conformidad con lo previsto en el artículo 237 de esta ley.”





Si bien, el artículo 239 párrafo 5 antes citado establece la comisión por gastos administrativos, en un inicio, muy probablemente ese dinero resulte insuficiente para cubrir los gastos administrativos más los salarios de la Junta Administrativa.  Es por ello que actualmente resulta palpable la necesidad de que el Poder Judicial brinde un razonable apoyo material a la Junta Administrativa.  Lo anterior, en vista de que debe evitarse cualquier riesgo, entre ellos, el de que, por falta de previsión, se vea afectado el inicio del funcionamiento de este nuevo órgano.  Todo esto se fundamenta en el artículo 14 de la Ley General de Control Interno, que establece lo siguiente:





“Artículo 14.- Valoración del riesgo.  En relación con la valoración del riesgo, serán deberes del jerarca y los titulares subordinados, entre otros, los siguientes:





1. Identificar y analizar los riesgos relevantes asociados al logro de los objetivos y metas institucionales, definidos tanto en los planes anuales operativos como en los planes de mediano y largo plazos.





1. Analizar el efecto posible de los riesgos identificados, su importancia y la probabilidad de que concurran, y decidir las acciones que se tomarán para administrarlos.





1. Adoptar las medidas necesarias para el funcionamiento adecuado del sistema de valoración de riesgo y para ubicarse por lo menos en un nivel de riesgo organizacional aceptable.





1. Establecer los mecanismos operativos que minimicen el riesgo en las acciones por ejecutar.





Obsérvese que negarle el apoyo del Poder Judicial a la Junta Administrativa del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, bien podría generar responsabilidad administrativa del Estado (artículos 190 y siguientes de la Ley General de la Administración Pública).  De manera que, resulta razonable y evidente que el Poder Judicial debe apoyar el inicio y desarrollo del funcionamiento de la Junta Administrativa del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.  Aquí debe destacarse que la Junta Administrativa es un órgano del Poder Judicial; por eso, no resulta viable un convenio de la misma institución con ella misma. Por esta razón, lo recomendable es que el Consejo Superior tome un acuerdo (acto administrativo), para que quede claramente constando en un documento: los plazos, los objetivos y las responsabilidades de todo el apoyo que el Poder Judicial va a dar a esa Junta y de los compromisos que la Junta Administradora adquiere.   De manera que, la Dirección Jurídica deja a criterio del Consejo Superior decir qué recursos son necesarios para apoyar la entrada en funcionamiento de la Junta Administrativa del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.





De momento se vislumbra la necesidad de fijar un plazo inicial de dos años para dar un apoyo fuerte.  Posteriormente, se irá analizando el avance logrado por la Junta Administrativa, para determinar qué nivel de colaboración y apoyo requieren.





El fundamento jurídico de la tesis aquí expuesta se basa en el mandato constitucional establecido en el artículo 9 que señala que el Gobierno de la República es responsable; de manera que, el Poder Judicial está llamado a actuar en forma responsable.  Además, debe brindar todo el apoyo y respaldo que como Estado debe garantizar, a favor de la Seguridad Social que por supuesto incluye los Fondos de Jubilaciones y Pensiones.  Todo esto con fundamento en el artículo 50 de la Constitución Política, según el cual el Estado procurará el mayor bienestar a todos los habitantes del país y el más adecuado reparto de la riqueza.  Asimismo, los artículos 73 y 74 de la citada Constitución, establecen el apoyo del Estado a los seguros sociales en beneficio de las personas trabajadoras, lo que incluye el riesgo de la vejez.  Obsérvese que los derechos y beneficios de la seguridad social son irrenunciables.  Además, dice el constituyente que su enumeración no excluye otros que deriven el principio cristiano de justicia social y que indique la ley.  Finalmente, el citado artículo 74 menciona que el Estado debe procurar una política permanente de solidaridad nacional.





No debe obviarse que hay una relación interorgánica del órgano con personalidad jurídica instrumental, por lo que no puede ni conceptualizarse desligado del Poder Judicial, ni puede considerarse que resulte improcedente que los recursos institucionales pueden ser destinados para la Junta creada. Es menester destacar que esta Junta administra Fondos Públicos, y por consiguiente resulta inherente al control interno, tal y como se ha indicado, la necesidad de la gestión pública institucional para garantizar la solvencia del Fondo respectivo.  





10.- Definir esquema de traslado de información.





La labor de definir el esquema de traslado de la información no es una tarea jurídica, sino que es un trabajo que debe planearse desde el punto de vista administrativo y tecnológico.  Al respecto, la Dirección Jurídica estima que esa labor debe realizarse en una etapa más avanzada, porque para hacerlo es necesario llegar a acuerdos acerca de qué tipo de información se va a trasladar, cuáles serán los servidores u oficinas responsables de enviar y recibir la información, establecer un cronograma, etc.





La toma de estos acuerdos corresponderá hacerla a las personas que integren la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial (una vez que esté integrada y tenga cierto grado de articulación para tomar decisiones), junto con el Equipo de Traslado del Fondo, el cual fue integrado por el Consejo Superior en la sesión N° 33-18, celebrada el 24 de abril de 2018, artículo XXXVI.





Según se indica en el acuerdo del Consejo Superior tomada en la sesión N° 39-18 celebrada el 10 de mayo del 2018, artículo II, el equipo de trabajo que gestionará el traslado del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial a la nueva Junta Administradora, es coordinado por el Máster Carlos Montero Zúñiga, con el apoyo de la integrante la Máster Laura Chaves Lavagni y los siguientes directores (as) y Jefe Departamental:





0. Dirección Ejecutiva.


0. Dirección Jurídica.


0. Dirección de Gestión Humana.


0. Dirección de Tecnología de la Información.


0. Departamento Financiero Contable.





Los acuerdos tomados por la Junta Administradora y el Equipo de Traslado del Fondo, podrán hacerse constar en el acuerdo del Consejo Superior (acto administrativo) mencionado en la pregunta 9…”





Lo anteriormente expuesto, se realiza con el fin de que sea de conocimiento del Consejo Superior, con el fin de brindar trámite oportuno a la implementación de la Ley 9544 y cumplir con los plazos establecidos en sus transitorios.





(…)”   
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En sesión N° 33-18, celebrada el 24 de abril de 2018, artículo XXXVI, en vista de la aprobación del proyecto de ley para el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en segundo debate por parte de la asamblea legislativa, se dispuso conformar un equipo de trabajo con el fin de determinar los alcances y consecuencias al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, por lo cual, se propuso a los máster Laura Chaves Lavagni y Carlos Montero Zúñiga, para que integraran el citado equipo.





Luego, sesión Nº 39-18 celebrada el 10 de mayo del 2018 artículo II se tomó nota del informe N° CS-60-2018 del 7 de mayo de 2018, remitido por el máster Carlos Montero Zúñiga, integrante de este Consejo y Coordinador del Equipo Traslado FPPJP, referente a los análisis y acuerdos del equipo de trabajo sobre la entrada en vigencia de la Ley 19922 del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. Se instó a la Dirección Jurídica para que a la brevedad emitiera el criterio jurídico solicitado, así como el proyecto de Reglamento para la conformación de la Junta Administrativa, que debería presentarse el 15 de mayo de 2018.





Seguidamente, en sesión N° 46-18 del 22 de mayo de 2018, artículo XIII, se tomó el acuerdo cuya parte dispositiva dice:


“(…)





Se acordó: 1.-) Tomar nota de lo gestionado anterior e integrar a la Directora del Despacho de la Presidencia al grupo de trabajo de la redacción al proyecto de Reforma al Régimen de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial. Asimismo incorporar al citado grupo a la Jefa de la Sección Auditoría del Fondo de Jubilaciones y Pensiones. 2.-) Acoger parcialmente la solicitud presentada por la Dirección Jurídica en oficio N° DJ-AJ-1655-2018, y otorgar el plazo de tres días para que entregue de forma prioritaria el criterio jurídico solicitado por este Consejo en sesión N° 39-18 del 10 de mayo del 2018 artículo II, por cuanto el día de hoy en La Gaceta N° 89 fue publicada la Ley N° 9544, que Reforma el Régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, contenido en la Ley N° 7333, Ley Orgánica del Poder Judicial del 5 de mayo de 1993 y sus Reformas. Se declara acuerdo firme.”
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Finalmente, en sesión N° 51-18 del 5 de junio de 2018, artículo LXXI el máster Montero Zúñiga, informó que por parte de la Comisión ya se recibió el informe de la Dirección Jurídica, mismo que se estaba estudiando para hacerlo de conocimiento del Consejo Superior.





Se acordó: 1.) Tener por presentado el informe del Equipo de Traslado Ley 19922 del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial (FPPJP). 2.) Trasladar el Reglamento de elección de los integrantes de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, así como los oficios n°. DJ-AJ-1863-2018, de fecha 30 de mayo de 2018 y n° DJ-AJ-1889-2018 de fecha 1 de junio de 2018, a conocimiento de la Corte Plena.  3.) De conformidad con lo que establece el artículo 240 de la Ley N° 9544, conceder audiencia por el término de 10 días hábiles a las Asociaciones Gremiales y Sindicatos del Poder Judicial, debidamente acreditadas en la Secretaría General de la Corte, para que formulen ante la Corte Plena las observaciones al citado reglamento. 4.) Respetuosamente se solicita a la Corte Plena dar un trámite oportuno con el fin de cumplir con los plazos establecidos en sus transitorios.





La Auditoría tomará nota para lo que corresponda. Se declara acuerdo firme.”


























Consejo Superior del Poder Judicial, en la sesión N° 59-18 celebrada el 3 de julio del 2018, que literalmente dice:





[bookmark: _Toc517968707]“ARTÍCULO XLIII 








DOCUMENTO Nº 4741-18, 7198-18





La máster Kattia Morales Navarro, Directora de Tecnología de Información y la máster Roxana Arrieta Meléndez, Directora de Gestión Humana, mediante oficio N° 2394-DTI-2018/406-DGH-2018 recibido el 22 de junio del 2018, comunicaron:


“Mediante el oficio 2014-DTI-2018/2471-DE-2018/313-DGH-2018/295-FC-2018 remitido el paso 28 de mayo se indicó:





“En atención al oficio Nº 5206-18 de fecha 23 de mayo de 2018, mediante el cual se comunica lo dispuesto por el Consejo Superior en sesión N.º 46-18 celebrada el 22 de mayo de 2018, artículo VI, en el cual, se acordó: 





“[…] 1.) Solicitar a las Direcciones de Gestión Humana, Tecnología de la Información y al Departamento de Financiero Contable, que coordinen lo correspondiente para que a partir de esta fecha se apliquen los rebajos por concepto de aporte obrero (13%), comisión por gastos de administración (5 por mil) de los sueldos que devenguen las personas servidoras judiciales y así como de las jubilaciones y pensiones que se pagan con cargo al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. De igual forma deberá rebajarse la contribución especial, solidaria, y redistributiva a las personas jubiladas y pensionadas, conforme lo dicta el artículo 236 bis de esta ley. En caso de que se presente algún inconveniente técnico para ello se deberá informar a este Consejo, así como las alternativas para solventarlo. 2.) El Departamento de Prensa y Comunicación Organizacional, tomará nota para hacer la divulgación de este acuerdo.” 





Pago de empleados Judiciales 





En el caso de los empleados judiciales los rebajos por concepto de aporte obrero (13%) y por comisión por gastos de administración (5 por mil) de los sueldos que devenguen las personas servidoras judiciales, se realizarán a partir de la primera quincena del mes de junio del año en tránsito.  





Sin embargo, por la forma en que está diseñado el Sistema de Recursos Humanos, no fue   factible realizar estos rebajos para el período del 22 al 30 de mayo en el pago de la Segunda Quincena de Mayo. Lo anterior obedece a que el proceso de generación de planillas está estructurado para generar el pago de toda una quincena, no para un período de días como se requiere en este caso.  





Por lo anterior, para poder aplicar los rebajos en el período señalado la Dirección de Tecnología tiene que desarrollar cambios importantes en el proceso de pago, a saber: 





                Generación de un proceso que aplica las deducciones a toda la población judicial en el período señalado.





                Modificación del Proceso de Generación de pago, para que en caso de pago de retroactivos correspondientes a las fechas del 22 al 30 de mayo, se apliquen las deducciones señaladas.





El tiempo estimado para el desarrollo de estos procesos, así como el correspondiente proceso de pruebas por parte de la Dirección de Gestión Humana se estima en 1 mes. Por lo que las deducciones correspondientes al período comprendido entre el 22 y el 30 de mayo se estarían aplicando hasta la primera quincena de julio.”





En relación con lo anterior, se informa que la Dirección de Tecnología realizó el desarrollo de los procesos para aplicar las deducciones del 22 al 30 de mayo, mismos que se encuentran en pruebas por parte de la Dirección de Gestión Humana. Sin embargo, se considera necesario incluir dentro de las pruebas, un escenario adicional mediante el cual se aplique el aumento de revaloración por costo de vida como un monto fijo, para certificar que el sistema funciona adecuadamente con ambos aspectos: aplicando la deducción del 22 al 30 de mayo y pagando una revaloración por costo de vida con un monto fijo. Lo anterior, previendo la aplicación de las medidas dictadas por el Ministerio de Hacienda para la contención del gasto público.





Por lo tanto, se recomienda que la aplicación de la deducción del 22 al 30 de mayo se realice hasta que la Dirección de Gestión Humana finalice las pruebas en conjunto con la Dirección de Tecnología, considerando el escenario de la aplicación de revaloración de costo de vida con un monto fijo. Se estima que dichas pruebas finalizarán en el mes de julio, por lo que la aplicación de la deducción se prevé para la segunda quincena de agosto, se aclara que dicha fecha estaría sujeta al resultado de las pruebas.”
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En la sesión N° 46-18 celebrada el 22 de mayo del 2018, artículo VI, en razón de haberse publicado en La Gaceta N° 89 de hoy 22 de mayo de 2018, la Ley N° 9544, que Reforma el Régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, contenido en la Ley N° 7333, Ley Orgánica del Poder Judicial del 5 de mayo de 1993 y sus Reformas, conforme las atribuciones y responsabilidades que impone a este Consejo el Transitorio I de dicha normativa, se dispuso solicitar a las Direcciones de Gestión Humana, Tecnología de la Información y al Departamento de Financiero Contable, que coordinarán lo correspondiente para que a partir de esta fecha se aplicaran los rebajos por concepto de aporte obrero (13%), comisión por gastos de administración (5 por mil) de los sueldos que devenguen las personas servidoras judiciales y así como de las jubilaciones y pensiones que se pagan con cargo al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.  De igual forma deberá rebajarse la contribución especial, solidaria, y redistributiva a las personas jubiladas y pensionadas, conforme lo dicta el artículo 236 bis de esta ley. En caso de que se presentara algún inconveniente técnico para ello se debería informar a este Consejo, así como las alternativas para solventarlo. A esos efectos, el Departamento de Prensa y Comunicación Organizacional, tomaría nota para hacer la divulgación de este acuerdo. 





Luego, en sesión Nº 52-18 celebrada el 6 de junio del 2018, artículo XXXI, se tuvo por rendido el informe suscrito por las máster Kattia Morales Navarro, Ana Eugenia Romero Jenkins y Roxana Arrieta Meléndez, así como el máster Miguel Ovares Chavarría, por su orden, Directora de Tecnología de la Información, Directora Ejecutiva, Directora interina de Gestión Humana y Jefe del Departamento Financiero Contable, mediante oficios N° 2014-DTI-2018/2471-DE-2018/313-DGH-2018/295-FC-2018 de 28 de mayo de 2018, conforme las atribuciones y responsabilidades que impone el Transitorio I de la Ley N° 9544, que Reforma el Régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, contenido en la Ley N° 7333, Ley Orgánica del Poder Judicial del 5 de mayo de 1993 y sus Reformas, en relación a la aplicación de rebajos para los servidores y servidoras, además de jubilados judiciales. 





Por los motivos expuestos, se acordó: Acoger la gestión presentada; en consecuencia: Autorizar para que la aplicación de la deducción del 22 al 30 de mayo de 2018, en razón al acuerdo tomado por este Consejo en sesión N° 46-18 del 22 de mayo del 2018, artículo VI, en el que se conoció la entrada en vigencia de la ley N° 9544, que Reforma el Régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, contenido en la Ley N° 7333, Ley Orgánica del Poder Judicial del 5 de mayo de 1993 y sus Reformas, se realice hasta que la Dirección de Gestión Humana finalice las pruebas señaladas en conjunto con la Dirección de Tecnología de la Información, por lo que  deberán de tomar las medidas pertinentes para que los rebajos sean aplicados en las fechas indicadas, a esos efectos comunicar a las citadas direcciones que esta autorización se da por única vez. Se declara acuerdo firme.”





                                                                        








Consejo Superior del Poder Judicial, la sesión N°59-18 celebrada el 3 de julio del 2018 tomó el acuerdo que literalmente dice:


1. 





[bookmark: _Toc501036409][bookmark: _Toc517968814]“ARTÍCULO LXXVII





DOCUMENTO N°4741-18, 7158-18





Mediante oficio N°0874-18 del 21 de junio de 2018, recibido en la Secretaría General de la Corte, el licenciado Álvaro Rodríguez Zamora, Secretario General de la Asociación Nacional de Investigadores en Criminalística (ANIC), comunicó lo siguiente:





“En virtud de que esta Asociación, interpuso dos Acciones Inconstitucionalidad contra el artículo 208 bis de la ley 9544, la publicación del proyecto de ley que modifica el aporte obrero al Fondo de Jubilación del Poder Judicial, considerando que el numeral 41, en relación al 81 y siguiente de la Ley de Jurisdicción Constitucional, establece de Pleno Derecho, la suspensión del Acto Administrativo impugnado, que aplica la normativa supracitada, solicitamos, con el debido respeto, sean suspendidas las deducciones del Fondo de Pensiones a los funcionarios activos, jubilados y pensionados del Poder judicial, hasta tanto exista pronunciamiento de fondo por parte de la Sala Constitucional que conoce de las impugnaciones.





Para efectos de consideración e información, esta representación interpuso, la Acción N°18-008267-007-CO, del cual adjunto copia del documento y su respetivo recibido, lo que se suma a otras conexas, verbigracia, la causa número 18-008591-0007-CO, que se han acumulado e interpuestas por otros Frentes Gremiales y terceros afectados, que suman al día de hoy más de 20. Por tanto:





Solicito se suspenda el acto administrativo a efecto de no agravar la difícil situación económica de los funcionarios judiciales activos e inactivo, hasta tanto,  la Sala Constitucional resuelva en definitiva. 





(…)”





-0-





En la sesión N°46-18 celebrada el 22 de mayo del 2018, artículo VI, en razón de haberse publicado en La Gaceta N°89 del 22 de mayo de 2018, la Ley N°9544, que Reforma el Régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, contenido en la Ley N°7333, Ley Orgánica del Poder Judicial del 5 de mayo de 1993 y sus Reformas, conforme las atribuciones y responsabilidades que impone a este Consejo el Transitorio I de dicha normativa, se dispuso solicitar a las Direcciones de Gestión Humana, Tecnología de la Información y al Departamento de Financiero Contable, que coordinarán lo correspondiente para que a partir de esta fecha se aplicaran los rebajos por concepto de aporte obrero (13%), comisión por gastos de administración (5 por mil) de los sueldos que devenguen las personas servidoras judiciales y así como de las jubilaciones y pensiones que se pagan con cargo al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.  De igual forma deberá rebajarse la contribución especial, solidaria, y redistributiva a las personas jubiladas y pensionadas, conforme lo dicta el artículo 236 bis de esta ley.  En caso de que se presentara algún inconveniente técnico para ello se debería informar a este Consejo, así como las alternativas para solventarlo. A esos efectos, el Departamento de Prensa y Comunicación Organizacional, tomaría nota para hacer la divulgación de este acuerdo. 





Posteriormente, en sesión Nº52-18 celebrada el 6 de junio del 2018, artículo XXXI, se tuvo por rendido el informe suscrito por las máster Kattia Morales Navarro, Ana Eugenia Romero Jenkins y Roxana Arrieta Meléndez, así como el máster Miguel Ovares Chavarría, por su orden, Directora de Tecnología de la Información, Directora Ejecutiva, Directora interina de Gestión Humana y Jefe del Departamento Financiero Contable, mediante oficios N°2014-DTI-2018/2471-DE-2018/313-DGH-2018/295-FC-2018 de 28 de mayo de 2018, conforme las atribuciones y responsabilidades que impone el Transitorio I de la Ley N°9544, que Reforma el Régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, contenido en la Ley N°7333, Ley Orgánica del Poder Judicial del 5 de mayo de 1993 y sus Reformas, en relación a la aplicación de rebajos para los servidores y servidoras, además de jubilados judiciales. Debería el Departamento de Prensa y Comunicación Organizacional tomar las medidas necesarias, a fin mantener a la población judicial informada sobre el tema de cita.





Se acordó: Denegar la solicitud presentada por el licenciado Álvaro Rodríguez Zamora, Secretario General de la Asociación Nacional de Investigadores en Criminalística (ANIC), por cuanto mientras los servidores y servidoras judiciales laboren en este Poder de la República legalmente no posible que renuncien al régimen jubilatorio establecido en la Ley Orgánica del Poder Judicial para trasladarse al régimen de la Caja Costarricense de Seguro Social, y por ende, mientras mantenga su esa condición deben contribuir con el Fondo de Jubilaciones y Pensiones con el 13% y el cinco por mil, según lo establecido en los artículos 236 inciso 1) y 239 de ese cuerpo normativo. No obstante, en caso de que cese su relación con el Poder Judicial y labore en otra dependencia, tiene derecho al traslado de las cotizaciones a la Caja Costarricense de Seguro Social (CCSS) ó a la institución administradora del régimen básico en el que se les vaya a otorgar la jubilación o pensión, conforme lo dispone el numeral 236 de la citada Ley Orgánica.”




















Consejo Superior del Poder Judicial, en la sesión N° 62-18 celebrada el 12 de julio del 2018, que literalmente dice:





[bookmark: _Toc518927857]“ARTÍCULO LXXXIV





DOCUMENTO N° 4741-18, 7619-18





El señor Jonathan Flores Mata, Director Nacional de la Asociación de Empleados Públicos y Privados ANEP, remitió mediante oficio N° CO-UDO-FP-07-354-2018 del 3 de julio de 2018, gestiono lo siguiente:





“El suscrito Jonathan Flores Mata, cédula de identidad número 3-0411-0962, en mi condición de Directivo Nacional de la Asociación Nacional de Empleados Públicos y Privados, ANEP, me apersono ante su distinguida autoridad, de conformidad con el artículo Nº 27 de la Constitución Política, lo establecido en la ley 9097, y el canon Nº 32 de la Ley de Jurisdicción Constitucional, con el objetivo de solicitarles lo siguiente: 





Desde nuestra organización sindical se representa, en estricto apego al marco de legalidad vigente, a una importante cantidad de funcionarios perteneciente al Poder Judicial. En vista de ello es que son cada vez más frecuentes las consultas recibidas por temas de interés general, como todo aquello atinente a la materia del sistema de pensiones de tan importante poder de la república.





Debido a ello, se torna menester permanecer lo más actualizado e informado posible, respecto al abordaje que se le brinda al tópico en mención, sea desde el ámbito de la Corte Plena, el digno Consejo Superior, o la Junta Administrativa. Por ende, solicitamos con el mayor de los respetos se nos informe cada vez que uno de los órganos colegiados supra indicados tome un acuerdo o decisión con referencia al sistema de pensiones de las y los servidores del Poder Judicial. 





La ocasión es apta para externarles las más altas muestras de respeto, nos ponemos a disposición para lo que considere conveniente mediante, señalando como medios de notificación el fax: 2257-8859, o en su defecto, las dirección electrónica, jonathanflores@anep.or.cr”
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En sesión N° 33-18, celebrada el 24 de abril de 2018, artículo XXXVI, en vista de la aprobación del proyecto de ley para el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en segundo debate por parte de la asamblea legislativa, se dispuso conformar un equipo de trabajo con el fin de determinar los alcances y consecuencias al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, por lo cual, se propuso a los máster Laura Chaves Lavagni y Carlos Montero Zúñiga, para que integraran el citado equipo.





Luego, sesión Nº 39-18 celebrada el 10 de mayo del 2018 artículo II se tomó nota del informe N° CS-60-2018 del 7 de mayo de 2018, remitido por el máster Carlos Montero Zúñiga, integrante de este Consejo y Coordinador del Equipo Traslado FPPJP, referente a los análisis y acuerdos del equipo de trabajo sobre la entrada en vigencia de la Ley 19922 del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. Se instó a la Dirección Jurídica para que a la brevedad emitiera el criterio jurídico solicitado, así como el proyecto de Reglamento para la conformación de la Junta Administrativa, que debería presentarse el 15 de mayo de 2018.





Seguidamente, en sesión N° 46-18 del 22 de mayo de 2018, artículo XIII, se tomó el acuerdo cuya parte dispositiva dice:


“(…)





Se acordó: 1.-) Tomar nota de lo gestionado anterior e integrar a la Directora del Despacho de la Presidencia al grupo de trabajo de la redacción al proyecto de Reforma al Régimen de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial. Asimismo incorporar al citado grupo a la Jefa de la Sección Auditoría del Fondo de Jubilaciones y Pensiones. 2.-) Acoger parcialmente la solicitud presentada por la Dirección Jurídica en oficio N° DJ-AJ-1655-2018, y otorgar el plazo de tres días para que entregue de forma prioritaria el criterio jurídico solicitado por este Consejo en sesión N° 39-18 del 10 de mayo del 2018 artículo II, por cuanto el día de hoy en La Gaceta N° 89 fue publicada la Ley N° 9544, que Reforma el Régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, contenido en la Ley N° 7333, Ley Orgánica del Poder Judicial del 5 de mayo de 1993 y sus Reformas. Se declara acuerdo firme.”





- 0 -





Posteriormente, en sesión N° 51-18 del 5 de junio de 2018, artículo LXXI el máster Montero Zúñiga, informó que por parte de la Comisión ya se recibió el informe de la Dirección Jurídica, mismo que se estaba estudiando para hacerlo de conocimiento del Consejo Superior.





Finalmente, en sesión N° 56-18 celebrada el 21 de junio de 2018, artículo LXXXIII, se tuvo por presentado el informe del Equipo de Traslado Ley 19922 del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial (FPPJP). Se trasladó el Reglamento de elección de los integrantes de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, así como los oficios n°. DJ-AJ-1863-2018, de fecha 30 de mayo de 2018 y n° DJ-AJ-1889-2018 de fecha 1 de junio de 2018, a conocimiento de la Corte Plena. Así también, de conformidad con lo que establece el artículo 240 de la Ley N° 9544, se concedió audiencia por el término de 10 días hábiles a las Asociaciones Gremiales y Sindicatos del Poder Judicial, debidamente acreditadas en la Secretaría General de la Corte, para que formularan ante la Corte Plena las observaciones al citado reglamento. 





Se acordó: Comunicar al señor Jonathan Flores Mata, Director Nacional de la Asociación de Empleados Públicos y Privados ANEP, que las actas respectivas pueden ser ubicas en la página web institucional o bien en la intranet del Poder Judicial, las cuales contienen buscadores especiales que permiten realizar las consultar a las gestiones respectivas.”











Acta de Consejo Superior Nº 098 - 2019






Principio del formulario





Final del formulario


Fecha: 07 de Noviembre del 2019


Descriptores/Temas: Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial


ARTÍCULO XXXVII


DOCUMENTO N° 13979-19


La máster Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva, mediante oficio N° 5028-DE-2019 del 28 de octubre de 2019, gestiono lo siguiente:


“Mediante oficio N° 335-SC-2019 recibido el 2 de setiembre anterior, el Departamento Financiero Contable rindió informe sobre el “Saldo del Aporte Obrero al Fondo de Jubilaciones y Pensiones (FJPPJ)” en los siguientes términos:


“Mediante oficio N ° 448-SC-2018 del 20 de diciembre 2018 se consultó a la Dirección de Gestión Humana sobre los saldos existentes en las cuentas por cobrar del aporte obrero, al no recibir respuesta se envió la reiteración del mismo mediante oficio N° 63-SC-2018 del 1 de marzo de 2019


De lo cual, con oficio N° 358-UD-AS-2019 recibido el 6 de marzo de 2019, la Dirección de Gestión Humana indica que no presenta sumas pendientes de cancelar por concepto de aporte obrero.


Posteriormente, se remite al Sistema Contable (compañeros de este Macroproceso) la consulta sobre los saldos junto con la respuesta dada por Gestión Humana para la revisión en el sistema, de lo cual indican que el sistema realiza los cálculos del aporte obrero tomando como base la información que dicha Dirección carga en las interfases ya establecidas, por lo cual los cálculos automáticos que realiza el sistema tienen la misma fuente.


Por tanto, se solicitó a la Dirección de Gestión Humana mediante correo electrónico del 18 de julio 2019, la generación de reportes con información necesaria que permita un análisis y procurar determinar el origen de las diferencias: (con el número de cédula, año aplica, periodo aplica año de pago, etc.), sin embargo, con correo electrónico del 27 de agosto de 2019, dicha Dirección indica que no hay una forma de extraer la información solicitada. Debido a que en la actualidad los aportes no se guardan por persona, sino por subpartida, por lo que se solicitó la mejora ante la Dirección de Tecnología de Información para que los aportes se guarden desglosados por persona, de forma tal que a futuro, sea posible extraerlos, sin embargo, no es posible que los compañeros de Dirección de Tecnología de Información puedan atenderla de forma inmediata ya que tienen prioridades.


Por tal razón, se hace del conocimiento a la Dirección Ejecutiva para que indique si pese a que a nivel de sistema contable existen cuentas por cobrar, pero la Dirección de Gestión Humana informa que no presenta sumas pendientes de cancelar por concepto de aporte obrero, se autorice reversar los saldos, ya que como se explicó anteriormente no se cuentan con las bases de información para revisar a detalle la inconsistencia de dicha diferencia. Además, autorice para que mensualmente el Macroproceso Financiero Contable remita por oficio a la Dirección de Gestión Humana la consulta de los saldos por cobrar de aporte obrero y de mantenerse la respuesta dada por Gestión Humana de no existir rubros pendientes por pagar del aporte obrero, se procederá con la reversión, hasta tanto se cuente con los insumos necesarios para poder hacer un análisis de la información.


(…)


			2019


			I Quincena Julio


			Ordinaria


			1,328,958,910.25


			1,328,906,675.86


			52,234.39





			2019


			I Quincena Julio


			Adicional


			724,862.37


			0.00


			724,862.37





			2019


			II Quincena Julio


			Adicional


			1,761,751.72


			1,760,278.25


			1,473.47





			2019


			II Quincena Julio


			Ordinaria


			1,440,219,543.72


			1,440,131,695.46


			87,848.26





			


			


			


			


			


			12,578,699.23








Por lo anterior, esta Dirección Ejecutiva mediante nota N° 3985-DE-2019 de fecha 3 de setiembre pasado, pidió a la Dirección de Gestión Humana que se refiriera, obteniendo como respuesta el oficio PJ-DGH-SAS-5509-2019, que se transcribe:


“En atención al oficio No. 3985-DE-2019, con fecha 03 de setiembre del 2019, donde se solicita se refiera a los saldos existentes en las cuentas por cobrar del aporte obrero del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, nos permitimos emitir las siguientes consideraciones


· Mediante oficio No. 448-SC-2018 del 20 de diciembre 2018, el Departamento Financiero Contable remite un cuadro con la información correspondiente a los montos por cuota obrera, de planillas con saldos pendientes de liquidar. Por otro lado, la Unidad de Deducciones brindó respuesta mediante oficio 358-UD-AS-2019 con fecha 15 de febrero 2019, donde se analizaron los montos de aporte obrero contra el Sistema Nacional de Pagos Electrónicos (SINPES), creando un archivo en Excel donde se evidencia los montos comunicados al Macroproceso de Financiero Contable, así como la línea con el código "9060000005" (Código asignado al rebajo del aporte obrero) reportado al Ministerio de Hacienda mediante el SINPE deducciones, de manera que se muestra que no presentan sumas pendientes de cancelar por concepto de aporte obrero.


· Adicionalmente, se hace de conocimiento que esta Dirección, dentro del procedimiento que realiza la Unidad de Deducciones, remite de forma quincenal los montos generados por el sistema SIGA (Sistema Integral de Gestión Administrativa), correspondientes al aporte obrero, tanto para las planillas ordinarias, extraordinarias y colectivas, siendo que, se remiten los archivos con los formatos así requeridos por el Macroproceso de Financiero Contable, por lo que al día de hoy se reitera que esta Dirección no cuenta con las diferencias presentadas por dicho Departamento.


· Aunado a lo anterior, esta Dirección reiterará la gestión remitida a la Dirección de Tecnología de la Información, con la finalidad de que los aportes obreros no se guarden por subpartida, sino por cada persona servidor o servidora judicial, según lo solicitado en el Departamento de Financiero Contable.”


Por lo anterior y salvo que el Consejo Superior disponga lo contrario la Dirección Ejecutiva girará instrucciones al Departamento Financiero Contable para que:


1) Proceda a reversar los saldos existentes en las cuentas por cobrar por aporte obrero al Fondo de Jubilaciones y Pensiones que ascienden a ¢ 12,578,699.23 debido a que la Dirección de Gestión Humana, conforme lo explicó, carece de un detalle que permita, con información fehaciente, ejercer acciones de cobro a las personas servidoras.


2) En lo sucesivo, mensualmente la cuenta por cobrar que se genere producto del procedimiento seguido de registro previo de la reserva, se reversará por los motivos aludidos en el punto anterior.”
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Por mayoría, se acordó: 1.-) Tomar nota del oficio N° 5028-DE-2019 del 28 de octubre de 2019, suscrito por la máster Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva, referente al “Saldo del Aporte Obrero al Fondo de Jubilaciones y Pensiones (FJPPJ)”. 2.-) Deberá el Departamento Financiero Contable: a- Proceder a reversar los saldos existentes en las cuentas por cobrar por aporte obrero al Fondo de Jubilaciones y Pensiones que ascienden a ¢12.578.699,23. b- En lo sucesivo, mensualmente la cuenta por cobrar que se genere producto del procedimiento seguido de registro previo de la reserva, se reversará por los motivos aludidos en el punto anterior.


La integrante Sandra Pizarro Gutiérrez se abstiene de votar, considerado que, a la fecha, el Consejo Superior no es competente para conocer asuntos referentes a la administración del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, por cuanto no existe respaldo jurídico que permita interpretar que este Órgano mantiene dichas competencias. Si bien es cierto el Consejo Superior, era el órgano máximo de dirección del citado Fondo, se estima que actualmente la Junta Administradora indicada en la Ley N°. 9544, está formalmente integrada, lo que evidentemente limita las facultades de este Órgano Colegiado para pronunciarse sobre temas relacionados con la Administración del Fondo de conformidad con el Transitorio I de la Ley 9544:“…En tanto se integre la Junta Administradora, el Consejo Superior del Poder Judicial continuará ejerciendo las atribuciones a que se refieren los incisos 12, 13, 14 y 15 del artículo 81 de la Ley N.º 7333, Ley Orgánica del Poder Judicial, de 5 de mayo de 1993, y sus reformas. (El subrayado o pertenece al original). Además, el acuerdo de Corte Plena, donde se le brinda la potestad de hacerlo a este Órgano, es una decisión de tipo administrativo de un órgano que no tiene competencia para realizar una interpretación auténtica de la ley indicada.


Las Direcciones de Gestión Humana, Ejecutiva y la Auditoria tomarán nota para lo que corresponda.





Consejo Superior del Poder Judicial, en sesión N° 42-2020 celebrada el 30 de abril del 2020, que literalmente dice:





“ARTÍCULO XXI





DOCUMENTO N° 3695-16, 4771-2020





Informa la Secretaría General que en cumplimiento de lo dispuesto por la Corte Plena y el Consejo Superior del Poder Judicial, en las sesiones celebradas el 10 y el 11 de diciembre de 2012, artículos XIII y XXV, respectivamente, en que se conoció el estudio efectuado por la Auditoría Judicial, denominado “Evaluación de la efectividad del proceso de seguimiento de las disposiciones emitidas por Corte Plena y Consejo Superior, que requieren estudios de algunos despachos para su resolución final, se procedió a solicitar a la Dirección de Gestión Humana, mediante oficio Nº 2799-2020 del 19 de marzo del año en curso, que en el plazo de 10 días contados a partir del recibo de la comunicación, remitiera el informe solicitado en la sesión Nº 103-19 celebrada el 26 de noviembre de 2019, artículo LXXXIII o indicara los motivos por los que no se ha contestado oportunamente y defina un plazo prudencial para su remisión.





	Relacionado con lo anterior, la máster Roxana Arrieta Meléndez y las licenciadas Olga Guerrero Córdoba, Maureen Siles Mata, por su orden, Directora interina de Gestión Humana, Subdirectora interina de Proceso de Administración y Jefa de Subproceso de Administración Humana, mediante oficio N° PJ-DGH-SAS-1449-2020 del 1 de abril de 2020, gestionaron lo siguiente:





[bookmark: _Toc501036482]“En sesión N.º 103-19 celebrada el 26 de noviembre del 2019, en artículo LXXXIII, el Consejo Superior, acordó:





Solicitar a la Dirección de Gestión Humana, que modifique el orden de prelación tomando en cuenta la antigüedad de cada gremio y colocando la cuota del Colegio de Abogados en el primer lugar de los Colegios Profesionales y lo remita a este Consejo Superior para su respectiva aprobación.”





Así mismo, en sesión N.º 06-2020 celebrada el 23 de enero del 2020, en artículo V, el Consejo Superior, indicó:





Previamente a resolver lo que corresponda, se acordó: 1.) Solicitar a la Dirección de Gestión Humana que, en el término de diez días, remita a este Consejo Superior una lista con la prelación siguiente: A.) Los primeros 32 cupos mantenerlos igual. B.) Un segundo bloque que estará conformado por las organizaciones gremiales, distribuido en dos subgrupos: 1b.) Asociaciones financieras, la primacía serán las organizaciones financieras del Poder Judicial con aporte Estatal y luego los demás entes gremiales financieros. 2.b.) Las organizaciones gremiales de tipo asociativas del Poder Judicial y de seguido las otras asociaciones externas. C.) En el tercer bloque los Colegios Profesionales encabezados por el Colegio de Abogados y Abogadas de Costa Rica. 2.) Indicar a la Dirección de Gestión Humana, que, salvo las prioridades previamente señaladas en cada bloque, el orden se establecerá respetando la antigüedad. 3) Aclarar, a la citada Dirección que el tema de la Asociación Solidarista de Servidores Judiciales ya fue ratificado en sesión 103-19, celebrada el 26 de noviembre del 2019, artículo LXXXIII.





Por lo anterior, esta Dirección procedió a realizar el orden de prelación, de tal manera que se prioricen las deducciones de interés institucional. Por lo anterior, la propuesta de orden de aplicación sería la siguiente:





Prioridad número 1: Rebajos establecidos como preferentes por ley:





			Descripción Deducción


			Orden de Aplicación


			Nombre Entidad Deductora





			IMPUESTO DE RENTA SOBRE SALARIO


			1


			TESORERIA NACIONAL-IMPTO. SOBRE LA RENTA





			IMPUESTO DE RENTA SOBRE DIETAS


			2


			TESORERIA NACIONAL-IMPTO. SOBRE LA RENTA





			FONDO PENSIONES PODER JUDICIAL, PORCENTAJE FIJO


			3


			FONDO JUBILACIONES-PODER JUDICIAL- (%) -





			FONDO PENSIONES PODER JUDICIAL, SALARIO ESCOLAR


			4


			FONDO JUBILACIONES-PODER JUDIC. SAL.ESC.





			FONDO PENSIONES PODER JUDICIAL, MONTO VARIABLE


			5


			FONDO JUBILACIONES Y PENSIONES- (¢)





			AJUSTE FONDO JUBILACIONES PODER JUDICIAL


			6


			FONDO JUBILACIONES Y PENSIONES-(¢)





			SEGURO DE ENFERMEDAD


			7


			CAJA COSTARRICENSE SEGURO SOCIAL-(5.5%)





			SEGURO DE ENFERMEDAD, SALARIO ESCOLAR


			8


			CAJA COSTARRICENSE SEGURO SOCIAL-SAL.ESC





			AHORRO OBLIGATORIO (Bco. POPULAR)


			9


			BANCO POPULAR-AHORRO OBLIGATORIO-(1%)





			AHORRO OBLIGATORIO (Bco. POPULAR), SALARIO ESCOLAR


			10


			BANCO POPULAR-AH. OBLIG. -SALARIO ESCOLAR





			COMISIÓN GASTOS ADM. FONDO JUBILACIONES


			11


			JUNTA ADMINISTRATIVA FONDO JUBILACIONES





			AJUSTE COMISIÓN GASTOS ADM. FONDO JUBILACIONES


			12


			JUNTA ADMINISTRATIVA FONDO JUBILACIONES





			COMISIÓN GASTOS ADM. FONDO JUBILACIONES SALARIO ESCOLAR


			13


			JUNTA ADMINISTRATIVA FONDO JUBILACIONES





			REBAJO DE SUBSIDIO POR INCAPACIDAD


			14


			PODER JUDICIAL SUBSIDIO POR INCAPACIDAD





			DEDUCCIÓN SUBSIDIOS SALARIO ESCOLAR


			15


			PODER JUDICIAL SUBSIDIO POR INCAPACIDAD





			PENSION ALIMENTARIA


			16


			PODER JUDICIAL





			PENSION ALIMENTARIA AGUINALDO


			16


			PODER JUDICIAL





			PENSION ALIMENTARIA SALARIO ESCOLAR


			16


			PODER JUDICIAL





			EMBARGO


			17


			PODER JUDICIAL





			EMBARGO SALARIO ESCOLAR


			17


			PODER JUDICIAL





			FONDO DE SOCORRO MUTUO-CUOTA ORDINARIA


			18


			FONDO DE SOCORRO MUTUO





			FONDO DE SOCORRO MUTUO-FONDO DE RESERVA


			19


			FONDO DE SOCORRO MUTUO





			FONDO DE SOCORRO MUTUO-CUENTAS POR COBRAR


			20


			FONDO DE SOCORRO MUTUO





			FONDO DE SOCORRO MUTUO-CUENTAS POR COBRAR-FONDO DE RESERVA


			21


			FONDO DE SOCORRO MUTUO





			OBLIG. POR COBRAR-RTSFPJ (%)-CP-FJP


			22


			FONDO JUBILACIONES Y PENSIONES-(%)-CP





			OBLIC POR COBRAR-RTSFPJ (%)-LP-FJP


			23


			FONDO JUBIL. Y PENSIONES-RTSF-(%)-LP





			REINTEGROS VARIOS CORTE SUPREMA DE JUSTICIA


			24


			FINANCIERO CONTABLE-REINTEGROS VARIOS





			REINTEGROS VARIOS-DEPTO.PERSONAL


			25


			DEPTO.PERSONAL-REINTEGROS VARIOS





			RECUPERACION DE CUENTAS POR COBRAR FONDO ROTATORIO


			26


			FINANCIERO CONTABLE-FONDO ROTATORIO





			CUENTAS POR COBRAR, DEPTO.PERSONAL


			27


			DEPARTAMENTO PERSONAL-CTAS. POR COBRAR





			IMP.SOBRE LA RENTA COBRADO DE MENOS, DEPTO. PERSONAL


			28


			DEPTO.PERSONAL-IMP.SOBRE LA RENTA





			CUENTAS POR COBRAR FINANCIERO CONTABLE


			29


			DEPARTAMENTO FINANCIERO CONTABLE





			CUENTAS POR COBRAR INCAPACIDADES CCSS


			30


			DEPTO.FINANCIERO CONTABLE-CCSS





			Amortización a Préstamo Convenio ANEJUD-Poder Judicial


			31


			ANEJUD-FONDO DE JUBILACIONES Y PENSIONES











Prioridad número 2: Cuotas de Organizaciones Gremiales del Poder Judicial:





1.1. Asociaciones financieras, la primacía serán las organizaciones financieras del Poder Judicial con aporte Estatal y luego los demás entes gremiales financieros:





			Descripción Deducción


			Orden de Aplicación


			Nombre Entidad Deductora





			CUOTAS ASOCIADOS, ASOSEJUD


			32


			ASOSEJUD





			CUOTAS ASOCIADOS, ASOSEJUD-SALARIO ESCOLAR


			33


			ASOSEJUD-SALARIO ESCOLAR





			AHORRO COOPEJUDICIAL R.L.


			34


			COOPEJUDICIAL R.L.





			CUOTAS FIJA ASEJUQUE


			35


			ASEJUQUE





			AMORTIZACION PRESTAMO, ASEJUQUE


			36


			ASEJUQUE





			CUOTAS ASOCIADOS, ADEJUG


			37


			ADEJUG





			POLIZA COLECTIVA, ANEJUD


			38


			ANEJUD





			CUOTAS ASOCIADOS, ANEJUD


			39


			ANEJUD





			CUOTAS ASOCIADOS, ANEJUD-SALARIO ESCOLAR


			40


			ANEJUD-SALARIO ESCOLAR





			AMORTIZACION A PRESTAMOS, ANEJUD


			41


			ANEJUD





			CUOTAS ASOCIADOS, ASOC. NAL. PROF. PODER JUDICIAL


			42


			ASOC. NAL. PROF.PODER JUDICIAL





			CUOTA ASOCIADO, ASOC.NAL.EMP PUBLICOS (ANEP)


			43


			ASOC.NAL.EMP PUBLICOS (ANEP)





			CUOTAS ASOCIADOS, ANIC


			44


			A.N.I.C





			AMORTIZACION A PRESTAMOS. ASOSEJUD


			45


			ASOSEJUD





			AHORRO CAPREDE


			46


			CAPREDE





			COMPRA ACCIONES CAPREDE-Porcentaje variable


			47


			CAPREDE





			AMORTIZACION A PRESTAMO CAPREDE


			48


			CAPREDE





			AMORTIZACION A PRESTAMO COOPEJUDICIAL R.L.


			49


			COOPEJUDICIAL R.L.





			AHORRO A.N.I.C


			50


			A.N.I.C





			CREDITO A.N.I.C


			51


			A.N.I.C





			ASOC.NAL.EMP PUBLICOS (ANEP) CUOTA EXTRAORDINARIA


			52


			ASOC.NAL.EMP PUBLICOS (ANEP) Cuota Extra





			AHORRO VOLUNTARIO ASOSEJUD


			53


			ASOSEJUD AHORRO VOLUNTARIO





			Cuota de Afiliación SITRAJUD


			54


			SINDICATO TRABAJADORES PODER JUDICIAL





			ACCIONES CUOTA FIJA CAPREDE


			55


			Caprede





			CUOTA POLIZA INS-SITRAJUD


			56


			SINDICATO TRABAJADORES PODER JUDICIAL





			CUOTA VARIABLE, CENTRO INFANTIL PODER JUDICIAL


			57


			CENTRO INFANTIL PODER JUDICIAL





			CUOTAS ASOCIADOS, ASOC.DEPORT.DEL POD.JUDICIAL


			58


			ASOC.DEPORT.DEL POD.JUDICIAL





			CUOTA ASOCIADO, ASOC. TRAB. SOCIALES P.J.


			59


			ASOC.TRABAJADORES SOCIALES, PODER JUD.





			CUOTA OIJ-TELETON


			60


			PODER JUDICIAL-OIJ-TELETON





			CUOTA ASOCIADO, ASOC. PROFES. PSICOLOGIA P.J.


			61


			ASOC. PROFES. PSICOLOGIA, PODER JUDICIAL





			CUOTA AFILIACIÓN SINDEPU


			62


			SINDEPU





			CONVENIOS CAPREDE


			63


			Caprede





			CUOTA AFILIACIÓN SINDICATO DE LA JUDICATURA 


			64


			SINDICATO DE LA JUDICATURA DEL PODER JUD





			AMORTIZACION A PRÉSTAMO CESANTÍA COOPEJUDICIAL R.L.


			65


			COOPEJUDICIAL R.L.











2.2. Las organizaciones gremiales de tipo asociativas del Poder Judicial, seguido las otras asociaciones externas, así como el bloque de los Colegios Profesionales encabezados por el Colegio de Abogados y Abogadas de Costa Rica:





			Descripción Deducción


			Orden de Aplicación


			Nombre Entidad Deductora





			CUOTA ASOCIADO, ANDE


			66


			ANDE





			CUOTA ASOCIADO, ROBLEALTO


			67


			ROBLEALTO





			CUOTA ASOCIADO COLEGIO DE ABOGADOS


			68


			COLEGIO DE ABOGADOS DE COSTA RICA





			CUOTAS ASOCIADOS, COLEGIO BIOLOGOS COSTA RICA


			69


			COLEGIO BIOLOGOS COSTA RICA





			CUOTAS ASOCIADOS, COLEGIO CONTADORES PRIVADOS


			70


			COLEGIO CONTADORES PRIVADOS





			CUOTA ASOCIADO, COLEGIO LIC. PROF EN LETRAS, FILOS, CIENC.


			71


			COLEGIO LIC. PROF EN LETRAS, FILOS, CIENC





			CUOTAS ASOCIADOS, COLEGIO MEDICOS CIRUJANOS


			72


			COLEGIO MEDICOS CIRUJANOS





			CUOTAS ASOCIADOS, COLEGIO MICROB.Y QUIM.CLINS.C.R.


			73


			COLEGIO MICROB.Y QUIM.CLINS.C.R.





			CUOTAS ASOCIADOS, COL. PROF.CIENCIAS ECONOMICAS


			74


			COL.PROF. CIENCIAS ECONOMICAS





			CUOTA ASOCIADOS, COLEGIO PSICOLOGOS DE C.R.


			75


			COLEGIO PSICOLOGOS DE C.R.





			CUOTA ASOCIADOS, COLEGIO TRABAJADORES SOCIALES


			76


			COLEGIO TRABAJADORES SOCIALES





			CUOTA ASOCIADO, UNION MEDICA NACIONAL


			77


			UNION MEDICA NACIONAL





			PLAN BN VITAL, BANCO NACIONAL


			78


			BN VITAL, BANCO NACIONAL





			OPERACIONES BANCO POPULAR


			79


			BANCO POPULAR-CREDITOS





			AHORRO VOLUNTARIO BANCO POPULAR


			80


			BANCO POPULAR-AHORRO VOLUNTARIO





			FONDO PENS. COMPLEMENTAR. BANCO POPULAR


			81


			BANCO POPULAR-OPERADORA PENS.COMPLEM.





			AHORROS MAYORES ANDE


			82


			CAJA AHORRO Y PRESTAMOS- ANDE





			AMORTIZACION PRESTAMO ANDE


			83


			CAJA DE AHORRO Y PRESTAMOS-ANDE





			AHORRO VIVIENDA ANDE


			84


			CAJA DE AHORRO Y PRESTAMOS-ANDE





			COMPRA ACCIONES EXTR. ANDE


			85


			CAJA DE AHORRO Y PRESTAMOS-ANDE





			AMORTIZACIÓN A PRESTAMO COOPEALIANZA R.L.


			86


			COOPEALIANZA R.L.





			AMORTIZACIÓN A PRESTAMO COOPEANDE NO.5


			87


			COOPEANDE NO.5





			AMORTIZACIÓN A PRESTAMO COOCIQUE R.L.


			88


			COOCIQUE R.L.





			AMORTIZACIÓN A PRESTAMO COOPEESPARTA R.L.


			89


			COOPEESPARTA R.L.





			AMORTIZACIÓN A PRESTAMO COOP.MA P PENS S M STA CRUZ


			90


			COOP.MA P PENS S M STA CRUZ





			AMORTIZACIÓN A PRESTAMO COOPEMEP R.L.


			91


			COOPEMEP R.L.





			AMORTIZACIÓN A PRESTAMO COOPENACIONAL R.L.


			92


			COOPENACIONAL R.L.





			AMORTIZACION A PRESTAMO COOP.SERVICIOS COOPERAT. R.L.


			93


			COOP.SERVICIOS COOPERAT. R.L.-SERVICOOP 





			AMORTIZACION A PRESTAMO COOPESANRAMON R.L.


			94


			COOPESANRAMON R.L.





			AMORTIZACION A PRESTAMO COOPENAE R.L.


			95


			COOPENAE R.L.





			AHORRO Y/O AMORTIZACIÓN A PRÉSTAMO COOPE SAN GABRIEL R.L.


			96


			COOP. SERV. MULTIPLES SANGABRIEL R.L.





			AMORTIZACION A PRESTAMO COOPESERVIDORES R.L.


			97


			COOPESERVIDORES R.L.





			AHORRO COOP. AHOR. CRED. ALIANZA PZ


			98


			COOPEALIANZA R.L.














			Descripción Deducción


			Orden de Aplicación


			Nombre Entidad Deductora





			AMORTIZACION PRESTAMO COOPEANDE No.1


			100


			COOPEANDE No.1





			AHORRO COOPE ANDE NO. 5


			101


			COOPEANDE NO.5





			AHORRO GRUPO COOCIQUE R.L.


			102


			COOCIQUE R.L.





			AHORRO COOPEESPARTA R.L.


			103


			COOPEESPARTA R.L.





			AHORRO COOP.MA.P.PENS.S.M.STA.CRUZ


			104


			COOP.MA.P.PENS.S.M.STA.CRUZ





			AHORRO COOPEMEP R.L.


			105


			COOPEMEP R.L.





			FONDO DE DESARROLLO COOPEMEP R.L.


			106


			COOPEMEP R.L.





			AHORRO COOPENACIONAL R.L.


			107


			COOPENACIONAL R.L.





			AHORRO COOP. SERVICIOS COOPERATIVOS


			108


			COOP.SERVICIOS COOPERAT. R.L.-SERVICOOP 





			DIVERSOS RUBROS COOP. SERV. COOPERATIVOS


			109


			COOP.SERVICIOS COOPERAT. R.L.-SERVICOOP 





			AHORRO COOPESANRAMON R.L.


			110


			COOPESANRAMON R.L.





			AHORRO COOPENAE R.L.


			111


			COOPENAE R.L.





			SEGURO MUTUO SOLIDARIO COOPENAE R.L.


			112


			COOPENAE R.L.





			AHORRO COOPESANGABRIEL R.L.


			113


			COOPESANGABRIEL R.L.





			AHORRO COOPESERVIDORES R.L.


			114


			COOPESERVIDORES R.L.





			AHORRO NAVIDEÑO COOPESERVIDORES R.L.


			115


			COOPESERVIDORES R.L.





			SEGURO ANUAL RENOVABLE COOPESERVIDORES R.L.


			116


			COOPESERVIDORES R.L.





			PENS. COMPLEM. COLONES VIDA PLENA


			117


			VIDA PLENA





			POLIZAS Y AMORTIZACION INS


			118


			INS





			AHORRO INS BANCREDITO PENSIONES OPC S.A.


			119


			INS BANCREDITO PENSIONES OPC S.A.





			AMORTIZACION VIVIENDA INVU


			120


			INVU-HIPOTECARIO





			AHORRO INVU


			121


			INVU-AHORRO





			CLUB DE AHORROS BANCO POPULAR


			122


			BANCO POPULAR-CLUB AHORROS





			SOMUCOOP-COOPESPARTA R.L.


			123


			COOPESPARTA R.L.





			PROG.FAMILIAS CONTRIBUYENTES, CRUZ ROJAS COSTARRICENSE


			124


			CRUZ ROJA COSTARRICENSE





			CUOTA ASOCIADO, ASOC. PROF. CIENCIAS CRIMIN.


			125


			ASOC. PROFES. CIENCIAS CRIMINALISTICAS





			AHORRO COOPECAJA R.L.


			126


			COOPECAJA R.L.





			AMORTIZACIÓN PRESTAMOS COOPECAJA R.L.


			127


			COOPECAJA R.L.





			CUOTA FONDO POBLACIONES INDIGENAS


			128


			PODER JUDICIAL - FONDO SOLID. POB.INDIG.





			AMORTIZACIÓN PRÉSTAMOS COOPEAFM


			129


			COOPEAFM





			CUOTA COLEGIATURA, COL.PROF. INFORMAT. -COMPUTAC.


			130


			COLEGIO PROF. INFORMAT. -COMPUTAC.





			CUOTA ASOCIACION OBRAS DEL ESPIRITU SANTO


			131


			ASOCIACION OBRAS DEL ESPIRITU SANTO





			PÓLIZA DE VIDA - COLEGIO DE ABOGADOS


			132


			COLEGIO DE ABOGADOS DE COSTA RICA





			AFILIACION SITHOSAJUDI


			133


			SIND. TRAB. SALUD INSTITUC.PUBLIC. Y PRIV.





			SERVICIOS SOCIALES SITHOSAJUDI


			134


			SIND.TRAB. SALUD INSTITUC.PUBLIC. Y PRIV.





			OPERACIONES COOPESERVICIOS


			135


			COOPESERVICIOS R.L.





			Cuota Ordinaria, Coleg. Prof. en Criminología


			136


			COLEGIO PROFESIONALES EN CRIMINOLOGÍA





			MEMBRESÍA ASC. COSTARR. DE INFORMATICOS Y AFINES PJ


			137


			ASOC. COST. INFORMÁTICOS Y AFINES DE PJ





			MUCAP CRÉDITO Y AHORRO


			138


			MUCAP





			CUOTA AFILIACIÓN SINDICAL


			139


			UNIÓN NACIONAL DE TRAB. SECT PUBL Y PRIV





			CUOTA AFILIACIÓN PRO. BIENESTAR ANIMAL


			140


			ASOC. EMPLEA. JUDIC.PRO BIENESTAR ANIMAL











			Descripción Deducción


			Orden de Aplicación


			Nombre Entidad Deductoras





			CUOTA COOPEFUNEVIDA R.L


			141


			COOPEFUNEVIDA R.L





			APOYO DEL PROGRAMA HOGAR DE LA ESPERANZA


			142


			ASOCIACIÓN HUMANISTA DE COSTA RICA





			CUOTA AFILIACIÓN PROMOTORA DESARROLLO EMP


			143


			COOP SERV MULT PROMOC DESARROLLO EMPRES





			AMORTIZACIÓN PRÉSTAMO PROMOTORA DESARROLLO EMP


			144


			COOP SERV MULT PROMOC DESARROLLO EMPRES





			CRÉDITOS GLOBALCOOP R.L


			145


			COOPER. DE SERV. MULT. GLOBALES DE CR. RL











Por lo anterior, quedamos a su disposición para todo aquello en la Dirección de Gestión Humana sea competente.”
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En sesión N° 37-16 del 19 de abril 2016, artículo XLIII, ante la gestión planteada por el Gerente General del Coopejudicial, mediante oficio N° GGC 2493/2016 del 29 de marzo del 2016, se acordó que, de previo a resolver, se solicitaría a la Dirección de Gestión Humana un informe que contuviera la lista detallada, por orden cronológico, de las entidades deductoras del Poder Judicial y los parámetros utilizados para seguir ese orden.





Luego en sesión N°62-16 celebrada el 28 de junio de 2016, artículo LXXX, se  tuvo por rendido el informe de la Dirección de Gestión Humana, así mismo se solicitó a esa dirección remitiera una propuesta de reorganización de las prioridades en las entidades deductoras dando prioridad a las deducciones de interés institucional, considerando los entes en que estén involucrados recursos de este Poder de la República y en segundo nivel a las organizaciones laborales debidamente inscritas y que tienen incluida en su membresía únicamente a servidores y servidoras judiciales, así como personas jubiladas y pensionadas del Poder Judicial, quedando en tercer nivel las otras unidades deductoras. 





En sesión N.º 113-17 celebrada el 19 de diciembre del 2017, en artículo LXXXIII, el Consejo Superior, se tomó nota del oficio N° 2599-UD-AS-2017 del 27 de julio de 2017 de la Dirección de Gestión Humana y se reiteró lo resuelto en la sesión 62-17 celebrada el 28 de junio de 2017, artículo LXXX, en cuanto a que en la aplicación de las entidades deductoras se debe dar prioridad a las deducciones de interés institucional, considerando los entes en que estén involucrados recursos de este Poder de la República y en segundo nivel a las organizaciones laborales debidamente inscritas y que tienen incluida en su membresía únicamente a servidores y servidoras judiciales, así como personas jubiladas y pensionadas del Poder Judicial, quedando en tercer nivel las otras entidades, por lo que la Dirección de Gestión Humana deberá presentar una propuesta de orden de aplicación considerando estos criterios.





Luego, en sesión Nº 103-19 celebrada el 26 de noviembre de 2019, artículo LXXXIII, se solicitó a la Dirección de Gestión Humana, modificar el orden de prelación tomando en cuenta la antigüedad de cada gremio y colocando la cuota del Colegio de Abogados en el primer lugar de los Colegios Profesionales y lo remita a este Consejo Superior para su respectiva aprobación.





Finalmente, en sesión N° 06-2020 celebrada el 23 de enero de 2020, artículo V, se trascribe literalmente su parte dispositiva:





“Previamente a resolver lo que corresponda, se acordó: 1.) Solicitar a la Dirección de Gestión Humana que, en el término de diez días, remita a este Consejo Superior una lista con la prelación siguiente: A.) Los primeros 32 cupos mantenerlos igual. B.) Un segundo bloque que estará conformado por las organizaciones gremiales, distribuido en dos subgrupos: 1b.) Asociaciones financieras, la primacía serán las organizaciones financieras del Poder Judicial con aporte Estatal y luego los demás entes gremiales financieros. 2.b.) Las organizaciones gremiales de tipo asociativas del Poder Judicial y de seguido las otras asociaciones externas. C.) En el tercer bloque los Colegios Profesionales encabezados por el Colegio de Abogados y Abogadas de Costa Rica. 2.) Indicar a la Dirección de Gestión Humana, que, salvo las prioridades previamente señaladas en cada bloque, el orden se establecerá respetando la antigüedad. 3) Aclarar, a la citada Dirección que el tema de la Asociación Solidarista de Servidores Judiciales ya fue ratificado en sesión 103-19, celebrada el 26 de noviembre del 2019, artículo LXXXIII.





Hacer este acuerdo de conocimiento de la Asociación Solidarista de Servidores Judiciales.”
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La Directora Ejecutiva Romero Jenkins, comenta: “Me parece que en términos generales si se ajustaba a las directrices de este Consejo Superior, solo tengo una observación, en el apartado 31 que es la amortización el prestamos de la ANEJUD esa ahorita no se está utilizando, supongo que lo dejan ahí en espera que tenga un lugar en la lista y lo otro que me quedó la duda es que aparece una cuota asociado ANDE en la 66 y Roble Alto antes que las colegiaturas, solo esa es mi observación que me parece que se había dicho que las colegiaturas iniciando por el Colegio de Abogados tenía una prelación con respecto a lo que son cuotas, de estas entidades externas, de lo demás me parece que está bien.”





El integrante Montero, expresa: “Tuve un par de observaciones que se las hice a la licenciada Maureen Siles, encargada de rendir este informe, por ejemplo en la casilla 36 viene amortización prestamos ASEJUQUE, que es la Asociación de Servidores Judicial de Quepos y son 16 los afiliados y ellos la pusieron ahí por ser la más antiguas, tuve mis dudas pero al final de cuentas, por 16 personas y los pocos créditos que pueden dar no vale la pena moverlas, en la misma línea de la Directora Ejecutiva Romero Jenkins, en cuanto a la amortización de préstamo ANEJUD, sugiero que a manera de cambiarle el nombre, porque ya no hay préstamos para ANEJUD, sino ponerle amortización de préstamos del Fondo de Pensiones y Jubilaciones, muy general porque eventualmente exista una alta posibilidad de que la Junta con recursos del Fondo darle prestamos a las organizaciones financieras del Poder Judicial. Pero, si eventualmente podremos dar prestamos podríamos dejarlo con prioridad independiente cual sea la organización gremial que los tramita que tengan prioridad para garantizar la recuperación del dinero del Fondo. En conclusión, lo que rigieron que en la casilla 31 en lugar de llamarse amortización de préstamos convenio ANEJUD, sería amortización de préstamos del Fondo de Jubilaciones y Pensiones, de forma general por si eventualmente se ocupa para darle prioridad sobre otros, y sobre cuotas de asociados en las instituciones externas como ANEP etcétera, poner las cuotas de afiliación del Colegio de abogados y profesionales, para garantizarnos que los empleados judiciales que tiene  que estar incorporados a los colegios respectivos, estén al día con esos pagos de las cuotas.” 





La Directora Ejecutiva Romero Jenkins, indica: “Que en el punto 2.2 donde comienza la 66 que dice cuota asociado ANDE y cuota asociado Roble Alto que son organizaciones externas que ellos deberían de pasar a lugares posteriores para adelantar la cuota de asociado del Colegio de Abogados, porque estás otras son obligaciones con organizaciones externas a la institución y habíamos dicho que las colegiatura tenían que tener una prevalencia, entonces tendría que ir todas la colegiatura hasta donde dice cuota asociados Unión Médica, me parece que es la última de las colegiatura, pasar la 66 y 67 Ande y Roble Alto, esa es la observación que tenía.”





Se acordó: 1.) Tener por rendido el oficio N° PJ-DGH-SAS-1449-2020del 1 de abril de 2020 de la Dirección de Gestión Humana y aprobar la propuesta con los siguientes cambios: 2.) Modificar el nombre de la casilla 31 de amortización de préstamo convenio ANEJUD por Amortización de préstamos del Fondo de Pensiones y Jubilaciones. 3.) Dar prioridad a los Colegios de Profesionales, lo anterior, para garantizar la incorporación de los empleados judiciales a los colegios respectivos por lo que ocuparán los lugares del 66 en adelante. 4.) Trasladar a casillas posteriores a las cuotas de pagos a Colegios Profesionales, los apartados de cuotas asociados ANDE y cuota asociado Roble Alto, con el fin de darle prioridad a las colegiaturas.





La Dirección de Gestión Humana tomará nota para los fines correspondientes.”
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RV: Oficio 272-2021

		From

		Melanie Zamora Arce (Autorizada/Secretaría General de la Corte)

		To

		Yacira Segura Guzmán (Autorizada/Secretaría General de la Corte)

		Recipients

		ysegura@Poder-Judicial.go.cr







Con toda consideración,








Mélanie Zamora Arce



Coordinadora Unidad de Archivo Secretaría General de la Corte



  _____  


De: Melanie Zamora Arce (Autorizada/Secretaría General de la Corte)
Enviado: miércoles, 17 de marzo de 2021 09:27
Para: mgarcia8371@gmail.com <mgarcia8371@gmail.com>
Asunto: RE: Oficio 272-2021 

 



Buenos días don Miguel García.



 



Remito los antecedentes de los acuerdos del Consejo Superior relacionados con los montos de la deducción de la contribución obligatoria y solidaria establecida en la Ley 9544, para su revisión, es un gusto servirle.



 



 



Con toda consideración,



 



Mélanie Zamora Arce



Coordinadora de la Unidad de Archivo



Secretaría General de la Corte



 



De: Secretaría General de la Corte - Comunicaciones - Bryan Chacón Gamboa . Aut. <bchacong@Poder-Judicial.go.cr> 
Enviado el: martes, 16 de marzo de 2021 15:05
Para: mgarcia8371@gmail.com
CC: Melanie Zamora Arce (Autorizada/Secretaría General de la Corte) <mzamoraar@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: Oficio 272-2021



 



San José, 15 de marzo de 2021



N° 272-2021



Al contestar refiérase a este # de oficio



 



Señor



Msc. Miguel Ángel García Martínez



(mgarcia8371@gmail.com)



 



Estimado señor:



 



Para su estimable conocimiento y fines consiguientes, le transcribo el acuerdo tomado por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en la sesión N° 11-2021 celebrada el 08 de marzo de 2021, que literalmente dice:



 





“ARTÍCULO IX





 



Documento N° 283-2021



 



El máster Miguel Ángel García Martínez, Abogado, en nota de 11 de febrero de 2021, solicitó:



“Sirva la presente para saludarles y a la vez solicitar el acuerdo de la Junta Administradora en que se establece la forma y montos de la deducción de la contribución obligatoria y solidaria establecida en la Ley 9544 del año 2019, que vino a reformar la Ley 7333 del año 1993 y sus reformas y en su artículo 236 bis, vino a crear dicha contribución, aparentemente con aprobación de informe rendido por el Departamento de Macroprocesos del Departamento Financiero Contable del Poder Judicial.



 



Agradeciendo lo anterior, así como señalando mi correo para notificaciones: mgarcia8371@gmail.com ,”



 



- 0 -



 



            En ese sentido, la Secretaría General de la Corte, remite antecedentes de interés para valoración de esta Junta Administradora.







 



- 0 -





Se acordó por unanimidad: 1.) Tener por conocida la gestión del máster Miguel Ángel García Martínez, Abogado, en nota de 11 de febrero de 2021, mediante la cual solicita el acuerdo de la Junta Administradora en que se establece la forma y montos de la deducción de la contribución obligatoria y solidaria establecida en la Ley 9544 del año 2019. 2.) Hacer de conocimiento del gestionante que cuando se promulgó la Ley 9544 la Junta Administradora no estaba creada y en funcionamiento, motivo por el cual en aquel entonces fue el Consejo Superior, quien tenía a cargo la Administración del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial y determinó la respectiva aplicación de la Ley. 3) Solicitar a la Secretaría General de la Corte, por medio del Archivo de la Secretaría, que remita al gestionante los acuerdos del Consejo Superior, en que se refiere a la aplicación de la Ley 9544”





 



Atentamente, 



 



 



 



Licda. Lucrecia Ruiz Rojas, Secretaria



Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones



y Pensiones del Poder Judicial



 



c:         Licda. Melany Zamora Arce, Encargada del Archivo de la Secretaria General de la 



Corte



Diligencias / Refs: (283-2021)



Bryan



 



 



Saludos Cordiales;
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Consejo Superior del Poder Judicial, en la sesión Nº 39-18 celebrada el 10 de mayo del 2018, que literalmente dice:





“ARTÍCULO II





Documento N° 4741-18 / 5225-18





En sesión N° 33-18, celebrada el 24 de abril de 2018, artículo XXXVI, en vista de la aprobación del proyecto de ley para el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en segundo debate por parte de la asamblea legislativa, se dispuso conformar un equipo de trabajo con el fin de determinar los alcances y consecuencias al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, por lo cual, se propuso a los máster Laura Chaves Lavagni y Carlos Montero Zúñiga, para que integraran el citado equipo.





En oficio N° CS-60-2018 del 7 de mayo de 2018, el máster Carlos Montero Zúñiga, integrante de este Consejo y Coordinador del Equipo Traslado FPPJP, informó:





“En virtud del acuerdo tomado por el Consejo Superior en la sesión N°33-18 de 24 de abril de 2018, ARTÍCULO XXXVI, respecto a la creación de un equipo de trabajo para analizar las implicaciones para el Poder Judicial en vista de la aprobación en segundo debate del proyecto de Reforma al Régimen de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial por parte de la Asamblea Legislativa (Ley N°19922), en forma atenta se informa lo siguiente:





Conformación del equipo de trabajo:





El equipo de trabajo que gestionará el traslado del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial a la nueva Junta Administradora, es coordinado por el suscrito y cuenta con el apoyo la integrante Laura Chaves Lavagni y los siguientes directores (as) y Jefe Departamental:





0. Dirección Ejecutiva.


0. Dirección Jurídica.


0. Dirección de Gestión Humana.


0. Dirección de Tecnología de la Información.


0. Departamento Financiero Contable.





En la primera sesión de trabajo se valoró la necesidad de integrar a la Auditoría Judicial por contar con una Sección especializada en la fiscalización de la operación del Fondo de Jubilaciones y Pensiones.





Análisis y acuerdos tomados:





En sesión de trabajo efectuada el 30 de abril de 2018, por medio de una matriz de análisis (se adjunta), se valoró cada artículo de la nueva ley y se identificaron implicaciones de la entrada en vigencia de la norma en estudio, por lo que se determinaron temas a atender como prioritarios:





1. La Dirección Jurídica debe emitir proyecto de Reglamento para conformación de la Junta Administrativa, para presentarse el 15 de mayo de 2018. (Artículo 240 y Transitorio I se tiene 6 meses para que se nombre.)





1. La Dirección Jurídica deberá emitir un criterio legal en el que se contemple:





1. Naturaleza jurídica de la Junta Directiva y de las personas que en ella laboren. 


1. Definir personería jurídica de la Junta. 


1. Definir posible esquema jurídico de donación de los sistemas y servicios por parte del Poder Judicial


1. Definir esquema de traslado de información.


1. Régimen de empleo que aplica en la Junta.   Es independiente del Poder Judicial.


1. Régimen de Contratación Administrativa para la Junta.


1. Tiempo Servido para efectos de jubilación, ¿lo calcula esa Junta Nueva?





Aunado a lo anterior, se identificaron los siguientes aspectos a ser aplicados a partir de la publicación de la norma, salvo que el Consejo Superior o Corte Plena estimen algo distinto:





1. [bookmark: _Hlk513560109]Aumento del 11% al 13% de aporte personal al Fondo el cual aplicará tanto para personas servidoras activas como para jubiladas y pensionadas (Artículo 236).


1. Aplicación de la Contribución especial, solidaria y redistributiva a los pensionados y jubilados que les resulte aplicable, además de la cotización común del 13%. (Artículo 236 bis).


1. Aplicación del cinco por mil de aporte a la Junta Administradora del Fondo tanto para personas servidoras activas como para jubiladas y pensionadas (Artículo 239)


1. Aplicación de las nuevas reglas a las personas que una vez que entre a regir la ley sean objeto de una jubilación por incapacidad absoluta y permanente  en este sentido se debe, además definir el esquema de trabajo con la Calificadora del Estado de Invalidez de la Caja Costarricense del Seguro Social (Artículo 227).


1. Ajuste en los parámetros y sistemas para el cálculo de beneficios de jubilados y pensionados (artículos 224, 224 bis, 225, 228,229).





Se evidenció que se cuenta con información en la Dirección de Gestión Humana para el cálculo del salario de referencia en los sistemas integrados solamente de 14 años y deben operativamente completar los 6 años restantes para alcanzar además los 20 años de salarios de referencia.  Se debe definir la liquidación actuarial (artículos 226, 234).





1. Debido a lo complejo y delicado que es el traslado del Fondo a la Junta Administradora, se sugiere que Corte inicie el proceso de selección de los integrantes de la Junta que representarían a Corte, así como el procedimiento de elección de las personas representantes del “colectivo judicial” con prioridad una vez que la Dirección Jurídica elabore el proyecto de Reglamento para ello.


1. Analizar competencias existentes versus lo que se está autorizando la nueva ley que ejecute el Consejo Superior, durante la aplicación del transitorio I, sea:





“…Transitorio I: Actividades del Consejo Superior: En tanto se integre la Junta Administradora, el Consejo Superior del Poder Judicial continuará ejerciendo las atribuciones a que se refieren los incisos 12, 13, 14 y 15 del artículo 81 de la Ley Orgánica del Poder Judicial N°7333 del 5 de mayo de 1993 y sus reformas, como sigue:





“…12.- Administrar el Fondo de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial, de acuerdo con las políticas de inversión de ese Fondo, establecidas por la Corte.


13.- Reconocer a los servidores judiciales, el tiempo laborado en el sector público y ordenar el reintegro que corresponde al Fondo.


14.- Resolver sobre la devolución de cuotas del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial a otros regímenes de seguridad social.


15.- Otorgar toda clase de jubilaciones y pensiones judiciales…”





Lo anteriormente expuesto, se realiza con la finalidad de que sea de conocimiento del Consejo Superior y Corte Plena, en virtud de las consecuencias inmediatas de la publicación de la Ley 19922 del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.





(…).”





-0-








Seguidamente se transcribe el análisis sobre la implementación de la entrada en vigencia de la ley 19922 del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, que literalmente dice:





“Titulo IX: Régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial"





1. Equipo de trabajo:


0. Consejo Superior.


0. Dirección Ejecutiva.


0. Auditoría Judicial


0. Dirección Jurídica.


0. Dirección de Gestión Humana.


0. Dirección de Tecnología de la Información.


0. Departamento Financiero Contable.





1. Temas a atender como prioritarios:





La Dirección Jurídica debe emitir proyecto de Reglamento para conformación de la Junta Administrativa. Plazo 15 días naturales.





La Dirección Jurídica deberá emitir un criterio legal en el que se contemple:





1. Naturaleza jurídica de la Junta Directiva y de las personas que en ella laboren. 


1. Definir personería jurídica de la Junta. 


1. Definir posible esquema jurídico de donación de los sistemas y servicios


1. Definir esquema de traslado de información.


1. Régimen de empleo que aplica en la Junta.   Es independiente del Poder Judicial.


1. Régimen de Contratación Administrativa para la Junta.


1. Tiempo Servido para efectos de jubilación, ¿lo calcula esa Junta Nueva?





			Ley 19922 FJPPJ


			Acciones a Desarrollar


			Plazo de Implementación


			Dependencia Responsable





			CAPITULO I


PRESTACIONES


Artículo 224. Los servidores judiciales con veinte (20) o más años de servicio en el Poder Judicial, podrán acogerse a una jubilación ordinaria igual a un ochenta y dos por ciento (82%) del promedio de los últimos veinte (20) años de salarios mensuales ordinarios devengados en su vida laboral, actualizados según el índice de precios al consumidor (IPC) definido por el INEC; siempre y cuando hayan cumplido sesenta y cinco (65) años de edad y hayan trabajado al menos treinta y cinco años.


			








1. Ajuste de parámetros y sistemas.





			








1. Inmediato.


1. Transitorio VI, 18 meses. 





			








1. Dirección de Gestión Humana.


1. Dirección de Tecnología.





			Artículo 224 bis.- Los servidores con 20 o más años de servicio en el Poder Judicial, podrán acogerse a una jubilación anticipada si no se cumpliere con la edad o el número de años de servicio citado en el artículo anterior. Esta se calculará en la siguiente forma: 


1. Si el retiro se produjere al cumplir treinta y cinco o más años de servicio, pero sin haber cumplido los sesenta y cinco años de edad, la jubilación se calculará en proporción a la edad del servidor: 


0. Las mujeres deben haber cumplido al menos sesenta años y los hombres al menos sesenta y dos años. 


0. El cálculo se hará multiplicando la pensión obtenida según lo establecido en el artículo 224 para el cálculo de la jubilación ordinaria, por la edad del servidor y el producto se dividirá entre sesenta y cinco; el resultado de esta operación constituirá el monto de la jubilación anticipada.


1. Si el retiro se produjere al cumplir el servidor sesenta y cinco o más años de edad, pero antes de cumplir treinta y cinco años de servicio, la jubilación se acordará en proporción a los años laborados, siempre que el número de años servidos no sea inferior a veinte. Para fijarla, se multiplicará el monto de la jubilación ordinaria indicado en el artículo 224 por el número de años servidos y el producto se dividirá entre treinta y cinco; el resultado será el monto de la jubilación anticipada.


			








1. Ajuste de parámetros y sistemas.





			








1. Inmediato


1. Transitorio VI, 18 meses. 





			








1. Dirección de Gestión Humana.


1. Dirección de Tecnología.





			Artículo 225.- Ninguna jubilación podrá ser superior a 10 veces el salario base del puesto más bajo pagado en el Poder Judicial; ni inferior a la tercera parte del salario base del puesto más bajo pagado en el Poder Judicial. El monto de las pensiones y jubilaciones en curso de pago y las que se otorguen en el futuro se reajustará por variaciones en el índice de precios al consumidor (IPC) definido por el INEC. 


			








1. Ajuste de parámetros y sistemas.





			








1. Inmediato.


1. Transitorio VI, 18 meses. 


			








1. Dirección de Gestión Humana.


1. Dirección de Tecnología.





			Artículo 226.- Para el cómputo del tiempo laborado, no será necesario que los funcionarios hayan servido para el Poder Judicial, consecutivamente ni en puestos de igual categoría. Se tomarán en cuenta todos los años de trabajo remunerado, debiendo el servidor haber servido al Poder Judicial al menos en los últimos 20 años.


Se reconocerá, únicamente, el tiempo servido y cotizado en dependencias o instituciones públicas estatales. En ningún caso podrá computarse el tiempo servido en instituciones de derecho público no estatales de base corporativa.


Si la prestación del servicio por parte del funcionario se dio a tiempos parciales se reconocerá la proporción que corresponda respecto de ese salario.


Será admisible todo medio de prueba para comprobar el tiempo servido por el trabajador. Al valorar la prueba se tomará en consideración el principio in dubio pro fondo.


Si el interesado había cotizado en otros regímenes de pensiones establecidos por otra dependencia o por otra institución del Estado, el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, al momento de otorgar la jubilación, tendrá derecho a exigir y la respectiva institución o dependencia estará obligada a girar, el monto de esas cotizaciones (obrero, patronal y estatal) mediante una liquidación actuarial.


En el caso de que lo cotizado por el interesado, el patrono y por el Estado no alcanzare el monto que corresponde al Fondo de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial, el interesado deberá reintegrar a este la suma adeudada por las diferencias de cotización actualizadas a valor presente por el IPC definido por el INEC. Además, el interesado deberá cancelar el rendimiento real promedio que se hubiere obtenido sobre las sumas trasladadas de haberlas invertido el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial durante el período reconocido.


			








1. Ajuste de parámetros y sistemas.


1. Definir la liquidación actuarial.


			








1. Inmediato.


1. Transitorio VI, 18 meses. 








			








1. Dirección de Gestión Humana.


1. Dirección de Tecnología.


1. Actuario.





			Artículo 227.- El servidor judicial que se incapacite de modo permanente para el desempeño de su cargo o empleo, así declarado por la Comisión Calificadora del Estado de Invalidez de la Caja Costarricense de Seguro Social o por la instancia que esa institución designe, y hubiera laborado por cinco años o más para el Poder Judicial, será separado de su puesto con una jubilación permanente.


Dicha jubilación se calculará de la siguiente manera:


1. Se determina el ochenta y tres por ciento (83%) del promedio de los salarios ordinarios devengados en los últimos veinte años de su vida laboral o los que hubiere disponibles, actualizados según el índice de precios al consumidor (IPC) definido por el INEC, según se estableció en el artículo 224.


1. El resultado obtenido en el punto a), se multiplica por el tiempo servido a un máximo de treinta y cinco años y se divide entre treinta y cinco. El resultado será el monto del beneficio.


Los montos de las pensiones por invalidez observarán los topes establecidos en el artículo 225.


			1. 








1. Ajuste de parámetros y sistemas.


1. Definir esquema de trabajo con la Comisión Calificadora del Estado de Invalidez de la Caja Costarricense de Seguro Social.


			1. 








1. Inmediato.


1. Transitorio VI, 18 meses. 








			1. 








1. Dirección de Gestión Humana.


1. Dirección de Tecnología.


1. Junta.








			Artículo 228.-  Tienen derecho a pensión por sobrevivencia:


1. El cónyuge sobreviviente del servidor o jubilado fallecido que dependa económicamente del causante, al momento del fallecimiento.


1. El compañero económicamente dependiente al momento del fallecimiento del jubilado, que haya convivido por lo menos tres años previos al deceso y tuvieren ambos aptitud legal para contraer nupcias conforme la legislación civil.


1. El cónyuge divorciado o separado judicialmente o de hecho, ex compañero, que disfruta a la fecha del deceso de una pensión alimentaria declarada por sentencia judicial firme o que demuestre que recibía una ayuda económica por parte del causante.


Tienen derecho a pensión por orfandad:


1. Los hijos que, al momento del fallecimiento del causante, dependían económicamente de éste, de acuerdo con las siguientes reglas:


0. Solteros menores de edad.


0. Mayores de 18 años, pero menores de 25 años, que realicen estudios reconocidos por el Ministerio de Educación Pública, el Instituto Nacional de Aprendizaje, u otras instituciones a criterio de la Junta Administradora.


0. Mayores de edad que, previo al fallecimiento del causante, se encuentren inválidos e incapaces para ejercer labores remuneradas.


En ausencia de derechohabientes por viudez, unión de hecho u orfandad, tienen derecho a pensión los padres, si al momento de fallecer el causante dependían económicamente de éste.


			








1. Ajuste de parámetros y sistemas.





			








1. Inmediato.


1. Transitorio VI, 18 meses. 








			








1. Dirección de Gestión Humana.


1. Dirección de Tecnología.








			Artículo 229.- El monto de las prestaciones de pensión por sobrevivencia en los casos de viudez, unión de hecho, orfandad o ascendencia, será proporcional al monto de pensión que recibía el pensionado al momento de fallecer y en su conjunto este monto no será mayor al 80% de lo que correspondía al causante. En caso de muerte de un servidor activo, la cuantía de la pensión por viudez, unión de hecho, orfandad o ascendencia será proporcional al monto de pensión que hubiere recibido el fallecido de acuerdo con el cumplimiento de requisitos en el momento de la contingencia y en su conjunto este monto no será mayor al 80% de lo que le hubiere correspondido al causante.


Las proporciones para los beneficios por viudez, unión de hecho, orfandad y ascendencia serán las que se estipulen en el reglamento del Régimen.


Toda pensión por sobrevivencia caducará por la muerte del beneficiario, con la excepción de lo dispuesto en este artículo para la pensión que corresponde a los hijos.


Las asignaciones que caducaren acrecerán proporcionalmente las de los demás beneficiarios que se mantienen vigentes, a solicitud de ellos y siempre y cuando los requieran, previo estudio de trabajo social y aprobación de la Junta Administrativa del Fondo.


			








1. Ajuste de parámetros y sistemas.





			








1. Inmediato.


1. Transitorio VI, 18 meses. 








			








1. Dirección de Gestión Humana.


1. Dirección de Tecnología.








			Artículo 230. -            Cuando la Junta Administradora del Fondo tenga evidencia de que, con fines de defraudación al Fondo, una persona jubilada o pensionada realiza acciones tendentes a trasladar su derecho a otra persona, con la pretensión de que a su fallecimiento le suceda en el beneficio, realizará la investigación correspondiente con las garantías del debido proceso y con base en ella podrá denegar o suspender el beneficio sin más trámite.


			


			


			1. Junta.





			Artículo 231.- Excepto por pensión alimentaria, no son susceptibles de embargo, ni de venta, cesión o cualquier otra forma de traspaso, las jubilaciones y pensiones ni el Fondo establecido para cubrirlas.


			


			


			Junta





			Artículo 232.- De presentarse algún error en el giro de las jubilaciones y pensiones, la Administración del Fondo queda autorizada para rebajar en tractos proporcionales, no menores al diez por ciento (10%) del monto de la jubilación o pensión, la suma girada de más, previa audiencia al interesado.


			


			


			Junta





			Artículo 233.- Se le suspenderá el goce del beneficio a la persona jubilada, durante el tiempo que esté percibiendo cualquier otro sueldo del Estado, sus instituciones y de las municipalidades. Esta limitación no se aplicará cuando imparta lecciones en instituciones de educación superior.


Cuando el beneficio hubiere sido acordado por invalidez, y la persona desee reincorporarse al sector laboral, deberá solicitar el permiso respectivo y contar con la aprobación por parte de la Comisión Calificadora del Estado de la Invalidez o de la instancia que la CCSS designe, siempre que la nueva actividad sea diferente a aquella por la cual se le declaró inválido.


Cuando un jubilado por invalidez inicie labores remunerativas sin haber solicitado el respectivo permiso para laborar, o bien lo haga a pesar de que se le deniegue el permiso, éste beneficio se le suspenderá luego de respetársele el debido proceso. Asimismo, el jubilado estará en la obligación de devolver los dineros recibidos indebidamente, sin que exista obligación del Poder Judicial de reinstalarlo en el puesto en que se jubiló.


Todo jubilado que reingrese al servicio del Poder Judicial, dejará de percibir su pensión por el tiempo que se mantenga la relación laboral con el Poder Judicial. Si la relación laboral se diera por terminada antes de cumplir un año ininterrumpido, se reactivará la pensión con el mismo monto con que fue suspendida, más los ajustes por el índice de precios al consumidor (IPC) definido por el INEC que hubieren sido otorgados, durante los meses que reingresó al servicio del Poder Judicial. Si la relación laboral se diera por más de un año ininterrumpido, el ex jubilado tendrá derecho a la revisión de su jubilación, de conformidad con lo dispuesto el artículo 224 de ésta Ley.


			


			


			Junta





			CAPITULO II


DEL TRASLADO DE COTIZACIONES


Artículo 234.- Las personas que hubieren laborado en el Poder Judicial y que hubieran cesado en el ejercicio de sus cargos, sin haber obtenido los beneficios de jubilación o pensión, no tendrán derecho a que se les devuelva el monto de las cuotas con que hubieran contribuido a la formación del Fondo de Jubilaciones y Pensiones.


Sin embargo, si tendrán derecho a que el monto de las cuotas obreras, patronales y estatales con que hubieran contribuido a la formación del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, se trasladen mediante una liquidación actuarial a la Caja Costarricense de Seguro Social, o a la institución administradora del régimen básico en el que se les vaya a otorgar la jubilación o pensión.


La solicitud de traslado la hará la entidad respectiva cuando vaya a otorgar la jubilación o pensión, indicando el monto que debe enviársele. En el supuesto de que el monto resulte mayor al cotizado para el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, solo se deberá enviar lo determinado actuarialmente.


En caso contrario, si lo determinado actuarialmente como cotizado al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial fuere mayor que lo solicitado, la diferencia de la cuota obrera se trasladará al Régimen Obligatorio de Pensiones (ROP) administrado por la Operadora de Pensiones Complementaria a la que se encuentra afiliada la persona que laboró en el Poder Judicial.


			








1. Ajuste de parámetros y sistemas.


1. Definir la liquidación actuarial.


			








1. Inmediato.


1. Transitorio VI, 18 meses. 








			








1. Junta





			CAPITULO III


DEL FONDO


Artículo 235.- Con las cotizaciones de los servidores judiciales, el Estado y el Poder Judicial, la Junta conformará un Fondo, el cual se incrementará con los réditos producidos por sus inversiones. Ese Fondo debe mantenerse separado física y contablemente, y es independiente del patrimonio de la Junta Administrativa y del patrimonio del Poder Judicial.  


			





1. Proceso de Traslado de recursos, contabilidad, sistema de inversiones.


			














			





Departamento FICO


Junta





			Artículo 236.- El Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, tendrá los siguientes ingresos:


0. Un aporte obrero de un trece por ciento (13.00%) de los sueldos que devenguen los servidores judiciales, así como de las jubilaciones y pensiones a cargo del Fondo, porcentaje que se retendrá en el pago periódico correspondiente.


0. Un aporte patronal del Poder Judicial, de un 14.36% sobre los sueldos y salarios de sus servidores.


0. Un aporte del Estado que será un porcentaje sobre los sueldos y salarios igual al establecido para el Régimen de Invalidez, Vejez y Muerte de la Caja Costarricense de Seguro Social.


0. Los rendimientos y demás beneficios que produzca o pueda llegar a generar, obtener el Fondo.


En ningún caso, la suma de la contribución obligatoria y la contribución especial, solidaria y redistributiva y en general, la totalidad de las deducciones que se apliquen por ley a todos los pensionados y jubilados del fondo de jubilaciones y pensiones del Poder Judicial, podrá representar más del cincuenta y cinco por ciento (55%) respecto de la totalidad del monto bruto de la pensión que por derecho le corresponda al beneficiario. Para los casos en los cuales esta suma supere el cincuenta y cinco por ciento (55%), respecto de la totalidad del monto bruto de la pensión, la contribución especial se reajustará de forma tal que la suma sea igual al cincuenta y cinco por ciento (55%) respecto de la totalidad del monto bruto de la pensión.


Los recursos que se obtengan con la contribución obligatoria establecida en la presente ley, ingresarán al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.


			








1. Ajuste de parámetros y sistemas.





			








1. Inmediato con la entrada en vigencia (rige) de la Ley. 





			








1. Dirección de Gestión Humana.





			Artículo 236 bis.- Contribución especial, solidaria y redistributiva de los pensionados y jubilados  


Además de la cotización común establecida en el artículo anterior, los pensionados y los jubilados cuyas prestaciones superen los montos que se fijarán, contribuirán en forma especial, solidaria y redistributiva, de acuerdo con la siguiente tabla:  


1. Sobre el exceso del tope establecido en el artículo 225, y hasta por el veinticinco por ciento (25%) de dicho tope, contribuirán con el treinta y cinco por ciento (35%) de tal exceso.  


1. Sobre el exceso del margen anterior y hasta por un veinticinco por ciento (25%) más, contribuirán con el cuarenta por ciento (40%) de tal exceso.  


1. Sobre el exceso del margen anterior y hasta por un veinticinco por ciento (25%) más, contribuirán con el cuarenta y cinco por ciento (45%) de tal exceso.  


1. Sobre el exceso del margen anterior y hasta por un veinticinco por ciento (25%) más, contribuirán con un cincuenta por ciento (50%) de tal exceso.  


1. Sobre el exceso del margen anterior contribuirán con un cincuenta y cinco por ciento (55%). 


En ningún caso, la suma de la contribución especial, solidaria y redistributiva y la totalidad de las deducciones que se apliquen por ley a todos los pensionados y jubilados del fondo de jubilaciones y pensiones del Poder Judicial, podrá representar más del cincuenta y cinco por ciento (55%) respecto de la totalidad del monto bruto de la pensión que por derecho le corresponda al beneficiario. Para los casos en los cuales esta suma supere el cincuenta y cinco por ciento (55%), respecto de la totalidad del monto bruto de la pensión, la contribución especial se reajustará de forma tal que la suma sea igual al cincuenta y cinco por ciento (55%) respecto de la totalidad del monto bruto de la pensión.


Los recursos que se obtengan con la contribución especial, solidaria y redistributiva establecida en la presente ley, ingresarán al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.


			








1. Ajuste de parámetros y sistemas.





			








1. Inmediato con la entrada en vigencia (rige) de la Ley. 


1. Urgente.





			








1. Dirección de Gestión Humana.


1. Departamento Financiero Contable.





			Artículo 237.- Los recursos del Fondo de Jubilaciones y Pensiones deberán ser gestionados de conformidad con la Ley de Protección al Trabajador, N.° 7983 de 18 de febrero de 2000, y la normativa que al efecto ha establecido el Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero (CONASSIF) y la Superintendencia de Pensiones.


			


			


1. Hasta que se integre la Junta.








			


1. Consejo Superior de forma interina antes de que inicie la Junta.


1. Junta.





			


			


			


			





			Artículo 238.- Estarán exentos de los impuestos referidos en el artículo 18 y en el inciso c) del artículo 23 de la Ley del Impuesto sobre la Renta, los intereses, los dividendos, las ganancias de capital y cualquier otro beneficio que produzcan los valores en moneda nacional o en moneda extranjera en que se inviertan los recursos del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.


			


			


			Junta





			








CAPITULO IV


DE LA ADMINISTRACION


Artículo 239.- Créase la Junta Administrativa del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, como un órgano del Poder Judicial que contará con completa independencia funcional, técnica y administrativa, para ejercer las facultades y atribuciones que le otorga la ley.


Le corresponde a la Junta:


1. Administrar el Fondo de Pensiones y Jubilaciones de los Empleados del Poder Judicial.


1. Estudiar, conocer y resolver las solicitudes de jubilación y pensión que se le presenten.


1. Recaudar las cotizaciones que corresponden al Fondo y ejercer las acciones de cobro necesarias.


1. Atender las solicitudes de reingreso a labores remunerativas de jubilados inválidos.


1. Realizar estudios actuariales con la periodicidad establecida en la normativa emitida al efecto por el Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero y la Superintendencia de Pensiones.


1. Invertir los recursos del Fondo de conformidad con la ley y con la normativa que al efecto dicte el Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero y la Superintendencia de Pensiones.


1. Cumplir con la legislación y la normativa que dicten tanto el Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero como la Superintendencia de Pensiones.


1. Dictar las normas para el nombramiento, suspensión, remoción y sanción del personal; así como aprobar el plan anual operativo, el presupuesto de operación, sus modificaciones y su liquidación anual.


1. Todas las demás atribuciones que le asignen la ley y sus reglamentos.


Con base en el resultado de estudios actuariales, y con autorización de la Superintendencia de Pensiones, la Junta Administrativa podrá modificar los parámetros iniciales establecidos en esta ley respecto de los requisitos de elegibilidad, el perfil de beneficios, así como los aportes y cotizaciones de los servidores judiciales y de las jubilaciones y pensiones previstos en la ley, siempre que esto sea necesario para garantizar el equilibrio actuarial del Régimen.


La Junta contará con personalidad jurídica instrumental para ejercer las atribuciones que la Ley le asigna, así como para ejercer la representación judicial y extrajudicial del Fondo.


Se financiará con una comisión por gastos administrativos que surgirá de deducir un cinco por mil de los sueldos que devenguen los servidores judiciales, así como de las jubilaciones y pensiones a cargo del Fondo. Con estos recursos se pagarán las dietas de los miembros de la Junta Administrativa, los salarios de su personal y, en general, sus gastos administrativos. Los recursos ociosos serán invertidos de conformidad con lo previsto en el artículo 237 de esta Ley.
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1. Identificar monto que hoy se cancela de las plazas del Fondo.


			



































































































































1. Inmediato, utilizando la información de la estructura técnica definida en FICO.





			

















Junta.

















































































































Departamento Financiero Contable.





			Artículo 240.- La Junta Administradora estará conformada por tres miembros que serán elegidos democráticamente por el colectivo judicial, así como por tres miembros designados por la Corte Plena, con perspectiva de género en ambos casos. Cada integrante titular tendrá un suplente para que le sustituyan en sus ausencias, el cual deberá cumplir con los mismos requisitos del titular.


Quienes integran la Junta durarán en sus cargos cinco años, luego de los cuales podrán ser reelectos, todo conforme con la reglamentación que al efecto habrá de dictarse por la Corte Plena, previa audiencia conferida a las organizaciones gremiales del Poder Judicial.


En la primera sesión ordinaria, la Junta designará a la persona que habrá de presidir las sesiones, la designación de este (a) se hará por espacio temporal de un año, debiendo alternarse cada año entre los representantes del colectivo judicial y de la Corte Plena. Además, se designará a quien le sustituya en caso de ausencia. La persona que preside tendrá voto calificado en caso de empate.


Los miembros de la Junta Administradora no devengarán ninguna dieta, pero si contarán con los permisos necesarios para atender las sesiones. Para ser miembro de la Junta se deberá cumplir con los siguientes requisitos, los cuales deberán ser documentados y demostrados ante la Superintendencia de Pensiones:


1. Contar con título universitario en carreras afines a la administración de un fondo de pensiones y estar incorporado al colegio profesional respectivo, cuando así corresponda.


1. Ser de reconocida y probada honorabilidad.


1. Contar con conocimientos y al menos cinco (5) años de experiencia en actividades profesionales o gerenciales relevantes para la administración de un fondo de pensiones, de manera que todos los miembros de este órgano posean habilidades, competencias y conocimientos que les permitan realizar el análisis de riesgos que afectan a la Junta y al Fondo.


No podrán ser miembros de la Junta:


0. Las personas contra quienes en los últimos diez años haya recaído sentencia judicial penal condenatoria por la comisión de un delito doloso.


0. Las personas que en los últimos diez años hayan sido inhabilitadas para ejercer un cargo de administración o dirección en la Administración Pública o en las entidades supervisadas por la Superintendencia General de Entidades Financieras, la Superintendencia General de Seguros, la Superintendencia de Valores y la Superintendencia de Pensiones.


La integración del órgano deberá garantizar la representación paritaria de ambos sexos, asegurando que la diferencia entre el total de hombres y mujeres no sea superior a uno.


			





1. Elaborar reglamento para el nombramiento de los integrantes de la Junta.


1. Incluir los perfiles definidos y demostrados a la SUPEN.


1. Se contradice el artículo N°239, en cuanto a l pago de la dieta ya que en este artículo no se aprueba el pago.


			





1. Inmediato.


			





Corte Plena


Dirección Jurídica.





			Artículo 240 Bis.- La Junta Administradora, bajo su responsabilidad, invertirá los recursos acumulados del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en las mejores condiciones de mercado, de manera tal que prevalezcan los criterios de seguridad, liquidez y rentabilidad.


Dicha Junta está autorizada para colocar los recursos del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en las siguientes posibilidades de inversión:


1. Hasta un veinticinco por ciento (25%) del Fondo, en operaciones de crédito por intermedio de instituciones bancarias del Estado, Cooperativas, Cajas de Ahorro, Asociaciones y Sindicatos de servidores, jubilados o pensionados del Poder Judicial, que cuenten con la plataforma que les permita administrar dichos recursos y estén supervisadas y autorizadas por la Superintendencia General de Entidades Financieras (Sugef), lo anterior para financiar préstamos para construcción o mejoramiento de vivienda y otros de carácter social para sus asociados, según el reglamento que al efecto debe dictarse, así como para la compra de terrenos, ampliación, remodelación, reforzamiento y construcción de edificios destinados al Poder Judicial conforme a la reglamentación que se emita al efecto.


1. Al menos un treinta por ciento (30%) del Fondo, en títulos emitidos por el Sector Público.


1. En instrumentos financieros emitidos por fideicomisos:


1. Con entidades financieras, públicas o privadas, para colocar recursos destinados a préstamos personales de microempresas y vivienda.


1. Con entidades financieras, públicas o privadas, para la participación en el desarrollo de proyectos productivos y de infraestructura de interés nacional o social.


d) Valores de oferta pública inscritos en el Registro Nacional de Valores e Intermediarios, o en valores emitidos por entidades financieras supervisadas por la Superintendencia General de Entidades Financieras (Sugef).


La Junta Administradora deberá realizar anualmente un estudio de su cartera crediticia según los parámetros de la Sugef, el cual deberá ser aprobado por la Junta Directiva y enviado a la Superintendencia de Pensiones (Supen), para las labores de supervisión y regulación respectivas.


			


1. Emitir Reglamento de Crédito.


			


			Junta.





			Artículo 241.- La supervisión y regulación de la Junta Administrativa y del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial estará a cargo de la Superintendencia de Pensiones y del Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero, respectivamente, de conformidad con las atribuciones que les otorga la Ley. La Junta Administradora estará sujeta al cobro por supervisión previsto en los artículos 173 y 174 de la Ley Reguladora del Mercado de Valores. Dicho cobro se calculará sobre los ingresos anuales que haya recibido la Junta Administrativa por la administración del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.


			


			


			Junta.





			Articulo 242.- La Junta Administradora emitirá un Reglamento General del Régimen de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial, el cual deberá ser aprobado por la Superintendencia de Pensiones, y contemplará necesariamente lo siguiente:


1. El perfil de requisitos y beneficios que otorga el régimen.


1. Los períodos de espera o calificación para cada una de las contingencias, separadamente.


1. El procedimiento administrativo para tramitar las solicitudes de los interesados, el cual deberá sujetarse a lo dispuesto en la Ley General de la Administración Pública, para el procedimiento sumario.


1. Las reglas sobre la inversión de los recursos del Fondo, las cuales deben garantizar las mejores condiciones de rentabilidad y seguridad.


1. El cobro de la comisión por gastos administrativos se ajustará a criterios de progresividad, proporcionalidad y gradualidad al monto de salario, jubilación o pensión devengada. Para la fijación de este cobro la Junta deberá elaborar un estudio de las necesidades, la proyección de los gastos y las normas de ejecución de presupuesto, con el fin de que se ajuste a medidas de austeridad y control en el gasto.


1. f)Todos los otros elementos que se consideren necesarios para la correcta administración del Fondo, la legislación y la normativa que dicten tanto el Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero como la Superintendencia de Pensiones, y la prudencia y responsabilidad administrativas.


			


			


			JUNTA











ARTÍCULO 2- Se derogan los incisos 12, 13, 14 y 15 del artículo 81 de la Ley Orgánica del Poder Judicial N.°7333 del 5 de mayo de 1993 y sus reformas:





			TEXTO PRIMER DEBATE


			Acciones a Desarrollar


			Plazo de Implementación.


Consenso Corte - Gremios


			Dependencia Responsable





			TRANSITORIO I: La Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial deberá estar integrada en un plazo no mayor a seis meses, contados a partir de la entrada en vigencia de esta Ley. En tanto se integre la Junta Administradora, el Consejo Superior del Poder Judicial continuará ejerciendo las atribuciones a que se refieren los incisos 12, 13, 14 y 15 del artículo 81 de la Ley Orgánica del Poder Judicial N°7333 del 5 de mayo de 1993 y sus reformas.


			


			


			





			TRANSITORIO II: Las y los funcionarios del Tribunal Supremo de Elecciones a los que hacía referencia el artículo 242 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, Ley N.° 7333 del 5 de mayo de 1993 y sus reformas, que hubiesen cotizado al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial de previo a la entrada en vigencia de esta ley, la presente reforma no les será aplicada en su perjuicio y en todo momento se les deberá respetar sus derechos adquiridos de buena fe. No obstante, quedan facultados para solicitar en los términos dispuestos en los artículos 226 y 234 de esta ley, la devolución de las cotizaciones obreras, estatales y patronales realizadas al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, y a fin de que puedan trasladarse al Régimen de Pensiones, Invalidez, Vejez y Muerte, administrado por la Caja Costarricense del Seguro Social, si así lo desean.


			


			


			





			TRANSITORIO III: El Reglamento General del Régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial deberá dictarse en un plazo no mayor a nueve meses, contados a partir de la entrada en vigencia de esta Ley.


			


			


			





			TRANSITORIO IV: Continuarán formando parte del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial los recursos por concepto de cotización obrera, patronal y del Estado que a la fecha de entrada en vigencia estén siendo administrados por el Consejo Superior del Poder Judicial, así como los rendimientos y demás beneficios que estos hayan producido. 


			Definir entrega.


			


			


Departamento Financiero Contable


Dirección Ejecutiva


Dirección de Gestión Humana





			TRANSITORIO V: Las operaciones de crédito con recursos del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial que hayan sido acordadas el Consejo Superior con anterioridad a esta Ley, se mantendrán en vigencia hasta su vencimiento, y no serán susceptibles de renovación. 


			


			


			





			TRANSITORIO VI.- Los servidores judiciales que cumplan con los requisitos para adquirir el derecho a la pensión según lo establecía el texto del Título IX de la Ley N.° 7333 del 5 de mayo de 1993, dentro de los dieciocho meses posteriores a la promulgación de la presente ley, podrán pensionarse al amparo de las disposiciones establecidas en el mencionado texto.


			


			


			











Rige a partir de su publicación.”





-0-





      


           Se acordó: 1) Tomar nota del informe N° CS-60-2018 del 7 de mayo de 2018, remitido por el máster Carlos Montero Zúñiga, integrante de este Consejo y Coordinador del Equipo Traslado FPPJP, referente a los análisis y acuerdos del equipo de trabajo sobre la entrada en vigencia de la Ley 19922 del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. 2.) Instar a la Dirección Jurídica para que a la brevedad emita el criterio jurídico solicitado, así como el proyecto de Reglamento para la conformación de la Junta Administrativa, que deberá presentarse el 15 de mayo de 2018. 3.) Hacer este acuerdo de conocimiento de la Corte Plena para lo de su cargo.


       


           La Auditoría Judicial, las Direcciones Ejecutiva, Jurídica, de Gestión Humana y de Tecnología de la Información y el Departamento de Financiero Contable, tomarán nota para lo correspondiente. Se declara acuerdo firme.”














Consejo Superior del Poder Judicial, en la sesión Nº46-18 celebrada el 22 de mayo del 2018;  que literalmente dice:





0. “ARTÍCULO XIII





DOCUMENTO N° 4741-18, 5410-18, 5465-18





La licenciada Patricia Bonilla Rodríguez, Directora del Despacho de la Presidencia, en oficio N° DP-326-2018 del 14 de mayo de 2018, comunicó:





“En virtud del acuerdo tomado por el Consejo Superior en la sesión N°33-18 de 24 de abril de 2018, ARTÍCULO XXXVI, respecto a la creación de un equipo de trabajo para analizar las implicaciones para el Poder Judicial en vista de la aprobación en segundo debate del proyecto de Reforma al Régimen de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial por parte de la Asamblea Legislativa (Ley N°19922), y modificado en la sesión Nº 39-18 celebrada el 10 de mayo del 2018, artículo II, me permito solicitar muy respetuosamente se integre en este grupo de trabajo al Despacho de la Presidencia, ya sea para que la Directora o bien, un representante de ésta, pueda participar en las reuniones donde se tomarán acuerdos de interés institucional.”
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Por su parte la máster Argili Gómez Siu, Sub Directora Jurídica interina, remitió mediante oficio N° DJ-AJ-1655-2018 del 15 de mayo de 2018, solicitó lo siguiente:





“En relación al oficio N° 4857-18 de 11 de mayo del 2018, suscrito por el licenciado Eduardo Chacón Monge, Prosecretario General Interino, que comunica el acuerdo del Consejo Superior, tomado en la sesión N° 39-18, celebrada el 10 de mayo del 2018, artículo II, en el cual se encarga a la Dirección Jurídica la redacción del proyecto de Reglamento para la conformación de la Junta Administrativa del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en forma respetuosa le solicito ampliar el plazo originalmente otorgado.  Prudencialmente se estima que se requieren 15 días adicionales al plazo establecido, en vista de que se trata de un trabajo complejo. Si bien, el mismo se encuentra adelantado, es fundamental revisarlo y buscar más información que nos permita dar un producto de calidad; además, la Dirección Jurídica requiere tiempo en la investigación donde se están realizando entrevistas a instancias similares a las establecidas en la nueva Ley N°9544, igualmente se estima necesario que de previo a la entrega formal de los documentos, presentar la propuesta ante el Equipo Traslado del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial coordinado por el máster Carlos Montero Zúñiga, integrante del Consejo Superior, con la finalidad de poder dar respuesta efectiva tanto a la propuesta del reglamento como el cuestionario que nos fue remitió.”





[bookmark: _Toc514336582]- 0 -





En sesión N° 33-18, celebrada el 24 de abril de 2018, artículo XXXVI, en vista de la aprobación del proyecto de ley para el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en segundo debate por parte de la asamblea legislativa, se dispuso conformar un equipo de trabajo con el fin de determinar los alcances y consecuencias al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, por lo cual, se propuso a los máster Laura Chaves Lavagni y Carlos Montero Zúñiga, para que integraran el citado equipo.





Luego, sesión Nº 39-18 celebrada el 10 de mayo del 2018 artículo II se tomó nota del informe N° CS-60-2018 del 7 de mayo de 2018, remitido por el máster Carlos Montero Zúñiga, integrante de este Consejo y Coordinador del Equipo Traslado FPPJP, referente a los análisis y acuerdos del equipo de trabajo sobre la entrada en vigencia de la Ley 19922 del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. Se instó a la Dirección Jurídica para que a la brevedad emitiera el criterio jurídico solicitado, así como el proyecto de Reglamento para la conformación de la Junta Administrativa, que debería presentarse el 15 de mayo de 2018.





Se acordó: 1.-) Tomar nota de lo gestionado anterior e integrar a la Directora del Despacho de la Presidencia al grupo de trabajo de la redacción al proyecto de Reforma al Régimen de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial. Asimismo incorporar al citado grupo a la Jefa de la Sección Auditoría del Fondo de Jubilaciones y Pensiones. 2.-) Acoger parcialmente la solicitud presentada por la Dirección Jurídica en oficio N° DJ-AJ-1655-2018, y otorgar el plazo de tres días para que entregue de forma prioritaria el criterio jurídico solicitado por este Consejo en sesión N° 39-18 del 10 de mayo del 2018 artículo II, por cuanto el día de hoy en La Gaceta N° 89 fue publicada la Ley N° 9544, que Reforma el Régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, contenido en la Ley N° 7333, Ley Orgánica del Poder Judicial del 5 de mayo de 1993 y sus Reformas. Se declara acuerdo firme.”








Consejo Superior del Poder Judicial, en la sesión N° 46-18 celebrada el 22 de mayo del 2018, que literalmente dice:








“ARTÍCULO VI





[bookmark: _Hlk514834157]DOCUMENTO N° 5803-18





En razón de haberse publicado en La Gaceta N° 89 de hoy 22 de mayo de 2018, la Ley N° 9544, que Reforma el Régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, contenido en la Ley N° 7333, Ley Orgánica del Poder Judicial del 5 de mayo de 1993 y sus Reformas, conforme las atribuciones y responsabilidades que impone a este Consejo el Transitorio I de dicha normativa, se acuerda: 1.) Solicitar a las Direcciones de Gestión Humana, Tecnología de la Información y al Departamento de Financiero Contable, que coordinen lo correspondiente para que a partir de esta fecha se apliquen los rebajos por concepto de aporte obrero (13%), comisión por gastos de administración (5 por mil) de los sueldos que devenguen las personas servidoras judiciales y así como de las jubilaciones y pensiones que se pagan con cargo al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.  De igual forma deberá rebajarse la contribución especial, solidaria, y redistributiva a las personas jubiladas y pensionadas, conforme lo dicta el artículo 236 bis de esta ley.  En caso de que se presente algún inconveniente técnico para ello se deberá informar a este Consejo, así como las alternativas para solventarlo. 2.) El Departamento de Prensa y Comunicación Organizacional, tomará nota para hacer la divulgación de este acuerdo. 














La Dirección Ejecutiva tomará nota para lo que corresponda. Se declara acuerdo firme.”














 Consejo Superior del Poder Judicial, en la sesión Nº 52-18 celebrada el 6 de junio del 2018, que literalmente dice:





[bookmark: _Toc515900835]“ARTÍCULO XXXI





Documento N° 4741-18, 6106-18 





En la sesión N° 46-18 celebrada el 22 de mayo del 2018, artículo VI, en razón de haberse publicado en La Gaceta N° 89 de hoy 22 de mayo de 2018, la Ley N° 9544, que Reforma el Régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, contenido en la Ley N° 7333, Ley Orgánica del Poder Judicial del 5 de mayo de 1993 y sus Reformas, conforme las atribuciones y responsabilidades que impone a este Consejo el Transitorio I de dicha normativa, se dispuso solicitar a las Direcciones de Gestión Humana, Tecnología de la Información y al Departamento de Financiero Contable, que coordinarán lo correspondiente para que a partir de esta fecha se aplicaran los rebajos por concepto de aporte obrero (13%), comisión por gastos de administración (5 por mil) de los sueldos que devenguen las personas servidoras judiciales y así como de las jubilaciones y pensiones que se pagan con cargo al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.  De igual forma deberá rebajarse la contribución especial, solidaria, y redistributiva a las personas jubiladas y pensionadas, conforme lo dicta el artículo 236 bis de esta ley.  En caso de que se presentara algún inconveniente técnico para ello se debería informar a este Consejo, así como las alternativas para solventarlo. A esos efectos, el Departamento de Prensa y Comunicación Organizacional, tomaría nota para hacer la divulgación de este acuerdo. 


            


            Las máster Kattia Morales Navarro, Ana Eugenia Romero Jenkins y Roxana Arrieta Meléndez, así como el máster Miguel Ovares Chavarría, por su orden, Directora de Tecnología de la Información, Directora Ejecutiva, Directora interina de Gestión Humana y Jefe del Departamento Financiero Contable, en oficios N°2014-DTI-2018/2471-DE-2018/313-DGH-2018/295-FC-2018 de 28 de mayo de 2018, remitieron lo siguiente:





“En atención al oficio N. º 5206-18 de fecha 23 de mayo de 2018, mediante el cual se comunica lo dispuesto por el Consejo Superior en sesión N. º 46-18 celebrada el 22 de mayo de 2018, artículo VI, en el cual, se acordó: 





“[…] 1.) Solicitar a las Direcciones de Gestión Humana, Tecnología de la Información y al Departamento de Financiero Contable, que coordinen lo correspondiente para que a partir de esta fecha se apliquen los rebajos por concepto de aporte obrero (13%), comisión por gastos de administración (5 por mil) de los sueldos que devenguen las personas servidoras judiciales y así como de las jubilaciones y pensiones que se pagan con cargo al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.  De igual forma deberá rebajarse la contribución especial, solidaria, y redistributiva a las personas jubiladas y pensionadas, conforme lo dicta el artículo 236 bis de esta ley.  En caso de que se presente algún inconveniente técnico para ello se deberá informar a este Consejo, así como las alternativas para solventarlo. 2.) El Departamento de Prensa y Comunicación Organizacional, tomará nota para hacer la divulgación de este acuerdo.” 





 Pago de empleados Judiciales 





 En el caso de los empleados judiciales los rebajos por concepto de aporte obrero (13%) y por comisión por gastos de administración (5 por mil) de los sueldos que devenguen las personas servidoras judiciales, se realizarán a partir de la primera quincena del mes de junio del año en tránsito.  





Sin embargo, por la forma en que está diseñado el Sistema de Recursos Humanos, no fue   factible realizar estos rebajos para el período del 22 al 30 de mayo en el pago de la Segunda Quincena de Mayo. Lo anterior obedece a que el proceso de generación de planillas está estructurado para generar el pago de toda una quincena, no para un período de días como se requiere en este caso.  





Por lo anterior, para poder aplicar los rebajos en el período señalado la Dirección de Tecnología tiene que desarrollar cambios importantes en el proceso de pago, a saber: 





1. Generación de un proceso que aplica las deducciones a toda la población judicial en el período señalado.


1. Modificación del Proceso de Generación de pago, para que en caso de pago de retroactivos correspondientes a las fechas del 22 al 30 de mayo, se apliquen las deducciones señaladas. 





El tiempo estimado para el desarrollo de estos procesos, así como el correspondiente proceso de pruebas por parte de la Dirección de Gestión Humana se estima en 1 mes. Por lo que las deducciones correspondientes al período comprendido entre el 22 y el 30 de mayo se estarían aplicando hasta la primera quincena de julio. 





Es importante señalar que el desarrollo de estos procesos tendrá un impacto de 1 mes de atraso en el cronograma del desarrollo del Proyecto de Horas Extra, esto debido a que la Dirección de Tecnología no cuenta con recursos disponibles para atender este requerimiento.





 Jubilados y Pensionados


 


En el caso del pago de jubilados y pensionados, la Dirección de Tecnología de Información realizó los cambios requeridos en el Sistema del Fondo de Jubilaciones y Pensiones con el fin de incorporar en la programación la deducción de la comisión por gastos de administración (5 por mil) de los sueldos que devenguen las personas jubiladas y pensionadas, así como la deducción para  rebajarse la contribución especial, solidaria, y redistributiva a las personas jubiladas y pensionadas, para lo cual el Departamento Financiero Contable procedió de la siguiente manera: 





1. Entre el jueves 17 y el lunes 21 de mayo de 2018, se realizaron las primeras pruebas en un servidor habilitado para tal fin, relacionadas con el nuevo aporte obrero del FJP (13%), el aporte a la Junta Administradora (0,5%), y la Contribución Solidaria (según topes), obteniendo resultados satisfactorios.


1. El martes 22 de mayo de 2018, se finalizaron las pruebas pendientes (pantalla nueva de topes de contribución solidaria), y otras (como fecha de aplicación de los rebajos).


1. El día jueves 24 de mayo de 2018 se remitieron a la Dirección de Tecnología de Información las solicitudes de mejora N° 704 y N° 717-TE-2018, correspondientes a las modificaciones que dicha Dirección debió realizar en producción del Sistema del Fondo de Jubilaciones y Pensiones (SIGA-FJP), con el fin de que ese mismo día se procediera a generar la planilla y pago de las personas jubiladas y pensionadas judiciales de la II quincena de mayo 2018, y se aplicaran todos los cambios señalados en la Ley. 





Por lo tanto, las deducciones de jubilados y pensionados se aplicaron a partir del pago de la segunda quincena del mes de mayo, proporcional a los 9 días del periodo comprendido del 22 al 30 de mayo.”





- 0 -


            


Se acordó: 1.) Tener por rendido el informe suscrito por las máster Kattia Morales Navarro, Ana Eugenia Romero Jenkins y Roxana Arrieta Meléndez, así como el máster Miguel Ovares Chavarría, por su orden, Directora de Tecnología de la Información, Directora Ejecutiva, Directora interina de Gestión Humana y Jefe del Departamento Financiero Contable, mediante oficios N°2014-DTI-2018/2471-DE-2018/313-DGH-2018/295-FC-2018 de 28 de mayo de 2018, conforme las atribuciones y responsabilidades que impone el Transitorio I de la Ley N° 9544, que Reforma el Régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, contenido en la Ley N° 7333, Ley Orgánica del Poder Judicial del 5 de mayo de 1993 y sus Reformas, en relación a la aplicación de rebajos para los servidores y servidoras, además de jubilados judiciales. 2.) Deberá el Departamento de Prensa y Comunicación Organizacional  tomar las medidas necesarias, a fin mantener a la población judicial informada sobre el tema de cita. Se declara acuerdo firme.”




















Consejo Superior del Poder Judicial, en la sesión N° 55-18 celebrada el 19 de junio del 2018, que literalmente dice:





[bookmark: _Toc516731188]“ARTÍCULO XVI





Documento N° 4741-18, 6635-18


            


El máster Roberth García González, Auditor Judicial en oficio N° 747-24-SAFJP-«Staff_type»2018 de 11 de junio de 2018, remitió lo siguiente:





“En relación con los acuerdos tomados por el Consejo Superior en las sesiones N° 39-18, del 10 de mayo 2018, artículo II, así como la N° 46-18, del 22 de mayo del 2018, artículo XIII, referentes a la conformación de un equipo de trabajo para determinar los alcances y consecuencias al Fondo de Jubilaciones y Pensiones por la aprobación en segundo debate de la Asamblea Legislativa del proyecto de ley de reforma al régimen, me permito plantear lo siguiente:





Según se observa en el acta de la sesión del 10 de mayo, precitada, se menciona a la Auditoría Judicial como parte del “Equipo de trabajo”, asimismo, en la sesión del 22 de mayo se incorpora expresamente a la Jefa de la Sección Auditoría del Fondo de Jubilaciones y Pensiones. Sobre el particular, es oportuno traer a colación lo que establece el “Reglamento de organización y funcionamiento de la Auditoría Interna del Poder Judicial” en cuanto a las prohibiciones del personal y su participación en comisiones o similares:





“Artículo 8º—Prohibiciones al personal de Auditoría Interna. De conformidad con lo establecido en el artículo 34 de la Ley Nº 8292, el auditor interno, el subauditor interno y los demás funcionarios de la auditoría interna, tendrán las siguientes prohibiciones:





a)  Realizar funciones y actuaciones de administración activa, salvo las necesarias para cumplir su competencia.





(…)





Artículo 13. —Participación de la Auditoría Interna en comisiones o similares. El Auditor o Auditora Judicial valorará la presencia de la Auditoría Judicial en las sesiones de comisiones administrativas, tomando en cuenta si el propósito de su constitución se relaciona con materias o asuntos que impliquen la necesidad de manifestar criterios oportunos, sin perjuicio del seguimiento y fiscalización posterior que correspondan.





En tales casos, la presencia de la Auditoría Judicial en comisiones de este tipo, se llevará a cabo como asesora, y no como gestora o parte de la Administración, y su participación estará limitada a la materia de su competencia, y no podrá tener carácter permanente a fin que no menoscabe o comprometa su independencia y objetividad.





Cuando el Auditor o Auditora Judicial considere necesaria la presencia de la Auditoría Judicial en comisiones o similares, la Administración Activa deberá integrarla como participante asesor. En el evento de que sea el jerarca quien estime necesaria tal participación, deberá solicitarle el criterio al Auditor o Auditora Judicial, de previo a su designación.”  (El subrayado no pertenece al original)





Finalmente, en aras de fortalecer la comunicación entre la administración activa y esta Auditoría, así como brindar un mejor servicio, agradecemos que las decisiones que se tomen se hagan de conocimiento de este Despacho.”


- 0 -





En sesión Nº 39-18 celebrada el 10 de mayo del 2018, artículo II, se tomó nota del informe N° CS-60-2018 del 7 de mayo de 2018, remitido por el máster Carlos Montero Zúñiga, integrante de este Consejo y Coordinador del Equipo Traslado FPPJP, referente a los análisis y acuerdos del equipo de trabajo sobre la entrada en vigencia de la Ley 19922 del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. Asimismo, se instó a la Dirección Jurídica para que a la brevedad emitiera el criterio jurídico solicitado, así como el proyecto de Reglamento para la conformación de la Junta Administrativa, que deberá presentarse el 15 de mayo de 2018. A esos efectos, se hizo dicho acuerdo de conocimiento de la Corte Plena para lo de su cargo, así como de la Auditoría Judicial, las Direcciones Ejecutiva, Jurídica, de Gestión Humana y de Tecnología de la Información y el Departamento de Financiero Contable, para lo correspondiente





Además, en la sesión Nº 46-18 celebrada el 22 de mayo de 2018;  artículo XIII, se tomó nota de lo gestionado y se integró a la Directora del Despacho de la Presidencia al grupo de trabajo de la redacción al proyecto de Reforma al Régimen de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial. Asimismo se incorporó al citado grupo a la Jefa de la Sección Auditoría del Fondo de Jubilaciones y Pensiones.  También, se acogió parcialmente la solicitud presentada por la Dirección Jurídica en oficio N° DJ-AJ-1655-2018, y se otorgó el plazo de tres días para que entregara de forma prioritaria el criterio jurídico solicitado por este Consejo en sesión N° 39-18 del 10 de mayo del 2018 artículo II, por cuanto el día de hoy en La Gaceta N° 89 fue publicada la Ley N° 9544, que Reforma el Régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, contenido en la Ley N° 7333, Ley Orgánica del Poder Judicial del 5 de mayo de 1993 y sus Reformas. 


            


Se acordó: Tomar nota de la comunicación realizada por el máster Roberth García González, Auditor Judicial, mediante oficio N°747-24-SAFJP-2018 de 11 de junio de 2018.





La Auditoría tomará nota para lo que corresponda. Se declara acuerdo firme.”








Consejo Superior del Poder Judicial, en la sesión N°57-18 celebrada el 26 de junio de 2018, que literalmente dice:





[bookmark: _Toc517368609]“ARTÍCULO LXIII





DOCUMENTO N°4741-18, 6887-18





En sesión N°51-18 celebrada el 5 de junio de 2018, artículo LXX, se aclaró al licenciado Erwin Adolfo Fernández Loaiza, Juez 3 del Tribunal Contencioso Administrativo, que mientras labore en este Poder de la República legalmente no es posible renunciar al régimen jubilatorio establecido en la Ley Orgánica del Poder Judicial y trasladarse al régimen de la Caja Costarricense de Seguro Social, y por ende, mientras mantenga su condición de servidor judicial debe contribuir con el Fondo de Jubilaciones y Pensiones con el 13% y el cinco por mil, establecidos en los artículos 236 inciso 1) y 239 de ese cuerpo normativo. No obstante, en caso de que cese su relación con el Poder Judicial y labore en otra dependencia, tiene derecho al traslado de las cotizaciones a la Caja Costarricense de Seguro Social (CCSS) o a la institución administradora del régimen básico en el que se les vaya a otorgar la jubilación o pensión, conforme lo dispone el numeral 236 de la citada Ley Orgánica.





Las servidoras Francia León González, Rebeca Guardia Morales, María Lourdes Acuña Aguilar,  Carlota Arauz García, Francini Herrera Araya,  Gloria Valenzuela Valerio, Catalina Espinoza Sáenz y Magdalena Aguilar Álvarez y los servidores Román Bresciani Quirós, Julio Paniagua Quirós, Erick Gutiérrez Montoya, Oscar Matheus Díaz, Jorge Pérez Corrales, Oscar Mathius Díaz, Jorge Pérez Corrales, Jorge Araya Aguilar, Julio García López, Bryan Meneses Rodríguez, Guillermo Mata Vargas, Juan Carlos Brenes Cascante, Luis Rodríguez Villegas, Danny Hernández Mata, Raúl Barrantes Castillo y Juan Carlos Salas Ruiz, colaboradores de la Escuela Judicial, en nota del 13 de junio de 2018, solicitaron:





“…1.- El ordenamiento jurídico que nos rige,  nos otorga  el Derecho a la Jubilación, con fundamento e interpretación armónica de los artículos 50, 73 y 74 de nuestra Constitución Política, conforme la cual según sus numerales 7 y 48  y los instrumentos internacionales vigentes,  tales  como:  los Convenios 102 y 118  de la Organización Internacional del Trabajo -O.I.T.-, la Declaración de los Derechos y Deberes del Hombre, la Declaración Universal de los Derechos Humanos, la Carta Internacional Americana de Garantías Sociales, el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, son tutelados los derechos fundamentales de todas y todos las personas costarricenses.





2-  Así mismo, el sistema de seguridad social costarricense,  integra un conjunto de normas, principios e instrumentos destinados a proteger a las personas en el momento en que surgen situaciones  de vulnerabilidad que le impidan satisfacer tanto de sus necesidades básicas como las de sus dependientes. De ahí, que se  comprenda que dentro de los derechos fundamentales de cada costarricense,  se  hallan las garantías sociales que  protegen a la persona trabajadora, siendo una de estas garantías, el derecho a la jubilación.  Es decir, la jubilación es un derecho fundamental de toda persona trabajadora y cuando las condiciones varían hasta que se generan estados de vulnerabilidad, que impactan sus condiciones de vida, se tiene que considerar su Derecho a optar por el régimen que ofrezca las condiciones más favorables.





3.- El derecho a la jubilación derivado del régimen de seguridad social y de las garantías sociales, ha sido reconocido por nuestra Sala Constitucional como un derecho fundamental del ser humano. Nuestra Constitución Política, en su artículo 73, establece directamente a la protección que debe brindarse a las personas  trabajadoras contra los riesgos de vejez, invalidez y muerte. Esta protección ha dado lugar al reconocimiento del derecho a la jubilación como un derecho fundamental a favor de las personas trabajadoras que, como tal, debe ser reconocido a todo ser humano en condiciones de igualdad y sin discriminación alguna, en atención a lo dispuesto en los artículos 33 y 73 de esta nuestra Norma Fundamental, entendiendo que a todas las personas trabajadoras, en igualdad de condiciones se les reconocen las mismas garantías y posibilidades de acceder a su derecho.





4.- Siendo así y de acuerdo con lo establecido en el artículo 234 de la Ley 7333,  se debe de contemplar lo ahí estipulado:





“Artículo 234- Las personas que hayan laborado en el Poder Judicial y que hayan cesado en el ejercicio de sus cargos sin haber obtenido los beneficios de jubilación o pensión no tendrán derecho a que se les devuelva el monto de las cuotas con que han contribuido a la formación del Fondo de Jubilaciones y Pensiones.





Sin embargo, sí tendrán derecho a que el monto de las cuotas obreras, patronales y estatales con que han contribuido a la formación del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial se trasladen mediante una liquidación actuarial a la Caja Costarricense de Seguro Social (CCSS), o a la institución administradora del régimen básico en el que se les vaya a otorgar la jubilación o pensión.





La solicitud de traslado la hará la entidad respectiva cuando vaya a otorgar la jubilación o la pensión, indicando el monto que debe enviársele. En el supuesto de que el monto resulte mayor al cotizado para el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, solo se deberá enviar lo determinado actuarialmente. 





En caso contrario, si lo determinado actuarialmente como cotizado al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial fuera mayor que lo solicitado, la diferencia de la cuota obrera se trasladará al Régimen Obligatorio de Pensiones (ROP), administrado por la operadora de pensiones complementaria en la que se encuentra afiliada la persona que laboró en el Poder Judicial. (Así reformado por el artículo 1° de la ley N°9544 del 24 de abril de 2018)” (Lo destacado en negrita y subrayado no es del original)





En este artículo 234 de la Ley 7333, se sustenta el transitorio II, que hace una diferencia y discriminación entre las personas funcionarias del Tribunal Supremo de Elecciones y las otras personas funcionarias que hemos adquirido y consolidado derechos  de buena fé, otorgándose a las primeras, un derecho que es el que hoy respetuosamente les pedimos aplicarnos en igualdad de condiciones y que dice:





“TRANSITORIO II- Las personas funcionarías del Tribunal Supremo de Elecciones a los que hacía referencia el artículo 242 de la Ley N.º 7333, Ley Orgánica del Poder Judicial, de 5 de mayo de 1993, y sus reformas, que hayan cotizado al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial de previo a la entrada en vigencia de esta ley, la presente reforma no les será aplicada en su perjuicio y en todo momento se les deberá respetar sus derechos adquiridos de buena fe. No obstante, quedan facultados para solicitar, en los términos dispuestos en los artículos 226 y 234 de esta ley, la devolución de las cotizaciones obreras, estatales y patronales realizadas al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, a fin de que puedan trasladarse al Régimen de Pensiones, Invalidez, Vejez y Muerte, administrado por la Caja Costarricense de Seguro Social (CCSS), si así lo desean.” (Lo destacado en negrita y subrrayado no es del original)





De ahí que, consideramos que nosotras,  personas funcionarias judiciales,  nos acoge lo establecido en esta  misma norma, bajo  una estricta interpretación y siendo que ninguno de las firmantes a ésta solicitud ha cesado el ejercicio de sus cargos, -supuesto contemplado en el  primer párrafo del artículo supracitado-, debe de interpretarse lo indicado en su  segundo párrafo, y por consiguiente debe  de reconocerse nuestro derecho a trasladarnos al Régimen de Pensiones, Invalidez, Vejez y Muerte administrado por la Caja Costarricense del Seguro Segura (C.C.S.S.) y que se nos devuelva de forma intacta las cuotas de nuestra contribución al Fondo de Jubilaciones del Poder Judicial 





5.- Como país soberano, toda persona ciudadana costarricense  tiene el Derecho a la Jubilación, como un derecho constitucional y fundamental en general; derecho que, como tal, pertenece y debe ser reconocido a todo ser humano, en condiciones de igualdad; sin discriminación alguna. El artículo 33 de la Constitución Política señala: “Toda persona es igual ante la ley y no podrá practicarse discriminación alguna contraria a la dignidad humana”.  Por tanto, nos acoge el derecho de ser tratados de la misma manera que aquellos funcionarios y funcionarias del Tribunal Supremo de Elecciones, al estar en los mismos supuestos de Ley, sea la de adquirir derechos de buena fe.





6.- Históricamente las modificaciones a los fondos de jubilaciones han establecidos plazos para que las personas decidan si permanecen o no bajo  el mismo  régimen que cotizan. En tiempos recientes, la modificación del Fondo del Magisterio Nacional permitió  a las personas trabajadoras a su derecho a trasladarse, por una única vez, a otros regímenes  de jubilaciones. En este sentido, hay que observar como nuestra Sala Constitucional ha considerado  que se justifica el traslado a otros regímenes cuando estos ofrecen condiciones más favorables para las personas trabajadoras:





“Considera la Sala que, si el fin primordial del constituyente fue mantener los seguros sociales para fortalecer la seguridad social, no hay razón para cuestionar la existencia de pluralidad de regímenes. Se parte de que el constituyente pretendió un mínimo de protección a los trabajadores, dejando la puerta abierta para que en un futuro se regulara sobre nuevos sistemas de seguridad social, que es el fruto de un proceso histórico en el que la situación actual es consecuencia de acciones o deficiencias dadas en el pasado y, a su vez, es origen de las acciones que se darán en el futuro.





La seguridad social, esto es, el sistema público de cobertura de necesidades sociales, individuales y de naturaleza económica desarrollado a partir de la acción histórica de la previsión social, estructurada en nuestro país sobre la base de las pensiones y jubilaciones, de la mano de la intervención tutelar del Estado en el ámbito de las relaciones de trabajo, ha llegado a convertirse con el tiempo sin la menor reserva, en una de las señas de identidad principales del Estado social o de bienestar. (Voto N°846-92).”





En el mismo sentido, la Sala Constitucional en su Voto N°05236-99 señaló:





“El protagonismo constitucional de la CCSS no ha impedido la existencia de otros regímenes de pensiones, los que han venido a mejorar, notablemente, el mínimo de condiciones necesarias a que obligan el primer régimen, todo ello con el aporte estatal.”(Lo destacado en negrita y subrrayado no es del original)





Es en concordancia con lo anteriormente expuesto, que los abajo firmantes consideramos que las condiciones existentes para cotizar en el Fondo de Pensiones del Poder  Judicial, se hayan desmejorado más allá de lo que establece las normas de la Caja Costarricense del Seguro Social u otros regímenes existentes, de  nuestra  Constitución Política y de los instrumentos internacionales,  conexas, vigentes, concordantes.





Bajo estos supuestos y los considerandos de rango constitucional que acuerpan ésta solicitud, las personas abajo firmantes solicitamos se nos excluya de la obligación de pertenecer al Fondo de Jubilaciones del Poder Judicial y se nos traslade  al Régimen Universal de Invalidez, Vejez y Muerte administrado por la Caja Costarricense del Seguro Social y se devuelvan las cuotas según lo establecido en el artículo 234 de la Ley 7333, siendo que por Derecho Constitucional nos corresponde.”
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Se acordó: Aclarar a los petentes que no es posible acceder a lo que solicitan en razón a que mientras laboren en este Poder de la República legalmente no es posible renunciar al régimen jubilatorio establecido en la Ley Orgánica del Poder Judicial y trasladarse al régimen de la Caja Costarricense de Seguro Social, y por ende, mientras mantengan la condición de servidores judiciales deben contribuir con el Fondo de Jubilaciones y Pensiones con el 13% y el cinco por mil, establecidos en los artículos 236 inciso 1) y 239 de ese cuerpo normativo. No obstante, en caso de que cesen su relación con el Poder Judicial y laboren en otra dependencia, tienen derecho al traslado de las cotizaciones a la Caja Costarricense de Seguro Social (CCSS) o a la institución administradora del régimen básico en el que se les vaya a otorgar la jubilación o pensión, conforme lo dispone el numeral 236 de la citada Ley Orgánica. Se declara acuerdo firme.”
































[bookmark: _Toc498012582]Consejo Superior del Poder Judicial, en la sesión N° 56-18 celebrada el 21 de junio de 2018, que literalmente dice: 





“ARTÍCULO LXXXIII





DOCUMENTO N° 4741-18, 6904-18





Mediante oficio N° CS-85-2018 del 11 de junio de 2018, el máster Carlos Montero Zúñiga, en su condición de Coordinador Equipo de Traslado Ley 19922 del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial (FPPJP), informó:





“El Consejo Superior en la sesión Nº 39-18 celebrada el 10 de mayo del 2018 artículo II, acordó en el punto 2) “…Instar a la Dirección Jurídica para que a la brevedad emita el criterio jurídico solicitado, así como el proyecto de Reglamento para la conformación de la Junta Administrativa, que deberá presentarse el 15 de mayo de 2018…”.





En virtud de lo anterior la Dirección Jurídica remite mediante oficios n°. DJ-AJ-1863-2018, de fecha 30 de mayo de 2018 (adjunto) y n° DJ-AJ-1889-2018 de fecha 1 de junio de 2018 (adjunto), en su orden el “Reglamento de elección de los integrantes de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial” asi como las respuestas al cuestionario formulado por el Equipo de Traslado del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.





Sobre el particular, el equipo de trabajo en conjunto con al Dirección Jurídica analizó los dos documentos antes mencionados arribando a las siguientes consideraciones:





1. “Reglamento de elección de los integrantes de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial” (Oficio n° DJ-AJ-1863-2018)





1. El equipo de trabajo conformado para gestionar el traslado del FJP-PJ a la nueva Junta Administradora conforme lo acordado por el Consejo Superior en sesión N°33-18 de 24 de abril de 2018, ARTÍCULO XXXVI, es coordinado el integrante Carlos Montero Zúñiga y cuenta con el apoyo la integrante Laura Chaves Lavagni, Ana Romero Jenkins Dirección Ejecutiva, Argili Gómez Siu Subdirectora Jurídica, Roxana Arrieta Bermúdez Directora de Gestión Humana, Kattia Morales Navarro Directora de Tecnología de la Información y Miguel Ovares Chavarría Jefe del Departamento Financiero Contable.





1. En sesión de trabajo efectuado el 8 de junio de 2018, la comisión antes indicada, analizó de forma integral el “Reglamento de elección de los integrantes de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.”





1. De los artículos analizados, se realizaron observaciones y los ajustes respectivos en cada uno de ellos, no obstante, en el “Artículo 3.-Definiciones” y “Artículo 8.- Reelección de integrantes de la Junta Administradora o apertura del concurso”, específicamente en el alcance definido por la Dirección Jurídica en cuanto al significado el concepto “Colectivo Judicial, Persona Electora” y la “Designación de los representantes de la Junta Administradora”, se presentó la diferencia de criterio por parte el integrante Carlos Montero Zúñiga, Ana Romero Jenkins Dirección Ejecutiva y Miguel Ovares Chavarría Jefe del Departamento Financiero Contable respecto a lo establecido por la Dirección Jurídica en cuanto al Colectivo Judicial y por parte de todo el equipo de trabajo en cuanto a la designación de integrantes.





1. El Artículo 3 de las “Definiciones” indica:





“[…]





Artículo 3.- Definiciones.  Para los efectos de este reglamento se definen los siguientes términos:





“[…]





[bookmark: _Hlk515287717]Colectivo Judicial: es el conjunto de las personas trabajadoras activas (en propiedad o interina), que tengan nombramiento vigente registrado y aprobado tanto en la Dirección de Gestión Humana, así como en el Sistema de Proposición Electrónica de Nombramientos (denominada PIN), y las personas jubiladas del Poder Judicial, que deriven derechos o intereses legítimos de los fondos administrados por el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. (lo subrayado no es del original y corresponde al tema del voto salvado).





Nota: La Dirección Jurídica hace notar que las personas jubiladas tienen un derecho subjetivo a cobrar la jubilación, de ahí que les interesa todo lo que ocurra con el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. 





Por su parte, las personas trabajadoras activas tienen un interés legítimo, en vista de que poseen una expectativa jurídica de llegar algún día a jubilarse.





En cambio, las personas pensionadas de dicho Fondo, ya sea por sobrevivencia (cónyuge o compañero/a de hecho), descendencia (hijos e hijas) y ascendencia (padres), si bien si poseen un interés legítimo de todo lo que se resuelva a favor o en contra de sus beneficios, no obstante, hay una razón de orden lógico que torna inconveniente darles derecho a votar en calidad de elector, esto es, porque perfectamente puede haber varios hijos, hijas, cónyuge y compañera de hecho donde el derecho de todas esas personas proviene de una persona que en vida fue servidora o funcionaria judicial.  Consecuentemente, esto afectaría numéricamente el conteo de votos y por ende el resultado de la votación, en vista de que el voto no se puede desmembrar.  Lo anterior generaría una alteración del resultado de las votaciones.    Por ejemplo: los tres hijos y el cónyuge, generarían cuatro votos.  





Por esa razón, el Padrón Oficial de Electores debe contener únicamente a todas las personas trabajadoras (en propiedad o interinas) y a todas las personas jubiladas.  No así, a las personas que reciben una pensión. 





No es óbice indicar que el artículo 49 de la Constitución Política establece que el control de legalidad se garantiza tanto a las personas que ostentan derechos subjetivos como interés legítimo, por lo que una eventual exclusión de personas en uno u otro supuesto podría generar la interposición de procesos y hasta medidas cautelares que afecten el proceso electoral…”





Persona electora: toda persona trabajadora activa (en propiedad o interina), que tenga nombramiento vigente registrado y aprobado tanto en la Dirección de Gestión Humana, así como en el Sistema de Proposición Electrónica de Nombramientos (denominada PIN), y todas las personas jubiladas del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. (lo subrayado no es del original y corresponde al tema del voto salvado).





No se comparte el criterio de la mayoría por parte de los másteres Carlos Montero, Ana Romero y Miguel Ovares, ya que:  





1. La Ley Orgánica del Poder Judicial, en su artículo 47 establece: 





“Artículo 47.- Quienes laboran en el Poder Judicial se denominan, en general, "servidores". Sin embargo, cuando esta Ley se refiere a "funcionarios que administran justicia" ha de entenderse por tales a los magistrados y jueces; el término "funcionarios" alude a los que, fuera de los antes mencionados, tengan atribuciones, potestades y responsabilidades propias, determinadas en esta Ley y por "empleados", a todas las demás personas que desempeñen puestos, remunerados por el sistema de sueldos.





Las prohibiciones establecidas en esta ley se aplicarán tanto a los servidores judiciales nombrados en propiedad como a los interinos, salvo disposición legal en contrario. Cuando esta ley mencione "Corte" habrá de entenderse Corte Suprema de Justicia o Corte Plena y cuando, en los códigos procesales, se hable de "Ley Orgánica", sin especificación alguna, se alude a la presente ley; además, las menciones del "Consejo", deberán entenderse como Consejo Superior del Poder Judicial…”





1.  “…El derecho colectivo de trabajo busca el equilibrio en la vida social, incluyendo al patrono y el bienestar de los trabajadores. Julián Arturo de Diego define el Derecho Colectivo de Trabajo como la parte “…del derecho de trabajo, que se ocupa de reglar las relaciones, deberes y derechos entre los sujetos colectivos, que generalmente son los sindicatos en representación de los trabajadores y un empleador, un grupo de empleadores o una entidad representativa de empleadores por el sector empresario…”





1. Un contrato colectivo de trabajo, también llamado convenio colectivo de trabajo o convención colectiva de trabajo es un tipo peculiar del cual se deriva de contrato celebrado entre los trabajadores y los empleadores de una empresa o un sector laboral.





1. El uso del término “Colectivo Judicial” en las diferentes comunicaciones internas y externas al Poder Judicial se ha entendido que refiere a las personas trabajadoras activas de este Poder de la República.





1. Lo establecido en el artículo 240 de la Ley 9544 del FJPPJ cita:





“…Artículo 240-    La Junta Administradora estará conformada por tres miembros que serán electos democráticamente por el colectivo judicial…





...Los miembros de la Junta Administradora no devengarán ninguna dieta pero sí contarán con los permisos necesarios para atender las sesiones…”  El subrayado es nuestro





Lo anterior limita los “…permisos necesarios…” a las personas trabajadoras del Poder Judicial quiénes serían los únicos sujetos objeto de esta prerrogativa.





Por otra parte, el artículo 235, establece que el Fondo estará conformado con la cotización tripartita del Servidor judicial, el Estado y el Poder Judicial (en su calidad de patrono), de ahí que reconoce como parte constitutiva del Fondo a la persona servidora judicial, no así a jubilados y pensionados; quienes ya no tienen una relación laboral con el Poder Judicial (patrono).  A la letra, dicho artículo señala:





“…Artículo 235- Con las cotizaciones de los servidores judiciales, el Estado y el Poder Judicial, la Junta conformará un Fondo, el cual se incrementará con los réditos producidos por sus inversiones. Ese Fondo debe mantenerse separado física y contablemente, y es independiente del patrimonio de la Junta Administrativa y del patrimonio del Poder Judicial…”





De igual forma el artículo 236, señala que la retención del 13% que se hace a las personas jubiladas y pensionadas, es uno de los ingresos más de los que dispondrá el Fondo, y lo equipara a los ingresos que se tendrían por rendimiento de las inversiones. Debe tenerse presente que entre el Poder Judicial y las personas jubiladas no existe una relación laboral; sino que hasta hoy lo que ha existido es que el Poder Judicial, como institución pública, no como Patrono, administra el Fondo.  Sin embargo, esa pasará a un ente privado, donde las personas trabajadoras tienen el derecho de escoger tres representantes para que en conjunto con el patrono (Poder Judicial) administren el Fondo.





Por otra parte, la opinión jurídica basada en que los jubilados son parte del Colectivo Judicial porque se les continúa reteniendo el 13% como un aporte al Fondo y las decisiones que se tomen les afecta, se aplicaría también para las personas pensionadas, que ante el Fondo, son igualmente sujetos pasivos, que obtienen un beneficio.  Sin embargo, las excluyen por un tema de “conteo de votos”, lo que, en nuestro criterio no resulta válido.





De lo antes expuesto, se considera que el concepto de Colectivo Judicial y Persona Electora se circunscribe en el “…el conjunto de las personas trabajadoras activas (en propiedad o interina), que tengan nombramiento vigente registrado y aprobado tanto en la Dirección de Gestión Humana, así como en el Sistema de Proposición Electrónica de Nombramientos (denominada PIN)…”.





1. El artículo 8 establece:





“…Artículo 8.- Reelección de integrantes de la Junta Administradora o apertura del concurso. Seis meses antes de vencer el nombramiento de los integrantes de la Junta Administradora, la Corte Plena tomará un acuerdo para determinar si reelige o no a los integrantes de la Junta Administradora anterior.  Para tomar dicho acuerdo la votación de reelección se aprobará por mayoría simple, es decir, la mitad más uno de las personas integrantes de la Corte Plena.  La reelección será por cinco años.





En caso de que la Corte Plena no acuerde la reelección, tomará un acuerdo ordenando a la Dirección de Gestión Humana abrir el concurso para la designación de los tres integrantes de la Junta Administradora y los tres integrantes suplentes, cuyo nombramiento corresponde hacerlo a la Corte Plena…” 





El artículo 240 de la LOPJ, reformado el 22 de mayo pasado (Ley 9544), establece que “La Junta Administradora estará conformada por tres miembros que serán electos democráticamente por el colectivo judicial, así como por tres miembros designados por la Corte Plena,…”  








En este punto, la Comisión en pleno se separa del criterio de la Dirección Jurídica, porque estima que para establecer a los integrantes de la Junta Administradora y los tres integrantes suplentes cuyo nombramiento corresponde hacerlo a la Corte Plena debe omitirse la apertura de concursos, ya que es facultativo de la Corte Plena como órgano colegiado la designación de las personas que integrarán dicha Junta, considerando los perfiles competenciales y requisitos que la citada norma (Ley 9544) exige para dichos candidatos. 





1. Respuestas al cuestionario formulado por el Equipo de Traslado del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial (oficio n° DJ-AJ-1863-2018)





Con oficio n°CS-79-2018 de fecha 31 de mayo de 2018, se solicitó conforme lo establece la Ley de Control Interno n° 8292 (artículo 21 y 22 d)) asesoría en virtud de la aplicación de la Ley 9544 Fondo de Jubilaciones, respecto de los siguientes apartados de este oficio:





“[…]





9.- Definir posible esquema jurídico de donación de los sistemas y servicios





El artículo 239 párrafo 1° de la Ley Orgánica del Poder Judicial, según modificación realizada por la ley 9544, clara y expresamente establece que se crea la Junta Administrativa del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, como un órgano del Poder Judicial.  De manera que resulta clara la pertenencia de dicha Junta Administrativa al Poder Judicial, con todas las implicaciones.





Dicho lo anterior, es oportuno señalar que el artículo 239 párrafo 5 de la citada ley señala que la Junta Administrativa “Se financiará con una comisión por gastos administrativos que surgirá de deducir un cinco por mil de los sueldos que devenguen los servidores judiciales así como las jubilaciones y las pensiones a cargo del Fondo.  Con estos recursos se pagarán las dietas de los miembros de la Junta Administrativa, los salarios de su personal y, en general, sus gastos administrativos.  Los recursos ociosos serán invertidos de conformidad con lo previsto en el artículo 237 de esta ley.”





Si bien, el artículo 239 párrafo 5 antes citado establece la comisión por gastos administrativos, en un inicio, muy probablemente ese dinero resulte insuficiente para cubrir los gastos administrativos más los salarios de la Junta Administrativa.  Es por ello que actualmente resulta palpable la necesidad de que el Poder Judicial brinde un razonable apoyo material a la Junta Administrativa.  Lo anterior, en vista de que debe evitarse cualquier riesgo, entre ellos, el de que, por falta de previsión, se vea afectado el inicio del funcionamiento de este nuevo órgano.  Todo esto se fundamenta en el artículo 14 de la Ley General de Control Interno, que establece lo siguiente:





“Artículo 14.- Valoración del riesgo.  En relación con la valoración del riesgo, serán deberes del jerarca y los titulares subordinados, entre otros, los siguientes:





1. Identificar y analizar los riesgos relevantes asociados al logro de los objetivos y metas institucionales, definidos tanto en los planes anuales operativos como en los planes de mediano y largo plazos.





1. Analizar el efecto posible de los riesgos identificados, su importancia y la probabilidad de que concurran, y decidir las acciones que se tomarán para administrarlos.





1. Adoptar las medidas necesarias para el funcionamiento adecuado del sistema de valoración de riesgo y para ubicarse por lo menos en un nivel de riesgo organizacional aceptable.





1. Establecer los mecanismos operativos que minimicen el riesgo en las acciones por ejecutar.





Obsérvese que negarle el apoyo del Poder Judicial a la Junta Administrativa del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, bien podría generar responsabilidad administrativa del Estado (artículos 190 y siguientes de la Ley General de la Administración Pública).  De manera que, resulta razonable y evidente que el Poder Judicial debe apoyar el inicio y desarrollo del funcionamiento de la Junta Administrativa del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.  Aquí debe destacarse que la Junta Administrativa es un órgano del Poder Judicial; por eso, no resulta viable un convenio de la misma institución con ella misma. Por esta razón, lo recomendable es que el Consejo Superior tome un acuerdo (acto administrativo), para que quede claramente constando en un documento: los plazos, los objetivos y las responsabilidades de todo el apoyo que el Poder Judicial va a dar a esa Junta y de los compromisos que la Junta Administradora adquiere.   De manera que, la Dirección Jurídica deja a criterio del Consejo Superior decir qué recursos son necesarios para apoyar la entrada en funcionamiento de la Junta Administrativa del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.





De momento se vislumbra la necesidad de fijar un plazo inicial de dos años para dar un apoyo fuerte.  Posteriormente, se irá analizando el avance logrado por la Junta Administrativa, para determinar qué nivel de colaboración y apoyo requieren.





El fundamento jurídico de la tesis aquí expuesta se basa en el mandato constitucional establecido en el artículo 9 que señala que el Gobierno de la República es responsable; de manera que, el Poder Judicial está llamado a actuar en forma responsable.  Además, debe brindar todo el apoyo y respaldo que como Estado debe garantizar, a favor de la Seguridad Social que por supuesto incluye los Fondos de Jubilaciones y Pensiones.  Todo esto con fundamento en el artículo 50 de la Constitución Política, según el cual el Estado procurará el mayor bienestar a todos los habitantes del país y el más adecuado reparto de la riqueza.  Asimismo, los artículos 73 y 74 de la citada Constitución, establecen el apoyo del Estado a los seguros sociales en beneficio de las personas trabajadoras, lo que incluye el riesgo de la vejez.  Obsérvese que los derechos y beneficios de la seguridad social son irrenunciables.  Además, dice el constituyente que su enumeración no excluye otros que deriven el principio cristiano de justicia social y que indique la ley.  Finalmente, el citado artículo 74 menciona que el Estado debe procurar una política permanente de solidaridad nacional.





No debe obviarse que hay una relación interorgánica del órgano con personalidad jurídica instrumental, por lo que no puede ni conceptualizarse desligado del Poder Judicial, ni puede considerarse que resulte improcedente que los recursos institucionales pueden ser destinados para la Junta creada. Es menester destacar que esta Junta administra Fondos Públicos, y por consiguiente resulta inherente al control interno, tal y como se ha indicado, la necesidad de la gestión pública institucional para garantizar la solvencia del Fondo respectivo.  





10.- Definir esquema de traslado de información.





La labor de definir el esquema de traslado de la información no es una tarea jurídica, sino que es un trabajo que debe planearse desde el punto de vista administrativo y tecnológico.  Al respecto, la Dirección Jurídica estima que esa labor debe realizarse en una etapa más avanzada, porque para hacerlo es necesario llegar a acuerdos acerca de qué tipo de información se va a trasladar, cuáles serán los servidores u oficinas responsables de enviar y recibir la información, establecer un cronograma, etc.





La toma de estos acuerdos corresponderá hacerla a las personas que integren la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial (una vez que esté integrada y tenga cierto grado de articulación para tomar decisiones), junto con el Equipo de Traslado del Fondo, el cual fue integrado por el Consejo Superior en la sesión N° 33-18, celebrada el 24 de abril de 2018, artículo XXXVI.





Según se indica en el acuerdo del Consejo Superior tomada en la sesión N° 39-18 celebrada el 10 de mayo del 2018, artículo II, el equipo de trabajo que gestionará el traslado del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial a la nueva Junta Administradora, es coordinado por el Máster Carlos Montero Zúñiga, con el apoyo de la integrante la Máster Laura Chaves Lavagni y los siguientes directores (as) y Jefe Departamental:





0. Dirección Ejecutiva.


0. Dirección Jurídica.


0. Dirección de Gestión Humana.


0. Dirección de Tecnología de la Información.


0. Departamento Financiero Contable.





Los acuerdos tomados por la Junta Administradora y el Equipo de Traslado del Fondo, podrán hacerse constar en el acuerdo del Consejo Superior (acto administrativo) mencionado en la pregunta 9…”





Lo anteriormente expuesto, se realiza con el fin de que sea de conocimiento del Consejo Superior, con el fin de brindar trámite oportuno a la implementación de la Ley 9544 y cumplir con los plazos establecidos en sus transitorios.





(…)”   
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En sesión N° 33-18, celebrada el 24 de abril de 2018, artículo XXXVI, en vista de la aprobación del proyecto de ley para el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en segundo debate por parte de la asamblea legislativa, se dispuso conformar un equipo de trabajo con el fin de determinar los alcances y consecuencias al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, por lo cual, se propuso a los máster Laura Chaves Lavagni y Carlos Montero Zúñiga, para que integraran el citado equipo.





Luego, sesión Nº 39-18 celebrada el 10 de mayo del 2018 artículo II se tomó nota del informe N° CS-60-2018 del 7 de mayo de 2018, remitido por el máster Carlos Montero Zúñiga, integrante de este Consejo y Coordinador del Equipo Traslado FPPJP, referente a los análisis y acuerdos del equipo de trabajo sobre la entrada en vigencia de la Ley 19922 del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. Se instó a la Dirección Jurídica para que a la brevedad emitiera el criterio jurídico solicitado, así como el proyecto de Reglamento para la conformación de la Junta Administrativa, que debería presentarse el 15 de mayo de 2018.





Seguidamente, en sesión N° 46-18 del 22 de mayo de 2018, artículo XIII, se tomó el acuerdo cuya parte dispositiva dice:


“(…)





Se acordó: 1.-) Tomar nota de lo gestionado anterior e integrar a la Directora del Despacho de la Presidencia al grupo de trabajo de la redacción al proyecto de Reforma al Régimen de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial. Asimismo incorporar al citado grupo a la Jefa de la Sección Auditoría del Fondo de Jubilaciones y Pensiones. 2.-) Acoger parcialmente la solicitud presentada por la Dirección Jurídica en oficio N° DJ-AJ-1655-2018, y otorgar el plazo de tres días para que entregue de forma prioritaria el criterio jurídico solicitado por este Consejo en sesión N° 39-18 del 10 de mayo del 2018 artículo II, por cuanto el día de hoy en La Gaceta N° 89 fue publicada la Ley N° 9544, que Reforma el Régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, contenido en la Ley N° 7333, Ley Orgánica del Poder Judicial del 5 de mayo de 1993 y sus Reformas. Se declara acuerdo firme.”





- 0 -


Finalmente, en sesión N° 51-18 del 5 de junio de 2018, artículo LXXI el máster Montero Zúñiga, informó que por parte de la Comisión ya se recibió el informe de la Dirección Jurídica, mismo que se estaba estudiando para hacerlo de conocimiento del Consejo Superior.





Se acordó: 1.) Tener por presentado el informe del Equipo de Traslado Ley 19922 del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial (FPPJP). 2.) Trasladar el Reglamento de elección de los integrantes de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, así como los oficios n°. DJ-AJ-1863-2018, de fecha 30 de mayo de 2018 y n° DJ-AJ-1889-2018 de fecha 1 de junio de 2018, a conocimiento de la Corte Plena.  3.) De conformidad con lo que establece el artículo 240 de la Ley N° 9544, conceder audiencia por el término de 10 días hábiles a las Asociaciones Gremiales y Sindicatos del Poder Judicial, debidamente acreditadas en la Secretaría General de la Corte, para que formulen ante la Corte Plena las observaciones al citado reglamento. 4.) Respetuosamente se solicita a la Corte Plena dar un trámite oportuno con el fin de cumplir con los plazos establecidos en sus transitorios.





La Auditoría tomará nota para lo que corresponda. Se declara acuerdo firme.”


























Consejo Superior del Poder Judicial, en la sesión N° 59-18 celebrada el 3 de julio del 2018, que literalmente dice:





[bookmark: _Toc517968707]“ARTÍCULO XLIII 








DOCUMENTO Nº 4741-18, 7198-18





La máster Kattia Morales Navarro, Directora de Tecnología de Información y la máster Roxana Arrieta Meléndez, Directora de Gestión Humana, mediante oficio N° 2394-DTI-2018/406-DGH-2018 recibido el 22 de junio del 2018, comunicaron:


“Mediante el oficio 2014-DTI-2018/2471-DE-2018/313-DGH-2018/295-FC-2018 remitido el paso 28 de mayo se indicó:





“En atención al oficio Nº 5206-18 de fecha 23 de mayo de 2018, mediante el cual se comunica lo dispuesto por el Consejo Superior en sesión N.º 46-18 celebrada el 22 de mayo de 2018, artículo VI, en el cual, se acordó: 





“[…] 1.) Solicitar a las Direcciones de Gestión Humana, Tecnología de la Información y al Departamento de Financiero Contable, que coordinen lo correspondiente para que a partir de esta fecha se apliquen los rebajos por concepto de aporte obrero (13%), comisión por gastos de administración (5 por mil) de los sueldos que devenguen las personas servidoras judiciales y así como de las jubilaciones y pensiones que se pagan con cargo al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. De igual forma deberá rebajarse la contribución especial, solidaria, y redistributiva a las personas jubiladas y pensionadas, conforme lo dicta el artículo 236 bis de esta ley. En caso de que se presente algún inconveniente técnico para ello se deberá informar a este Consejo, así como las alternativas para solventarlo. 2.) El Departamento de Prensa y Comunicación Organizacional, tomará nota para hacer la divulgación de este acuerdo.” 





Pago de empleados Judiciales 





En el caso de los empleados judiciales los rebajos por concepto de aporte obrero (13%) y por comisión por gastos de administración (5 por mil) de los sueldos que devenguen las personas servidoras judiciales, se realizarán a partir de la primera quincena del mes de junio del año en tránsito.  





Sin embargo, por la forma en que está diseñado el Sistema de Recursos Humanos, no fue   factible realizar estos rebajos para el período del 22 al 30 de mayo en el pago de la Segunda Quincena de Mayo. Lo anterior obedece a que el proceso de generación de planillas está estructurado para generar el pago de toda una quincena, no para un período de días como se requiere en este caso.  





Por lo anterior, para poder aplicar los rebajos en el período señalado la Dirección de Tecnología tiene que desarrollar cambios importantes en el proceso de pago, a saber: 





                Generación de un proceso que aplica las deducciones a toda la población judicial en el período señalado.





                Modificación del Proceso de Generación de pago, para que en caso de pago de retroactivos correspondientes a las fechas del 22 al 30 de mayo, se apliquen las deducciones señaladas.





El tiempo estimado para el desarrollo de estos procesos, así como el correspondiente proceso de pruebas por parte de la Dirección de Gestión Humana se estima en 1 mes. Por lo que las deducciones correspondientes al período comprendido entre el 22 y el 30 de mayo se estarían aplicando hasta la primera quincena de julio.”





En relación con lo anterior, se informa que la Dirección de Tecnología realizó el desarrollo de los procesos para aplicar las deducciones del 22 al 30 de mayo, mismos que se encuentran en pruebas por parte de la Dirección de Gestión Humana. Sin embargo, se considera necesario incluir dentro de las pruebas, un escenario adicional mediante el cual se aplique el aumento de revaloración por costo de vida como un monto fijo, para certificar que el sistema funciona adecuadamente con ambos aspectos: aplicando la deducción del 22 al 30 de mayo y pagando una revaloración por costo de vida con un monto fijo. Lo anterior, previendo la aplicación de las medidas dictadas por el Ministerio de Hacienda para la contención del gasto público.





Por lo tanto, se recomienda que la aplicación de la deducción del 22 al 30 de mayo se realice hasta que la Dirección de Gestión Humana finalice las pruebas en conjunto con la Dirección de Tecnología, considerando el escenario de la aplicación de revaloración de costo de vida con un monto fijo. Se estima que dichas pruebas finalizarán en el mes de julio, por lo que la aplicación de la deducción se prevé para la segunda quincena de agosto, se aclara que dicha fecha estaría sujeta al resultado de las pruebas.”
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En la sesión N° 46-18 celebrada el 22 de mayo del 2018, artículo VI, en razón de haberse publicado en La Gaceta N° 89 de hoy 22 de mayo de 2018, la Ley N° 9544, que Reforma el Régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, contenido en la Ley N° 7333, Ley Orgánica del Poder Judicial del 5 de mayo de 1993 y sus Reformas, conforme las atribuciones y responsabilidades que impone a este Consejo el Transitorio I de dicha normativa, se dispuso solicitar a las Direcciones de Gestión Humana, Tecnología de la Información y al Departamento de Financiero Contable, que coordinarán lo correspondiente para que a partir de esta fecha se aplicaran los rebajos por concepto de aporte obrero (13%), comisión por gastos de administración (5 por mil) de los sueldos que devenguen las personas servidoras judiciales y así como de las jubilaciones y pensiones que se pagan con cargo al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.  De igual forma deberá rebajarse la contribución especial, solidaria, y redistributiva a las personas jubiladas y pensionadas, conforme lo dicta el artículo 236 bis de esta ley. En caso de que se presentara algún inconveniente técnico para ello se debería informar a este Consejo, así como las alternativas para solventarlo. A esos efectos, el Departamento de Prensa y Comunicación Organizacional, tomaría nota para hacer la divulgación de este acuerdo. 





Luego, en sesión Nº 52-18 celebrada el 6 de junio del 2018, artículo XXXI, se tuvo por rendido el informe suscrito por las máster Kattia Morales Navarro, Ana Eugenia Romero Jenkins y Roxana Arrieta Meléndez, así como el máster Miguel Ovares Chavarría, por su orden, Directora de Tecnología de la Información, Directora Ejecutiva, Directora interina de Gestión Humana y Jefe del Departamento Financiero Contable, mediante oficios N° 2014-DTI-2018/2471-DE-2018/313-DGH-2018/295-FC-2018 de 28 de mayo de 2018, conforme las atribuciones y responsabilidades que impone el Transitorio I de la Ley N° 9544, que Reforma el Régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, contenido en la Ley N° 7333, Ley Orgánica del Poder Judicial del 5 de mayo de 1993 y sus Reformas, en relación a la aplicación de rebajos para los servidores y servidoras, además de jubilados judiciales. 





Por los motivos expuestos, se acordó: Acoger la gestión presentada; en consecuencia: Autorizar para que la aplicación de la deducción del 22 al 30 de mayo de 2018, en razón al acuerdo tomado por este Consejo en sesión N° 46-18 del 22 de mayo del 2018, artículo VI, en el que se conoció la entrada en vigencia de la ley N° 9544, que Reforma el Régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, contenido en la Ley N° 7333, Ley Orgánica del Poder Judicial del 5 de mayo de 1993 y sus Reformas, se realice hasta que la Dirección de Gestión Humana finalice las pruebas señaladas en conjunto con la Dirección de Tecnología de la Información, por lo que  deberán de tomar las medidas pertinentes para que los rebajos sean aplicados en las fechas indicadas, a esos efectos comunicar a las citadas direcciones que esta autorización se da por única vez. Se declara acuerdo firme.”





                                                                        








Consejo Superior del Poder Judicial, la sesión N°59-18 celebrada el 3 de julio del 2018 tomó el acuerdo que literalmente dice:


1. 





[bookmark: _Toc501036409][bookmark: _Toc517968814]“ARTÍCULO LXXVII





DOCUMENTO N°4741-18, 7158-18





Mediante oficio N°0874-18 del 21 de junio de 2018, recibido en la Secretaría General de la Corte, el licenciado Álvaro Rodríguez Zamora, Secretario General de la Asociación Nacional de Investigadores en Criminalística (ANIC), comunicó lo siguiente:





“En virtud de que esta Asociación, interpuso dos Acciones Inconstitucionalidad contra el artículo 208 bis de la ley 9544, la publicación del proyecto de ley que modifica el aporte obrero al Fondo de Jubilación del Poder Judicial, considerando que el numeral 41, en relación al 81 y siguiente de la Ley de Jurisdicción Constitucional, establece de Pleno Derecho, la suspensión del Acto Administrativo impugnado, que aplica la normativa supracitada, solicitamos, con el debido respeto, sean suspendidas las deducciones del Fondo de Pensiones a los funcionarios activos, jubilados y pensionados del Poder judicial, hasta tanto exista pronunciamiento de fondo por parte de la Sala Constitucional que conoce de las impugnaciones.





Para efectos de consideración e información, esta representación interpuso, la Acción N°18-008267-007-CO, del cual adjunto copia del documento y su respetivo recibido, lo que se suma a otras conexas, verbigracia, la causa número 18-008591-0007-CO, que se han acumulado e interpuestas por otros Frentes Gremiales y terceros afectados, que suman al día de hoy más de 20. Por tanto:





Solicito se suspenda el acto administrativo a efecto de no agravar la difícil situación económica de los funcionarios judiciales activos e inactivo, hasta tanto,  la Sala Constitucional resuelva en definitiva. 





(…)”
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En la sesión N°46-18 celebrada el 22 de mayo del 2018, artículo VI, en razón de haberse publicado en La Gaceta N°89 del 22 de mayo de 2018, la Ley N°9544, que Reforma el Régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, contenido en la Ley N°7333, Ley Orgánica del Poder Judicial del 5 de mayo de 1993 y sus Reformas, conforme las atribuciones y responsabilidades que impone a este Consejo el Transitorio I de dicha normativa, se dispuso solicitar a las Direcciones de Gestión Humana, Tecnología de la Información y al Departamento de Financiero Contable, que coordinarán lo correspondiente para que a partir de esta fecha se aplicaran los rebajos por concepto de aporte obrero (13%), comisión por gastos de administración (5 por mil) de los sueldos que devenguen las personas servidoras judiciales y así como de las jubilaciones y pensiones que se pagan con cargo al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.  De igual forma deberá rebajarse la contribución especial, solidaria, y redistributiva a las personas jubiladas y pensionadas, conforme lo dicta el artículo 236 bis de esta ley.  En caso de que se presentara algún inconveniente técnico para ello se debería informar a este Consejo, así como las alternativas para solventarlo. A esos efectos, el Departamento de Prensa y Comunicación Organizacional, tomaría nota para hacer la divulgación de este acuerdo. 





Posteriormente, en sesión Nº52-18 celebrada el 6 de junio del 2018, artículo XXXI, se tuvo por rendido el informe suscrito por las máster Kattia Morales Navarro, Ana Eugenia Romero Jenkins y Roxana Arrieta Meléndez, así como el máster Miguel Ovares Chavarría, por su orden, Directora de Tecnología de la Información, Directora Ejecutiva, Directora interina de Gestión Humana y Jefe del Departamento Financiero Contable, mediante oficios N°2014-DTI-2018/2471-DE-2018/313-DGH-2018/295-FC-2018 de 28 de mayo de 2018, conforme las atribuciones y responsabilidades que impone el Transitorio I de la Ley N°9544, que Reforma el Régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, contenido en la Ley N°7333, Ley Orgánica del Poder Judicial del 5 de mayo de 1993 y sus Reformas, en relación a la aplicación de rebajos para los servidores y servidoras, además de jubilados judiciales. Debería el Departamento de Prensa y Comunicación Organizacional tomar las medidas necesarias, a fin mantener a la población judicial informada sobre el tema de cita.





Se acordó: Denegar la solicitud presentada por el licenciado Álvaro Rodríguez Zamora, Secretario General de la Asociación Nacional de Investigadores en Criminalística (ANIC), por cuanto mientras los servidores y servidoras judiciales laboren en este Poder de la República legalmente no posible que renuncien al régimen jubilatorio establecido en la Ley Orgánica del Poder Judicial para trasladarse al régimen de la Caja Costarricense de Seguro Social, y por ende, mientras mantenga su esa condición deben contribuir con el Fondo de Jubilaciones y Pensiones con el 13% y el cinco por mil, según lo establecido en los artículos 236 inciso 1) y 239 de ese cuerpo normativo. No obstante, en caso de que cese su relación con el Poder Judicial y labore en otra dependencia, tiene derecho al traslado de las cotizaciones a la Caja Costarricense de Seguro Social (CCSS) ó a la institución administradora del régimen básico en el que se les vaya a otorgar la jubilación o pensión, conforme lo dispone el numeral 236 de la citada Ley Orgánica.”




















Consejo Superior del Poder Judicial, en la sesión N° 62-18 celebrada el 12 de julio del 2018, que literalmente dice:





[bookmark: _Toc518927857]“ARTÍCULO LXXXIV





DOCUMENTO N° 4741-18, 7619-18





El señor Jonathan Flores Mata, Director Nacional de la Asociación de Empleados Públicos y Privados ANEP, remitió mediante oficio N° CO-UDO-FP-07-354-2018 del 3 de julio de 2018, gestiono lo siguiente:





“El suscrito Jonathan Flores Mata, cédula de identidad número 3-0411-0962, en mi condición de Directivo Nacional de la Asociación Nacional de Empleados Públicos y Privados, ANEP, me apersono ante su distinguida autoridad, de conformidad con el artículo Nº 27 de la Constitución Política, lo establecido en la ley 9097, y el canon Nº 32 de la Ley de Jurisdicción Constitucional, con el objetivo de solicitarles lo siguiente: 





Desde nuestra organización sindical se representa, en estricto apego al marco de legalidad vigente, a una importante cantidad de funcionarios perteneciente al Poder Judicial. En vista de ello es que son cada vez más frecuentes las consultas recibidas por temas de interés general, como todo aquello atinente a la materia del sistema de pensiones de tan importante poder de la república.





Debido a ello, se torna menester permanecer lo más actualizado e informado posible, respecto al abordaje que se le brinda al tópico en mención, sea desde el ámbito de la Corte Plena, el digno Consejo Superior, o la Junta Administrativa. Por ende, solicitamos con el mayor de los respetos se nos informe cada vez que uno de los órganos colegiados supra indicados tome un acuerdo o decisión con referencia al sistema de pensiones de las y los servidores del Poder Judicial. 





La ocasión es apta para externarles las más altas muestras de respeto, nos ponemos a disposición para lo que considere conveniente mediante, señalando como medios de notificación el fax: 2257-8859, o en su defecto, las dirección electrónica, jonathanflores@anep.or.cr”
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En sesión N° 33-18, celebrada el 24 de abril de 2018, artículo XXXVI, en vista de la aprobación del proyecto de ley para el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en segundo debate por parte de la asamblea legislativa, se dispuso conformar un equipo de trabajo con el fin de determinar los alcances y consecuencias al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, por lo cual, se propuso a los máster Laura Chaves Lavagni y Carlos Montero Zúñiga, para que integraran el citado equipo.





Luego, sesión Nº 39-18 celebrada el 10 de mayo del 2018 artículo II se tomó nota del informe N° CS-60-2018 del 7 de mayo de 2018, remitido por el máster Carlos Montero Zúñiga, integrante de este Consejo y Coordinador del Equipo Traslado FPPJP, referente a los análisis y acuerdos del equipo de trabajo sobre la entrada en vigencia de la Ley 19922 del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. Se instó a la Dirección Jurídica para que a la brevedad emitiera el criterio jurídico solicitado, así como el proyecto de Reglamento para la conformación de la Junta Administrativa, que debería presentarse el 15 de mayo de 2018.





Seguidamente, en sesión N° 46-18 del 22 de mayo de 2018, artículo XIII, se tomó el acuerdo cuya parte dispositiva dice:


“(…)





Se acordó: 1.-) Tomar nota de lo gestionado anterior e integrar a la Directora del Despacho de la Presidencia al grupo de trabajo de la redacción al proyecto de Reforma al Régimen de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial. Asimismo incorporar al citado grupo a la Jefa de la Sección Auditoría del Fondo de Jubilaciones y Pensiones. 2.-) Acoger parcialmente la solicitud presentada por la Dirección Jurídica en oficio N° DJ-AJ-1655-2018, y otorgar el plazo de tres días para que entregue de forma prioritaria el criterio jurídico solicitado por este Consejo en sesión N° 39-18 del 10 de mayo del 2018 artículo II, por cuanto el día de hoy en La Gaceta N° 89 fue publicada la Ley N° 9544, que Reforma el Régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, contenido en la Ley N° 7333, Ley Orgánica del Poder Judicial del 5 de mayo de 1993 y sus Reformas. Se declara acuerdo firme.”
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Posteriormente, en sesión N° 51-18 del 5 de junio de 2018, artículo LXXI el máster Montero Zúñiga, informó que por parte de la Comisión ya se recibió el informe de la Dirección Jurídica, mismo que se estaba estudiando para hacerlo de conocimiento del Consejo Superior.





Finalmente, en sesión N° 56-18 celebrada el 21 de junio de 2018, artículo LXXXIII, se tuvo por presentado el informe del Equipo de Traslado Ley 19922 del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial (FPPJP). Se trasladó el Reglamento de elección de los integrantes de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, así como los oficios n°. DJ-AJ-1863-2018, de fecha 30 de mayo de 2018 y n° DJ-AJ-1889-2018 de fecha 1 de junio de 2018, a conocimiento de la Corte Plena. Así también, de conformidad con lo que establece el artículo 240 de la Ley N° 9544, se concedió audiencia por el término de 10 días hábiles a las Asociaciones Gremiales y Sindicatos del Poder Judicial, debidamente acreditadas en la Secretaría General de la Corte, para que formularan ante la Corte Plena las observaciones al citado reglamento. 





Se acordó: Comunicar al señor Jonathan Flores Mata, Director Nacional de la Asociación de Empleados Públicos y Privados ANEP, que las actas respectivas pueden ser ubicas en la página web institucional o bien en la intranet del Poder Judicial, las cuales contienen buscadores especiales que permiten realizar las consultar a las gestiones respectivas.”











Acta de Consejo Superior Nº 098 - 2019






Principio del formulario





Final del formulario


Fecha: 07 de Noviembre del 2019


Descriptores/Temas: Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial


ARTÍCULO XXXVII


DOCUMENTO N° 13979-19


La máster Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva, mediante oficio N° 5028-DE-2019 del 28 de octubre de 2019, gestiono lo siguiente:


“Mediante oficio N° 335-SC-2019 recibido el 2 de setiembre anterior, el Departamento Financiero Contable rindió informe sobre el “Saldo del Aporte Obrero al Fondo de Jubilaciones y Pensiones (FJPPJ)” en los siguientes términos:


“Mediante oficio N ° 448-SC-2018 del 20 de diciembre 2018 se consultó a la Dirección de Gestión Humana sobre los saldos existentes en las cuentas por cobrar del aporte obrero, al no recibir respuesta se envió la reiteración del mismo mediante oficio N° 63-SC-2018 del 1 de marzo de 2019


De lo cual, con oficio N° 358-UD-AS-2019 recibido el 6 de marzo de 2019, la Dirección de Gestión Humana indica que no presenta sumas pendientes de cancelar por concepto de aporte obrero.


Posteriormente, se remite al Sistema Contable (compañeros de este Macroproceso) la consulta sobre los saldos junto con la respuesta dada por Gestión Humana para la revisión en el sistema, de lo cual indican que el sistema realiza los cálculos del aporte obrero tomando como base la información que dicha Dirección carga en las interfases ya establecidas, por lo cual los cálculos automáticos que realiza el sistema tienen la misma fuente.


Por tanto, se solicitó a la Dirección de Gestión Humana mediante correo electrónico del 18 de julio 2019, la generación de reportes con información necesaria que permita un análisis y procurar determinar el origen de las diferencias: (con el número de cédula, año aplica, periodo aplica año de pago, etc.), sin embargo, con correo electrónico del 27 de agosto de 2019, dicha Dirección indica que no hay una forma de extraer la información solicitada. Debido a que en la actualidad los aportes no se guardan por persona, sino por subpartida, por lo que se solicitó la mejora ante la Dirección de Tecnología de Información para que los aportes se guarden desglosados por persona, de forma tal que a futuro, sea posible extraerlos, sin embargo, no es posible que los compañeros de Dirección de Tecnología de Información puedan atenderla de forma inmediata ya que tienen prioridades.


Por tal razón, se hace del conocimiento a la Dirección Ejecutiva para que indique si pese a que a nivel de sistema contable existen cuentas por cobrar, pero la Dirección de Gestión Humana informa que no presenta sumas pendientes de cancelar por concepto de aporte obrero, se autorice reversar los saldos, ya que como se explicó anteriormente no se cuentan con las bases de información para revisar a detalle la inconsistencia de dicha diferencia. Además, autorice para que mensualmente el Macroproceso Financiero Contable remita por oficio a la Dirección de Gestión Humana la consulta de los saldos por cobrar de aporte obrero y de mantenerse la respuesta dada por Gestión Humana de no existir rubros pendientes por pagar del aporte obrero, se procederá con la reversión, hasta tanto se cuente con los insumos necesarios para poder hacer un análisis de la información.


(…)


			2019


			I Quincena Julio


			Ordinaria


			1,328,958,910.25


			1,328,906,675.86


			52,234.39





			2019


			I Quincena Julio


			Adicional


			724,862.37


			0.00


			724,862.37





			2019


			II Quincena Julio


			Adicional


			1,761,751.72


			1,760,278.25


			1,473.47





			2019


			II Quincena Julio


			Ordinaria


			1,440,219,543.72


			1,440,131,695.46


			87,848.26





			


			


			


			


			


			12,578,699.23








Por lo anterior, esta Dirección Ejecutiva mediante nota N° 3985-DE-2019 de fecha 3 de setiembre pasado, pidió a la Dirección de Gestión Humana que se refiriera, obteniendo como respuesta el oficio PJ-DGH-SAS-5509-2019, que se transcribe:


“En atención al oficio No. 3985-DE-2019, con fecha 03 de setiembre del 2019, donde se solicita se refiera a los saldos existentes en las cuentas por cobrar del aporte obrero del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, nos permitimos emitir las siguientes consideraciones


· Mediante oficio No. 448-SC-2018 del 20 de diciembre 2018, el Departamento Financiero Contable remite un cuadro con la información correspondiente a los montos por cuota obrera, de planillas con saldos pendientes de liquidar. Por otro lado, la Unidad de Deducciones brindó respuesta mediante oficio 358-UD-AS-2019 con fecha 15 de febrero 2019, donde se analizaron los montos de aporte obrero contra el Sistema Nacional de Pagos Electrónicos (SINPES), creando un archivo en Excel donde se evidencia los montos comunicados al Macroproceso de Financiero Contable, así como la línea con el código "9060000005" (Código asignado al rebajo del aporte obrero) reportado al Ministerio de Hacienda mediante el SINPE deducciones, de manera que se muestra que no presentan sumas pendientes de cancelar por concepto de aporte obrero.


· Adicionalmente, se hace de conocimiento que esta Dirección, dentro del procedimiento que realiza la Unidad de Deducciones, remite de forma quincenal los montos generados por el sistema SIGA (Sistema Integral de Gestión Administrativa), correspondientes al aporte obrero, tanto para las planillas ordinarias, extraordinarias y colectivas, siendo que, se remiten los archivos con los formatos así requeridos por el Macroproceso de Financiero Contable, por lo que al día de hoy se reitera que esta Dirección no cuenta con las diferencias presentadas por dicho Departamento.


· Aunado a lo anterior, esta Dirección reiterará la gestión remitida a la Dirección de Tecnología de la Información, con la finalidad de que los aportes obreros no se guarden por subpartida, sino por cada persona servidor o servidora judicial, según lo solicitado en el Departamento de Financiero Contable.”


Por lo anterior y salvo que el Consejo Superior disponga lo contrario la Dirección Ejecutiva girará instrucciones al Departamento Financiero Contable para que:


1) Proceda a reversar los saldos existentes en las cuentas por cobrar por aporte obrero al Fondo de Jubilaciones y Pensiones que ascienden a ¢ 12,578,699.23 debido a que la Dirección de Gestión Humana, conforme lo explicó, carece de un detalle que permita, con información fehaciente, ejercer acciones de cobro a las personas servidoras.


2) En lo sucesivo, mensualmente la cuenta por cobrar que se genere producto del procedimiento seguido de registro previo de la reserva, se reversará por los motivos aludidos en el punto anterior.”
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Por mayoría, se acordó: 1.-) Tomar nota del oficio N° 5028-DE-2019 del 28 de octubre de 2019, suscrito por la máster Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva, referente al “Saldo del Aporte Obrero al Fondo de Jubilaciones y Pensiones (FJPPJ)”. 2.-) Deberá el Departamento Financiero Contable: a- Proceder a reversar los saldos existentes en las cuentas por cobrar por aporte obrero al Fondo de Jubilaciones y Pensiones que ascienden a ¢12.578.699,23. b- En lo sucesivo, mensualmente la cuenta por cobrar que se genere producto del procedimiento seguido de registro previo de la reserva, se reversará por los motivos aludidos en el punto anterior.


La integrante Sandra Pizarro Gutiérrez se abstiene de votar, considerado que, a la fecha, el Consejo Superior no es competente para conocer asuntos referentes a la administración del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, por cuanto no existe respaldo jurídico que permita interpretar que este Órgano mantiene dichas competencias. Si bien es cierto el Consejo Superior, era el órgano máximo de dirección del citado Fondo, se estima que actualmente la Junta Administradora indicada en la Ley N°. 9544, está formalmente integrada, lo que evidentemente limita las facultades de este Órgano Colegiado para pronunciarse sobre temas relacionados con la Administración del Fondo de conformidad con el Transitorio I de la Ley 9544:“…En tanto se integre la Junta Administradora, el Consejo Superior del Poder Judicial continuará ejerciendo las atribuciones a que se refieren los incisos 12, 13, 14 y 15 del artículo 81 de la Ley N.º 7333, Ley Orgánica del Poder Judicial, de 5 de mayo de 1993, y sus reformas. (El subrayado o pertenece al original). Además, el acuerdo de Corte Plena, donde se le brinda la potestad de hacerlo a este Órgano, es una decisión de tipo administrativo de un órgano que no tiene competencia para realizar una interpretación auténtica de la ley indicada.


Las Direcciones de Gestión Humana, Ejecutiva y la Auditoria tomarán nota para lo que corresponda.





Consejo Superior del Poder Judicial, en sesión N° 42-2020 celebrada el 30 de abril del 2020, que literalmente dice:





“ARTÍCULO XXI





DOCUMENTO N° 3695-16, 4771-2020





Informa la Secretaría General que en cumplimiento de lo dispuesto por la Corte Plena y el Consejo Superior del Poder Judicial, en las sesiones celebradas el 10 y el 11 de diciembre de 2012, artículos XIII y XXV, respectivamente, en que se conoció el estudio efectuado por la Auditoría Judicial, denominado “Evaluación de la efectividad del proceso de seguimiento de las disposiciones emitidas por Corte Plena y Consejo Superior, que requieren estudios de algunos despachos para su resolución final, se procedió a solicitar a la Dirección de Gestión Humana, mediante oficio Nº 2799-2020 del 19 de marzo del año en curso, que en el plazo de 10 días contados a partir del recibo de la comunicación, remitiera el informe solicitado en la sesión Nº 103-19 celebrada el 26 de noviembre de 2019, artículo LXXXIII o indicara los motivos por los que no se ha contestado oportunamente y defina un plazo prudencial para su remisión.





	Relacionado con lo anterior, la máster Roxana Arrieta Meléndez y las licenciadas Olga Guerrero Córdoba, Maureen Siles Mata, por su orden, Directora interina de Gestión Humana, Subdirectora interina de Proceso de Administración y Jefa de Subproceso de Administración Humana, mediante oficio N° PJ-DGH-SAS-1449-2020 del 1 de abril de 2020, gestionaron lo siguiente:





[bookmark: _Toc501036482]“En sesión N.º 103-19 celebrada el 26 de noviembre del 2019, en artículo LXXXIII, el Consejo Superior, acordó:





Solicitar a la Dirección de Gestión Humana, que modifique el orden de prelación tomando en cuenta la antigüedad de cada gremio y colocando la cuota del Colegio de Abogados en el primer lugar de los Colegios Profesionales y lo remita a este Consejo Superior para su respectiva aprobación.”





Así mismo, en sesión N.º 06-2020 celebrada el 23 de enero del 2020, en artículo V, el Consejo Superior, indicó:





Previamente a resolver lo que corresponda, se acordó: 1.) Solicitar a la Dirección de Gestión Humana que, en el término de diez días, remita a este Consejo Superior una lista con la prelación siguiente: A.) Los primeros 32 cupos mantenerlos igual. B.) Un segundo bloque que estará conformado por las organizaciones gremiales, distribuido en dos subgrupos: 1b.) Asociaciones financieras, la primacía serán las organizaciones financieras del Poder Judicial con aporte Estatal y luego los demás entes gremiales financieros. 2.b.) Las organizaciones gremiales de tipo asociativas del Poder Judicial y de seguido las otras asociaciones externas. C.) En el tercer bloque los Colegios Profesionales encabezados por el Colegio de Abogados y Abogadas de Costa Rica. 2.) Indicar a la Dirección de Gestión Humana, que, salvo las prioridades previamente señaladas en cada bloque, el orden se establecerá respetando la antigüedad. 3) Aclarar, a la citada Dirección que el tema de la Asociación Solidarista de Servidores Judiciales ya fue ratificado en sesión 103-19, celebrada el 26 de noviembre del 2019, artículo LXXXIII.





Por lo anterior, esta Dirección procedió a realizar el orden de prelación, de tal manera que se prioricen las deducciones de interés institucional. Por lo anterior, la propuesta de orden de aplicación sería la siguiente:





Prioridad número 1: Rebajos establecidos como preferentes por ley:





			Descripción Deducción


			Orden de Aplicación


			Nombre Entidad Deductora





			IMPUESTO DE RENTA SOBRE SALARIO


			1


			TESORERIA NACIONAL-IMPTO. SOBRE LA RENTA





			IMPUESTO DE RENTA SOBRE DIETAS


			2


			TESORERIA NACIONAL-IMPTO. SOBRE LA RENTA





			FONDO PENSIONES PODER JUDICIAL, PORCENTAJE FIJO


			3


			FONDO JUBILACIONES-PODER JUDICIAL- (%) -





			FONDO PENSIONES PODER JUDICIAL, SALARIO ESCOLAR


			4


			FONDO JUBILACIONES-PODER JUDIC. SAL.ESC.





			FONDO PENSIONES PODER JUDICIAL, MONTO VARIABLE


			5


			FONDO JUBILACIONES Y PENSIONES- (¢)





			AJUSTE FONDO JUBILACIONES PODER JUDICIAL


			6


			FONDO JUBILACIONES Y PENSIONES-(¢)





			SEGURO DE ENFERMEDAD


			7


			CAJA COSTARRICENSE SEGURO SOCIAL-(5.5%)





			SEGURO DE ENFERMEDAD, SALARIO ESCOLAR


			8


			CAJA COSTARRICENSE SEGURO SOCIAL-SAL.ESC





			AHORRO OBLIGATORIO (Bco. POPULAR)


			9


			BANCO POPULAR-AHORRO OBLIGATORIO-(1%)





			AHORRO OBLIGATORIO (Bco. POPULAR), SALARIO ESCOLAR


			10


			BANCO POPULAR-AH. OBLIG. -SALARIO ESCOLAR





			COMISIÓN GASTOS ADM. FONDO JUBILACIONES


			11


			JUNTA ADMINISTRATIVA FONDO JUBILACIONES





			AJUSTE COMISIÓN GASTOS ADM. FONDO JUBILACIONES


			12


			JUNTA ADMINISTRATIVA FONDO JUBILACIONES





			COMISIÓN GASTOS ADM. FONDO JUBILACIONES SALARIO ESCOLAR


			13


			JUNTA ADMINISTRATIVA FONDO JUBILACIONES





			REBAJO DE SUBSIDIO POR INCAPACIDAD


			14


			PODER JUDICIAL SUBSIDIO POR INCAPACIDAD





			DEDUCCIÓN SUBSIDIOS SALARIO ESCOLAR


			15


			PODER JUDICIAL SUBSIDIO POR INCAPACIDAD





			PENSION ALIMENTARIA


			16


			PODER JUDICIAL





			PENSION ALIMENTARIA AGUINALDO


			16


			PODER JUDICIAL





			PENSION ALIMENTARIA SALARIO ESCOLAR


			16


			PODER JUDICIAL





			EMBARGO


			17


			PODER JUDICIAL





			EMBARGO SALARIO ESCOLAR


			17


			PODER JUDICIAL





			FONDO DE SOCORRO MUTUO-CUOTA ORDINARIA


			18


			FONDO DE SOCORRO MUTUO





			FONDO DE SOCORRO MUTUO-FONDO DE RESERVA


			19


			FONDO DE SOCORRO MUTUO





			FONDO DE SOCORRO MUTUO-CUENTAS POR COBRAR


			20


			FONDO DE SOCORRO MUTUO





			FONDO DE SOCORRO MUTUO-CUENTAS POR COBRAR-FONDO DE RESERVA


			21


			FONDO DE SOCORRO MUTUO





			OBLIG. POR COBRAR-RTSFPJ (%)-CP-FJP


			22


			FONDO JUBILACIONES Y PENSIONES-(%)-CP





			OBLIC POR COBRAR-RTSFPJ (%)-LP-FJP


			23


			FONDO JUBIL. Y PENSIONES-RTSF-(%)-LP





			REINTEGROS VARIOS CORTE SUPREMA DE JUSTICIA


			24


			FINANCIERO CONTABLE-REINTEGROS VARIOS





			REINTEGROS VARIOS-DEPTO.PERSONAL


			25


			DEPTO.PERSONAL-REINTEGROS VARIOS





			RECUPERACION DE CUENTAS POR COBRAR FONDO ROTATORIO


			26


			FINANCIERO CONTABLE-FONDO ROTATORIO





			CUENTAS POR COBRAR, DEPTO.PERSONAL


			27


			DEPARTAMENTO PERSONAL-CTAS. POR COBRAR





			IMP.SOBRE LA RENTA COBRADO DE MENOS, DEPTO. PERSONAL


			28


			DEPTO.PERSONAL-IMP.SOBRE LA RENTA





			CUENTAS POR COBRAR FINANCIERO CONTABLE


			29


			DEPARTAMENTO FINANCIERO CONTABLE





			CUENTAS POR COBRAR INCAPACIDADES CCSS


			30


			DEPTO.FINANCIERO CONTABLE-CCSS





			Amortización a Préstamo Convenio ANEJUD-Poder Judicial


			31


			ANEJUD-FONDO DE JUBILACIONES Y PENSIONES











Prioridad número 2: Cuotas de Organizaciones Gremiales del Poder Judicial:





1.1. Asociaciones financieras, la primacía serán las organizaciones financieras del Poder Judicial con aporte Estatal y luego los demás entes gremiales financieros:





			Descripción Deducción


			Orden de Aplicación


			Nombre Entidad Deductora





			CUOTAS ASOCIADOS, ASOSEJUD


			32


			ASOSEJUD





			CUOTAS ASOCIADOS, ASOSEJUD-SALARIO ESCOLAR


			33


			ASOSEJUD-SALARIO ESCOLAR





			AHORRO COOPEJUDICIAL R.L.


			34


			COOPEJUDICIAL R.L.





			CUOTAS FIJA ASEJUQUE


			35


			ASEJUQUE





			AMORTIZACION PRESTAMO, ASEJUQUE


			36


			ASEJUQUE





			CUOTAS ASOCIADOS, ADEJUG


			37


			ADEJUG





			POLIZA COLECTIVA, ANEJUD


			38


			ANEJUD





			CUOTAS ASOCIADOS, ANEJUD


			39


			ANEJUD





			CUOTAS ASOCIADOS, ANEJUD-SALARIO ESCOLAR


			40


			ANEJUD-SALARIO ESCOLAR





			AMORTIZACION A PRESTAMOS, ANEJUD


			41


			ANEJUD





			CUOTAS ASOCIADOS, ASOC. NAL. PROF. PODER JUDICIAL


			42


			ASOC. NAL. PROF.PODER JUDICIAL





			CUOTA ASOCIADO, ASOC.NAL.EMP PUBLICOS (ANEP)


			43


			ASOC.NAL.EMP PUBLICOS (ANEP)





			CUOTAS ASOCIADOS, ANIC


			44


			A.N.I.C





			AMORTIZACION A PRESTAMOS. ASOSEJUD


			45


			ASOSEJUD





			AHORRO CAPREDE


			46


			CAPREDE





			COMPRA ACCIONES CAPREDE-Porcentaje variable


			47


			CAPREDE





			AMORTIZACION A PRESTAMO CAPREDE


			48


			CAPREDE





			AMORTIZACION A PRESTAMO COOPEJUDICIAL R.L.


			49


			COOPEJUDICIAL R.L.





			AHORRO A.N.I.C


			50


			A.N.I.C





			CREDITO A.N.I.C


			51


			A.N.I.C





			ASOC.NAL.EMP PUBLICOS (ANEP) CUOTA EXTRAORDINARIA


			52


			ASOC.NAL.EMP PUBLICOS (ANEP) Cuota Extra





			AHORRO VOLUNTARIO ASOSEJUD


			53


			ASOSEJUD AHORRO VOLUNTARIO





			Cuota de Afiliación SITRAJUD


			54


			SINDICATO TRABAJADORES PODER JUDICIAL





			ACCIONES CUOTA FIJA CAPREDE


			55


			Caprede





			CUOTA POLIZA INS-SITRAJUD


			56


			SINDICATO TRABAJADORES PODER JUDICIAL





			CUOTA VARIABLE, CENTRO INFANTIL PODER JUDICIAL


			57


			CENTRO INFANTIL PODER JUDICIAL





			CUOTAS ASOCIADOS, ASOC.DEPORT.DEL POD.JUDICIAL


			58


			ASOC.DEPORT.DEL POD.JUDICIAL





			CUOTA ASOCIADO, ASOC. TRAB. SOCIALES P.J.


			59


			ASOC.TRABAJADORES SOCIALES, PODER JUD.





			CUOTA OIJ-TELETON


			60


			PODER JUDICIAL-OIJ-TELETON





			CUOTA ASOCIADO, ASOC. PROFES. PSICOLOGIA P.J.


			61


			ASOC. PROFES. PSICOLOGIA, PODER JUDICIAL





			CUOTA AFILIACIÓN SINDEPU


			62


			SINDEPU





			CONVENIOS CAPREDE


			63


			Caprede





			CUOTA AFILIACIÓN SINDICATO DE LA JUDICATURA 


			64


			SINDICATO DE LA JUDICATURA DEL PODER JUD





			AMORTIZACION A PRÉSTAMO CESANTÍA COOPEJUDICIAL R.L.


			65


			COOPEJUDICIAL R.L.











2.2. Las organizaciones gremiales de tipo asociativas del Poder Judicial, seguido las otras asociaciones externas, así como el bloque de los Colegios Profesionales encabezados por el Colegio de Abogados y Abogadas de Costa Rica:





			Descripción Deducción


			Orden de Aplicación


			Nombre Entidad Deductora





			CUOTA ASOCIADO, ANDE


			66


			ANDE





			CUOTA ASOCIADO, ROBLEALTO


			67


			ROBLEALTO





			CUOTA ASOCIADO COLEGIO DE ABOGADOS


			68


			COLEGIO DE ABOGADOS DE COSTA RICA





			CUOTAS ASOCIADOS, COLEGIO BIOLOGOS COSTA RICA


			69


			COLEGIO BIOLOGOS COSTA RICA





			CUOTAS ASOCIADOS, COLEGIO CONTADORES PRIVADOS


			70


			COLEGIO CONTADORES PRIVADOS





			CUOTA ASOCIADO, COLEGIO LIC. PROF EN LETRAS, FILOS, CIENC.


			71


			COLEGIO LIC. PROF EN LETRAS, FILOS, CIENC





			CUOTAS ASOCIADOS, COLEGIO MEDICOS CIRUJANOS


			72


			COLEGIO MEDICOS CIRUJANOS





			CUOTAS ASOCIADOS, COLEGIO MICROB.Y QUIM.CLINS.C.R.


			73


			COLEGIO MICROB.Y QUIM.CLINS.C.R.





			CUOTAS ASOCIADOS, COL. PROF.CIENCIAS ECONOMICAS


			74


			COL.PROF. CIENCIAS ECONOMICAS





			CUOTA ASOCIADOS, COLEGIO PSICOLOGOS DE C.R.


			75


			COLEGIO PSICOLOGOS DE C.R.





			CUOTA ASOCIADOS, COLEGIO TRABAJADORES SOCIALES


			76


			COLEGIO TRABAJADORES SOCIALES





			CUOTA ASOCIADO, UNION MEDICA NACIONAL


			77


			UNION MEDICA NACIONAL





			PLAN BN VITAL, BANCO NACIONAL


			78


			BN VITAL, BANCO NACIONAL





			OPERACIONES BANCO POPULAR


			79


			BANCO POPULAR-CREDITOS





			AHORRO VOLUNTARIO BANCO POPULAR


			80


			BANCO POPULAR-AHORRO VOLUNTARIO





			FONDO PENS. COMPLEMENTAR. BANCO POPULAR


			81


			BANCO POPULAR-OPERADORA PENS.COMPLEM.





			AHORROS MAYORES ANDE


			82


			CAJA AHORRO Y PRESTAMOS- ANDE





			AMORTIZACION PRESTAMO ANDE


			83


			CAJA DE AHORRO Y PRESTAMOS-ANDE





			AHORRO VIVIENDA ANDE


			84


			CAJA DE AHORRO Y PRESTAMOS-ANDE





			COMPRA ACCIONES EXTR. ANDE


			85


			CAJA DE AHORRO Y PRESTAMOS-ANDE





			AMORTIZACIÓN A PRESTAMO COOPEALIANZA R.L.


			86


			COOPEALIANZA R.L.





			AMORTIZACIÓN A PRESTAMO COOPEANDE NO.5


			87


			COOPEANDE NO.5





			AMORTIZACIÓN A PRESTAMO COOCIQUE R.L.


			88


			COOCIQUE R.L.





			AMORTIZACIÓN A PRESTAMO COOPEESPARTA R.L.


			89


			COOPEESPARTA R.L.





			AMORTIZACIÓN A PRESTAMO COOP.MA P PENS S M STA CRUZ


			90


			COOP.MA P PENS S M STA CRUZ





			AMORTIZACIÓN A PRESTAMO COOPEMEP R.L.


			91


			COOPEMEP R.L.





			AMORTIZACIÓN A PRESTAMO COOPENACIONAL R.L.


			92


			COOPENACIONAL R.L.





			AMORTIZACION A PRESTAMO COOP.SERVICIOS COOPERAT. R.L.


			93


			COOP.SERVICIOS COOPERAT. R.L.-SERVICOOP 





			AMORTIZACION A PRESTAMO COOPESANRAMON R.L.


			94


			COOPESANRAMON R.L.





			AMORTIZACION A PRESTAMO COOPENAE R.L.


			95


			COOPENAE R.L.





			AHORRO Y/O AMORTIZACIÓN A PRÉSTAMO COOPE SAN GABRIEL R.L.


			96


			COOP. SERV. MULTIPLES SANGABRIEL R.L.





			AMORTIZACION A PRESTAMO COOPESERVIDORES R.L.


			97


			COOPESERVIDORES R.L.





			AHORRO COOP. AHOR. CRED. ALIANZA PZ


			98


			COOPEALIANZA R.L.














			Descripción Deducción


			Orden de Aplicación


			Nombre Entidad Deductora





			AMORTIZACION PRESTAMO COOPEANDE No.1


			100


			COOPEANDE No.1





			AHORRO COOPE ANDE NO. 5


			101


			COOPEANDE NO.5





			AHORRO GRUPO COOCIQUE R.L.


			102


			COOCIQUE R.L.





			AHORRO COOPEESPARTA R.L.


			103


			COOPEESPARTA R.L.





			AHORRO COOP.MA.P.PENS.S.M.STA.CRUZ


			104


			COOP.MA.P.PENS.S.M.STA.CRUZ





			AHORRO COOPEMEP R.L.


			105


			COOPEMEP R.L.





			FONDO DE DESARROLLO COOPEMEP R.L.


			106


			COOPEMEP R.L.





			AHORRO COOPENACIONAL R.L.


			107


			COOPENACIONAL R.L.





			AHORRO COOP. SERVICIOS COOPERATIVOS


			108


			COOP.SERVICIOS COOPERAT. R.L.-SERVICOOP 





			DIVERSOS RUBROS COOP. SERV. COOPERATIVOS


			109


			COOP.SERVICIOS COOPERAT. R.L.-SERVICOOP 





			AHORRO COOPESANRAMON R.L.


			110


			COOPESANRAMON R.L.





			AHORRO COOPENAE R.L.


			111


			COOPENAE R.L.





			SEGURO MUTUO SOLIDARIO COOPENAE R.L.


			112


			COOPENAE R.L.





			AHORRO COOPESANGABRIEL R.L.


			113


			COOPESANGABRIEL R.L.





			AHORRO COOPESERVIDORES R.L.


			114


			COOPESERVIDORES R.L.





			AHORRO NAVIDEÑO COOPESERVIDORES R.L.


			115


			COOPESERVIDORES R.L.





			SEGURO ANUAL RENOVABLE COOPESERVIDORES R.L.


			116


			COOPESERVIDORES R.L.





			PENS. COMPLEM. COLONES VIDA PLENA


			117


			VIDA PLENA





			POLIZAS Y AMORTIZACION INS


			118


			INS





			AHORRO INS BANCREDITO PENSIONES OPC S.A.


			119


			INS BANCREDITO PENSIONES OPC S.A.





			AMORTIZACION VIVIENDA INVU


			120


			INVU-HIPOTECARIO





			AHORRO INVU


			121


			INVU-AHORRO





			CLUB DE AHORROS BANCO POPULAR


			122


			BANCO POPULAR-CLUB AHORROS





			SOMUCOOP-COOPESPARTA R.L.


			123


			COOPESPARTA R.L.





			PROG.FAMILIAS CONTRIBUYENTES, CRUZ ROJAS COSTARRICENSE


			124


			CRUZ ROJA COSTARRICENSE





			CUOTA ASOCIADO, ASOC. PROF. CIENCIAS CRIMIN.


			125


			ASOC. PROFES. CIENCIAS CRIMINALISTICAS





			AHORRO COOPECAJA R.L.


			126


			COOPECAJA R.L.





			AMORTIZACIÓN PRESTAMOS COOPECAJA R.L.


			127


			COOPECAJA R.L.





			CUOTA FONDO POBLACIONES INDIGENAS


			128


			PODER JUDICIAL - FONDO SOLID. POB.INDIG.





			AMORTIZACIÓN PRÉSTAMOS COOPEAFM


			129


			COOPEAFM





			CUOTA COLEGIATURA, COL.PROF. INFORMAT. -COMPUTAC.


			130


			COLEGIO PROF. INFORMAT. -COMPUTAC.





			CUOTA ASOCIACION OBRAS DEL ESPIRITU SANTO


			131


			ASOCIACION OBRAS DEL ESPIRITU SANTO





			PÓLIZA DE VIDA - COLEGIO DE ABOGADOS


			132


			COLEGIO DE ABOGADOS DE COSTA RICA





			AFILIACION SITHOSAJUDI


			133


			SIND. TRAB. SALUD INSTITUC.PUBLIC. Y PRIV.





			SERVICIOS SOCIALES SITHOSAJUDI


			134


			SIND.TRAB. SALUD INSTITUC.PUBLIC. Y PRIV.





			OPERACIONES COOPESERVICIOS


			135


			COOPESERVICIOS R.L.





			Cuota Ordinaria, Coleg. Prof. en Criminología


			136


			COLEGIO PROFESIONALES EN CRIMINOLOGÍA





			MEMBRESÍA ASC. COSTARR. DE INFORMATICOS Y AFINES PJ


			137


			ASOC. COST. INFORMÁTICOS Y AFINES DE PJ





			MUCAP CRÉDITO Y AHORRO


			138


			MUCAP





			CUOTA AFILIACIÓN SINDICAL


			139


			UNIÓN NACIONAL DE TRAB. SECT PUBL Y PRIV





			CUOTA AFILIACIÓN PRO. BIENESTAR ANIMAL


			140


			ASOC. EMPLEA. JUDIC.PRO BIENESTAR ANIMAL











			Descripción Deducción


			Orden de Aplicación


			Nombre Entidad Deductoras





			CUOTA COOPEFUNEVIDA R.L


			141


			COOPEFUNEVIDA R.L





			APOYO DEL PROGRAMA HOGAR DE LA ESPERANZA


			142


			ASOCIACIÓN HUMANISTA DE COSTA RICA





			CUOTA AFILIACIÓN PROMOTORA DESARROLLO EMP


			143


			COOP SERV MULT PROMOC DESARROLLO EMPRES





			AMORTIZACIÓN PRÉSTAMO PROMOTORA DESARROLLO EMP


			144


			COOP SERV MULT PROMOC DESARROLLO EMPRES





			CRÉDITOS GLOBALCOOP R.L


			145


			COOPER. DE SERV. MULT. GLOBALES DE CR. RL











Por lo anterior, quedamos a su disposición para todo aquello en la Dirección de Gestión Humana sea competente.”


- 0 –





En sesión N° 37-16 del 19 de abril 2016, artículo XLIII, ante la gestión planteada por el Gerente General del Coopejudicial, mediante oficio N° GGC 2493/2016 del 29 de marzo del 2016, se acordó que, de previo a resolver, se solicitaría a la Dirección de Gestión Humana un informe que contuviera la lista detallada, por orden cronológico, de las entidades deductoras del Poder Judicial y los parámetros utilizados para seguir ese orden.





Luego en sesión N°62-16 celebrada el 28 de junio de 2016, artículo LXXX, se  tuvo por rendido el informe de la Dirección de Gestión Humana, así mismo se solicitó a esa dirección remitiera una propuesta de reorganización de las prioridades en las entidades deductoras dando prioridad a las deducciones de interés institucional, considerando los entes en que estén involucrados recursos de este Poder de la República y en segundo nivel a las organizaciones laborales debidamente inscritas y que tienen incluida en su membresía únicamente a servidores y servidoras judiciales, así como personas jubiladas y pensionadas del Poder Judicial, quedando en tercer nivel las otras unidades deductoras. 





En sesión N.º 113-17 celebrada el 19 de diciembre del 2017, en artículo LXXXIII, el Consejo Superior, se tomó nota del oficio N° 2599-UD-AS-2017 del 27 de julio de 2017 de la Dirección de Gestión Humana y se reiteró lo resuelto en la sesión 62-17 celebrada el 28 de junio de 2017, artículo LXXX, en cuanto a que en la aplicación de las entidades deductoras se debe dar prioridad a las deducciones de interés institucional, considerando los entes en que estén involucrados recursos de este Poder de la República y en segundo nivel a las organizaciones laborales debidamente inscritas y que tienen incluida en su membresía únicamente a servidores y servidoras judiciales, así como personas jubiladas y pensionadas del Poder Judicial, quedando en tercer nivel las otras entidades, por lo que la Dirección de Gestión Humana deberá presentar una propuesta de orden de aplicación considerando estos criterios.





Luego, en sesión Nº 103-19 celebrada el 26 de noviembre de 2019, artículo LXXXIII, se solicitó a la Dirección de Gestión Humana, modificar el orden de prelación tomando en cuenta la antigüedad de cada gremio y colocando la cuota del Colegio de Abogados en el primer lugar de los Colegios Profesionales y lo remita a este Consejo Superior para su respectiva aprobación.





Finalmente, en sesión N° 06-2020 celebrada el 23 de enero de 2020, artículo V, se trascribe literalmente su parte dispositiva:





“Previamente a resolver lo que corresponda, se acordó: 1.) Solicitar a la Dirección de Gestión Humana que, en el término de diez días, remita a este Consejo Superior una lista con la prelación siguiente: A.) Los primeros 32 cupos mantenerlos igual. B.) Un segundo bloque que estará conformado por las organizaciones gremiales, distribuido en dos subgrupos: 1b.) Asociaciones financieras, la primacía serán las organizaciones financieras del Poder Judicial con aporte Estatal y luego los demás entes gremiales financieros. 2.b.) Las organizaciones gremiales de tipo asociativas del Poder Judicial y de seguido las otras asociaciones externas. C.) En el tercer bloque los Colegios Profesionales encabezados por el Colegio de Abogados y Abogadas de Costa Rica. 2.) Indicar a la Dirección de Gestión Humana, que, salvo las prioridades previamente señaladas en cada bloque, el orden se establecerá respetando la antigüedad. 3) Aclarar, a la citada Dirección que el tema de la Asociación Solidarista de Servidores Judiciales ya fue ratificado en sesión 103-19, celebrada el 26 de noviembre del 2019, artículo LXXXIII.





Hacer este acuerdo de conocimiento de la Asociación Solidarista de Servidores Judiciales.”





- 0 -





La Directora Ejecutiva Romero Jenkins, comenta: “Me parece que en términos generales si se ajustaba a las directrices de este Consejo Superior, solo tengo una observación, en el apartado 31 que es la amortización el prestamos de la ANEJUD esa ahorita no se está utilizando, supongo que lo dejan ahí en espera que tenga un lugar en la lista y lo otro que me quedó la duda es que aparece una cuota asociado ANDE en la 66 y Roble Alto antes que las colegiaturas, solo esa es mi observación que me parece que se había dicho que las colegiaturas iniciando por el Colegio de Abogados tenía una prelación con respecto a lo que son cuotas, de estas entidades externas, de lo demás me parece que está bien.”





El integrante Montero, expresa: “Tuve un par de observaciones que se las hice a la licenciada Maureen Siles, encargada de rendir este informe, por ejemplo en la casilla 36 viene amortización prestamos ASEJUQUE, que es la Asociación de Servidores Judicial de Quepos y son 16 los afiliados y ellos la pusieron ahí por ser la más antiguas, tuve mis dudas pero al final de cuentas, por 16 personas y los pocos créditos que pueden dar no vale la pena moverlas, en la misma línea de la Directora Ejecutiva Romero Jenkins, en cuanto a la amortización de préstamo ANEJUD, sugiero que a manera de cambiarle el nombre, porque ya no hay préstamos para ANEJUD, sino ponerle amortización de préstamos del Fondo de Pensiones y Jubilaciones, muy general porque eventualmente exista una alta posibilidad de que la Junta con recursos del Fondo darle prestamos a las organizaciones financieras del Poder Judicial. Pero, si eventualmente podremos dar prestamos podríamos dejarlo con prioridad independiente cual sea la organización gremial que los tramita que tengan prioridad para garantizar la recuperación del dinero del Fondo. En conclusión, lo que rigieron que en la casilla 31 en lugar de llamarse amortización de préstamos convenio ANEJUD, sería amortización de préstamos del Fondo de Jubilaciones y Pensiones, de forma general por si eventualmente se ocupa para darle prioridad sobre otros, y sobre cuotas de asociados en las instituciones externas como ANEP etcétera, poner las cuotas de afiliación del Colegio de abogados y profesionales, para garantizarnos que los empleados judiciales que tiene  que estar incorporados a los colegios respectivos, estén al día con esos pagos de las cuotas.” 





La Directora Ejecutiva Romero Jenkins, indica: “Que en el punto 2.2 donde comienza la 66 que dice cuota asociado ANDE y cuota asociado Roble Alto que son organizaciones externas que ellos deberían de pasar a lugares posteriores para adelantar la cuota de asociado del Colegio de Abogados, porque estás otras son obligaciones con organizaciones externas a la institución y habíamos dicho que las colegiatura tenían que tener una prevalencia, entonces tendría que ir todas la colegiatura hasta donde dice cuota asociados Unión Médica, me parece que es la última de las colegiatura, pasar la 66 y 67 Ande y Roble Alto, esa es la observación que tenía.”





Se acordó: 1.) Tener por rendido el oficio N° PJ-DGH-SAS-1449-2020del 1 de abril de 2020 de la Dirección de Gestión Humana y aprobar la propuesta con los siguientes cambios: 2.) Modificar el nombre de la casilla 31 de amortización de préstamo convenio ANEJUD por Amortización de préstamos del Fondo de Pensiones y Jubilaciones. 3.) Dar prioridad a los Colegios de Profesionales, lo anterior, para garantizar la incorporación de los empleados judiciales a los colegios respectivos por lo que ocuparán los lugares del 66 en adelante. 4.) Trasladar a casillas posteriores a las cuotas de pagos a Colegios Profesionales, los apartados de cuotas asociados ANDE y cuota asociado Roble Alto, con el fin de darle prioridad a las colegiaturas.





La Dirección de Gestión Humana tomará nota para los fines correspondientes.”
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Junta Administradora

Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial



San José, 07 de Mayo de 2021

N° 452-2021

Al contestar refiérase a este # de oficio



[bookmark: _Hlk58245584][bookmark: _Hlk66867197]Señor

Miguel Ángel García Martínez

(mgarcia8371@gmail.com)



Estimado señor:



Para su estimable conocimiento y fines consiguientes, le transcribo el acuerdo tomado por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en la sesión N° 18-2021 celebrada el 26 de abril de 2021, que literalmente dice:





[bookmark: _Toc70064096]“ARTÍCULO VII



Documento Nº 283-2021 / 566-2021 / 580-2021



El licenciado Miguel Ángel García Martínez, Jubilado Judicial, mediante correo electrónico del 14 de abril de 2021, solicitó:



“Favor suministrar copia del acuerdo de la Junta Administradora en que se dispuso a deducir de las prestaciones de los jubilados la contribución obligatoria y solidaria de conformidad con la ley 9796, Ley Para Rediseñar y Redistribuir la Contribución Solidaria Obligatoria, según reforma que se realizara an su artículo 7 a la Ley Orgánica del Poder Judicial N. 8 del año 1933. No omito indicar que cuando tal medida se tomó ya la Junta -Administradora estaba en funciones, según parece.



…”

- 0 –



Posteriormente, el señor García Martínez, en su citada condición, mediante nota del 19 de abril de 2021, comunicó:



“En el ejercicio que me confiere el artículo 27 de la Constitución Política, así como la Ley de Regulación del Derecho de Petición, solicito se me informe la norma jurídica o ley que faculta a la Junta Administradora del Fondo de Pensiones para deducir de mis prestaciones como jubilado la Contribución Obligatoria Solidaria establecida en el artículo: 236 bis de la Ley Orgánica del Poder Judicial. Se solicita que la respuesta sea pertinente y técnicamente efectuada, sobre todo atendiendo a que no estoy preguntando la norma que crea la contribución obligatoria solidaria, sino la que faculta y a la vez ordena a la Junta a efectuar tal deducción, recordemos que no son ustedes más que funcionarios públicos y que sólo pueden hacer aquello que la ley expresamente les faculta. De igual forma se solicita el notificar la respuesta a mi petición de información y el recibido de la presente, dentro de los diez días hábiles siguientes, todo de conformidad con la Ley de Regulación del Derecho de Petición. Agradeciendo la pronta respuesta y confirmación del recibo de la presente…”



- 0 –



[bookmark: _Toc70064098]Se acordó por unanimidad: 1.) Tener por conocidas las gestiones presentadas por el jubilado judicial Miguel Angel García Martínez, relacionadas con la Ley 9796, Ley Para Rediseñar y Redistribuir la Contribución Solidaria Obligatoria. 2.) Debido a que este órgano tiene conocimiento de que el señor García Martínez presentó una denuncia penal contra la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, la Junta en pleno se abstiene de conocer asuntos gestionados por el señor García, por lo que se convoca a las personas integrantes suplentes de este cuerpo colegiado a conocer de dicha gestión. 3.) Se hace el presente acuerdo de conocimiento del MPM. Oslean Mora Valdez, Director a.i. de esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones, para coordinar lo que corresponda.”



Atentamente,







Licda. Lucrecia Ruiz Rojas, Secretaria

Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones

y Pensiones del Poder Judicial



c:	MPM. Oslean Mora Valdez, Director a.i. Junta Administradora del Fondo de 

Jubilaciones y Pensiones

Diligencias / Refs: (283-2021 / 566-2021 / 580-2021)

Bryan
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                                                                                                         San José, 23 de abril de 2021 


 


SEÑORES (AS):  JUNTA ADMINISTRADORA DEL FONDO DE PENSIONES DEL PODER JUDICIAL. 


 


SEÑORES (AS) 


 


Yo, Miguel Ángel García Martínez, mayor, jubilado del Fondo de Pensiones del Poder Judicial, 


abogado, casado dos veces, vecino de Escazú, San Rafael, Urbanización La Suiza, casa 31 A, con 


respeto a vengo a pedir  efectivo cumplimiento y resguardo de mi derecho de petición y respuesta, 


a los efectos de lograr un adecuado control de la legalidad y transparencia de las actuaciones de la 


Junta Administradora del Fondo de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial, del que como 


indiqué soy jubilado. 


Legitimación y motivo de mi petición. 


Como jubilado del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial se me ha procedido a 


deducir desde el año 2018 la contribución obligatoria solidaria, misma que surge a raíz de la 


modificación a la Ley Orgánica del Poder Judicial N. 7333 y sus reformas, mediante Ley 9544 del año 


2018. Tengo meses de estar consultando a la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y 


Pensiones cuál es la norma legal, concreta, que ordena y a a la vez faculta y le ordena a la Junta a 


deducir esa contribución obligatoria solidaria de mis prestaciones como jubilado.  Sin lograr a la 


fecha que me respondan. 


Es claro que los funcionarios públicos, como lo son los miembros de la Junta Administradora del 


Fondo, están vinculados al principio de legalidad establecido constitucionalmente, sólo pueden 


hacer aquello que expresamente la ley les faculte; en especial tratándose de la toma de parte del 


patrimonio o prestaciones que como jubilado le corresponden a una persona.  Por ejemplo: los 


fondos de pensiones rebajan el impuesto de la renta con base en un artículo determinado que la ley 


establece y ordena tal acción; la Junta Administradora del Fondo de Pensiones rebaja las 


cotizaciones de los jubilados porque el artículo: 239 del Poder Judicial le faculta y obliga a ello.  Todo 


impuesto, tasa y contribución, según el Código Fiscal debe ser dispuesta por ley y debe existir de 


igual forma una ley que autorice a su cobro a un determinado ente estatal.   


Pues bien, lo único que pido, es que la administración, los funcionarios públicos que integran la 


Junta Administradora del Fondo, me informen: ¿Cuál es la norma que les faculta para deducir de 


mis prestaciones como jubilado del Poder Judicial la contribución obligatoria solidaria?.  Si tal 


proceder obedece a que el artículo 239 de la Ley Orgánica del obliga a ello, por ser una cotización 


extraordinaria (y tal numeral es el que les faculta a ello, pues que lo indiquen). 


Y es que, considero, tengo derecho a saber si la deducción se me realiza por ser la misma una 


cotización extraordinaria, aparte de la ordinaria dispuesta en el artículo 236 de la Ley Orgánica del 


Poder Judicial; o bien se realiza la misma por otro motivo (por ejemplo: ser un tributo, en cuyo caso 


debería haber ley expresa que les faculte como ente recaudador), 







 


 


Pese a que he hecho múltiples solicitudes, incluso un recurso de amparo, buscando respuesta e 


información al respecto, no logro que se me responda por la administración esta simple 


pregunta…¿Cuál es la norma concreta que faculta a la Junta Administradora del Fondo a deducir de 


mis prestaciones como jubilado la contribución obligatoria solidaria ?. 


Tiene la administración la obligación de fundar jurídicamente sus actuaciones y yo, como persona y 


ciudadano, tengo derecho de que se me informe y conocer la ratio legis del proceder.  Es necesario 


en una democracia poder ejercer el control de las actuaciones de los organismos públicos y ello sólo 


es posible si hay fundamentación.  La fundamentación de los actos públicos, fáctica y legal, es 


consustancial a la democracia y , por ende, al Estado de Derecho y, a su vez un derecho humano 


fundamental de las personas. Los actos de los funcionarios públicos están dotados de autoridad, 


dado que ellos son dispuestos por el imperio de la razón, no en gozan de autoridad por razón del 


imperio. (imperio ratione, no ratio imperio).  Se nos debe posibilitar acceder a la información o 


razones, pues de otro modo no podremos controlar y constatar la razonabilidad-legalidad. 


No se puede admitir que la administración responda que ha actuado conforme a derecho, por 


ejemplo, sin contestar, o informar lo que se solicita.  Pido un pronunciamiento técnico al respecto, 


incluso pueden consultar a la Dirección Jurídica del Poder Judicial.  Desde el 20 de enero de los 


corrientes solicité a la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder 


Judicial, que aclararán de forma técnica el acuerdo tomado en sesión N. 02-2021, Artículo XII, 


Documento N. 1133-2020, 15-2021.  Como indiqué, hasta interpuse un recurso de amparo, el cual 


fue rechazado. Incluso he debido mandar varios correos, de nuevo, solicitando la información y, a 


la fecha, sigo sin respuesta. 


Espero no tener que insistir en nuevos recursos de amparo, no veo cual es la dificultad, o negatividad 


de brindar tal información.  Conforme a la ley espero confirmación del recibo de la presente y 


respuesta en el plazo por ella previsto. 


Agradeciendo la atención, me despido: 


 


 


Miguel Ángel García Martínez 


Abogado carné: 3121 


Notificaciones en correo electrónico inscrito en sistema de gestión:  mgarcia8371@gmail.com 
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                                                                                                              San José, 28 de abril de 2021.





Estimados (as)

Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.



Sirva la presente para extenderles un saludo cordial y a la vez para reiterar mi solicitud de respuesta a mi petición de de proceder de deducir la colaboración obligatoria solidaria de mis prestaciones como jubilado en la forma que ordena la ley vigente, a saber según lo dispuesto en la Ley Orgánica del Poder Judicial N. 7333 del año 1993 y sus reformas; todo desde el 6 de abril de 2021.   

El criterio de la Dirección Jurídica del Poder Judicial, solicitado por la Junta, ya se rindió y tiene el número de referencia:  DJ-C-212-2021.  

Solicito pronta respuesta.



Atte. Miguel Ángel García Martínez.

Correo: mgarcia8371@gmail.com




image12.emf
Acta 99-CI-2021  Comité Inversiones Sesión Extraordinaria 12-04-21.docx


Acta 99-CI-2021 Comité Inversiones Sesión Extraordinaria 12-04-21.docx
[image: Logotipo

Descripción generada automáticamente]

-FONDO DE JUBILACIONES Y PENSIONES DEL PODER JUDICIAL

COMITÉ DE INVERSIONES



 

Acta N° 099-CI-FC-2021 

Comité de Inversiones - Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial

Fecha de Sesión: 12 de abril de 2021.



Información General

Acta de la sesión extraordinaria N°. 99 celebrada por el Comité de Inversiones del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial al ser las 14:05:00 horas del 12 de abril de 2021. 



Asistencia:

· MONTERO ZÚÑIGA CARLOS, Presidente Comité de Inversiones.

· VILLALTA FALLAS MAURICIO, Vicepresidente Comité de Inversiones.

· RUIZ ROJAS ANA LUCRECIA, Secretaria de Actas. 

· VELÁSQUEZ CHÁVEZ EDI DARIO, Miembro Externo del Comité de Inversiones.



Durante esta sesión se tuvo la presencia como apoyo técnico e invitados:

· MORA VALDEZ OSLEAN, Encargado Apoyo Administrativo Junta Administradora.

· SALAS FERNÁNDEZ FABIÁN, Jefe a.i Proceso de Inversiones.

· CALVO CALDERON BRYAN, Apoyo técnico Comité de Inversiones.



Durante esta sesión se presentaron las siguientes ausencias. 



ROMERO JENKINS ANA EUGENIA, Directora Ejecutiva Poder Judicial, indicó no participar ya que eventualmente el Poder Judicial podría tener interés en acceder a los créditos con recursos del Fondo de Jubilaciones y Pensiones, lo anterior con el fin de evitar un conflicto de intereses.



El Licenciado Fabián Salas Fernández presenta el Orden del día:



· Aprobación acta 98-CI-FC-2020 de las 14:03:00 horas del 22 de marzo de 2021

· Observaciones realizadas por el Comité de Riesgos al “Reglamento para el otorgamiento de créditos a instituciones bancarias del estado, cooperativas, cajas de ahorro, asociaciones y sindicatos de personas servidoras judiciales y de la población jubilada y pensionada y al poder judicial con recursos del fondo de jubilaciones y pensiones del poder judicial (artículo 240 bis, ley 9544)”.



ARTÍCULO 1 - APROBACIÓN DEL ACTA DE LA SESIÓN ANTERIOR



Se somete a aprobación Acta N° 98-CI-FC-2020 de la sesión ordinaria del 22 de marzo de 2021 a las 14:03 hrs.



Se aprueban por Unanimidad [X]

Se aprueban con Disidencia [ ] 

No se aprueban [ ]





ARTÍCULO 2 - ACUERDOS EN FIRME 



El Comité de Inversiones del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, de conformidad con las facultades, funciones y responsabilidades establecidas en el Reglamento de Gestión de Activos, emitido por el Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero:



Considerando:



Aspectos normativos vinculantes del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. 



1. Conforme se establece en la Ley N°. 9544 “Reforma al Régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, contenido en la Ley N°. 7333, Ley Orgánica del Poder Judicial” en su artículo 239, se crea la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial la cual dentro de sus atribuciones que la ley le confiere, mantiene los siguientes incisos relacionados con la administración de sus recursos:

 

“Le corresponde a la Junta:

a) Administrar el Fondo de Pensiones y Jubilaciones de los Empleados del Poder Judicial.(…)

f) Invertir los recursos del Fondo, de conformidad con la ley y con la normativa que al efecto dicte el Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero y la Superintendencia de Pensiones.(…)

g) Cumplir con la legislación y la normativa que dicten tanto el Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero como la Superintendencia de Pensiones.(…)

i) Todas las demás atribuciones que le asignen la ley y sus reglamentos.”



2. El Comité de Inversiones del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, se conforma de acuerdo con lo definido en el Reglamento de Gestión de Activos, Titulo II “Gobierno de las Inversiones”, Capitulo III “Comité de Inversiones”, artículos del 8 al 11, correspondiendo a la Junta Administradora del FJPPJ nombrar a los miembros de este comité.



3. Que conforme a sesión N°. 001-2020 con fecha 27 de enero del 2020, articulo VI y complementariamente mediante el oficio N°. 265-20 (respuesta a 2020SP439) con fecha 11 de mayo 2020, se determina la conformación de los comités de apoyo de dicho Junta Administradora del FJPPJ, estableciendo a las siguientes personas como miembros titulares:



Comité de Inversiones:

· Máster Carlos Montero Zúñiga, Presidente de Comité.

· Máster Mauricio Villalta Fallas, Vicepresidente de Comité.

· Licenciada Ana Lucrecia Ruiz Rojas, Miembro Director de Comité.

· Máster Miguel Ovares Chavarría, Miembro Director de Comité.

· Máster Edi Velásquez Chávez, Miembro Externo de Comité.



4. En amparo al convenio N°. 003-2020 con fecha 27 de enero 2020, establecido entre la Corte Suprema de Justicia, Poder Judicial y la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, se designa como secretario de actas al MPM. Oslean Mora Valdez, Jefe del Proceso de Inversiones y como apoyo administrativo al Lic. Fabián Salas Fernández, coordinador de Unidad de Gestión de Portafolios. En ausencia de la Jefatura del Proceso de Inversiones del señor Mora Valdez, por permiso con goce de salario brindado por parte del Consejo Superior del Poder judicial para asumir el rol de Encargado de Apoyo Administrativo de la Junta Administradora del FJPPJ, según acuerdo tomado en sesión N° 75-2020, artículo XVII del 28 de julio del 2020 y prorroga autorizada en sesión N°. 104-2020 del 29 de octubre de 2020, artículo LXIII, este puesto es asumido por el Lic. Fabián Salas Fernández, quien a su vez es sustituido por el MBA. Bryan Calvo Calderón, como apoyo administrativo para el Comité de Inversiones. 



5. Mediante acuerdo de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial en sesión N° 18-2020, artículo XXI del 01 de junio del 2020, se procede con la aprobación de la Planificación Estratégica y la Política de Inversiones aplicables a la administración del portafolio de inversiones del citado Fondo.



6. En sesión del 18 de enero de 2021 N°. 03-2021 de la Corte Plena artículo XXVII se tomó el acuerdo de sustituir al MBA. Miguel Ovares Chavarría como integrante titular de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, excluyendo de igual forma al Sr. Ovares Chavarría como miembro de este Comité, siendo que el ejercicio de la jefatura del Departamento Financiero Contable resulta incompatible con la integración de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. 





Conviene en tomar los siguientes acuerdos en firme:



Acuerdo I. 



El Lic. Fabián Salas, señala que tal como se acordó, se presenta una matriz que se trabajó en conjunto Proceso de Inversiones - Proceso de Riesgos, y don Oslean en su momento por parte de la administración. Y ya tiene incorporadas en la tercera columna, las observaciones del Comité de Riesgos que también en su momento funge como Comité de Crédito.



Indica que va a ir leyendo los artículos, como son pocos, y pasándolos rápido cuando no hay observaciones, porque este reglamento había sido revisado por este comité en su momento cuando se aprobó por primera vez.



El máster Mauricio Villalta, propone, si a los compañeros les parece bien, que donde no haya observaciones se avance hasta donde existen realmente.



El máster Carlos Montero, señala que está de acuerdo en ver las observaciones nada más.



El Lic. Fabián Salas, indica que en el artículo N°2 que es incorporar la siguiente definición, y es la de rendimiento real que no estaba contemplada dentro de las definiciones iniciales. “Rendimiento Real: es aquel rendimiento que tiene en cuenta el factor de inflación, para su cálculo se debe restar al interés nominal la tasa de inflación, para este efecto se tendrá la siguiente fórmula: (Tasa nominal-Inflación interanual) / (1 + Inflación interanual).” Para evitar como decían los profesores don Eddy y don Rodolfo Chévez, para evitar el problema de los residuos. Esa sería la única definición que se estaría incorporando, porque en el artículo N°9, lo que es la tasa de interés hacía alusión a lo que es el rendimiento real y en las definiciones únicamente se tenía la definición de rendimiento nominal. Entonces sería básicamente de lo que por definición ya es el rendimiento real. 



En el artículo N°3, hay unas observaciones, que van incluidas las de la Administración y las del Comité de Riesgos y Crédito. Con la propuesta de redacción quedaría así: “El Fondo otorgará crédito a las entidades autorizadas que cumplan con las condiciones estipuladas en este reglamento, mediante un contrato que especifique el monto total del crédito, la tasa de interés y el parámetro de ajuste de acuerdo con el artículo N°9 de este Reglamento y con el Artículo 497 del Código de Comercio, el plazo de vencimiento y las garantías requeridas. Las entidades prestatarias definirán a sus clientes las condiciones a las que tendrán acceso con los recursos provenientes del FJPPJ y asumirán los riesgos que se deriven de los créditos que otorguen con estos recursos”.



El máster Mauricio Villalta, consulta ¿cuál es el parámetro?



El Lic. Fabián Salas, contesta que el parámetro es donde indica el artículo N°497 del Código de Comercio señala que el indicador al cual se haga referencia en un interés tiene que ser medible y tiene que ser objetivo. De ahí es donde se toma cualquier cálculo de interés para cualquier disputa de estos intereses de debe utilizar la Tasa Básica en Colones o la Prime. Pero sí, se podría utilizar cualquier otro indicador que sea objetivo, que sea de utilización en el mercado.



El máster Mauricio Villalta, interrumpe y consulta ¿cuál es el parámetro de ajuste del artículo N°9?; ya que no le quedó claro después de la explicación.



El Lic. Fabián Salas, indica que el parámetro de ajuste en el artículo N°9 es la tasa de interés: “ La tasa de Interés aplicable para todos los créditos que otorgue el FJPPJ será tasa básica pasiva del Banco Central de Costa Rica…” De ahí es donde se toma que el parámetro o ese parámetro o ese indicador o el interés convencional que se convenga entre las partes, así lo dice el artículo N° 497, es interés fijo o variable, en este caso el inciso a) es fijo y el b) es el variable.



La Licda. Ana Lucrecia Ruiz, indica que tuvo un problema con su internet y que tiene una observación con respecto al artículo N°1, cree que dentro de las observaciones que estaba viendo en el acta del Comité de Riesgos, uno de los miembros indicó si se puede incorporar dentro de las definiciones del artículo N°2, el concepto de parámetro de ajuste y de la tasa de interés, y le parece que no lo vio ahí dentro de los conceptos.



El máster Mauricio Villalta, indica aun no le queda claro lo del parámetro de ajuste. ¿qué es un parámetro de ajuste para ustedes? sabe que está referenciado a la Tasa Básica Pasiva pero no lo ha comprendido bien todavía.



El Lic. Fabián Salas, comenta que esa es la interpretación que personalmente le hace a lo que quisieron darle los compañeros del Comité de Riesgos, solicita al MBA. Bryan Calvo incluir la definición del parámetro de ajuste según el artículo N°497.



La Licda. Ana Lucrecia Ruiz, señala que también la tasa de interés fue una observación del Comité de Riesgos.



El Lic. Fabián Salas, indica que se va a esperar el acta del Comité de Riesgos porque la que pasaron, dijeron los compañeros de Riesgos, que era la definitiva y ellos no lo incorporaron entonces para que no se escape ese detalle.



La Licda. Ana Lucrecia Ruiz, consulta ¿cuál acta revisaron?, ¿qué número?



El Lic. Fabián Salas, indica que honestamente no lo tiene claro.



La Licda. Ana Lucrecia Ruiz, indica que hoy la Junta Administradora tenía agendado el acta No.89 del Comité de Riesgos y  si estaban esas observaciones para el Reglamento de Crédito.



El Lic. Fabián Salas, comenta que tenía entendido que se iba a pasar un solo documento con las observaciones de ambos Comités y que por eso se está presentando en esta línea, pero siendo así entonces se va a incluir la definición de parámetro de ajuste y tasa de interés.



El máster Mauricio Villalta, solicita dejar en amarillo lo del “parámetro de ajuste” porque como no se entiende bien. 



El Lic. Fabián Salas, comenta que habría que consultar cuál es el “espíritu”.







El máster Mauricio Villalta, comenta “don Fabián imagínese que usted ha leído esto previamente y no lo comprende, cualquier otro lector queda igual verdad” entonces es mejor dejarlo en amarillo. 



El Lic. Fabián Salas, concuerda en dejarlo de esta forma hasta que la gente de Riesgos indique ¿cuál es el “espíritu” de incluir el “parámetro de ajuste”? Agrega que lo marcado en color morado son las observaciones que los integrantes del Comité de Riesgos y Crédito le hicieron al reglamento. Queda la tarea (con lo del parámetro de ajuste) para que el documento se vaya lo más claro posible.



Continúa con el artículo N°4, la propuesta de redacción del Comité de Riesgos quedaría así: “Corresponderá a la Junta Administradora previo cumplimiento de los requisitos establecidos en este Reglamento, aprobar la concesión de préstamos a las entidades autorizadas con base en la recomendación del Comité de Riesgos el cual funge como Comité de Crédito, que a la vez se fundamentará en los estudios que se realizan con base en la calificación de la capacidad de pago del solicitante, su situación financiera, su capacidad para generar flujos de efectivo en el giro normal de su negocio, sus antecedentes crediticios en la atención de sus obligaciones financieras durante los últimos cuatro tres años, independientemente de si éstas se encuentran vigentes o extintas a la fecha de corte, su vulnerabilidad a cambios en la tasa de interés provenientes del análisis bajo escenarios de estrés de la capacidad del deudor para enfrentar cambios en la tasa de interés y el tipo de cambio así como del análisis de otros factores que pueden incidir sobre la capacidad de pago del deudor.”



El máster Mauricio Villalta, señala que él quitaría donde dice “su situación financiera y su capacidad” para que diga “de la capacidad de pago del solicitante y para generar flujos de efectivo”. Lo dice porque lo más importante es la capacidad de pago y la generación de flujos, es ahí donde se sustenta cualquier análisis de concesión; entonces lo de situación financiera le parece que está sobrando. Entonces la propuesta es tachar donde dice “situación financiera” e incluir “ y  como ya dice capacidad antes, para que se lea “en la calificación de la capacidad de pago del solicitante y para generar flujos de efectivo” porque ya se habló de capacidad.



El Lic. Fabián Salas, consulta ¿están de acuerdo con las observaciones del Comité de Riesgos?, parece que lo que hicieron fue ampliar un poco la aprobación.



El máster Eddy Velásquez, señala que, al ser una política, entonces ese detalle que quede en una política le parece que sobra, ¿por qué?, imaginen que el día de mañana, dado el avance se incorporen otros criterios o elementos, se va a tener que volver a llevar esta política a reforma a la Junta para que nuevamente se incorporen esos elementos. Le parece que lo que debió quedar ahí es “con base en el criterio de Riesgos y los estudios que el realizará”; que en el estudio que realizará el Comité de Riesgos incluye todos esos elementos o factores que están adicionados, pues está bien, y puede incluir otros más. Pero le parece que en una política no se debería ser tan específico, debería ser más general.



El máster Mauricio Villalta, expresa que secunda a don Eddy y que eso debería ir en términos de procedimiento no en política.



El máster Oslean Mora, comenta que él entendería más bien que las observaciones que se emitan por parte del Comité serían esta última columna, entonces la redacción que finalmente quede, es la que este Comité determine. Si se acoge la observación de don Mauricio y eliminar todo el resto y dejarlo así cortado así es como tiene que remitirse.



 El máster Mauricio Villalta, comenta que para armonizar posiciones con don Eddy, se ponga “con base en la recomendación técnica del Comité de Riesgos…”



El Lic. Fabián Salas, señala que en el artículo N°5 fueron cuestiones únicamente de los porcentajes. Textualmente dice: “En ningún caso se podrá destinar más del 25% del total de la cartera de inversiones del FJPPJ para conceder créditos a las entidades autorizadas (según artículo N°240 Bis de la Ley 9544) y de ese 25% tampoco podrá destinarse más de un 10% a una sola entidad, a excepción de los recursos que se otorguen para el Poder Judicial.”



El máster Mauricio Villalta, señala que la pregunta es ¿por qué cambiaron del 15% al 10%?, ¿cuál fue la razón técnica para hacerlo?, si es que existió alguna



El Lic. Fabián Salas, que de su parte no ha escuchado la grabación, lo que remitieron la propuesta de redacción de ellos, tal vez en este punto don Oslean se acuerde un poquito más de cuál fue el sustento.



El máster Oslean Mora, señala que el original era un 10% como se muestra en la columna B, no sabe de dónde salió el 15%. Hay un cambio en cuanto a agregar “según artículo N°240 Bis de la Ley…” eso es una aclaración que le parece perfecto que vaya ahí. Lo que no ve es de dónde salió ese 15% porque en la redacción original era un 10%.



El Lic. Fabián Salas, comenta que, originalmente, eso era una propuesta de la administración (Proceso de Inversiones- Proceso de Riesgos), y ese 10% para la solicitud inicial andaba como muy “pegadito” ahí de los ¢14.000 millones. Se pensaba que, sí se concedía ese crédito, originalmente la ASOSEJUD que es la única que ha hecho la solicitud, ya no podría pedir más, porque casi que en esta primera solicitud se estaría consumiendo el tope. Pero entonces originalmente se quedaría en el 10% y si están de acuerdo se deja de esa forma.



El máster Mauricio Villalta, pregunta en el reglamento original ¿qué porcentaje decía?



El Lic. Fabián Salas, responde que un 10%.



El máster Eddy Velásquez, consulta si la idea del 15% era porque con el 10% se quedaba muy ajustado el monto ¿así es?.



El máster Oslean Mora, responde que originalmente la Ley lo que dice es que se podrá prestar a sindicatos, cajas de ahorro, cooperativas y asociaciones solidaristas de empleados del Poder Judicial que sean supervisados por la SUGEF. Entonces eso elimina todo ese montón de opciones, es decir es un saludo a la bandera, porque entonces ningún sindicato es supervisado por la SUGEF, la Caja de Préstamos no es supervisada por la SUGEF, la Cooperativa que hay, la única, que es COOPEJUDICIAL, manifestó su no interés en usar esta opción. Entonces solo queda ASOSEJUD. 



Se hicieron trámites ante los bancos, Banco Popular y Banco de Costa Rica, y ellos alegaron que, dada la Ley Orgánica del Sistema Financiero, ellos no podían otorgar una situación ventajosa o beneficiosa a un grupo económico en particular. Entonces, aunque se les dieran ¢100.000 millones, ellos no pueden venir y decir “vamos a darle a los del Poder Judicial una tasa preferencial del 5% y al resto le vamos a cobrar un 15%” eso no lo pueden hacer. Entonces si se ponen a analizar, todos esos elementos, lo que estaba suscitándose es que al fin y al cabo quedan únicamente dos sujetos de crédito: ASOSEJUD y el propio Poder Judicial. Esas serían las únicas dos opciones que, a hoy, estarían como sujetos de crédito factibles para colocar esos recursos. Dada esa situación se ve entonces que un 10% del límite, en ese caso, aplicable únicamente a ASOSEJUD, limitaría eventualmente, si este es un buen negocio, y si todo sale como Dios mediante quiera que sea, limitaría eventualmente a no crecer más el día de mañana. Entonces se analizó en la parte administrativa que podía elevarse a un nivel un poco superior, de un 10% a un 15%. 



Desde la lógica de Riesgos, es mejor no concentrarse, tener mayor diversificación, etc. Pero visto desde una técnica muy sencilla, 10% significa que se tienen 10 oferentes para tenerlo bien diversificado y no se tienen 10 oferentes. 



El máster Mauricio Villalta, agrega que lo peor del caso es que el 10% del 25% es el 2,5%.





El máster Oslean Mora, indica que es correcto, no deja de ser una suma apreciable, representa cerca de ¢15.000 millones, pero eso es lo que motiva a que se analice conveniente subir ese nivel. Ahora sí con ese elemento para que lo tomen en consideración, vuelve y repite ¿será factible que se recomiende siempre un incremento del 10% al 15% o comparten la posición de Riesgos y debería dejarse en el 10%?, esa es la gran duda.



El máster Eddy Velásquez, indica que con base en lo que se ha comentado, él entiende el tema del riesgo; pero al final hay que recordar que aquí no se está colocando ese montón de plata, el 10% o 15%, en un solo asociado, sino que la idea es que esto se coloque y reparta en una cantidad importante de los mismos. Entonces cree que el riesgo se va a diluir, entonces piensa que no sería nada desproporcionado pensar más bien en subirlo al 15%. No sabe que piensan los demás, pero esa opción se podría reconsiderar.



El máster Mauricio Villalta, señala que en esa no emite criterio.



El máster Carlos Montero, menciona que hay que hacer números. El 25% del fondo hoy son ¢150.000 millones, el 10% de esos ¢150.000 millones son ¢15.000 millones. De su parte ve difícil que alguna de todas organizaciones gremiales tenga la capacidad para echarse ¢15.000 millones a la espalda. Y luego, qué seguridad se tiene de semejante deuda, entonces le parece que 10% es prudente. Es un reglamento que aprueba la Junta, si a futuro se ve que es una camisa de fuerza y que es corto y se tienen datos estadísticos que permitan justificar no solo que se requiere un monto mayor sino que además el riesgo fue manejado adecuadamente, que la experiencia fue positiva, la Junta lo podría subir eventualmente, pero le parece que el 10% es una cifra bastante considerable para el tamaño de las organizaciones gremiales del Poder Judicial, entonces darle alguna más de ¢15.000 millones en este momento lo ve un tanto riesgoso.



La Licda. Ana Lucrecia Ruiz, concuerda que eventualmente se podrían realizar otras observaciones al  reglamento y  cambiarse el porcentaje si ve que es muy estrecho, esto dependiendo de los oferentes.



El máster Carlos Montero, agrega que pensando en el patrimonio de la Solidarista, que cree que es la más grande, y que fue otra de las discusiones que se tuvo en su momento con Alfredo Jones porque decía que la Asociación no tenía patrimonio porque todo lo debía, porque todo era de los trabajadores y que no tenían patrimonio propio, pero si se ven los estados financieros de Coopejudicial, de Caprede (ni que decir ahora) y de la misma solidarista, ¢15.000 millones es un porcentaje bastante alto del patrimonio y de algunas lo duplica o más.



El máster Mauricio Villalta, indica que es un 25% del activo de la más grande para que lo tengan de referencia.



El máster Carlos Montero, recuerda que en algún momento se tuvo una discusión con Alfredo Jones porque la Solidarista pidió un préstamo y entre todos los requisitos dijo que la Solidarista no tenía dinero, que todo era pasivos porque todos los ahorros no pueden ser patrimonio de la Asociación.



El máster Mauricio Villalta, comenta que efectivamente fue toda una discusión en términos de NIIF, entonces el Colegio de Contadores avaló que las Asociaciones Solidaristas y las Cooperativas pueden integrar sus aportes como parte patrimonial.



El máster Carlos Montero, expresa que no tiene ese criterio, y que más bien si don Mauricio lo tiene por ahí se lo pueda pasar. Agrega que se puede arrancar con el 10%, y al final es tema de Junta, al final de cuentas presentar una moción para que se modifique el artículo N°5, en razón de la experiencia que se haya tenido es relativamente sencillo. Expresa que voto es por mantenerlo en el 10%.



El máster Eddy Velásquez y la Licda. Ana Lucrecia Ruiz expresan que también están de acuerdo.



El Lic. Fabián Salas, indica que entonces se queda ahí sin ninguna observación de parte del Comité de Inversiones. El articulo N°6 no tiene ninguna observación.



En cuanto al artículo N°7 que es la parte de cobro dice: “Los cobros se deducirán de los fondos mensuales que percibe la entidad autorizada por cuotas de afiliación y de deducción por préstamos y se cancelarán mediante cuotas mensuales consecutivas y vencidas.  En los casos en los cuales no sea posible aplicar la deducción directa, el deudor la entidad deudora deberá cancelar la cuota e intereses correspondientes dentro de los primeros 5 días hábiles del mes siguiente.”



El máster Mauricio Villalta, señala que tiene una sugerencia que tal vez no vio antes, se disculpa porque el reglamento lo ha visto en varias ocasiones. Pero no está bien que sea con las cuotas de afiliación porque se estarían tocando aportes y eso no es legal; entonces tiene que ser de la deducción de la cartera de préstamos. 



Ni siquiera, por decir algo, la Asociación no puede subrogar o no puede delegar o endosar los aportes de los asociados. Entonces básicamente si se puede hacer una deducción, pero en la cartera de las cuotas de la cartera de crédito, nunca poner en riesgo los aportes.



El máster Carlos Montero, señala que debe ser un defecto que quedó del reglamento anterior porque a ANEJUD le dieron el préstamo basado en las cuotas.



El máster Mauricio Villalta, señala que él tampoco lo vio antes, pero le parece que ni siquiera la asamblea podría poner en riesgo los aportes de los asociados.



El máster Carlos Montero, consulta ¿cuál sería la garantía?.



El máster Mauricio Villalta, responde que sería de las deducciones de crédito actual que es una cartera de ¢50.000 millones que se generan cuotas de más de ¢700 millones por mes.



El máster Oslean Mora, comenta que efectivamente los aportes no pueden colocarse en garantía hasta el momento que son asumidos o absorbidos por la ASOSEJUD, en el momento en que son recibidos por ASOSEJUD forman parte de su patrimonio como bien lo acaba de aclarar don Mauricio y por lo tanto ese patrimonio es garantía colateral del crédito.



El máster Mauricio Villalta, interviene y señala que no, los aportes están individualizados.



El máster Oslean Mora, comenta que si bien eso es correcto esto es como una sociedad anónima, en una asociación todos en conjunto aportan y en caso de una “mala praxis” o de una mala situación, todos sus afiliados están en obligación de asumir las pérdidas. Por ejemplo, el caso reciente del Banco Nacional, donde justamente hubo un montón de dinero que se perdió en factoreo de empresas asociadas al famoso “cementazo” y entonces sus afiliados no solo dejaron de recibir excedentes, sino que las personas que eventualmente decidieron retirarse de la asociación se le repartieron parte de las pérdidas afectando su patrimonio individual. Entonces lo que quiere decir es, y no se va a enfrascar más en esta parte, pero sí en aclarar un tema, si se van a aplicar directamente de las deducciones le parece que, no hay forma tan fácilmente operativa, de poder distinguir entre las deducciones que son de patrimonio, es decir, las que son de aportes, de aquellas que son de crédito; eso es tarea de la asociación.



El máster Mauricio Villalta, comenta que sí es fácil porque vienen en códigos de pago totalmente diferentes; y en cuanto a lo del Banco Nacional, fue algo que no está tan claro, hubo un acuerdo de asamblea para poder hacer eso y fue la SUFEF la que se metió. Pero legalmente la asociación no puede comprometer los aportes, porque son aportes individualizados.



El máster Oslean Mora, señala que le preocupa esa posición, porque entonces le estaría diciendo que no tiene garantía absolutamente de nada a la hora de prestarle.



El máster Mauricio Villalta, claro, que se tienen los endosos de la cartera de crédito.



El máster Carlos Montero, señala que incluso piensa que es más seguro la cartera de crédito, que la afiliación, porque, ¿qué pasa si la solidarista entra en problemas?, la gente se desafilia y se cae la cartera de afiliación, y si se piensa de ahí deducir esto (el crédito) podría tener riesgo pues es totalmente volátil. Mientras que la cartera de crédito se tiene un compromiso de pago de una forma segura. Lo que decía Mauricio, si a la solidarista, Financiero Contable le traslada ¢700 millones de colones de la planilla solo por deducciones de créditos, de ahí se podría aplicar, antes de aplicar esos créditos, aplicar las deducciones del préstamo del Fondo. Es más, hay un acuerdo del Consejo Superior, que estuvo buscando ayer y no lo encontró pero que lo puede pasar, donde a raíz del crédito de ANEJUD, dispuso que el crédito de ANEJUD que en su momento eran ¢1.000 millones, tuviera prioridad sobre todas las demás deducciones y hace 3 o 4 meses, no tiene idea cuánto, Gestión Humana envió una propuesta de prelación para las deducciones de Ley. Se dejaron por supuesto las de ley, renta, caja, etc; y la primera deducción quedó gravada como, en caso de que se ocupe, ser la primera que se aplica, son las deducciones por préstamos al Fondo. Entonces sí, “la Solidarista mañana presta ¢14.000 millones y Carlos Montero le pidió ¢20 millones para cancelar deudas, la solidarista reporta eso, y esa es la primera cuota que se me retendría a mí, sobre cuotas viejas, sobre cuotas de bancos, etc.”. Entonces mientras el empleado pague esa cuota está amarrada y la garantía sería la planilla de deducciones de cuotas, no de Asociación de la Solidarista, por ejemplo. Le parece que esa segunda parte se vuelve como una garantía adicional, pero el deudor inmediato al que le van a aplicar el primer préstamo, el primer rebajo después de pasar por ley serían las deducciones de los créditos del fondo. Y hay un acuerdo legal en ese tema. 



Cree que Mauricio tiene razón, primero si las asociaciones tienen un impedimento legal para ceder o gravar las cuotas, no se puede vía reglamentaria cambiarlo, y además no lo ve tan mal porque si ceden las cuotas de los préstamos que ya tienen vigentes, es más estable que la afiliación, porque la afiliación sube y baja, aunque ha sido muy estable en los últimos años y ha venido creciendo, la afiliación sube y baja o puede subir o puede bajar.



El máster Mauricio Villalta, agrega que eventualmente la que se puede tocar es la cuota del aporte obrero, pero la del aporte patronal, incluso si el asociado se retira, va para custodia hasta que se jubile. Entonces es mejor poner sobre la cartera de crédito, de todas formas, como ya lo ha dicho en el caso de ASOSEJUD hay ¢700 millones por mes que eventualmente garantizarían cualquier cosa.



El máster Oslean Mora, agradece los comentarios de don Carlos y don Mauricio, para terminar la idea comenta indica que, si con el fin de ser más explícitos sobre la obligación del deudor, sea cual sea desde la cancelación, no se debería únicamente quedarse indicado como “default”, por así decirlo, que este deudor tiene la obligación de cancelar dentro de los primeros cinco días hábiles y en caso de cualquier atraso, ahora sí se empiece a aplicar la deducción. Es decir, “darle vuelta un toque” al sentido del cobro, no sabe si se explica con esto, está viéndolo desde la óptica operativa, que lo primero que tenga que hacer el deudor es, por voluntad propia ir y proceder a hacer el pago, y si eventualmente no lo hace, se active el mecanismo de aplicar el cobro a las deducciones por préstamos en este caso como lo están hablando. Pero desde la óptica operativa facilitaría el hecho de que todo surge normal, todo va normal y el deudor cuando recibe los aportes va a poder a proceder a hacer la cancelación de la cuota correspondiente con total transparencia, ya no “neteado” sino que se va a ver el movimiento a través de bancos.

 

El máster Mauricio Villalta, señala que le parece muy bien, porque si se hace la deducción se estaría tocando la planilla y habría un descuento sobre todas las cuotas de préstamos; y se volvería un enredo operativo tanto para el Poder Judicial como para la entidad deudora conciliar ese “alboroto”. Señala que don Oslean tiene razón y que es la mejor manera.



El máster Oslean Mora, le parece bien dejarlo así que quede como una garantía y en caso de que se falle, cualquier deudor tiene cinco días y no pagó, ah bueno, entonces inmediatamente la siguiente quincena como se sabe que no va a pagar se le aplica, se le hace la deducción porque se necesita garantizar el pago, pero que sea como un segundo paso. Entonces propone darle vuelta a la redacción en ese sentido, no sabe si el resto de los integrantes opinan igual.



La Licda. Ana Lucrecia Ruiz, sugiere ir haciendo de una vez la redacción.



El máster Bryan Calvo, solicita al señor Oslean Mora reiterar la idea para irla transcribiendo. 



El máster Oslean Mora, indica que era darle vuelta a eso mismo que está ahí, lo que se va a hacer entonces, dice “Los cobros se deducirán de los fondos mensuales que percibe la entidad autorizada por cuotas de afiliación y de deducción por préstamos y se cancelarán mediante cuotas mensuales consecutivas y vencidas.” Esa parte en su criterio baja y entonces abajo donde dice, “Si no cancela dentro de los primeros 5 días hábiles del mes siguiente…” eso va para arriba y más bien decir “El deudor tendrá un espacio dentro de primeros 5 días hábiles del mes siguiente para realizar la cancelación de la cuota correspondiente…” es cambiarle el orden y decir “esto es lo primero que se hace”.



El máster Mauricio Villalta, ofrece ayudar con la redacción. Sugiere poner “El deudor pagará en los primeros 5 días hábiles del mes siguiente la cuota del préstamo, caso contrario el Fondo procederá a deducir…” y ahí así, sí como va todo lo demás “a deducir de las cuotas por préstamos de la entidad…” y luego hay que poner lo de la tasa moratoria en otro párrafo, lo de los intereses moratorios. Tal vez para hacerlo más rápido sugiere que luego de la palabra vencidas se agregue “y cancelará los intereses moratorios correspondientes”.



La Licda. Ana Lucrecia Ruiz, consulta ¿cuál sería la tasa de interés de los moratorios?.



El máster Oslean Mora, señala que está definida en el Código de Comercio es un 30% adicional a la tasa normal del crédito, creía que era 30% más y no, es 30% del monto de la tasa.



El máster Mauricio Villalta, solicita ponerlo todo en color morado para que se vea que es un cambio total.



El Lic. Fabián Salas, comenta que lo de la consulta es lo mismo que ya comentaron entonces esa parte quedaría totalmente atendida.  Prosiguiendo con el artículo N°8 que indica: “El plazo máximo para otorgar en los préstamos del Fondo será de 30 años. El plazo específico de cada préstamo se determinará de acuerdo con estudios financieros y/o actuariales.” De su parte lo ve bastante bien, se “volaron”, una parte que se había conversado incluso con don Oslean de que “la Junta Administradora se reserva el derecho de otorgar un plazo menor a este, en caso de que así lo determine este órgano colegiado” pero si se está conversando entre partes y va a quedar en el contrato está demás.



El máster Mauricio Villalta, sugiere una cuestión de forma para que se lea “El plazo máximo para otorgar préstamos será de 30 años y el plazo específico…” sustituyendo el punto por la “y” lo demás todo está bien.



El máster Oslean Mora, expresa que de su parte el sigue opinando que lo que está tachado debería quedarse, siendo honesto, pero es decisión de ustedes.



El máster Carlos Montero, consulta a don Oslean ¿qué es lo que dejaría?.



El máster Oslean Mora, indica que es donde dice: “sin embargo, la Junta Administradora se reserva el derecho de otorgar un plazo menor a este, en caso de que así lo determine este órgano colegiado”. Es decir, que es disponibilidad de la Junta, no automáticamente a todo mundo se le va dar 30 años porque lo pide. La Junta Administradora decide si le conviene, si le interesa dar ese plazo; si por el contrario dice “la verdad es que el estudio actuarial dice que tenemos un hueco en el 2027” entonces se hace un escenario donde se preste de aquí al 2027. Sabe que está de más pero tampoco lo echaría de menos, no sabe sí se explica, al fin y al cabo, el que presta el dinero es el que tiene la potestad de decidir el plazo al que lo otorga. 



El máster Mauricio Villalta, le comenta a don Oslean que entonces quedaría como estaba inicialmente.



El máster Carlos Montero, comenta que parece que está bien ¿por qué se le va a limitar a la Junta esa posibilidad? y puede haber condiciones de mercado o condiciones del mismo estudio actuarial que indiquen que los plazos sean menores.



El máster Eddy Velásquez, señala que en la redacción que se está proponiendo está implícito eso, de su parte lo entiende así, el texto dice “El plazo máximo para otorgar en los préstamos del Fondo será de 30 años. El plazo específico de cada préstamo se determinará de acuerdo con estudios financieros y/o actuariales”. Ese plazo específico deja la puerta abierta para que la Junta diga “no, a seis meses” o “no, a 3 años”



Los miembros coinciden en que está implícito, y el máster Oslean Mora agrega que tal vez la redacción podría dejarlo como algo más específico, pero tienen razón la potestad no se está eliminando.



La Licda. Ana Lucrecia Ruiz, sugiere también agregarle “de acuerdo a estudios financieros, actuariales, dependiendo de un plan de inversión del deudor…” para no tacharlo del todo.



El máster Eddy Velásquez, responde a doña Ana Lucrecia que él piensa que con el “estribillo” que dice 
“con estudios financieros y/o actuariales” piensa que estudios financieros incluye todo y como esto es una política. 



La Licda. Ana Lucrecia Ruiz, concuerda y menciona que tal vez se puede incluir en un procedimiento.



El Lic. Fabián Salas, comenta que en el artículo N°9 le gustaría recordar los puntos que tenía el reglamento inicial donde, para plazos inferiores a 10 años se prestarán los recursos a la tasa mayor resultante entre lo que era el rendimiento del fondo y la curva soberana al mismo plazo de la solicitud del crédito. La otra era que plazos superiores a 10 años se prestará con una tasa igual a la tasa real de equilibrio actuarial establecida en el último estudio vigente más una prima por riesgo definida para cada sujeto.



Ellos están proponiendo, la gente del Comité de Riesgos, eliminar todo eso y dejar únicamente la propuesta siguiente: “La tasa de Interés aplicable para todos los créditos que otorgue el FJPPJ será tasa básica pasiva del Banco Central de Costa Rica para operaciones en moneda nacional más un porcentaje o diferencial que aprobará el Comité de Riesgos y que será determinado de acuerdo con la prima por riesgo, un margen de utilidad razonable y las condiciones del mercado financiero nacional. a tasa máxima y piso se definirá en los contratos de cada préstamo las cuales se negociarán al momento de la formalización. La tasa máxima en ningún caso podrá exceder la tasa de usura definida por el Banco Central de Costa Rica, conforme a la Ley N°. 9859”.



El máster Mauricio Villalta, señala que esto cambia el espíritu y el fondo de las redacciones iniciales del reglamento, aquí lo que están haciendo es que están tratando al Fondo como si fuera un Banco, si esto fuera un banco él estaría de acuerdo en que se ponga a Tasa Básica Pasiva. Lo que pasa es que todos los días, o cada cierto tiempo la Junta Administradora ve que la SUPEN le pone mucha atención a los estudios actuariales y los puntos de equilibrio del Fondo nada tienen que ver con Tasa Básica Pasiva. Entonces lo que le preocupa con Tasa Básica Pasiva, es que se está desvinculando el equilibrio actuarial, por eso fue que, desde que se arrancó el reglamento lo que se estaba tratando de estipular era una condición, que es muy atípica, que nada tiene que ver con las condiciones de los bancos, que era la defensa en una tasa actuarial de equilibrio. 



Por ejemplo, e indica que va a hablar con la camisa puesta del Fondo totalmente, para el fondo resultaría inapropiado prestarle a cualquier entidad autorizada por debajo de la tasa que lograr el equilibrio actuarial, o peor, por debajo de la tasa que están consiguiendo las inversiones, porque, por ejemplo, si se hace por debajo de la tasa que logra inversiones, cada préstamo lo que haría es hacer más grande el déficit actuarial que tiene el fondo. Por eso es que la tasa piso, del Fondo no puede ser menor a la tasa de inversiones y lo que le preocupa de estipular la Tasa Básica Pasiva es que se descuida totalmente “el núcleo” y la preocupación central de la Junta que es la defensa actuarial del fondo.



El máster Eddy Velásquez, comenta, secundando lo expresado por Mauricio, que está totalmente de acuerdo porque efectivamente en una instancia inicial se había hablado de, sobre todo en los préstamos de largo plazo, proteger al Fondo garantizando el rendimiento real que el estudio arrojase. Y segundo porque, se puede hacer un análisis hacia atrás, donde la Tasa Básica ha llegado a niveles tan bajos que ni siquiera compensa la inflación entonces es medio “fregado” trabajar con un indicador que es de corto plazo, por eso siempre lo ha criticado, le parece que atar préstamos a Tasa Básica que es un instrumento de corto plazo o que su cálculo se fundamenta en análisis de inversiones de corto plazo, para préstamos de largo plazo, a pesar de que se agregue un margen ahí, no es muy adecuado. Sobre todo, en un Fondo de Pensiones le parece que usar el criterio de la rentabilidad real es mucho más seguro y mucho más claro de cara al beneficio que se quiere obtener en esta opción de inversión a través de un crédito. Reitera que secunda lo que menciona don Mauricio, menciona que tal vez es replantear diferente, pero si usando el criterio de la tasa real que si es importante en fondos de pensiones.



El Lic. Fabián Salas, indica que infiere es dejarlo similar a como se venía trabajando ¿esa es la propuesta de este Comité? Ahí si hay que hacer unas modificaciones de forma, porque se estaban dejando los 10 años por fuera, decía para plazos inferiores a 10 años y plazos superiores a 10 años, entonces si alguien quería hacer un crédito a 10 años no se podía realizar.



El máster Oslean Mora, hace una observación, indica que hay que estar muy claros, coincide plenamente con lo que dice don Mauricio en que la tasa real es la única que garantiza en el tiempo tener esa estabilidad; pero hay que distinguir que la tasa de equilibrio actuarial es una cosa y la tasa del estudio actuarial es otra cosa.



Entonces hay estar claro cuál de las tasas es de las que se está conversando a la hora de recomendar la redacción de este artículo, y en su criterio vale la pena que se invierta tiempo en él, porque este es el medular del asunto. Lo comenta porque, por ejemplo, la tasa de equilibrio actuarial en el último estudio que ejecutó don Raúl, ronda el 8,17% de rendimiento real; mientras que la tasa del estudio actuarial, se entiende que es la tasa base utilizada para el estudio, ronda el 5,05% real, entonces hay una gran diferencia, la que efectivamente inmuniza al Fondo de Jubilaciones de absolutamente todo es ese 8,17%, esa es la que va a inmunizar de absolutamente lo que pase con la economía; porque efectivamente se va a garantizar siempre tener un rendimiento acorde que por sí mismo es suficiente para sacar al fondo del déficit. Lo que pasa es que ese déficit debería tender a variar con el tiempo, con cada estudio que se realice, sube o baja, ese 8,17% puede tender a tener pequeñas variaciones, pero en general debería ser muchísimo más estable.



La tasa de rendimiento actuarial del último estudio, ese 5,05%, se ha venido incrementando año con año, precisamente basados en que el rendimiento real que ha obtenido el portafolio ha sido mucho más alto, se están obteniendo tasas del 7% o para arriba reales. Entonces, se diría que básicamente ese 5,05% puede ser fácilmente utilizable o alcanzable o estimado que llegue a un 5,50% en los próximos años, tal como inclusive el mismo Raúl lo está utilizando para efecto de cálculos a futuro. 



Ahora, poniéndose “del otro lado de la camiseta” independientemente de la institución que sea, esta tiene que garantizarse que la tasa a la que el Fondo le preste sea una tasa lo suficientemente atractiva para que esa institución pueda prestarles a las personas afiliadas al Régimen y que efectivamente esa tasa a la que se preste aun sea atractiva con respecto a mercado. Entonces, obviamente, es mucho más sencillo, más factible y más posible poder llegar y decir “te presto a un 5,05% más prima por riesgo, que serán niveles del 6,50% a 7% o 7,5%” a decirte “te presto al 8,17% más primas por riesgo y me va a dar tasas del 10% real”, eso lo expone porque es un punto medular de hacia dónde se va a poder darle o no posibilidades de que este crédito pueda ejecutarse.



El máster Mauricio Villalta Fallas, indica que él hace una propuesta totalmente nueva pensando en la situación del Fondo, manifiesta que el fondo no debería prestar por debajo a la tasa que logre en inversiones, porque tiene más riesgo colocar préstamos que ir a títulos valores, no deberíamos bajar el rendimiento por debajo de lo que se consigue en inversiones porque cada vez que lo hagamos se incrementa el déficit. Continúa señalando el máster Villalta Fallas que el propone que se preste con la tasa del estudio actuarial del 5,05% pero que esta no puede ser menor a la tasa de las inversiones que se estén gestionando, tampoco estaría bien en la tasa de rendimiento real porque hay inversiones viejas que tienen rendimientos que nos hacen mucho más altos que la actualidad pero él diría que es la tasa del rendimiento que propone el estudio actuarial pero esta no puede ser menor a la tasa que consigue en inversiones por parte del Fondo presentes.



El Lic. Fabián Salas, agrega que hay un criterio excluyente o una tasa de ir a la curva revisar y si la tasa está en un 7% la comparo con la tasa del escenario base, puntualmente para evitar cualquier vicisitud porque también está la tasa del escenario optimista, pesimista y está la tasa única real de equilibrio entonces se debe identificar muy bien la tasa como lo señaló don Oslean anteriormente para evitar cualquier situación. Entonces a la hora de hacer la redacción lo que dice don Mauricio similar a la propuesta de redacción inicial en cuanto a la tasa mayor resultante entre el rendimiento de la curva soberana, vinculada con el plazo del crédito y la tasa del escenario base.



El máster Mora Valdez, señala que está entiendo que es asociarla a la tasa base del estudio actuarial, que es el 5,05%, pero que cuyo resultado nominalizado tiene que ser superior al resultado nominal de las inversiones. Si las inversiones me dan un 8% nominal yo tengo que cobrarle mínimo 8% nominal al deudor.



El máster Mauricio Villalta Fallas, indica que es correcto porque si no estaríamos incrementando el déficit actuarial eso sería lo que nos pasaría.



El máster Mora Valdez, declara que esta combinando tasa real con tasa nominal en esa definición pero que en principio no le ve mal porque es lo que le garantizaría cumplir con lo que está en la ley, estoy invirtiendo o colocando recursos que siempre van a hacer una opción igual o mejor que lo que estoy obteniendo en mi cartera de inversiones.



El máster Mauricio Villalta Fallas, manifiesta que excelente, así es, esa sería la propuesta de él para poder armonizar un poco los puntos y cuidar un poco el equilibrio del Fondo.



El máster Eddy Velásquez, indica que como era de esperar este artículo es el complejo, poniéndose el sombrero del intermediario que está solicitando un crédito al Fondo, seamos más concretos y directos, actualmente un préstamo la tasa de interés para los asociados ¿a qué niveles andan?, porque le parece que uno no podría desligar la posibilidad de que usemos la tasa real de equilibrio actuarial, el 8% no lo veo tan alto, por eso hago la pregunta.



El máster Mauricio Villalta Fallas, manifiesta que la tasa “TIP” que la Tasa Interna Ponderada de ASOSEJUD ando como el 12% entre el 11% 12%, pero las ofertas bancarias, cualquiera que levante el teléfono si le va muy mal en un banco adquiere tasa básica más cuatro, muy probablemente tasa básica pasiva más tres y medio, si es una entidad que tiene parámetros de solvencia adecuados. Con tasa básica más el tres y medio estamos hablando del 7%, yéndole muy mal a cualquiera un 8% nominal.



El máster Oslean Mora agrega que esa es la tasa que conseguiría el préstamo una institución y no la que conseguiría una persona para una refundición de deudas.



El Máster Villalta Fallas agrega que don Oslean tiene toda la razón, además si una entidad autorizada va pensando en lo seguro y le pide a un banco en este momento ese banco le va a presta a tasa básica pasiva más tres y medio se los digo con conocimiento de causa.



El máster Oslean Mora también agrega que son normales esos niveles que nunca ha visto tasa básica más cinco, que no es costumbre, cuatro o cuatro y medio en el mejor de los casos, que hace poco una entidad financiera le habían ofertado al Fideicomiso de construcciones del Poder Judicial tasa básica más cuatro y medio en un negocio de doscientos mil millones de colones y no se hizo el negocio con ese oferente.  Que hay que pensar como dice don Mauricio que la opción de crédito tiene que verse desde la otra óptica o desde el otro sombrero, que la oferta debe ser lo suficientemente atractiva para que la entidad deudora no le venga a reclamar sus propios dueños de que, por qué pidió plata prestada a un 11, 12 0 13% o podía pedirla en otra entidad estatal a un 8%, porque al fin y al cabo me puede bajar las utilidades o excedentes a final del año, hay que tener ese parámetro como referencia.



El Máster Eddy Velásquez, indica que el criterio técnico que iba a argumentar se le vino abajo, ya que con el nivel tan bajo de las tasas de interés muestra otro escenario complicado, se tendría que arrancar casi igual que con la propuesta de Riesgo, ya que la contraparte o el deudor que estamos queriendo motivar para que nos solicite recursos el compite con le mercado y tendríamos que tener tasar de mercado, entonces tenemos que buscar un “mix” entre el rendimiento un poco lo que habíamos propuesto inicialmente de la curva de rendimiento a la cual nosotros estaríamos colocando recursos hoy y este parámetro de tasa básica, que no le hace mucha gracia pero he de reconocer que es el estándar del mercado tal y como lo acaba de mencionar Mauricio. 



El Máster Villalta Fallas agrega que por responsabilidad en el Fondo él preferiría rechazarle a cualquier entidad autorizada o no darle, o que me lo rechacen porque la tasa es muy alta en vista de que el Comité de Inversiones es muy bueno y lo hace muy bien y no podemos bajar una tasa no podemos bajar por debajo de esa tasa, que prestárselo porque si se lo prestamos por debajo de esa tasa no solamente actuamos en déficit sino que cualquier afiliado, pensionado o jubilado nos va a decir que porque estamos prestando recursos por debajo de lo que a nivel de inversiones logramos, básicamente sería un intento de bajar las utilidades del mismo Fondo, eso sería muy delicado, él preferiría que Coopecaja, Coopejudicial o Coopemep, quien sea; diga mire es que a mí no me sirve llevarme los recursos a un 8% porque es lo que logra el Comité de Inversiones, a que nosotros le digamos si mire se los vamos a dar por debajo se lo voy a dar al 6% porque si no yo sé que usted no me los pide, pero sabemos que el Comité de Inversiones con esos recursos logramos más que el 6%, por eso nuestro foco debería ser cuidar la tasa de rentabilidad que logra en el Comité de Inversiones como punto mínimo para el Fondo porque cualquier otra cosa nos va a incrementar el déficit y estamos en los últimos 2 estudios la tendencia es la misma, salimos con déficit actuarial en el escenario cerrado y salimos apenas en el abierto. Entonces más bien tenemos una presión muy fuerte en la parte de inversiones de estar incrementando rendimientos para lograr que el fondo no caiga en déficits gemelos y la única forma de hacerlo es protegiendo la rentabilidad de las inversiones como mínimo.



El Máster Eddy Velásquez, indica que concluyendo que hay que ser prácticos, que se utilice el criterio técnico de mercado desde el punto de vista de las inversiones que sería, la tasa de interés aplicable para todos los créditos que otorgue el Fondo de Jubilaciones será el equivalente a el rendimiento que refleje la curva de rendimiento más el riesgo de la entidad, bueno ahí la unidad de Riesgo definirá el plus adicional que hay que sumar o no, ya con eso protegemos los intereses del fondo y estamos utilizando costo de oportunidad de referencia el mercado de las inversiones y no se hace referencia a ningún otro parámetro para no hacer ruido, vean que es algo muy sencillo y muy práctico, el rendimiento de la curva soberana más una prima por riesgo y dependerá del plazo a la cual se estaría colocando, si es a 10 años nos estaríamos fijando en el rendimiento que tenga la curva en ese plazo, si es a 30 años de igual forma a ese plazo de la curva y ahí agregaríamos el plus adicional por tema de riesgos, siendo más precisos y concreto así se podría plantearse.



El Máster Villalta Fallas agrega que dicen “que lo mejor es lo más simple” que se acaba de llegar a los más simple, pero parece ser que es lo más adecuado.



El Lic. Fabián Salas, indica que la que más se asemeja a los discutido es la del punto a), entonces que no se haría ninguna distinción de plazo, sería la tasa de interés aplicable para todos los créditos que otorga el Fondo. 

En este punto agrega el señor Villalta Fallas que lo que está proponiendo don Eddy es una redacción totalmente nueva, nada tiene que ver con la tasa de interés, rendimiento del Fondo ni nada, es vámonos a la curva soberana y adicionarle puntos de riesgo por el negocio implícito.



El Máster Oslean Mora también agrega que lo que podría ocurrir es según la propuesta de don Eddy es que el solicitante me va a pedir un crédito a dos años porque a dos años le sale costando 3,5% o 4%, y eso no es negocio para el Fondo, entonces a él le parece que la propuesta de don Mauricio porque garantizaba que para el Fondo de Jubilaciones si había cobertura. Lo que dice don Eddy tiene razón.



El Máster Eddy Velásquez señala que coincide con don Oslean, pero que esto es un proceso de negociación si viene una entidad y dice “me interesa que nos preste a 2 años” y si nosotros nos vamos y vemos la curva y vemos que no y que de acuerdo con nuestra estructura de vencimientos y nuestro perfil de inversión actual los plazos a los que podemos prestar son estos y estos, tampoco lo que nos demandan eso tenemos que darlo, eso es un proceso de negociación y ahí se podrán de acuerdo, es difícil en una redacción plantear algo donde todo el mundo salga ganando, lo que hay dar son las pautas, las políticas para que a través de esto los gestores trabajen. Si el día de mañana viene a pedir un préstamo y no es rentable para el Fondo se le dice que se le presta con estás condiciones y si el solicitando dice que no, pues no hay negocio.



El Máster Villalta Fallas indica que propone que se acoja como base lo planteado por don Eddy e indicar que no podrá ser menor de la tasa del estudio actuarial, hoy de 5,05%, ahí salvamos todos los aspectos.



El Máster Eddy Velásquez señala que está bien como tasa piso, que le parece razonable, pero que quede claro que la política no es una camisa que amarre simplemente es un esquema que nos permite la flexibilidad para ejecutar, que le día de mañana viene una cooperativa “x” ese préstamo tiene que llevarse a la Junta a los Comités y hacer los estudios. Lo que pasa es que ese rendimiento real o del estudio a él le genera duda de dónde salió, a él no le dice nada, que el único rendimiento real es el del equilibrio actuarial.



El Máster Villalta Fallas indica que a la propuesta se le incluya tasa piso del escenario base.



El Lic. Salas Fernández agrega que sea del último estudio actuarial, más bien el estudio actuarial vigente.



El MPM. Oslean Mora, señala que le queda una duda, que dice que el rendimiento de mercado de título valor del sector público que tenga un plazo similar, es un título en específico y no la curva, estoy asociando el título y no la curva, entonces si un título en particular está voy alto o muy bajo entonces me va a complicar, no sé si debería ser la curva soberana, después hay dos curvas soberanas con las que se trabaja, una es la que se calcula con los Vectores de Precios y otra es la que calcula el Banco Central que es meramente teórica y esta definan en un plazo entre 1 y 10 años, de acuerdo con esto debemos trabajar con la curva soberana calculado con los instrumentos que componen el vector de precios. 



El Máster Eddy Velásquez señala que si uno indica la ¿curva soberana del mercado no se entiende que es la del vector de precios?.



Señala el señor Mora Valdez que si se entiende así y que le interesa que desde la parte operativa esto quede claro y le hace la consulta al señor Salas Fernández y al señor Calvo Calderón.



El Lic. Fabián Salas, indica que operativamente es muy viable calcular el resultado de la tasa y que los insumos es sencillo recopilarlos, la curva la tenemos.



La Licda. Lucrecia Ruiz le consulta al señor Bryan Calvo ¿sí ante un eventual cobro judicial esa tasa traería algún problema?.



Interviene el señor Mora Valdez, indicando que es una buena pregunta, que para los temas de cobro de intereses se utiliza la tasa de depósitos bancarios a 6 meses plazo, cuando en el contrato de crédito se establece las condiciones y la tasa que está definida y que es variable no sabe si eventualmente eso le generaría algún problema, entendería que esta metodología es muy específica y tal vez aquí hace falta agregar la periodicidad de cálculo, que esta tasa se calculará cada 3 o 6 meses, o bien cada año, aplicable al préstamo. Tal vez esa es la parte que hace falta, para que en caso de tener que ir a un proceso de cobro judicial el juzgado pueda recalcularla igual que nosotros.



El MBA Bryan Calvo Calderón menciona que es muy importante que el país solo hay tres proveedores de precios autorizados por la SUGEVAL, entonces que la herramienta es muy específica pero accesible a los demás intervinientes, está Valmer, Pipca y Latin, y tenemos Valmer entonces es fácil de acceder a la información.



El MPM. Oslean Mora, señala que la ventaja en caso de no existiera un vector de precios la Bolsa de Valores está en la obligación de proveer el vector.



El Lic. Fabián Salas, indica una observación de fondo una consulta es en cuanto en la revisión del nivel de la tasa, el detalle de la revisión es que hay un estudio actuarial, están haciendo la solitud de un crédito a 10 años, la tasa será esa tasa base la del estudio existente o debo revisarla año con año conforma a los estudios y si la curva se va moviendo el plazo del crédito se va acortando, en este caso es variable saco una foto y esa es la tasa de todo el plazo del crédito, ¿qué es el espíritu de la redacción del artículo?.



El Máster Eddy Velásquez señala que es importante el tema de poder una cláusula de revisión de la tasa sobre todo porque el mercado se mueve mucho. Hay dos opciones, la gran ventaja de hacer una tasa revisable es que el “spread” que uno cobra por riesgo es más bajo, versus si no se hace revisable, porque de alguna forma tendríamos que compensar ese riesgo adicional que está asumiendo el fondo al hacer una tasa fija al vencimiento, no podría ser la misma tasa al hacer un crédito a 10 años con una tasa revisable semestralmente o anualmente con la revisión del estudio actuarial, porque de alguna forma el Fondo se está protegiendo del riesgo de movimiento de precios en el mercado y también es beneficio para el deudor por tener una tasa de interés más baja, entonces de la decisión que se tome va a depender ese nivel de tasa, ese spread o ese riesgo o riesgo de entidad que se tendría que considerar en su momento.



El Máster Villalta Fallas indica que siguiendo las palabras de don Eddy, propone que se indique que la tasa sea revisable anualmente, porque solo una vez al año se tiene la salida del estudio actuarial que es donde veríamos cómo va el asunto.



El Lic. Fabián Salas, manifiesta que estamos de acuerdo con lo propuesto.



El Máster Eddy Velásquez señala en este punto que sería importante indicar que la tasa será revisable anualmente o conforme a la salida del estudio actuarial.



El Máster Villalta Fallas indica que, de acuerdo con esta redacción, lo indicado en el artículo primero ya no tiene sentido, con relación a un parámetro de una tasa o parámetro de ajuste. 



Recalca en este sentido el Lic. Salas Fernández que es lo relacionado con lo del articulo 497 del Código de Comercio.



Continua el Lic. Fabián Salas Fernández que con respecto al artículo N.°10 proponen dejarlo con la redacción que estaba solo cambiarle el nombre al artículo y en lugar de ponerle “Impago” llamarlo “Intereses moratorios”, todos están de acuerdo ratifica el señor Salas. Continúa indicando que el nombre correcto es “Interese Moratorios, Cobro Administrativo y Cobro Judicial” e incluir en el artículo lo siguiente “se procederá al cobro administrativo cuando la Junta Administradora lo determine y al Cobro Judicial a partir de los 90 días de atraso de la operación crédito”. 



Prosigue el Lic. Salas Fernández con el artículo N°. 11 Tipos de Préstamos, lo único que se está haciendo es hacerle caso a la Superintendencia eliminando los tipos de crédito que son un poco complicados operativamente y que adicionan riesgo de crédito y riesgo adicional de liquidez, que son los de una única amortización y la revolutiva, ellos están proponiendo al igual que la Administración dejar únicamente cuota nivelada préstamos con cuotas iguales durante el plazo del préstamo, todos los presentes están de acuerdo.



En el artículo N°. 12 Garantías, lo que se propone es eliminar un inciso que correspondía a la parte del cobro, si se presenta en mora igual o mayor a 3 cuotas de atraso, se propone eliminar esa parte porque no tenía nada que ver con la parte de garantías, nosotros como Administración lo propusimos y el Comité de Crédito y de Riesgos lo avalo también, porque si esta salido completamente ese inciso de la parte de garantías.



El Máster Villalta Fallas indica que también se debe eliminar la parte del inciso b), lo que dice cuota de afiliación, únicamente.



El Lic. Salas Fernández expone que el artículo N.° 13 por una cuestión de forma se propone eliminar la palabra “de”. El artículo N.° 14 de Endeudamiento, se propone la siguiente redacción “Las entidades sujetas de préstamo otorgaran sus créditos con recursos del FJPPJ respetando el endeudamiento máximo definido por el Comité de Crédito y se propone eliminar la Junta Administradora del Fondo y según el artículo 512 del Código de Comercio, dejando evidencia documental del análisis efectuado, sobre el salario líquido una vez deducidas todas las cuotas de créditos susceptibles a deducción del salario, tanto ara deudores como fiadores”, eso pareciera que iba enfocado para operaciones a personas y no a entidades por eso esa parte se propone eliminar porque nosotros como Fondo le vamos a prestar a una entidad no a personas.



El Máster Villalta Fallas señala una modificación de forma, cambiar Comité de Crédito por Comité de Riesgos. 



Continúa el Lic. Salas Fernández con el artículo N.° 15 señalando que se denomina el Fiador y que este es el mismo caso de la parte del endeudamiento se propone eliminar porque básicamente no aplica y como se elimina el artículo N°. 15 entonces lo que se propone en los otros es reenumerarlos.



El Máster Villalta Fallas solicita ver el artículo N.° 15, señalando que el Lic. Salas Fernández tiene razón. 



Continua el señor Salas Fernández con dando lectura al artículo N°. 16 de las amortizaciones anticipadas, donde está el cobro de la comisión que ya se había revisado por parte de este Comité y del Comité de Riesgos sin ninguna observación. 



Sigue presentando el Lic. Salas Fernández que el articulo N.° 17 hace referencia a los requisitos de para el otorgamiento de crédito que hay que eliminar el “de”.



El artículo N.° 18 indica que si hay una observación de fondo, que dice que “En el caso de análisis para el eventual otorgamiento el Comité de Riesgo del Fondo asumirá las funciones del Comité de Crédito y realizará los estudios pertinentes con base en la información suministrada de acuerdo con lo estipulado en este reglamento”, habría que quitarle también el artículo 17, se generaliza.



Además, el máster Villalta Fallas señala que también habría que corregir donde indica Comité de Crédito y en su lugar indicar Comité de Riesgo como en líneas anteriores para estandarizar.



La Licda. Lucrecia Ruiz indica que tiene una observación en el artículo N.° 17 dice que las entidades autorizadas que solicitan préstamos deberán presentar a la persona encargada de la Tesorería de la Junta Administradora toda la documentación, pero con la nueva estructura orgánica y funcional de la Junta esta función  es muy operativa para un miembro de Junta, sugiera que se le delegue al Gerente o un Director Financiero del fondo.



El Máster Villalta Fallas indica que lleva razón la señora Ruiz, entonces que hay que cambiar la Tesorería para el encargado administrativo, gerente o la gerencia, dirección o equivalente.



El Máster Eddy Velásquez señala que es mejor indicar deberán presentar a la Administración del Fondo. 



El Máster Villalta Fallas propone este artículo que el párrafo redactado se traslade como parte del artículo 4 y se elimine el artículo 18 correspondiente al análisis de crédito. Señala el Lic. Salas Fernández que son artículos diferentes y no se fusiona el artículo y se mantiene el 18 con la nueva redacción.



El Lic. Salas Fernández continúa con el artículo N.° 19 señalado que la Junta Administradora resolverá la solicitud de crédito, una vez que tenga el criterio del Comité de Riesgos.



El Máster Villalta Fallas pregunta que, si eso no ¿es lo mismo que la aprobación?



En este aspecto señala máster Eddy Velásquez que eso es como un tema más legal y un estilo propio del Poder Judicial. 



Señala MPM. Oslean Mora que él entiende que uno es el acto de Acuerdo por parte de la Junta y la otra es la firma del contrato. 



El Lic. Fernández Salas consulta ¿sí se deja Comité de Crédito o Riesgo?. Los presentes indican que se debe dejar Comité de Riesgos.



La Licda. Lucrecia Ruiz Rojas señala que una resolución y una aprobación no es necesariamente lo mismo y que en el artículo N.° 18 deberían eliminarle algunas líneas.



Solicita también una corrección en el artículo N.° 20 ya que dice que el nombre correcto del Fondo es “Fondo de Pensiones y Jubilaciones” en el acta constitutiva, pero que va a revisar.



El MPM Oslean Mora manifiesta que según la cédula jurídica el nombre correcto es “Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial” y ese es el nombre correcto.



El Lic. Salas Fernández continúa señalando que esas son básicamente las observaciones.



Manifiesta el MPM. Mora Valdez que es importante reenviar las observaciones al reglamento al Comité de Riesgos quien es quien unifica y remite a la Junta en un solo documento, para que la Junta dé el visto bueno de aprobación final de este reglamento, y es importante que tiene que estar, de acuerdo a los tiempos, aprobado en la primera semana de mayo para efector de poder publicarlo a nivel de La Gaceta.



El máster Mauricio Villalta consulta a don Oslean si es necesario enviarlo a Riesgos, si no se puede enviar a Junta, ya que Riesgos ya externó su criterio.



El MPM Oslean Mora indica que quien asume el rol de Comité de Riesgo y quien realmente hace esa función es el Comité de Riesgos, si mandamos por un lado las observaciones de Inversiones y por otro las de Riesgos, igual la Junta va a tener que ver los dos documentos y operativamente se hace engorroso, le parece que es mejor una sola versión.





Se acuerda:  



· Tener por conocidas las observaciones del Comité de Riesgos al “Reglamento para el otorgamiento de créditos a instituciones bancarias del estado, cooperativas, cajas de ahorro, asociaciones y sindicatos de personas servidoras judiciales y de la población jubilada y pensionada y al poder judicial con recursos del fondo de jubilaciones y pensiones del poder judicial (artículo 240 bis, ley 9544)”.

· Trasladar al Comité de Riesgos el documento elaborado en la presente sesión con las observaciones al Reglamento antes mencionado.



Acuerdo por unanimidad [x] 

Acuerdo con disidencia []

	    No se aprueban []



FIN DE SESIÓN



Se levanta la sesión a las 16:03 horas del 12 de abril de 2021.







CARLOS MONTERO ZUÑIGA                               	ANA LUCRECIA RUIZ ROJAS

                    Presidente Comité de Inversiones.                                              Secretaria de actas.
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			JUNTA ADMINISTRADORA DEL FONDO DE JUBILACIONES Y PENSIONES DEL PODER JUDICIAL


			





			REGLAMENTO DE CRÉDITO


			





			Número de Artículo


			Descripción Original


			Observación o propuesta


			Observación o propuesta
Comité de Inversiones





			Artículo 1. Regulación.


			El presente reglamento norma y desarrolla lo relativo al otorgamiento de créditos a instituciones bancarias del Estado, cooperativas, cajas de ahorro, asociaciones y sindicatos de personas servidoras judiciales y de la población jubilada y pensionada, con recursos del Fondo de Jubilaciones y Pensiones, en adelante “el Fondo”, que cuenten con la plataforma que les permita administrar dichos recursos y que estén supervisadas y autorizadas por la Superintendencia General de Entidades Financieras (SUGEF) conforme lo establece el artículo 240 bis de la Ley 9544 del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, para financiar préstamos para construcción o mejoramiento de vivienda y otros de carácter social para las personas asociadas, según el reglamento que al efecto debe dictarse, así como para la compra de terrenos, ampliación, remodelación, reforzamiento y construcción de edificios destinados al Poder Judicial, este último por el mecanismo financiero aplicable al efecto, figura o medio jurídico autorizado por la Contraloría General de la República, cuando así se requiera.


			Ninguna


			Ninguna





			Artículo 2. Definiciones


			Para los efectos de la aplicación de este reglamento, se entiende por: 


Auditoría Interna: Órgano interno que ejerce la vigilancia y control posterior de los préstamos concedidos a las entidades sujetas de préstamos.  


 Cuotas: Es el pago periódico que se compromete a realizar un deudor a su acreedor con el fin de devolver el financiamiento que éste le otorgó, incluyen amortización e intereses. 


 Entidades autorizadas para préstamos: cooperativas, cajas de ahorro, asociaciones y sindicatos de personas servidoras judiciales y de la población jubilada y pensionada e instituciones bancarias del Estado, que cuenten con la plataforma que les permita administrar dichos recursos y estén supervisadas y autorizadas por la Superintendencia General de Entidades Financieras, según lo indicado en el artículo 240 bis, inciso a) de la Ley 9544, así como para la compra de terrenos, ampliación, remodelación, reforzamiento y construcción de edificios destinados al Poder Judicial. 


 Mecanismo Financiero Privado: Método o fuente a través de la cual se proporciona financiamiento, que permita la ejecución del crédito otorgado por la Junta Administradora. 


 Mecanismo Financiero Público: Método, fuente o figura jurídica autorizada por la Contraloría General de la República, por medio de las cuales sea factible proporcionar financiamiento para la compra de terrenos, ampliación, remodelación, reforzamiento y construcción de edificios destinados al Poder Judicial. 


 Rendimiento Nominal de Inversiones = Intereses ganados en los últimos 6 meses + Amortización de Descuentos – Amortización de Primas – Comisiones Bursátiles) / (Saldo Promedio de la Cartera de Inversiones) * 2. Este rendimiento se calculará en los meses de junio y diciembre por el Departamento Financiero Contable, quien lo comunicará con 10 días hábiles de antelación a la aplicación a las entidades autorizadas. 











			Incorporar la siguiente definición:





Rendimiento Real: es aquel rendimiento que tiene en cuenta el factor de inflación, para su cálculo se debe restar al interés nominal la tasa de inflación, para este efecto se tendrá la siguiente fórmula:


 (Tasa nominal-Inflación interanual) / (1 + Inflación interanual).


			Incorporar la siguiente definición: 





Rendimiento Real: es aquel rendimiento que tiene en cuenta el factor de inflación, para su cálculo se debe restar al interés nominal la tasa de inflación, para este efecto se tendrá la siguiente fórmula:





(Tasa nominal-Inflación interanual) / (1 + Inflación interanual).





			Artículo 3. Préstamo a Entidades Autorizadas:


			El Fondo otorgará crédito a las entidades autorizadas que cumplan con las condiciones estipuladas en este reglamento, mediante un contrato que especifique el rendimiento nominal a cobrar, el monto total del crédito, la tasa de interés, el plazo de vencimiento y las garantías requeridas. Las entidades prestatarias definirán a sus clientes las condiciones a que tendrán acceso con los recursos provenientes del FJPPJ y asumirán los riesgos que se deriven de los créditos que otorguen con estos recursos. 


			El Fondo otorgará crédito a las entidades autorizadas que cumplan con las condiciones estipuladas en este reglamento, mediante un contrato que especifique el rendimiento nominal a cobrar, el monto total del crédito, la tasa de interés y el parámetro de ajuste de acuerdo con el artículo N°9 de este Reglamento y con el Artículo 497 del Código de Comercio, el plazo de vencimiento y las garantías requeridas. Las entidades prestatarias definirán a sus clientes las condiciones a las que tendrán acceso con los recursos provenientes del FJPPJ y asumirán los riesgos que se deriven de los créditos que otorguen con estos recursos.








			El Fondo otorgará crédito a las entidades autorizadas que cumplan con las condiciones estipuladas en este reglamento, mediante un contrato que especifique el rendimiento nominal a cobrar, el monto total del crédito, la tasa de interés y el parámetro de ajuste de acuerdo con el artículo N°9 de este Reglamento y con el Artículo 497 del Código de Comercio, el plazo de vencimiento y las garantías requeridas. Las entidades prestatarias definirán a sus clientes las condiciones a las que tendrán acceso con los recursos provenientes del FJPPJ y asumirán los riesgos que se deriven de los créditos que otorguen con estos recursos.





Que el Comité de Riesgos aclare que es parámetro de ajuste.








			 Artículo 4. Aprobación


			Corresponderá a la Junta Administradora previo cumplimiento de los requisitos establecidos aprobar la concesión de préstamos a las entidades autorizadas sujetas de estos, de conformidad con las facultades conferidas en la Ley 9544 y con la N.º 7333, Ley de Protección al Trabajador, de 16 de febrero de 2000, y la normativa que al efecto ha establecido el Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero (CONASSIF) y la Superintendencia de Pensiones (SUPEN). 





			Corresponderá a la Junta Administradora previo cumplimiento de los requisitos establecidos en este Reglamento, aprobar la concesión de préstamos a las entidades autorizadas con base en la recomendación del Comité de Riesgos el cual funge como Comité de Crédito, que a la vez se fundamentará en los estudios que se realizan con base en la calificación de la capacidad de pago del solicitante, su situación financiera, su capacidad para generar flujos de efectivo en el giro normal de su negocio, sus antecedentes crediticios en la atención de sus obligaciones financieras durante los últimos cuatro tres años, independientemente de si éstas se encuentran vigentes o extintas a la fecha de corte, su vulnerabilidad a cambios en la tasa de interés provenientes del análisis bajo escenarios de estrés de la capacidad del deudor para enfrentar cambios en la tasa de interés y el tipo de cambio así como del análisis de otros factores que pueden incidir sobre la capacidad de pago del deudor sujetas de estos, de conformidad con las facultades conferidas en la Ley 9544 y con la N.º 7333, Ley de Protección al Trabajador, de 16 de febrero de 2000, y la normativa que al efecto ha establecido el Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero (CONASSIF) y la Superintendencia de Pensiones (SUPEN). 


			Corresponderá a la Junta Administradora previo cumplimiento de los requisitos establecidos en este Reglamento, aprobar la concesión de préstamos a las entidades autorizadas con base en la recomendación técnica del Comité de Riesgos, el cual funge como Comité de Crédito, que a la vez se fundamentará en los estudios que se realizan con base en la calificación de la capacidad de pago del solicitante, su situación financiera,  y su capacidad para generar flujos de efectivo en el giro normal de su negocio, sus antecedentes crediticios en la atención de sus obligaciones financieras durante los últimos cuatro tres años, independientemente de si éstas se encuentran vigentes o extintas a la fecha de corte, su vulnerabilidad a cambios en la tasa de interés provenientes del análisis bajo escenarios de estrés de la capacidad del deudor para enfrentar cambios en la tasa de interés y el tipo de cambio así como del análisis de otros factores que pueden incidir sobre la capacidad de pago del deudor











			Artículo 5.


 Límites


			En ningún caso se podrá destinar más del 25% del total de la cartera de inversiones del FJPPJ para conceder créditos a las entidades autorizadas y tampoco podrá destinarse más de un 10% a una sola entidad a excepción de los recursos que se otorguen para el Poder Judicial. 





			[bookmark: _Hlk66182297][bookmark: _Hlk66182354]En ningún caso se podrá destinar más del 25% del total de la cartera de inversiones del FJPPJ para conceder créditos a las entidades autorizadas (Según artículo N°240 Bis de la Ley 9544) y de ese 25% tampoco podrá destinarse más de un 15% 10% a una sola entidad, a excepción de los recursos que se otorguen para el Poder Judicial. 





			Ninguna





			Artículo 6.


 Usos.


			Las entidades usarán los préstamos otorgados por el Fondo, para conceder créditos a las personas servidoras activas, jubiladas y pensionadas del Poder Judicial, conforme las reglas establecidas en este reglamento, en las condiciones y demás aspectos que se definan en los convenios y contratos específicos que se lleguen a suscribir con ocasión del otorgamiento de los créditos. 





En el caso del Poder Judicial, los préstamos que se lleguen a otorgar por medio del Fondo serán destinados única y exclusivamente para la compra de terrenos, ampliación, remodelación, reforzamiento y construcción de edificios destinados a ese Poder de la República, utilizando los medios y figuras autorizadas por la Contraloría General de la República. 


			Ninguna


			Ninguna





			Artículo 7.


 Cobro.


			Los cobros se deducirán de los fondos mensuales que percibe la entidad autorizada por cuotas de afiliación y de deducción por préstamos y se cancelarán mediante cuotas mensuales consecutivas y vencidas.  


 


En los casos en los cuales no sea posible aplicar la deducción directa, el deudor deberá cancelar la cuota correspondiente dentro de los primeros 5 días hábiles del mes siguiente.


			Los cobros se deducirán de los fondos mensuales que percibe la entidad autorizada por cuotas de afiliación y de deducción por préstamos y se cancelarán mediante cuotas mensuales consecutivas y vencidas.  


[bookmark: _Hlk66182472]En los casos en los cuales no sea posible aplicar la deducción directa, el deudor la entidad deudora deberá cancelar la cuota e intereses correspondientes dentro de los primeros 5 días hábiles del mes siguiente. 


Si no cancela dentro de los primeros 5 días hábiles del mes siguiente, la entidad deudora deberá cancelar los intereses moratorios correspondientes.


Se recomienda realizar la siguiente consulta legal:


Es factible que, si dentro de las cuotas de los asociados (créditos, ahorros, afiliación) que traslada el Poder Judicial a las entidades deudoras, se deduzca de forma directa un préstamo (entidad deudora) que se tenga con el FJPPJ.  CONSULTA PENDIENTE


			El deudor pagará en los primeros 5 días hábiles del mes siguiente la cuota correspondiente, caso contrario el Fondo procederá a deducir de las cuotas por préstamos de la Entidad Deudora y se cancelarán mediante cuotas mensuales consecutivas y vencidas, y cancelará los intereses moratorios correspondientes.














			Artículo 8.


 Plazos.


			El plazo máximo para otorgar en los préstamos del Fondo será de 30 años, y menor a este en caso de que estudios financieros y/o actuariales del Fondo así lo requiera. 


			[bookmark: _Hlk66182607]El plazo máximo para otorgar en los préstamos del Fondo será de 30 años. El plazo específico de cada préstamo se determinará de acuerdo con estudios financieros y/o actuariales., y; sin embargo, la Junta Administradora se reserva el derecho de otorgar un plazo menor a este, en caso de que así lo determine este órgano colegiado.   estudios financieros y/o actuariales del Fondo así lo requiera.


			El plazo máximo para otorgar en los préstamos del Fondo será de 30 años y el plazo específico de cada préstamo se determinará de acuerdo con estudios financieros y/o actuariales.





			Artículo 9. 


Tasa de Interés.


			a) Para plazos inferiores a 10 años, se prestarán recursos del FJPPJ a la tasa mayor resultante del rendimiento nominal del FJPPJ + Riesgo de Entidad (definido por el Comité de Riesgos del FJPPJ) y el rendimiento de mercado del título valor del sector público que tengan un plazo similar al plazo restante del préstamo + Riesgo de Entidad (definido por el Comité de Riesgos del FJPPJ). 


b) Para plazos superiores a 10 años, se prestará con una tasa igual a la tasa real de equilibrio actuarial establecida en el último estudio vigente más una prima por riesgo definida para cada sujeto de crédito.


c) La tasa máxima y mínima que se cobrará a las entidades autorizadas se definirá en los contratos de cada préstamo las cuales se negociarán al momento de la formalización.


			a) Para plazos inferiores a 10 años, se prestarán recursos del FJPPJ a la tasa mayor resultante del rendimiento nominal del FJPPJ + Riesgo de Entidad (definido por el Comité de Riesgos del FJPPJ) y el rendimiento de mercado del título valor del sector público que tengan un plazo similar al plazo restante del préstamo + Riesgo de Entidad (definido por el Comité de Riesgos del FJPPJ). 


b) Para plazos iguales o superiores a 10 años, se prestará con una tasa real igual a la tasa básica pasiva más un porcentaje o diferencial por riesgo, la cual va a ser determinada por el Proceso de Inversiones. real de equilibrio actuarial establecida en el último estudio vigente más una prima por riesgo definida para cada sujeto de crédito.c) 





La tasa de Interés aplicable para todos los créditos que otorgue el FJPPJ será tasa básica pasiva del Banco Central de Costa Rica para operaciones en moneda nacional más un porcentaje o diferencial que aprobará el Comité de Riesgos y que será determinado de acuerdo con la prima por riesgo, un margen de utilidad razonable y las condiciones del mercado financiero nacional





La tasa máxima y mínima piso que se cobrará a las entidades autorizadas se definirá en los contratos de cada préstamo las cuales se negociarán al momento de la formalización. La tasa máxima en ningún caso podrá exceder la tasa de usura definida por el Banco Central de Costa Rica, conforme a la Ley N°. 9859


			Se prestarán recursos del FJPPJ al rendimiento de la curva soberana del mercado de valores (con base al vector de precios) que tengan un plazo similar al plazo solicitado del préstamo + Riesgo de Entidad (definido por el Comité de Riesgos del FJPPJ), teniendo como tasa piso del escenario base del estudio actuarial vigente. 





Esta tasa será revisable anualmente, en función a la publicación de los estudios actuariales. 


 








			Artículo 10. Impago Intereses Moratorios 


			En caso de incumplimiento de los pagos por el uso de recursos del Fondo, se cobrará un interés moratorio igual al 30% anual adicional a la tasa de interés del préstamo pactado. En ningún caso podrá exceder la tasa de usura definida por el Banco Central de Costa Rica, conforme a la Ley N°. 9859


			En caso de incumplimiento de los pagos por el uso de recursos del Fondo, se cobrará un interés moratorio igual al 30% anual adicional a la tasa de interés del préstamo pactado. En ningún caso podrá exceder la tasa de usura definida por el Banco Central de Costa Rica, conforme a la Ley N°.9859


Si se presenta una mora igual o mayor a 3 cuotas de atraso, el Fondo hará exigible la garantía dada por la entidad autorizada a fin de cancelar los saldos de los préstamos realizados, para lo cual, la entidad autorizada hará la cancelación en efectivo o trasladando la garantía al FJPPJ. 





Se recomienda revisar:





Hay procedimientos de cobro administrativo y cobro judicial ante un impago. Reglamento 1-05 de SUGEF.


			Ninguna





			Cobro Administrativo y cobro Judicial


			


			Se procederá al cobro administrativo cuando la Junta Administradora lo determine y al cobro judicial a partir de los 90 días de atraso de la operación de crédito.


			Ninguna





			Artículo 11. Tipos de Préstamos


			Los tipos de préstamos que se podrán otorgarse son: 


a) Única Amortización. El préstamo se amortiza hasta el final del préstamo en un solo tracto.


b) Revolutiva: Al cumplirse cada año desde la fecha de formalización, se puede disponer de lo que se haya amortizado. 


c) Cuotas Niveladas: Préstamo con cuotas iguales durante el plazo del préstamo.


			El Los tipos de préstamos que se podrán otorgarse son es: 


a) Única Amortización. El préstamo se amortiza hasta el final del préstamo en un solo tracto. 


b) Revolutiva: Al cumplirse cada año desde la fecha de formalización, se puede disponer de lo que se haya amortizado.  


c) Cuotas Niveladas: Préstamo con cuotas iguales durante el plazo del préstamo.


			Ninguna





			Artículo 12. Garantías


			Las Entidades autorizadas deberán ofrecer al Fondo como garantía de cumplimiento de su obligación de préstamos una o algunas de las siguientes opciones: 


 


a) Cesión de hipotecas en primer grado y/o cesión de pagarés que formen parte de la cartera de crédito de las entidades autorizadas, a excepción de operaciones garantizadas con el aporte obrero. 


b) La cesión de fondos mensuales que perciba por cuotas de afiliación y de deducción por préstamos por parte de las personas servidores, jubilados y pensionados judiciales. 


 c) La constitución de un Fideicomiso de Garantía, en el cual son cedidos por parte del Fideicomitente, pagarés e hipotecas que no hayan presentado morosidad alguna y en caso de que alguna operación de las cedidas presente morosidad luego de la cesión inicial, deberá ser sustituida.  


 El Fideicomisario será el FJPPJ, el Fideicomitente es la entidad a la cual se le otorga el crédito y el Fiduciario es una entidad bancaria registrada en la SUGEF para este efecto. 


 Los costos del fideicomiso serán asumidos enteramente por el Fideicomitente. 


 d) Si se presenta una mora igual o mayor a 3 cuotas de atraso, el Fondo hará exigible la garantía dada por la entidad autorizada a fin de cancelar los saldos de los préstamos realizados, para lo cual, la entidad autorizada hará la cancelación en efectivo o trasladando la garantía al FJPPJ. 


 


En el caso del Poder Judicial, deberán presentarse las garantías que permita rendir los mecanismos financieros o figura autorizadas por la Contraloría General de la República, para la compra de terrenos, ampliación, remodelación, reforzamiento y construcción de edificios, siendo necesario, en todo momento, la evidencia de compromiso presupuestario suficiente para la cancelación de la cuota respectiva en los períodos presupuestarios futuros. 





			Eliminar


d) Si se presenta una mora igual o mayor a 3 cuotas de atraso, el Fondo hará exigible la garantía dada por la entidad autorizada a fin de cancelar los saldos de los préstamos realizados, para lo cual, la entidad autorizada hará la cancelación en efectivo o trasladando la garantía al FJPPJ. 


 





			b)La cesión de fondos mensuales que perciba por cuotas de afiliación y de deducción por préstamos por parte de las personas servidores, jubilados y pensionados judiciales.





			Artículo 13. Pólizas


			La entidad autorizada proporcionará la evidencia respectiva de que: 


 


a) Los pagarés y las hipotecas están cubiertos por una póliza de saldos deudores, durante el plazo del préstamo del FJPPJ. 


 


b) Para el caso de hipotecas deberá evidenciarse la póliza de incendio y desastres naturales a excepción de préstamos para compra de lote. 


 


c) En el caso del Poder Judicial, deberán presentarse las pólizas que permitan rendir los mecanismos financieros o figura autorizadas por la Contraloría General de la República, para la compra de terrenos, ampliación, remodelación, reforzamiento y construcción de edificios.  


			La entidad autorizada proporcionará la evidencia respectiva de que: 





			Ninguna





			Artículo 14. Endeudamiento


			Las entidades sujetas de préstamo otorgarán sus créditos con recursos del FJPPJ, respetando endeudamiento máximo definido por la Junta Administradora del Fondo y según el artículo 512 del Código de Comercio, dejando evidencia documental del análisis efectuado, sobre el salario líquido una vez deducidas todas las cuotas de créditos susceptibles a deducción del salario, tanto para deudores como fiadores, con el fin de mantener una razonable capacidad financiera. 


 


Lo anterior, no aplica para los mecanismos financieros o figuras autorizadas por la Contraloría General de la República, para la compra de terrenos, ampliación, remodelación, reforzamiento y construcción de edificios para el Poder Judicial


			Las entidades sujetas de préstamo otorgarán sus créditos con recursos del FJPPJ, respetando endeudamiento máximo definido por el Comité de Crédito.la Junta Administradora del Fondo y según el artículo 512 del Código de Comercio, dejando evidencia documental del análisis efectuado, sobre el salario líquido una vez deducidas todas las cuotas de créditos susceptibles a deducción del salario, tanto para deudores como fiadores, con el fin de mantener una razonable capacidad financiera. 


 


Lo anterior, no aplica para los mecanismos financieros o figuras autorizadas por la Contraloría General de la República, para la compra de terrenos, ampliación, remodelación, reforzamiento y construcción de edificios para el Poder Judicial


			Las entidades sujetas de préstamo otorgarán sus créditos con recursos del FJPPJ, respetando endeudamiento máximo definido por el Comité de Riesgo (Crédito), con el fin de mantener una razonable capacidad financiera. 


 


Lo anterior, no aplica para los mecanismos financieros o figuras autorizadas por la Contraloría General de la República, para la compra de terrenos, ampliación, remodelación, reforzamiento y construcción de edificios para el Poder Judicial





			Artículo 15.- Fiador


			Es un requisito indispensable, que el plazo restante para jubilarse (para servidores judiciales o pensionarse para los demás) de un fiador sea mayor al plazo del crédito, caso contrario, firmará un consentimiento expreso que autorice en el caso de que el deudor no pague, se le deduzca el cobro por planilla. 


 


Lo anterior, no aplica para los mecanismos financieros o figuras autorizadas por la Contraloría General de la República, para la compra de terrenos, ampliación, remodelación, reforzamiento y construcción de edificios para el Poder Judicial


			ELIMINAR


			Ninguna





			Artículo 16. Amortizaciones Anticipadas


			En caso de amortizaciones anticipadas por parte de las entidades sujetas de préstamo, se cobrará una comisión del 3% sobre el saldo por pronto pago, durante el 50% del plazo originalmente pactado en el contrato de crédito.


			Renumerar el artículo


Artículo 15. Amortizaciones Anticipadas


			Renumerar el artículo


Artículo 15. Amortizaciones Anticipadas





			Artículo 17.  Requisitos de para el otorgamiento de crédito


			Las entidades autorizadas que soliciten el otorgamiento de préstamos por parte del FJPPJ deberán presentar a la persona encargada de la Tesorería de la Junta Administradora, los siguientes requisitos previos:    


 


a) Comprobar la supervisión de la Superintendencia General de Entidades Financieras (SUGEF). 


b) Demostrar su experiencia en la colocación y recuperación de créditos y la estructura que posee para este fin. 


c) Solicitud formal de financiamiento con recursos del Fondo, que incluya: el monto y plazo de financiamiento esperado, el plan de inversión de los recursos y las garantías dispuestas a aportar. 


d) Los tres últimos estados financieros auditados. 


 Para el caso del Poder Judicial y/o sus mecanismos de financiamiento, se requiere únicamente cumplir con los incisos “c” y “d” de este artículo.  


 


Para el financiamiento destinado a la compra de terrenos, ampliación, remodelación, reforzamiento y construcción de edificios destinados al Poder Judicial, las entidades autorizadas contractualmente, deberán definir, previo a la solicitud de préstamo, las condiciones en que se utilizarán los recursos, dentro del plan de estructuración del proyecto


			Renumerar el artículo


Artículo 16.  Requisitos de para el otorgamiento de crédito


			Renumerar el artículo


Artículo 16.  Requisitos de para el otorgamiento de crédito 





Artículo 17.  Requisitos de para el otorgamiento de crédito








Las entidades autorizadas que soliciten el otorgamiento de préstamos por parte del FJPPJ deberán presentar a la persona encargada de la Tesorería de la Junta Administradora Administración del FJPPJ, los siguientes requisitos previos:    





			Artículo 18.   Análisis de Crédito


			En el caso del análisis para el eventual otorgamiento de estos créditos, el Comité de Riesgos del FJPPJ asumirá las funciones de Comité de Crédito y realizará los estudios pertinentes con base en la información suministrada de acuerdo con lo estipulado en el artículo 17 y remitirá sus conclusiones y recomendaciones a la Junta Administradora del FJPPJ. 


 


Para el Poder Judicial, en los mecanismos financieros o figuras autorizadas por la Contraloría General de la República, para la compra de terrenos, ampliación, remodelación, reforzamiento y construcción de edificios para el Poder Judicial, adicionalmente deberá aportar los Informes de Estructuración Financiera de los proyectos sujetos de financiamiento por parte del FPJPJ.


			Renumerar el artículo 


Artículo 17.   Análisis de Crédito





En el caso del análisis para el eventual otorgamiento de estos créditos, el Comité de Riesgos del FJPPJ asumirá las funciones de Comité de Crédito y realizará los estudios pertinentes con base en la información suministrada de acuerdo con lo estipulado en este reglamento el artículo, 17, y remitirá sus conclusiones y recomendaciones a la Junta Administradora del FJPPJ. FJPPJ. 


 


Para el Poder Judicial, en los mecanismos financieros o figuras autorizadas por la Contraloría General de la República, para la compra de terrenos, ampliación, remodelación, reforzamiento y construcción de edificios para el Poder Judicial, adicionalmente deberá aportar los Informes de Estructuración Financiera de los proyectos sujetos de financiamiento por parte del FPJPJ. como el 


			Renumerar el artículo 


Artículo 17.   Análisis de Crédito





En el caso del análisis para el eventual otorgamiento de estos créditos, el Comité de Riesgos del FJPPJ asumirá las funciones de Comité de Crédito y realizará los estudios pertinentes con base en la información suministrada de acuerdo con lo estipulado en este reglamento el artículo, 17, y remitirá sus conclusiones y recomendaciones a la Junta Administradora del FJPPJ. FJPPJ. 











			Artículo 19.  Resolución


			La Junta Administradora resolverá la solicitud de otorgamiento de préstamo, una vez que tenga a su disposición los criterios tanto del Comité de Riesgos como el de Inversiones.


			Renumerar el artículo 


Artículo 18.  Resolución





La Junta Administradora resolverá la solicitud de otorgamiento de préstamo, una vez que tenga a su disposición el los criterios tanto del Comité de Riesgos como el de Inversiones. Crédito


			Renumerar el artículo 


Artículo 18.  Resolución





La Junta Administradora resolverá la solicitud de otorgamiento de préstamo, una vez que tenga a su disposición el los criterios tanto del Comité de Riesgos como el de Inversiones. Crédito





			Artículo 20. Deberes


			La Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial será informada trimestralmente sobre el cumplimiento de las cláusulas contractuales por parte de las entidades autorizadas por el uso de recursos del Fondo.


			Renumerar el artículo 


Artículo 19. Deberes 


			Renumerar el artículo


Artículo 19. Deberes





			Artículo 21. No previsto.


			Los aspectos no previstos en este reglamento serán resueltos por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.  


			Renumerar el artículo 


Artículo 20. No previsto.


			Renumerar el artículo


Artículo 20. No previsto.





			Artículo 22. Vigencia


			Este reglamento deroga los anteriores y rige a partir de su publicación en el diario oficial La Gaceta.


			Renumerar el artículo 


Artículo 21. Vigencia.


			Renumerar el artículo


Artículo 21. Vigencia.
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		JUNTA ADMINISTRADORA DEL FONDO DE JUBILACIONES Y PENSIONES DEL PODER JUDICIAL

		



		REGLAMENTO DE CRÉDITO

		



		Número de Artículo

		Descripción Original

		Observación o propuesta

		Observación o propuesta
Comité de Inversiones



		Artículo 1. Regulación.

		El presente reglamento norma y desarrolla lo relativo al otorgamiento de créditos a instituciones bancarias del Estado, cooperativas, cajas de ahorro, asociaciones y sindicatos de personas servidoras judiciales y de la población jubilada y pensionada, con recursos del Fondo de Jubilaciones y Pensiones, en adelante “el Fondo”, que cuenten con la plataforma que les permita administrar dichos recursos y que estén supervisadas y autorizadas por la Superintendencia General de Entidades Financieras (SUGEF) conforme lo establece el artículo 240 bis de la Ley 9544 del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, para financiar préstamos para construcción o mejoramiento de vivienda y otros de carácter social para las personas asociadas, según el reglamento que al efecto debe dictarse, así como para la compra de terrenos, ampliación, remodelación, reforzamiento y construcción de edificios destinados al Poder Judicial, este último por el mecanismo financiero aplicable al efecto, figura o medio jurídico autorizado por la Contraloría General de la República, cuando así se requiera.

		Ninguna

		Ninguna



		Artículo 2. Definiciones

		Para los efectos de la aplicación de este reglamento, se entiende por: 

Auditoría Interna: Órgano interno que ejerce la vigilancia y control posterior de los préstamos concedidos a las entidades sujetas de préstamos.  

 Cuotas: Es el pago periódico que se compromete a realizar un deudor a su acreedor con el fin de devolver el financiamiento que éste le otorgó, incluyen amortización e intereses. 

 Entidades autorizadas para préstamos: cooperativas, cajas de ahorro, asociaciones y sindicatos de personas servidoras judiciales y de la población jubilada y pensionada e instituciones bancarias del Estado, que cuenten con la plataforma que les permita administrar dichos recursos y estén supervisadas y autorizadas por la Superintendencia General de Entidades Financieras, según lo indicado en el artículo 240 bis, inciso a) de la Ley 9544, así como para la compra de terrenos, ampliación, remodelación, reforzamiento y construcción de edificios destinados al Poder Judicial. 

 Mecanismo Financiero Privado: Método o fuente a través de la cual se proporciona financiamiento, que permita la ejecución del crédito otorgado por la Junta Administradora. 

 Mecanismo Financiero Público: Método, fuente o figura jurídica autorizada por la Contraloría General de la República, por medio de las cuales sea factible proporcionar financiamiento para la compra de terrenos, ampliación, remodelación, reforzamiento y construcción de edificios destinados al Poder Judicial. 

 Rendimiento Nominal de Inversiones = Intereses ganados en los últimos 6 meses + Amortización de Descuentos – Amortización de Primas – Comisiones Bursátiles) / (Saldo Promedio de la Cartera de Inversiones) * 2. Este rendimiento se calculará en los meses de junio y diciembre por el Departamento Financiero Contable, quien lo comunicará con 10 días hábiles de antelación a la aplicación a las entidades autorizadas. 







		Incorporar la siguiente definición:



Rendimiento Real: es aquel rendimiento que tiene en cuenta el factor de inflación, para su cálculo se debe restar al interés nominal la tasa de inflación, para este efecto se tendrá la siguiente fórmula:

 (Tasa nominal-Inflación interanual) / (1 + Inflación interanual).

		Incorporar la siguiente definición: 



Rendimiento Real: es aquel rendimiento que tiene en cuenta el factor de inflación, para su cálculo se debe restar al interés nominal la tasa de inflación, para este efecto se tendrá la siguiente fórmula:



(Tasa nominal-Inflación interanual) / (1 + Inflación interanual).



		Artículo 3. Préstamo a Entidades Autorizadas:

		El Fondo otorgará crédito a las entidades autorizadas que cumplan con las condiciones estipuladas en este reglamento, mediante un contrato que especifique el rendimiento nominal a cobrar, el monto total del crédito, la tasa de interés, el plazo de vencimiento y las garantías requeridas. Las entidades prestatarias definirán a sus clientes las condiciones a que tendrán acceso con los recursos provenientes del FJPPJ y asumirán los riesgos que se deriven de los créditos que otorguen con estos recursos. 

		El Fondo otorgará crédito a las entidades autorizadas que cumplan con las condiciones estipuladas en este reglamento, mediante un contrato que especifique el rendimiento nominal a cobrar, el monto total del crédito, la tasa de interés y el parámetro de ajuste de acuerdo con el artículo N°9 de este Reglamento y con el Artículo 497 del Código de Comercio, el plazo de vencimiento y las garantías requeridas. Las entidades prestatarias definirán a sus clientes las condiciones a las que tendrán acceso con los recursos provenientes del FJPPJ y asumirán los riesgos que se deriven de los créditos que otorguen con estos recursos.





		El Fondo otorgará crédito a las entidades autorizadas que cumplan con las condiciones estipuladas en este reglamento, mediante un contrato que especifique el rendimiento nominal a cobrar, el monto total del crédito, la tasa de interés y el parámetro de ajuste de acuerdo con el artículo N°9 de este Reglamento y con el Artículo 497 del Código de Comercio, el plazo de vencimiento y las garantías requeridas. Las entidades prestatarias definirán a sus clientes las condiciones a las que tendrán acceso con los recursos provenientes del FJPPJ y asumirán los riesgos que se deriven de los créditos que otorguen con estos recursos.



Que el Comité de Riesgos aclare que es parámetro de ajuste.





		 Artículo 4. Aprobación

		Corresponderá a la Junta Administradora previo cumplimiento de los requisitos establecidos aprobar la concesión de préstamos a las entidades autorizadas sujetas de estos, de conformidad con las facultades conferidas en la Ley 9544 y con la N.º 7333, Ley de Protección al Trabajador, de 16 de febrero de 2000, y la normativa que al efecto ha establecido el Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero (CONASSIF) y la Superintendencia de Pensiones (SUPEN). 



		Corresponderá a la Junta Administradora previo cumplimiento de los requisitos establecidos en este Reglamento, aprobar la concesión de préstamos a las entidades autorizadas con base en la recomendación del Comité de Riesgos el cual funge como Comité de Crédito, que a la vez se fundamentará en los estudios que se realizan con base en la calificación de la capacidad de pago del solicitante, su situación financiera, su capacidad para generar flujos de efectivo en el giro normal de su negocio, sus antecedentes crediticios en la atención de sus obligaciones financieras durante los últimos cuatro tres años, independientemente de si éstas se encuentran vigentes o extintas a la fecha de corte, su vulnerabilidad a cambios en la tasa de interés provenientes del análisis bajo escenarios de estrés de la capacidad del deudor para enfrentar cambios en la tasa de interés y el tipo de cambio así como del análisis de otros factores que pueden incidir sobre la capacidad de pago del deudor sujetas de estos, de conformidad con las facultades conferidas en la Ley 9544 y con la N.º 7333, Ley de Protección al Trabajador, de 16 de febrero de 2000, y la normativa que al efecto ha establecido el Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero (CONASSIF) y la Superintendencia de Pensiones (SUPEN). 

		Corresponderá a la Junta Administradora previo cumplimiento de los requisitos establecidos en este Reglamento, aprobar la concesión de préstamos a las entidades autorizadas con base en la recomendación técnica del Comité de Riesgos, el cual funge como Comité de Crédito, que a la vez se fundamentará en los estudios que se realizan con base en la calificación de la capacidad de pago del solicitante, su situación financiera,  y su capacidad para generar flujos de efectivo en el giro normal de su negocio, sus antecedentes crediticios en la atención de sus obligaciones financieras durante los últimos cuatro tres años, independientemente de si éstas se encuentran vigentes o extintas a la fecha de corte, su vulnerabilidad a cambios en la tasa de interés provenientes del análisis bajo escenarios de estrés de la capacidad del deudor para enfrentar cambios en la tasa de interés y el tipo de cambio así como del análisis de otros factores que pueden incidir sobre la capacidad de pago del deudor







		Artículo 5.

 Límites

		En ningún caso se podrá destinar más del 25% del total de la cartera de inversiones del FJPPJ para conceder créditos a las entidades autorizadas y tampoco podrá destinarse más de un 10% a una sola entidad a excepción de los recursos que se otorguen para el Poder Judicial. 



		[bookmark: _Hlk66182297][bookmark: _Hlk66182354]En ningún caso se podrá destinar más del 25% del total de la cartera de inversiones del FJPPJ para conceder créditos a las entidades autorizadas (Según artículo N°240 Bis de la Ley 9544) y de ese 25% tampoco podrá destinarse más de un 15% 10% a una sola entidad, a excepción de los recursos que se otorguen para el Poder Judicial. 



		Ninguna



		Artículo 6.

 Usos.

		Las entidades usarán los préstamos otorgados por el Fondo, para conceder créditos a las personas servidoras activas, jubiladas y pensionadas del Poder Judicial, conforme las reglas establecidas en este reglamento, en las condiciones y demás aspectos que se definan en los convenios y contratos específicos que se lleguen a suscribir con ocasión del otorgamiento de los créditos. 



En el caso del Poder Judicial, los préstamos que se lleguen a otorgar por medio del Fondo serán destinados única y exclusivamente para la compra de terrenos, ampliación, remodelación, reforzamiento y construcción de edificios destinados a ese Poder de la República, utilizando los medios y figuras autorizadas por la Contraloría General de la República. 

		Ninguna

		Ninguna



		Artículo 7.

 Cobro.

		Los cobros se deducirán de los fondos mensuales que percibe la entidad autorizada por cuotas de afiliación y de deducción por préstamos y se cancelarán mediante cuotas mensuales consecutivas y vencidas.  

 

En los casos en los cuales no sea posible aplicar la deducción directa, el deudor deberá cancelar la cuota correspondiente dentro de los primeros 5 días hábiles del mes siguiente.

		Los cobros se deducirán de los fondos mensuales que percibe la entidad autorizada por cuotas de afiliación y de deducción por préstamos y se cancelarán mediante cuotas mensuales consecutivas y vencidas.  

[bookmark: _Hlk66182472]En los casos en los cuales no sea posible aplicar la deducción directa, el deudor la entidad deudora deberá cancelar la cuota e intereses correspondientes dentro de los primeros 5 días hábiles del mes siguiente. 

Si no cancela dentro de los primeros 5 días hábiles del mes siguiente, la entidad deudora deberá cancelar los intereses moratorios correspondientes.

Se recomienda realizar la siguiente consulta legal:

Es factible que, si dentro de las cuotas de los asociados (créditos, ahorros, afiliación) que traslada el Poder Judicial a las entidades deudoras, se deduzca de forma directa un préstamo (entidad deudora) que se tenga con el FJPPJ.  CONSULTA PENDIENTE

		El deudor pagará en los primeros 5 días hábiles del mes siguiente la cuota correspondiente, caso contrario el Fondo procederá a deducir de las cuotas por préstamos de la Entidad Deudora y se cancelarán mediante cuotas mensuales consecutivas y vencidas, y cancelará los intereses moratorios correspondientes.









		Artículo 8.

 Plazos.

		El plazo máximo para otorgar en los préstamos del Fondo será de 30 años, y menor a este en caso de que estudios financieros y/o actuariales del Fondo así lo requiera. 

		[bookmark: _Hlk66182607]El plazo máximo para otorgar en los préstamos del Fondo será de 30 años. El plazo específico de cada préstamo se determinará de acuerdo con estudios financieros y/o actuariales., y; sin embargo, la Junta Administradora se reserva el derecho de otorgar un plazo menor a este, en caso de que así lo determine este órgano colegiado.   estudios financieros y/o actuariales del Fondo así lo requiera.

		El plazo máximo para otorgar en los préstamos del Fondo será de 30 años y el plazo específico de cada préstamo se determinará de acuerdo con estudios financieros y/o actuariales.



		Artículo 9. 

Tasa de Interés.

		a) Para plazos inferiores a 10 años, se prestarán recursos del FJPPJ a la tasa mayor resultante del rendimiento nominal del FJPPJ + Riesgo de Entidad (definido por el Comité de Riesgos del FJPPJ) y el rendimiento de mercado del título valor del sector público que tengan un plazo similar al plazo restante del préstamo + Riesgo de Entidad (definido por el Comité de Riesgos del FJPPJ). 

b) Para plazos superiores a 10 años, se prestará con una tasa igual a la tasa real de equilibrio actuarial establecida en el último estudio vigente más una prima por riesgo definida para cada sujeto de crédito.

c) La tasa máxima y mínima que se cobrará a las entidades autorizadas se definirá en los contratos de cada préstamo las cuales se negociarán al momento de la formalización.

		a) Para plazos inferiores a 10 años, se prestarán recursos del FJPPJ a la tasa mayor resultante del rendimiento nominal del FJPPJ + Riesgo de Entidad (definido por el Comité de Riesgos del FJPPJ) y el rendimiento de mercado del título valor del sector público que tengan un plazo similar al plazo restante del préstamo + Riesgo de Entidad (definido por el Comité de Riesgos del FJPPJ). 

b) Para plazos iguales o superiores a 10 años, se prestará con una tasa real igual a la tasa básica pasiva más un porcentaje o diferencial por riesgo, la cual va a ser determinada por el Proceso de Inversiones. real de equilibrio actuarial establecida en el último estudio vigente más una prima por riesgo definida para cada sujeto de crédito.c) 



La tasa de Interés aplicable para todos los créditos que otorgue el FJPPJ será tasa básica pasiva del Banco Central de Costa Rica para operaciones en moneda nacional más un porcentaje o diferencial que aprobará el Comité de Riesgos y que será determinado de acuerdo con la prima por riesgo, un margen de utilidad razonable y las condiciones del mercado financiero nacional



La tasa máxima y mínima piso que se cobrará a las entidades autorizadas se definirá en los contratos de cada préstamo las cuales se negociarán al momento de la formalización. La tasa máxima en ningún caso podrá exceder la tasa de usura definida por el Banco Central de Costa Rica, conforme a la Ley N°. 9859

		Se prestarán recursos del FJPPJ al rendimiento de la curva soberana del mercado de valores (con base al vector de precios) que tengan un plazo similar al plazo solicitado del préstamo + Riesgo de Entidad (definido por el Comité de Riesgos del FJPPJ), teniendo como tasa piso del escenario base del estudio actuarial vigente. 



Esta tasa será revisable anualmente, en función a la publicación de los estudios actuariales. 

 





		Artículo 10. Impago Intereses Moratorios 

		En caso de incumplimiento de los pagos por el uso de recursos del Fondo, se cobrará un interés moratorio igual al 30% anual adicional a la tasa de interés del préstamo pactado. En ningún caso podrá exceder la tasa de usura definida por el Banco Central de Costa Rica, conforme a la Ley N°. 9859

		En caso de incumplimiento de los pagos por el uso de recursos del Fondo, se cobrará un interés moratorio igual al 30% anual adicional a la tasa de interés del préstamo pactado. En ningún caso podrá exceder la tasa de usura definida por el Banco Central de Costa Rica, conforme a la Ley N°.9859

Si se presenta una mora igual o mayor a 3 cuotas de atraso, el Fondo hará exigible la garantía dada por la entidad autorizada a fin de cancelar los saldos de los préstamos realizados, para lo cual, la entidad autorizada hará la cancelación en efectivo o trasladando la garantía al FJPPJ. 



Se recomienda revisar:



Hay procedimientos de cobro administrativo y cobro judicial ante un impago. Reglamento 1-05 de SUGEF.

		Ninguna



		Cobro Administrativo y cobro Judicial

		

		Se procederá al cobro administrativo cuando la Junta Administradora lo determine y al cobro judicial a partir de los 90 días de atraso de la operación de crédito.

		Ninguna



		Artículo 11. Tipos de Préstamos

		Los tipos de préstamos que se podrán otorgarse son: 

a) Única Amortización. El préstamo se amortiza hasta el final del préstamo en un solo tracto.

b) Revolutiva: Al cumplirse cada año desde la fecha de formalización, se puede disponer de lo que se haya amortizado. 

c) Cuotas Niveladas: Préstamo con cuotas iguales durante el plazo del préstamo.

		El Los tipos de préstamos que se podrán otorgarse son es: 

a) Única Amortización. El préstamo se amortiza hasta el final del préstamo en un solo tracto. 

b) Revolutiva: Al cumplirse cada año desde la fecha de formalización, se puede disponer de lo que se haya amortizado.  

c) Cuotas Niveladas: Préstamo con cuotas iguales durante el plazo del préstamo.

		Ninguna



		Artículo 12. Garantías

		Las Entidades autorizadas deberán ofrecer al Fondo como garantía de cumplimiento de su obligación de préstamos una o algunas de las siguientes opciones: 

 

a) Cesión de hipotecas en primer grado y/o cesión de pagarés que formen parte de la cartera de crédito de las entidades autorizadas, a excepción de operaciones garantizadas con el aporte obrero. 

b) La cesión de fondos mensuales que perciba por cuotas de afiliación y de deducción por préstamos por parte de las personas servidores, jubilados y pensionados judiciales. 

 c) La constitución de un Fideicomiso de Garantía, en el cual son cedidos por parte del Fideicomitente, pagarés e hipotecas que no hayan presentado morosidad alguna y en caso de que alguna operación de las cedidas presente morosidad luego de la cesión inicial, deberá ser sustituida.  

 El Fideicomisario será el FJPPJ, el Fideicomitente es la entidad a la cual se le otorga el crédito y el Fiduciario es una entidad bancaria registrada en la SUGEF para este efecto. 

 Los costos del fideicomiso serán asumidos enteramente por el Fideicomitente. 

 d) Si se presenta una mora igual o mayor a 3 cuotas de atraso, el Fondo hará exigible la garantía dada por la entidad autorizada a fin de cancelar los saldos de los préstamos realizados, para lo cual, la entidad autorizada hará la cancelación en efectivo o trasladando la garantía al FJPPJ. 

 

En el caso del Poder Judicial, deberán presentarse las garantías que permita rendir los mecanismos financieros o figura autorizadas por la Contraloría General de la República, para la compra de terrenos, ampliación, remodelación, reforzamiento y construcción de edificios, siendo necesario, en todo momento, la evidencia de compromiso presupuestario suficiente para la cancelación de la cuota respectiva en los períodos presupuestarios futuros. 



		Eliminar

d) Si se presenta una mora igual o mayor a 3 cuotas de atraso, el Fondo hará exigible la garantía dada por la entidad autorizada a fin de cancelar los saldos de los préstamos realizados, para lo cual, la entidad autorizada hará la cancelación en efectivo o trasladando la garantía al FJPPJ. 

 



		b)La cesión de fondos mensuales que perciba por cuotas de afiliación y de deducción por préstamos por parte de las personas servidores, jubilados y pensionados judiciales.



		Artículo 13. Pólizas

		La entidad autorizada proporcionará la evidencia respectiva de que: 

 

a) Los pagarés y las hipotecas están cubiertos por una póliza de saldos deudores, durante el plazo del préstamo del FJPPJ. 

 

b) Para el caso de hipotecas deberá evidenciarse la póliza de incendio y desastres naturales a excepción de préstamos para compra de lote. 

 

c) En el caso del Poder Judicial, deberán presentarse las pólizas que permitan rendir los mecanismos financieros o figura autorizadas por la Contraloría General de la República, para la compra de terrenos, ampliación, remodelación, reforzamiento y construcción de edificios.  

		La entidad autorizada proporcionará la evidencia respectiva de que: 



		Ninguna



		Artículo 14. Endeudamiento

		Las entidades sujetas de préstamo otorgarán sus créditos con recursos del FJPPJ, respetando endeudamiento máximo definido por la Junta Administradora del Fondo y según el artículo 512 del Código de Comercio, dejando evidencia documental del análisis efectuado, sobre el salario líquido una vez deducidas todas las cuotas de créditos susceptibles a deducción del salario, tanto para deudores como fiadores, con el fin de mantener una razonable capacidad financiera. 

 

Lo anterior, no aplica para los mecanismos financieros o figuras autorizadas por la Contraloría General de la República, para la compra de terrenos, ampliación, remodelación, reforzamiento y construcción de edificios para el Poder Judicial

		Las entidades sujetas de préstamo otorgarán sus créditos con recursos del FJPPJ, respetando endeudamiento máximo definido por el Comité de Crédito.la Junta Administradora del Fondo y según el artículo 512 del Código de Comercio, dejando evidencia documental del análisis efectuado, sobre el salario líquido una vez deducidas todas las cuotas de créditos susceptibles a deducción del salario, tanto para deudores como fiadores, con el fin de mantener una razonable capacidad financiera. 

 

Lo anterior, no aplica para los mecanismos financieros o figuras autorizadas por la Contraloría General de la República, para la compra de terrenos, ampliación, remodelación, reforzamiento y construcción de edificios para el Poder Judicial

		Las entidades sujetas de préstamo otorgarán sus créditos con recursos del FJPPJ, respetando endeudamiento máximo definido por el Comité de Riesgo (Crédito), con el fin de mantener una razonable capacidad financiera. 

 

Lo anterior, no aplica para los mecanismos financieros o figuras autorizadas por la Contraloría General de la República, para la compra de terrenos, ampliación, remodelación, reforzamiento y construcción de edificios para el Poder Judicial



		Artículo 15.- Fiador

		Es un requisito indispensable, que el plazo restante para jubilarse (para servidores judiciales o pensionarse para los demás) de un fiador sea mayor al plazo del crédito, caso contrario, firmará un consentimiento expreso que autorice en el caso de que el deudor no pague, se le deduzca el cobro por planilla. 

 

Lo anterior, no aplica para los mecanismos financieros o figuras autorizadas por la Contraloría General de la República, para la compra de terrenos, ampliación, remodelación, reforzamiento y construcción de edificios para el Poder Judicial

		ELIMINAR

		Ninguna



		Artículo 16. Amortizaciones Anticipadas

		En caso de amortizaciones anticipadas por parte de las entidades sujetas de préstamo, se cobrará una comisión del 3% sobre el saldo por pronto pago, durante el 50% del plazo originalmente pactado en el contrato de crédito.

		Renumerar el artículo

Artículo 15. Amortizaciones Anticipadas

		Renumerar el artículo

Artículo 15. Amortizaciones Anticipadas



		Artículo 17.  Requisitos de para el otorgamiento de crédito

		Las entidades autorizadas que soliciten el otorgamiento de préstamos por parte del FJPPJ deberán presentar a la persona encargada de la Tesorería de la Junta Administradora, los siguientes requisitos previos:    

 

a) Comprobar la supervisión de la Superintendencia General de Entidades Financieras (SUGEF). 

b) Demostrar su experiencia en la colocación y recuperación de créditos y la estructura que posee para este fin. 

c) Solicitud formal de financiamiento con recursos del Fondo, que incluya: el monto y plazo de financiamiento esperado, el plan de inversión de los recursos y las garantías dispuestas a aportar. 

d) Los tres últimos estados financieros auditados. 

 Para el caso del Poder Judicial y/o sus mecanismos de financiamiento, se requiere únicamente cumplir con los incisos “c” y “d” de este artículo.  

 

Para el financiamiento destinado a la compra de terrenos, ampliación, remodelación, reforzamiento y construcción de edificios destinados al Poder Judicial, las entidades autorizadas contractualmente, deberán definir, previo a la solicitud de préstamo, las condiciones en que se utilizarán los recursos, dentro del plan de estructuración del proyecto

		Renumerar el artículo

Artículo 16.  Requisitos de para el otorgamiento de crédito

		Renumerar el artículo

Artículo 16.  Requisitos de para el otorgamiento de crédito 



Artículo 17.  Requisitos de para el otorgamiento de crédito





Las entidades autorizadas que soliciten el otorgamiento de préstamos por parte del FJPPJ deberán presentar a la persona encargada de la Tesorería de la Junta Administradora Administración del FJPPJ, los siguientes requisitos previos:    



		Artículo 18.   Análisis de Crédito

		En el caso del análisis para el eventual otorgamiento de estos créditos, el Comité de Riesgos del FJPPJ asumirá las funciones de Comité de Crédito y realizará los estudios pertinentes con base en la información suministrada de acuerdo con lo estipulado en el artículo 17 y remitirá sus conclusiones y recomendaciones a la Junta Administradora del FJPPJ. 

 

Para el Poder Judicial, en los mecanismos financieros o figuras autorizadas por la Contraloría General de la República, para la compra de terrenos, ampliación, remodelación, reforzamiento y construcción de edificios para el Poder Judicial, adicionalmente deberá aportar los Informes de Estructuración Financiera de los proyectos sujetos de financiamiento por parte del FPJPJ.

		Renumerar el artículo 

Artículo 17.   Análisis de Crédito



En el caso del análisis para el eventual otorgamiento de estos créditos, el Comité de Riesgos del FJPPJ asumirá las funciones de Comité de Crédito y realizará los estudios pertinentes con base en la información suministrada de acuerdo con lo estipulado en este reglamento el artículo, 17, y remitirá sus conclusiones y recomendaciones a la Junta Administradora del FJPPJ. FJPPJ. 

 

Para el Poder Judicial, en los mecanismos financieros o figuras autorizadas por la Contraloría General de la República, para la compra de terrenos, ampliación, remodelación, reforzamiento y construcción de edificios para el Poder Judicial, adicionalmente deberá aportar los Informes de Estructuración Financiera de los proyectos sujetos de financiamiento por parte del FPJPJ. como el 

		Renumerar el artículo 

Artículo 17.   Análisis de Crédito



En el caso del análisis para el eventual otorgamiento de estos créditos, el Comité de Riesgos del FJPPJ asumirá las funciones de Comité de Crédito y realizará los estudios pertinentes con base en la información suministrada de acuerdo con lo estipulado en este reglamento el artículo, 17, y remitirá sus conclusiones y recomendaciones a la Junta Administradora del FJPPJ. FJPPJ. 







		Artículo 19.  Resolución

		La Junta Administradora resolverá la solicitud de otorgamiento de préstamo, una vez que tenga a su disposición los criterios tanto del Comité de Riesgos como el de Inversiones.

		Renumerar el artículo 

Artículo 18.  Resolución



La Junta Administradora resolverá la solicitud de otorgamiento de préstamo, una vez que tenga a su disposición el los criterios tanto del Comité de Riesgos como el de Inversiones. Crédito

		Renumerar el artículo 

Artículo 18.  Resolución



La Junta Administradora resolverá la solicitud de otorgamiento de préstamo, una vez que tenga a su disposición el los criterios tanto del Comité de Riesgos como el de Inversiones. Crédito



		Artículo 20. Deberes

		La Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial será informada trimestralmente sobre el cumplimiento de las cláusulas contractuales por parte de las entidades autorizadas por el uso de recursos del Fondo.

		Renumerar el artículo 

Artículo 19. Deberes 

		Renumerar el artículo

Artículo 19. Deberes



		Artículo 21. No previsto.

		Los aspectos no previstos en este reglamento serán resueltos por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.  

		Renumerar el artículo 

Artículo 20. No previsto.

		Renumerar el artículo

Artículo 20. No previsto.



		Artículo 22. Vigencia

		Este reglamento deroga los anteriores y rige a partir de su publicación en el diario oficial La Gaceta.

		Renumerar el artículo 

Artículo 21. Vigencia.

		Renumerar el artículo

Artículo 21. Vigencia.
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PODER JUDICIAL – Subproceso Administración de Personal	

	

	PJ-DGH-AP-1107-2021

16 de marzo de 2021



                                                                                                

Licenciado

Oslean Mora Valdez, MPM.

Comisión Traspaso del Fondo de Jubilaciones y Pensiones

Poder Judicial

S.	O.





Estimado señor:



La Dirección de Gestión Humana, con motivo de la reunión sostenida por medio de la plataforma Teams, convocada por la Comisión de Traspaso del Fondo de Jubilaciones y Pensiones, en relación los temas abordados y sobre la estructura del Fondo y el traslado de los puestos que conforman la Unidad de Jubilaciones y Pensiones, informa lo siguiente.





I. Creación de la Unidad de Jubilaciones y Pensiones.



Conforme el acuerdo del Consejo Superior de la sesión 66-2007, artículo LVIII, el órgano superior aprueba las recomendaciones de la Dirección de Planificación y se crea formalmente la oficina Unidad de Jubilaciones y Pensiones, código 1062. La creación de la Unidad citada responde al análisis de la estructura organizacional del Departamento de Personal, acaecida a partir del año 2006.



En el proceso de la formulación presupuestaria del año 2009, se trasladan los cargos que componen la Unidad de Jubilaciones y Pensiones, con lo cual las plazas quedan a partir del 01 de enero 2009, formalmente adscritas a la Unidad, cumpliendo así con la estructura aprobada.





II. Plazas adscritas a la Unidad de Jubilaciones y Pensiones.



De acuerdo con la estructura aprobada y extraído de la relación de puestos vigente, la Unidad de Jubilaciones y Pensiones se compone de las siguientes plazas:



Un Coordinador de Unidad 2

Un Profesional Administrativo 1

Un Asistente Administrativo 2



III. Acotaciones de la Dirección de Gestión Humana, derivadas de la reunión convocada por la Comisión de Traspaso del Fondo de Jubilaciones y Pensiones, dada el 12 de marzo 2021.





· Plaza No. 15695 Técnico Administrativo 2, Subproceso Administración de Personal.



Se expuso en la reunión, que la Unidad de Jubilaciones y Pensiones se encuentra conformada por un total de cuatro plazas; un Coordinador de Unidad 2, un Profesional Administrativo 1, un Técnico Administrativo 2 y un Asistente Administrativo 2. Sobre este punto es importante aclarar a la Comisión de Traslado del Fondo, que la plaza de clase “Técnico Administrativo 2”, no forma parte de la estructura de la Unidad de Jubilaciones y Pensiones, ya que el puesto se encuentra adscrito al Subproceso de Administración de Personal y tiene por competencia a su cargo la función de elaboración de Constancias y Certificaciones.



Es importante indicar, que la plaza citada ejecuta a modo de colaboración para con las responsabilidades de la Unidad de Jubilaciones y Pensiones, la labor de trámite de Protocolos Médicos para las valoraciones médicas que realiza la Comisión Calificadora del Estado de la Invalidez de la Caja Costarricense del Seguro Social, a los servidores y servidoras judiciales que se someten al proceso tendiente a la aprobación de una jubilación por razones de incapacidad absoluta y permanente para el ejercicio del cargo.



Se debe informar, que la servidora que ocupa la plaza de Técnica Administrativa 2, dedica en promedio entre un 15% y un 20% de su tiempo de labores a la atención de los Protocolos de Valoraciones Medicas, labor que la servidora realiza como recargo y en modo de colaboración para la Unidad de Jubilaciones y Pensiones y por instrucción de la Jefatura del Subproceso de Administración de Personal.





IV. Sobre el informe 32-PLA-OI-2021



En relación con este informe es importante en primera instancia acotar que el estudio nace producto de lo dispuesto por el Consejo Superior en la sesión 57-19 celebrada el 25 de junio del 2019, donde se acordó:



“Trasladar a estudio a la Dirección de Planificación, en el cual deberá presentar a este Consejo un cronograma de trabajo con el recurso humano existente, así como cuotas de trabajo que debe de cumplir la Dirección de Gestión Humana, para el cumplimento de la laborar señalada.”.



Lo anterior, ya que según se desprende del acuerdo tomado, existen una cantidad importante de casos de jubilación que deben someterse a revisión por parte del Subproceso de Administración de Personal de la Dirección de Gestión Humana, para determinar si se realizó algún cálculo de manera errónea en cuanto al beneficio que se aprobó con la aplicación anterior del Transitorio III de la Ley 7302.



De este modo, sobre la mención del puesto en el informe 32-PLA-OI-2021 de la Dirección de Planificación, se informa que la plaza de Técnico Administrativo 2, se consideró en dicho informe debido a que el mismo se centraba en las cargas de trabajo de la Unidad de Jubilaciones y Pensiones y debido a que el puesto colabora con la labor indicada en párrafos precedentes, se debía considerar para establecer la carga laboral total de la Unidad.



Al respecto sobre el puesto la Dirección de Planificación en el informe 32-PLA-OI-2021 indicó:



“Tal como se aprecia la Unidad está conformada formalmente por 3 recursos, es importante acotar que informalmente se cuenta con la colaboración de un recurso adicional de Técnico Administrativo 2, el cual está adscrito al Subproceso de Administración de Personal, el mismo colabora con todo el tema referente a las valoraciones médicas.” (el subrayado no pertenece al original)



En vista de lo anterior esta Dirección considera prudente que las personas encargadas de realizar el análisis de la estructura analicen con detenimiento lo mencionado en este informe toda que de la reunión sostenida el viernes 12 de marzo y, de conformidad con lo expuesto del inventario de plazas que se hizo se dijo claramente que se podrían eventualmente trasladar aquellas plazas cuyas participación en el Fondo, en este caso en la Unidad de Jubilaciones y Pensiones de esta Dirección, fuera de un 75 % en adelante. Situación que claramente no sucede con la plaza No. 15695 toda vez que la labor sustantiva de esa plaza se concentra en la confección de constancias y certificaciones y nunca ha pertenecido a la Unidad de Jubilaciones y Pensiones. 





· Plaza Asistente Administrativo 2, Unidad de Jubilaciones y Pensiones.



En lo que concierne al recurso de clase “Asistente Administrativo 2”, adscrito a la Unidad de Jubilaciones y Pensiones, para el conocimiento de la Comisión de Traspaso del Fondo y de la propia Junta Administradora de Fondo, se informa que la plaza se encuentra considerada dentro del bloque de puestos reservados para el cumplimiento de la Ley 8862 “Inclusión y Protección Laboral de las personas con discapacidad en el Sector Público”.



La condición de puesto de reserva fue recomendada por la Comisión Institucional de Empleabilidad, avalada y ratificada por el Consejo Superior en las sesiones 57-2016, artículo LIII y 100-2016, artículo LXXIX. Lo anterior implica que el puesto para efectos de nombramiento en propiedad, debe considerar a personas con condición de discapacidad conforme la ley citada.  



Con toda consideración,











             Lic. Carlos Lizano Alfaro                                          Licda. Olga Guerrero Córdoba	

                     Jefe a.i                                                        Subdirectora a.i Gestión Humana	

        Administración de Personal







	 











		Dirección de Gestión Humana

San José, Barrio González Lahmann 

Av 6-8, Calles 17-19, Teléfono: 2295-4961/2295-3945

		Subproceso Administración de Personal

dcastillo@poder-judicial.go.cr y gh_docuelectro@poder-judicial.go.cr

Teléfono: 2295-4375 ext. 01-4375
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Licenciado



 



Oslean Mora Valdez, MPM.



 



Comisión Traspaso del 



Fondo de 



Jubilaciones y Pensiones



 



Poder Judicial



 



S.



 



O.



 



 



 



Estimado señor:



 



 



La Dirección de Gestión Humana, con motivo de la reunión sostenida por medio de la 



plataforma Teams, convocada por la Comisión de Traspaso



 



del Fondo de Jubilaciones y 



Pensiones, en relación los temas abordados 



y sobre 



la estructura del Fondo y el traslado de 



los puestos que conforman la Unidad de Jubilaciones y Pensiones



, informa lo siguiente.



 



 



 



I.



 



Creación de la Unidad de 



Jubilaciones y Pensiones.



 



 



Conforme el acuerdo del Consejo Superior de la sesión 66



-



2007, artículo LVIII, el órgano 



superior aprueba las recomendaciones de la Dirección de Planificación



 



y se crea formalmente 



la oficina Unidad de Jubilaciones y Pensiones, c



ódigo 1062.



 



La creación de la Unidad citada 



responde al 



análisis de la estructura organizacional del Departamento de Personal



, acaecida 



a partir del año 2006



.



 



 



En el proceso de la formulación presupuestaria del año 2009, se trasladan los cargos que 



compone



n la Unidad de Jubilaciones y Pensiones, con lo cual las plazas quedan a partir del 



01 de enero 2009, formalmente adscritas a la Unidad, cumpliendo así con la estructura 



aprobada.



 



 



 



II.



 



Plazas adscritas a la Unidad de Jubilaciones y Pensiones.



 



 



De 



acuerdo con la estructura aprobada y extraído de la relación de puestos vigente, la Unidad



 



de Jubilaciones y Pensiones se compone de las siguientes plazas:



 



 



Un Coordinador de Unidad 2



 



Un Profesional Administrativo 1



 



Un Asistente Administrativo 2
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Atenci�n consulta sobre informaci�n especial de poblaci�n afiliada..msg
Atención consulta sobre información especial de población afiliada.

		From

		Oslean Mora Valdez

		To

		Alfredo Jones

		Recipients

		jonesalfredo0656@gmail.com



Buenas tardes:



 



Don Alfredo, en atención a su nota fechada 24 de marzo 2021, me permito remitir el oficio N° 0431-2021 mediante el cual se atiende su solicitud.



 



Espero la información le sea de utilidad.



 



Saludos cordiales, 



 



 



Oslean Mora Valdez | MPM.



Director a.i. JUNAFO



Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial



Corte Suprema de Justicia, Poder Judicial - República de Costa Rica.



Ofic. +506 2295-3443 / Cel. +506 8318-2848 / Fax. +506 2295-4790



Barrio González Lahmann, Av. 6 y 8, Calle 17 y 19. Edificio OIJ, primer piso.



omorava@Poder-Judicial.go.cr
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Junta Administradora 



Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial 



 
 



San José, 23 de abril de 2021 



N° 0431-2020 



Al contestar refiérase a este # de oficio 



 



Licenciado 



Alfredo Jones León 



Jubilado Judicial 



 



Estimado señor: 



Para su estimable conocimiento y fines consiguientes, en atención a su oficio remitido 



sin numeración de fecha 24 de marzo 2021, mediante el cual realiza una serie de solicitudes 



de información especial en relación con la composición del maestro de beneficiarios, traslado 



de recursos a otros regímenes, reconocimiento de tiempo servido y suspensiones de 



beneficios realizados del periodo de enero 2020 a marzo 2021, respetuosamente se indica:  



1. Que la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, es 



oficialmente conformada hasta el día 27 de enero del año 2020, momento a partir del cual 



ejerce sus funciones como órgano de desconcentración máximo del Poder Judicial, encargado 



de conocer los temas referentes a la administración del régimen del Fondo de Jubilaciones y 



Pensiones del Poder Judicial, conforme lo dicta el articulo N° 239 de la Ley Orgánica del 



Poder Judicial. 



 



2. Que la nota de referencia remitida es dirigida al MBA. Miguel Ovares Chavarria, Jefe del 



Macroproceso Financiero Contable con el detalle de la información requerida por su persona, 



a la cuenta de correo: movares@Poder-Judicial.go.cr el día jueves 25 de marzo a las 3:55 



p.m.; dado que dicha cuenta de correo no es la autorizada para conocer este tipo de 



solicitudes, se desea recalcar al estimable gestionante, que para una mayor agilidad a su 



trámite, deberá dirigir sus requerimientos a la cuenta oficial de este órgano colegiado para 



conocer solicitudes, la cual es junta_fondojppj@poder-judicial.go.cr.  



 



3. Que mediante oficio N°. 430-TE-2021 de fecha 09 de abril 2021, el Macroproceso Financiero 



Contable le comunica el enrutamiento de su gestión, para ser conocido por la Junta 



Administradora del FJPPJ, aclarando que este cuerpo colegiado es el encargado de brindar o 



no la autorización para el acceso a la información solicitada. 



 



4. Que mediante oficio N° 0171-FC-2021, el Macroproceso Financiero Contable remite para 



conocimiento de este cuerpo colegiado el detalle de información preparado, conforme a sus 



requerimientos para ser valorado oportunamente. 
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Junta Administradora 



Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial 



 
 



5. Que en sesión N°. 17-2021, artículo III, del 19 de abril del 2021, la Junta Administradora del 



Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial conoció el detalle de información 



preparado y el requerimiento puntual de su persona, tomando el siguiente acuerdo: 



 
“Se acordó: 1) Tener por rendido el oficio N° 171-FC-2021 del 6 de abril del 2021, 



suscrito por la máster Floribel Campos Solano, Jefa interina del Proceso de Tesorería, el 



licenciado Fabián Salas Fernández, Jefe interino del Proceso de Inversiones y el máster 



Miguel Ovares Chavarría Jefe interino de Macroproceso Financiero Contable, mediante el 



cual remiten la información solicitada por el jubilado judicial Alfredo Jones León. 2) 



Comisionar al Máster Oslean Mora Valdez, Director interino de esta Junta Administradora, 



para que elabore la respuesta para el señor Jones León y se remita la información solicitada, 



excluyendo las columnas que identifican a las personas beneficiarias de conformidad con la 



Ley de Protección de la Persona Usuaria frente al tratamiento de sus Datos Personales. Se 



declara este acuerdo firme.” 



 



6. Que en cumplimiento del acuerdo anteriormente señalado, adjunto al presente oficio 



encontrará el documento de Word denominado “Anexo Oficio AJ 2021-04” el cual contiene 



insertas las bases de datos de información respectivas, al respecto es importante destacar que 



con el fin de resguardar la confidencialidad de información respectiva, dicho archivo se 



encuentra encriptado con contraseña para su acceso exclusivo, misma que se detalla a 



continuación:  



 



 Ajones2021  



 



 



Conforme a lo anterior y al considerar los procesos internos respectivos, se estima atendida 



la consulta efectuada por el estimable jubilado judicial, sobre la posibilidad de acceder a 



información particular sobre la población afiliada al régimen del Fondo de Jubilaciones y 



Pensiones del Poder Judicial.  



 



 



  



Atentamente,  



 



 



 



Lic. Arnoldo Hernández Solano 



Presidente  



Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y 



Pensiones del Poder Judicial 
Cc: 



Archivo 
OMV / AHS 








						2021-04-23T15:19:55-0600


			ARNOLDO HERNANDEZ SOLANO (FIRMA)
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NOTA FICO 24 de MARZO del  2021 FIRMADA DIGITALMENTE.pdf




24 de marzo del  2021  
 
 
 
 
Señor 
MBA Miguel Ovares Chavarría  
Jefe Departamento Financiero Contable  
S. O.-  
 
 
Estimado señor:  
   



Como es de su conocimiento soy jubilado del Fondo de Jubilaciones y 
Pensiones del Poder Judicial desde el 1º de mayo del 2014 y por ende con 
interés legítimo para solicitar, conocer y analizar la información que se dirá, 
(la que a no dudar posee el Departamento a su cargo). Esta información 
parte de decisiones que se toman y que inciden directamente en la 
administración del citado Fondo y de su patrimonio,  sobre el cual tengo 
derecho a contribuir para que se administre de manera adecuada, eficiente 
y eficaz.  



 
Por su parte, conoce usted, que  el Fondo de Jubilaciones y 



Pensiones del Poder Judicial, es un fondo solidario –no de cuenta 
individual- por así disponerlo los artículos 235 y 236 de la Ley Orgánica del 
Poder Judicial, que literalmente dicen: 



 



CAPÍTULO III 



EL FONDO 



Artículo 235- Con las cotizaciones de los 



servidores judiciales, el Estado y el Poder Judicial, la 



Junta conformará un fondo, el cual se incrementará 



con los réditos producidos por sus inversiones. Ese 



Fondo debe mantenerse separado física y 



contablemente, y es independiente del patrimonio de 



la Junta Administrativa y del patrimonio del Poder 



Judicial. 



Artículo 236- El Fondo de Jubilaciones y Pensiones 
del Poder Judicial tendrá los siguientes ingresos: 



1) Un aporte obrero de un trece por ciento (13%) de 



los sueldos que devenguen los servidores judiciales, 



así como de las jubilaciones y las pensiones a cargo 



del Fondo, porcentaje que se retendrá en el pago 
periódico correspondiente. 











2) Un aporte patronal del Poder Judicial de un 



catorce coma treinta y seis por ciento (14,36%) 
sobre los sueldos y los salarios de sus servidores. 



3) Un aporte del Estado que será un porcentaje 



sobre los sueldos y los salarios igual al establecido 



para el Régimen de Invalidez, Vejez y Muerte de la 



Caja Costarricense de Seguro Social (CCSS). 



4) Los rendimientos y demás beneficios que 



produzca o pueda llegar a generar, obtener el Fondo. 
(el resaltado se suple)  (....)” 



 



 En consecuencia, al constituirse el Fondo con el aporte de las 
personas servidoras judiciales, las personas jubiladas y pensionadas, el 
Estado como tal y el Estado como Patrono; de que en actas de la Junta 
Administradora no aparece la información que requiero; y en atención a los 
principios de transparencia y publicidad, muy atentamente, me permito 
solicitar la siguiente información que abarque el periodo del 27 de enero del 
2020 a la fecha, la que se debe suministrar en el plazo constitucionalmente 
establecido al efecto: 



 
a) Nombre del beneficiario  (jubilado o pensionado (s)), monto de la 



asignación (bruto y neto), porcentaje de la asignación en relación al 
100%, puesto en que se jubila o jubiló, ley aplicable (anterior o 
vigente) fecha de la sesión de la Junta y artículo en que aprobó la 
asignación. 



 
b) Reconocimiento de tiempo servido para efectos de jubilación o 



pensión aprobados con indicación del nombre de la persona que 
solicitó el reconocimiento, el número de años reconocidos, 
Institución o Instituciones en que se laboró ese tiempo reconocido, 
monto indexado a cancelar por el tiempo reconocido, fecha de la 
sesión de la Junta y artículo en que aprobó ese reconocimiento.  
 



c) Traslado de cuotas del Fondo a otros regímenes de jubilación o 
pensión aprobadas por la Junta con indicación del nombre de la 
persona que solicitó el traslado de cuotas, el número de años 
(cuotas) cotizados en el FJPP y monto solicitado por el régimen 
que solicita el traslado, el monto autorizado a trasladar y la fecha 
de la sesión de la Junta y artículo en que se aprobó ese traslado. 



 
d) Jubilaciones y Pensiones suspendidas con indicación de nombre 



de la persona beneficiaria, monto de la jubilación y pensión (bruto y 











neto), motivo de la suspensión y fecha de la sesión de la Junta y 
artículo en que se dispuso la suspensión del beneficio.  



 
 



Notificaciones en el correo electrónico 
jonesalfredo0656@gmail.com  Celular 8435-6006 



 
 
Atentamente, 
 
 
 
 
 
 
      Alfredo Jones León 
            1-0467-0555 



 
 
  
CC: Archivos 
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Junta Administradora

Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial

San José, 21 de abril de 2021

N° 413-2021

Al contestar refiérase a este # de oficio



Señor 

MPM. Oslean Mora Valdez, Director Interino 

Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones

y Pensiones del Poder Judicial



Estimado señor:



Para su estimable conocimiento y fines consiguientes, le transcribo el acuerdo tomado por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en la sesión N° 17-2021 celebrada el 19 de abril de 2021, que literalmente dice:



[bookmark: _Toc69504195]“ARTÍCULO III 



Documento N° 522-2021



La máster Floribel Campos Solano, Jefa interina del Proceso de Tesorería, el licenciado Fabián Salas Fernández, Jefe interino del Proceso de Inversiones y el máster Miguel Ovares Chavarría Jefe interino de Macroproceso Financiero Contable, en oficio N° 171-FC-2021 del 6 de abril del 2021, informaron lo siguiente:



“En atención al contenido del correo electrónico de fecha 24 de marzo de 2021, remitido por parte del jubilado judicial Alfredo Jones León, mediante el cual solicita información del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, del período comprendido entre el 27 de enero de 2020 y hasta la fecha, en forma atenta se indica:



1. Que en el caso de la información correspondiente a la Unidad del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Subproceso de Egresos (incisos a y d), se solicitó la información requerida a la Dirección de Tecnología de la Información (véanse archivos de MS Excel adjuntos) considerándose el período del 27/01/2020 al 31/03/2021. 



2. Que la información correspondiente a los incisos b y d, se anexan a este oficio (véanse archivos de MS Excel adjuntos), suministrada por el Proceso de Inversiones considerándose el período del 01/01/2020 al 31/03/2021.



Dado lo anterior, se remite a valoración de esa Junta Administradora la petición del señor Jones León, para lo que a bien estime resolver.”















[bookmark: _MON_1680329339][bookmark: _MON_1680329352]



-0-



Se acordó: 1) Tener por rendido el oficio N° 171-FC-2021 del 6 de abril del 2021, suscrito por la máster Floribel Campos Solano, Jefa interina del Proceso de Tesorería, el licenciado Fabián Salas Fernández, Jefe interino del Proceso de Inversiones y el máster Miguel Ovares Chavarría Jefe interino de Macroproceso Financiero Contable, mediante el cual remiten la información solicitada por el jubilado judicial Alfredo Jones León. 2) Comisionar al Máster Oslean Mora Valdez, Director interino de esta Junta Administradora, para que elabore la respuesta para el señor Jones León y se remita la información solicitada, excluyendo las columnas que identifican a las personas beneficiarias de conformidad con la Ley de Protección de la Persona Usuaria frente al tratamiento de sus Datos Personales. Se declara este acuerdo firme.”







Atentamente, 











Licda. Lucrecia Ruiz Rojas, Secretaria

Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones 

y Pensiones del Poder Judicial







Cc:

Departamento Financiero Contable

Diligencias / Refs: (522-2021)

Stephanie A.
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Hoja1





						Identificación 
del deudor			Nombre del deudor			Tipo de deudor			Institución 			Años reconocidos			Tipo de documento soporte			Número de documento 
soporte			Fecha de documento 
soporte 			Número de
 reconocimiento			Fecha de 
registro			Inclusiones


						01-0539-0678			JOSE FRANCISCO DE JE CORDERO CALDERON			Funcionario			Ministerio de Educación - MEP			3 años, 4 meses y 1 día			Acuerdo del Consejo Superior			36-20-XXII			09/11/2020			2019139   			10/02/2021			6,704,383.74


						01-1111-0584			VICTOR LUIS MORENO ROJAS			Funcionario			Ministerio de Obras Púb. y Transp.- MOPT			3 años, 9 meses y 21 días.			Acuerdo del Consejo Superior			07-2020-XXXVII			28/01/2020			2019133   			27/04/2020			7,379,599.19


						02-0639-0766			STEVE RAMON MOLINA SERRANO			Funcionario			Ministerio de Seguridad Pública			10 años, 2 meses y 5 días.			Acuerdo del Consejo Superior			07-2020-XXXVIII			28/01/2020			2019100   			27/04/2020			22,091,793.88


						07-0184-0848			SIVIANY ALBERTO CORELLA MURILLO			Funcionario			Ministerio de Seguridad Pública			9 años y 3 días.			Acuerdo del Consejo Superior			07-2020-XXXIX			28/01/2020			2019117   			27/04/2020			18,562,744.62


						01-1157-0931			MARVIN ANTONIO VARGAS ROMERO			Funcionario			Radiográfica Costarricense - RACSA			7 años, 11 meses y 15 días.			Acuerdo del Consejo Superior			07-2020-XLIII			28/01/2020			2019121   			27/04/2020			12,191,253.65


						08-0085-0450			DANIEL JOSEPH GARTH BERROTERAN			Funcionario			Ministerio de Educación - MEP			4 años y 3 meses.			Acuerdo del Consejo Superior			07-2020-XLI			28/01/2020			2019118   			27/04/2020			20,244,512.79


						01-1363-0875			LEANDRO ESTEBAN GARCIA ARIAS			Funcionario			Ministerio de Seguridad Pública			8 años, 3 meses y 29 días.			Acuerdo del Consejo Superior			07-2020-XLII			28/01/2020			2019136   			27/04/2020			19,008,269.15


						01-0916-0026			MARCIA FRANCELA VEGA MORA			Funcionario			Inst. de Fomento y Asesoria Municipal IFAM			20 años, 4 meses y 16 días.			Acuerdo del Consejo Superior			07-2020-XLIV			28/01/2020			2019115   			27/04/2020			39,052,384.33


						01-1434-0259			DAVID PORRAS MEZA			Funcionario			Ministerio de Seguridad Pública			8 años, 9 meses y 15 días.			Acuerdo del Consejo Superior			07-2020-XL			28/01/2020			2019122   			27/04/2020			19,437,126.79


						01-1434-0259			DAVID PORRAS MEZA			Funcionario			Ministerio de Seguridad Pública			3 meses y 14 días.			Acuerdo del Consejo Superior			07-2020-XL			28/01/2020			2019123   			27/04/2020			472,787.15


						02-0501-0040			OVIDIO GONZALEZ CRUZ			Funcionario			Ministerio de Seguridad Pública			15 años, 11 meses y 19 días			Acuerdo del Consejo Superior			55-20-LXV			04/06/2020			2018095   			10/08/2020			33,742,078.43


						01-0664-0927			ALVARO ANTONIO DE LA ORTUÑO MENDEZ			Funcionario			Universidad de Costa Rica - UCR			1 año y 3 días.			Acuerdo del Consejo Superior			34-2020-VII			19/10/2020			2019116   			05/11/2020			2,404,037.99


						01-0543-0314			CARLOS GILBERTO PANIAGUA BARRANTES			Funcionario			Ministerio de Salud			11 meses y 14 días.			Acuerdo del Consejo Superior			36-2020-XXVI			09/11/2020			2019132   			08/01/2021			5,009,308.77


						03-0253-0262			EVELIO ASDRUBAL DE L MORA LOPEZ			Funcionario			Refinadora Costarricense de Petroleo - RECOPE			8 meses y 1 día.			Acuerdo del Consejo Superior			03-2021 -XXVIII			18/01/2021			2020050   			27/01/2021			1,396,504.21


						06-0303-0316			TEODORO ENRIQUE HIDALGO ZUÑIGA			Funcionario			Instituto Costarricense de Electricidad - ICE			17 años y 11 meses.			Acuerdo del Consejo Superior			81-20-XXI			18/08/2020			2020005   			28/01/2021			66,328,748.73


						01-1308-0186			OLMAN GABRIEL SANCHEZ ARCE			Funcionario			CAJA COSTARRICENSE DE SEGURO SOCIAL			9 años, 2 meses y 16 días.			Acuerdo del Consejo Superior			36-20-XXIV			09/11/2020			2019137   			10/02/2021			22,807,153.40


						03-0510-0142			MARIBEL VARGAS CHAVES			Funcionario			Inst Nal de Alcoh y Fármacodep - IAFA			1 mes y 20 días.			Acuerdo del Consejo Superior			36-20-XIX			09/11/2020			2020009   			10/02/2021			323,765.76


						01-1038-0460			ANA KATARINA APU HIDALGO			Funcionario			Ministerio de Hacienda			9 años, 3 meses y 13 días.			Acuerdo del Consejo Superior			36-20-XVIII			09/11/2020			2020003   			15/02/2021			50,398,738.86


						02-0398-0345			MARIA MARLENE MIRANDA CARVAJAL			Funcionario			CAJA COSTARRICENSE DE SEGURO SOCIAL			7 meses y 6 días.			Acuerdo del Consejo Superior			36-20-XXIII			09/11/2020			2020002   			15/02/2021			1,522,672.58


						06-0276-0627			HENRY FRANCISCO QUESADA CASTRO			Funcionario			Ministerio de Seguridad Pública			20 años, 5 meses y 10 días.			Acuerdo del Consejo Superior			04-21-XIV			25/01/2021			2019129   			15/02/2021			94,127,980.52


						02-0534-0220			NANCY MARCEL ALPIZAR ROJAS			Funcionario			CAJA COSTARRICENSE DE SEGURO SOCIAL			2 meses y 28 días.			Acuerdo del Consejo Superior			36-20-XXV			09/11/2020			2019131   			15/02/2021			850,896.19


						01-1021-0563			KRISTI PAOLA ARIAS MORA			Funcionario			Ministerio de Cultura Juventud y Deportes			3 años y 15 días.			Acuerdo del Consejo Superior			36-20-XXVII			09/11/2020			2020016   			19/02/2021			12,638,285.66


						01-1021-0563			KRISTI PAOLA ARIAS MORA			Funcionario			Ministerio de Cultura Juventud y Deportes			5 años, 2 meses y 11 días.			Acuerdo del Consejo Superior			36-20-XXVII			09/11/2020			2020015   			19/02/2021			11,854,711.05


						01-1021-0563			KRISTI PAOLA ARIAS MORA			Funcionario			Ministerio de Cultura Juventud y Deportes			4 meses y 2 días.			Acuerdo del Consejo Superior			36-20-XXVII			09/11/2020			2020017   			19/02/2021			1,854,730.77


						01-1021-0563			KRISTI PAOLA ARIAS MORA			Funcionario			Ministerio de Cultura Juventud y Deportes			7 años, 9 meses y 1 día.			Acuerdo del Consejo Superior			36-20-XXVII			09/11/2020			2019098   			19/02/2021			51,299,771.30


						01-1021-0563			KRISTI PAOLA ARIAS MORA			Funcionario			Ministerio de Cultura Juventud y Deportes			1 mes y 1 día.			Acuerdo del Consejo Superior			36-20-XXVII			09/11/2020			2020018   			19/02/2021			446,169.29


						06-0225-0986			MIGUEL ANTONIO BRAIS QUIROS			Funcionario			Ministerio de Hacienda			2 años, 11 meses y 17 días.			Acuerdo del Consejo Superior			36-20-XVII			09/11/2020			2016163   			19/02/2021			10,542,902.47
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b) Traslado de cuotas 2020-2021.xlsx

Traslados a la CCSS 2020


						Poder Judicial


						Subproceso Contable


						Traslados de cuotas del año 2020


						Al			4/19/21





						Datos del Exfuncionario						Datos de la Entidad Solicitante																					Datos Junta AFJPPJ						Datos de pago al ROP


						N° Cédula			Nombre			Entidad Solicitante			N° solicitud			Fecha			Resolución			Cuotas			Monto solicitado por la CCSS			Monto trasladado a la CCSS			N° Resolución			Fecha			Monto Pagado			Oficio			Fecha


						701340273			Allan Sánchez Chavarría			CCSS			ACICP-TC-028-2020			2/27/20			PJ-IVM-001-701340273-2020			84			13,620,783.98			13,620,783.98			401-2020			4/27/20			1,830,724.52			474-PI-2020			12/4/20


						104810033			Humberto Gómez Alfaro			CCSS						2/27/20			PJ-IVM-003-104810033-2020			18			5,786,415.23			3,777,733.54			414-2020			7/3/20			NA			NA			NA


						900660583			Patricia Sánchez Garita			CCSS						2/27/20			PJ-IVM-005-900660583-2020			6			555,979.15			457,563.43			417-2020			7/3/20			NA			NA			NA


						112720628			Stephanie Paola Salazar Rodríguez			CCSS						2/27/20			PJ-IVM-006-112720628-2020			84			6,184,481.43			6,184,481.43			453-2020			5/15/20			2,967,385.86			474-PI-2020			12/4/20


						302180339			Jose Luis Araya Leando			CCSS			ACICP-TC-043-2020			4/22/20			PJ-IVM-009-302180339-2020			130			15,723,821.71			12,179,405.79			423-2020			7/29/20			NA			NA			NA


						106530546			Carlos Nuñez Thompson			CCSS						4/22/20			PJ-IVM-011-106530546-2020			252			59,864,472.50			59,864,472.50			30-2020			9/21/20			2,904,450.63			389-PI-2020			10/6/20


						104410019			Vilma Romero Barrios			CCSS						4/22/20			PJ-IVM-012-104410019-2020			163			48,421,756.53			29,530,837.21			411-2020			7/3/20			NA			NA			NA


						104410409			Leila Alvarez Ross			CCSS			ACICP-TC-046-2020			5/7/20			PJ-IVM-003-104410409-2020			106			10,082,233.90			9,765,620.30			30-2020			9/11/20			NA			NA			NA


						105420445			Jorge Méndez Retana			CCSS						5/7/20			PJ-IVM-014-105420445-2020			82			13,647,450.90			8,415,955.81			474-2020			7/23/20			NA			NA			NA


						302570317			Flanklin Campos Arias			CCSS			ACICP-TC-158-2020			6/5/20			PJ-IVM-015-302570317-2020			146			20,126,468.86			13,580,032.75			580-2020			8/24/20			NA			NA			NA


						900340705			Carvajal Porras Asdrúal			CCSS			GP-DAP-528-2020			7/8/20			PJ-IVM-020-900340705-2020			57			7,204,865.37			7,204,865.37			663-2020			9/16/20			418,365.37			425-PI-2020			11/4/20


						601130467			Chavarría Díaz Iván			CCSS						7/8/20			PJ-IVM-018-601130467-2020			85			5,275,887.90			5,275,887.90			31-2020			9/21/20			977,470.45			389-PI-2020			10/6/20


						501700752			González Alvarez Luis Gmo			CCSS						7/8/20			PJ-IVM-017-501700752-2020			6			440,949.56			440,949.56			31-2020			9/21/20			1,106.14			389-PI-2020			10/6/20


						601310620			Marchena Hernández Tonys			CCSS						7/8/20			PJ-IVM-019-601310620-2020			138			20,200,607.31			12,880,341.23			31-2020			9/21/20			NA			NA			NA


						303310574			Fuentes Núnez Carlos			CCSS			GP-DAP-574-2020			8/11/20			PJ-IVM-023-303310574-2020			134			41,107,118.43			41,107,118.43			32-2020			10/12/20			14,712,592.11			425-PI-2020			11/4/20


						105970866			Garro Hernández María			CCSS						8/11/20			PJ-IVM-021-105970866-2020			141			72,861,310.08			47,040,213.25			31-2020			9/21/20			NA			NA			NA


						202430788			Rojas Morera Juan Vicente			CCSS						8/11/20			PJ-IVM-022-202430788-2020			79			2,604,951.91			2,604,951.91			32-2020			10/13/20			917,188.24			425-PI-2020			11/4/20


						203100374			María del Pilar Norza Hernández			CCSS			GP-DAP-660-2020			8/25/20			PJ-IVM-016-203100374.2020			88			19,041,012.94			19,041,012.94			38-2020			11/26/20			1,708,170.03			474-PI-2020			12/4/20


						501710244			Freddy González Porras			CCSS			GP-DAP-730-2020			9/18/20			PJ-IVM-029-501710244-2020			161			20,641,710.76			20,641,710.76			38-2020			11/26/20			404,686.55			474-PI-2020			12/4/20


						104640361			León Valle Arguedas			CCSS			GP-DAP-761-2020			11/15/20			PJ-IVM-027-104640361-2020			96			15,231,635.76			9,447,673.24			40-2020			12/10/20			NA			NA			NA


						105970472			Franklin Antonio Aguilera Amador			CCSS			GP-DAP-761-2020			11/15/20			PJ-IVM-025-105970472-2020			87			13,148,807.18			9,261,228.55			03--2021			1/20/21			NA			NA			NA


						601380302			José Agustín López Moraga			CCSS			GP-DAP-761-2020			11/15/20			PJ-IVM-024-601380302-2020			173			32,059,974.86			20,184,080.00			04--2021			1/29/21			NA			NA			NA


						500950351			José Marcial Matamoros Ortega			CCSS			GP-DAP-761-2020			11/15/20			PJ-IVM-028-500950351-2020			154			14,829,636.20			14,829,636.20			04--2021			1/29/21			197,774.32			056-PI-2021			2/3/21


						601380921			Luis Enrique Pizarro Espina			CCSS			GP-DAP-761-2020			11/15/20			PJ-IVM-026-601380921-2020			172			22,555,080.65			17,613,167.22			04--2021			1/29/21			NA			NA			NA


						105440878			María Elena Roig Vargas			CCSS			GP-DAP-902-2020			10/27/20			PJ-IVM-034-105440878-2020			28			12,125,234.24			7,736,607.69			40-2020			12/9/20			NA			NA			NA


						110040890			Allan Alberto Carrillo Peralta			CCSS			GP-DAP-880-2020			10/27/20			PJ-IVM-030-110040890-2020			99			7,089,939.75			7,089,939.75			1012-2020			12/17/20			2,613,005.74			PENDIENTE


						401060195			Carlos Lizano Lépiz			CCSS			GP-DAP-962-2020			11/11/20			PJ-IVM.-031-401060195-2020			326			51,668,764.73			37,017,123.20			006-2021			2/8/21			NA			NA			NA


						401100259			Damian A. Alfaro Carvajal			CCSS			GP-DAP-962-2020			11/11/20			PJ-IVM.-037-401100259-2020			85			14,902,794.29			14,296,668.21			03--2021			1/20/21			NA			NA			NA


						104590938			José Carvajal Vicenti			CCSS			GP-DAP-962-2020			11/11/20			PJ-IVM.-032-104590938-2020			143			26,126,764.20			18,642,266.48			05--2021			2/3/21			NA			NA			NA


						104970194			José Manuel González Arias			CCSS			GP-DAP-962-2020			11/11/20			PJ-IVM.-039-104970194-2020			31			10,755,273.34			6,611,328.13			03--2021			1/20/21			NA			NA			NA


						103931382			Juan José Alvarado Quirós			CCSS			GP-DAP-962-2020			11/11/20			PJ-IVM.-033-103931382-2020			50			10,083,064.48			10,083,064.48			05--2021			2/3/21			5,648,028.96			077-PI-2021			3/4/21


						601190206			Moises Gómez Guido			CCSS			GP-DAP-962-2020			11/11/20			PJ-IVM.-035-601190206-2020			255			39,018,707.84			27,061,918.70			41-2020			12/14/20			NA			NA			NA


						501890938			Nidia Bonilla Valle			CCSS			GP-DAP-962-2020			11/11/20			PJ-IVM.-036-501890938-20			15			2,298,845.38			1,393,580.07			7  2021			1/11/21			NA			NA			NA


						501630787			Barrantes Barrantes Carlos			CCSS			GP-DAP-1056-2020			11/27/20			 PJ-IVM-043-501630787-2020			63			9,447,644.15			8,821,806.70			09--2021			3/1/21			NA			NA			NA


						900700328			Barrera Cordero Carlos			CCSS			GP-DAP-1056-2020			11/27/20			PJ-IVM-041-900700328-2020			96			14,705,345.42			9,181,461.48			7  2021			2/15/21			NA			NA			NA


						104171494			Bonilla Ulate Manuel Gerardo			CCSS			GP-DAP-1056-2020			11/27/20			PJ-IVM-044-104171494-2020 			79			5,701,548.32			5,701,548.32			12--2021			3/15/21			408,334.72


						103981157			Jimenez Vega Rigoberto			CCSS			GP-DAP-1056-2020			11/27/20			PJ-IVM-042-103981157-2020			46			1,921,275.21			1,921,275.21			12--2021			3/15/21			511,364.94


						104930646			Vindas Mora Carlos 			CCSS			GP-DAP-1056-2020			11/27/20			PJ-IVM-040-104930646-2020			120			19,466,514.05			11,904,908.92			11--2021			3/15/21			NA			NA			NA


						104340760			Ronald Vega Gómez			CCSS			GP-DAP-1082-2020 			12/4/21			PJ-IVM.-045-104340760-2020			65			4,059,114.40			4,059,114.40			157-2021			2/10/21			540,902.27			077-PI-2021			3/4/21


						401460089			Omar Campos Salas			CCSS			GP-DAP-1108-2020			12/11/20			PJ-IVM-047-401460089-2020			48			6,323,835.07			4,071,990.97			09--2021			3/5/21			NA			NA			NA
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						Identificación			Nombre Completo			Monto Bruto de Jubilación			IMPUESTO DE RENTA SOBRE SALARIO			FONDO PENSIONES PODER JUDICIAL			SEGURO DE ENFERMEDAD Y MATERNIDAD			PENSION ALIMENTARIA			Rebajo Retroactivo - Pensión Alimentaria			FONDO DE SOCORRO MUTUO-CUOTA ORDINARIA			APORTE JUNTA ADMINISTRATIVA FJP			CONTRIBUCIÓN SOLIDARIA			Monto Neto de Jubilación			Fecha Rige Beneficio			Estado Beneficio			Puesto			Ley			Porcentaje jubilación			Número Sesión			Artículo			Fecha Acuerdo


			1			0203910270			MONGE VARGAS ANA LORENA			₡3,923,385.34			₡530,226.71			₡510,040.08			₡196,169.26			₡0.00			₡0.00			₡3,000.00			₡19,616.94			₡495,698.75			₡2,168,633.60			01/02/2020			Activo			JUEZ 1			Ley Orgánica del Poder Judicial 7333 y sus Reformas (Ley Actual)			100.00			04-2020			LIV			16/01/2020


			2			0204130506			MONTERO CAMPOS JOSE SANTOS			₡923,578.68			₡8,157.87			₡120,065.24			₡46,178.92			₡0.00			₡0.00			₡3,000.00			₡4,617.92			₡0.00			₡741,558.73			01/02/2020			Activo			CHOFER DE ADMINISTRACIÓN REGIONAL			Ley Orgánica del Poder Judicial 7333 y sus Reformas (Ley Actual)			90.52			05-2020			XLVI			21/01/2020


			3			0502050241			CARBALLO SOTO OSCAR FEDERICO			₡3,611,687.28			₡467,887.11			₡469,519.36			₡180,584.36			₡0.00			₡0.00			₡3,000.00			₡18,058.44			₡371,019.51			₡2,101,618.50			01/02/2020			Activo			DEFENSOR PÚBLICO			Ley Orgánica del Poder Judicial 7333 y sus Reformas (Ley Actual)			99.00			05-2020			XLIV			21/01/2020


			4			0601630124			RODRIGUEZ CAMBRONERO SONIA DE LOS ANGELES			₡1,142,840.64			₡30,084.07			₡148,569.28			₡57,142.04			₡0.00			₡0.00			₡3,000.00			₡5,714.22			₡0.00			₡898,331.03			01/02/2020			Activo			TÉCNICO JUDICIAL 2			Ley Orgánica del Poder Judicial 7333 y sus Reformas (Ley Actual)			98.74			05-2020			XLV			21/01/2020


			5			0800490007			CHEHADE LARACH MIRYAN ELENA			₡3,911,314.88			₡527,812.61			₡508,470.92			₡195,565.76			₡0.00			₡0.00			₡3,000.00			₡19,556.56			₡490,870.56			₡2,166,038.47			01/02/2020			Activo			DEFENSOR PÚBLICO			Ley Orgánica del Poder Judicial 7333 y sus Reformas (Ley Actual)			100.00			05-2020			XLVII			21/01/2020


			6			0203900595			MOLINA ZAMORA VICTOR JULIO			₡507,199.54			₡0.00			₡65,935.92			₡25,359.98			₡0.00			₡0.00			₡3,000.00			₡2,536.00			₡0.00			₡410,367.64			16/02/2020			Activo			TÉCNICO JUDICIAL 1			Ley Orgánica del Poder Judicial 7333 y sus Reformas (Ley Actual)			83.70			03-2020			XVIII			10/02/2020


			7			0302800844			CORDERO FORRESTER HELIO GERARDO			₡1,218,453.08			₡37,845.30			₡158,398.90			₡60,922.66			₡0.00			₡0.00			₡3,000.00			₡6,092.26			₡0.00			₡952,193.96			16/02/2020			Excluido por defunción			OFICIAL DE INVESTIGACION			Ley Orgánica del Poder Judicial 7333 y sus Reformas (Ley Actual)			85.86			03-2020			XIX			10/02/2020


			8			0401510970			BARQUERO ALFARO YERLI MARIA			₡1,117,060.28			₡27,506.03			₡145,217.82			₡55,853.00			₡0.00			₡0.00			₡3,000.00			₡5,585.30			₡0.00			₡879,898.13			15/02/2020			Activo			COORDINADOR JUDICIAL 2			Ley Orgánica del Poder Judicial 7333 y sus Reformas (Ley Actual)			82.80			03-2020			XVII			10/02/2020


			9			0106500810			CASTRO ROJAS GEOVANNI GERARDO			₡211,046.76			₡0.00			₡27,436.06			₡10,552.36			₡0.00			₡0.00			₡3,000.00			₡1,055.22			₡0.00			₡169,003.12			16/02/2020			Activo			AUXILIAR DE SERVICIOS GENERALES 3			Ley Orgánica del Poder Judicial 7333 y sus Reformas (Ley Actual)			33.33			04-2020			XI			17/02/2020


			10			0104960132			CHAVARRIA CHAVES FREDDY			₡1,794,256.14			₡123,138.27			₡233,253.28			₡89,712.80			₡0.00			₡0.00			₡3,000.00			₡8,971.26			₡0.00			₡1,336,180.53			16/03/2020			Activo			PROFESIONAL 2			Ley Orgánica del Poder Judicial 7333 y sus Reformas (Ley Actual)			73.87			05-2020			XXI			24/02/2020


			11			0302530400			ACUÑA VEGA OSCAR ANTONIO			₡671,367.98			₡0.00			₡87,277.84			₡33,568.42			₡0.00			₡0.00			₡3,000.00			₡3,356.84			₡0.00			₡544,164.88			01/03/2020			Activo			ASISTENTE  ADMINISTRATIVO 3			Ley Orgánica del Poder Judicial 7333 y sus Reformas (Ley Actual)			68.23			05-2020			XX			24/02/2020


			12			0111920661			LOPEZ MADRIGAL FRANCELLA DE LOS ANG			₡262,819.30			₡0.00			₡34,166.52			₡13,140.98			₡0.00			₡0.00			₡3,000.00			₡1,314.12			₡0.00			₡211,197.68			16/02/2020			Activo			TÉCNICO JUDICIAL 1			Ley Orgánica del Poder Judicial 7333 y sus Reformas (Ley Actual)			51.77			06-2020			XXIV			02/03/2020


			13			0602930421			GUADAMUZ LEON MARCELA PATRICIA			₡863,910.42			₡2,079.81			₡112,308.34			₡43,195.52			₡0.00			₡0.00			₡3,000.00			₡4,319.54			₡0.00			₡699,007.21			16/03/2020			Activo			DEFENSOR PÚBLICO			Ley Orgánica del Poder Judicial 7333 y sus Reformas (Ley Actual)			44.30			07-2020			VIII			09/03/2020


			14			0501810739			DIAZ ANCHIA LIDIA MAYELA			₡1,423,140.70			₡67,470.94			₡185,008.30			₡71,157.02			₡0.00			₡0.00			₡3,000.00			₡7,115.70			₡0.00			₡1,089,388.74			01/04/2020			Activo			JUEZ 2			Ley Orgánica del Poder Judicial 7333 y sus Reformas (Ley Actual)			42.67			08-2020			XVII			16/03/2020


			15			0204630503			HERNANDEZ SUAREZ RONALD GERARDO			₡473,091.12			₡0.00			₡61,501.86			₡23,654.58			₡0.00			₡0.00			₡3,000.00			₡2,365.44			₡0.00			₡382,569.24			16/04/2020			Activo			TÉCNICO  ADMINISTRATIVO  1			Ley Orgánica del Poder Judicial 7333 y sus Reformas (Ley Actual)			77.36			10-2020			XIV			30/03/2020


			16			0601490958			MUÑOZ SIBAJA ALICE			₡698,302.64			₡0.00			₡90,779.34			₡34,915.12			₡0.00			₡0.00			₡3,000.00			₡3,491.50			₡0.00			₡566,116.68			16/05/2020			Activo			AUXILIAR DE SERVICIOS GENERALES 2			Ley Orgánica del Poder Judicial 7333 y sus Reformas (Ley Actual)			81.47			13-2020			XV			27/04/2020


			17			0107290064			DURAN GAMBOA ROGER MARCELO DE LOS			₡3,570,805.08			₡459,710.67			₡464,204.66			₡178,540.24			₡0.00			₡0.00			₡3,000.00			₡17,854.00			₡354,666.63			₡2,092,828.88			01/06/2020			Activo			PROFESIONAL EN DERECHO 3B			Ley Orgánica del Poder Judicial 7333 y sus Reformas (Ley Actual)			87.46			16-2020			XVI			18/05/2020


			1			0103931042			MOLINA DI PALMA FRANCISCO			₡313,640.30			₡0.00			₡40,773.22			₡15,682.02			₡0.00			₡0.00			₡3,000.00			₡1,568.22			₡0.00			₡252,616.84			16/06/2020			Activo			AUXILIAR DE SERVICIOS GENERALES 4			Ley Orgánica del Poder Judicial 7333 y sus Reformas (Ley Actual)			35.35			17-2020			XVIII			25/05/2020


			2			0700960401			ULATE BADILLA REINA ISABEL			₡970,672.66			₡12,867.26			₡126,187.44			₡48,533.64			₡0.00			₡0.00			₡3,000.00			₡4,853.38			₡0.00			₡775,230.94			29/06/2020			Activo			TÉCNICO JUDICIAL 2			Ley Orgánica del Poder Judicial 7333 y sus Reformas (Ley Actual)			86.00			19-2020			XII			08/06/2020


			3			0106540558			MATA RODRIGUEZ CESAR AUGUSTO MARIA			₡3,735,050.50			₡492,559.74			₡485,556.58			₡186,752.54			₡0.00			₡0.00			₡3,000.00			₡18,675.24			₡420,364.80			₡2,128,141.60			29/06/2020			Activo			JUEZ 1			Ley Orgánica del Poder Judicial 7333 y sus Reformas (Ley Actual)			91.87			21-2020			VII			22/06/2020


			4			0110160704			BERROCAL CASCANTE MARIO ALONSO			₡275,862.70			₡0.00			₡35,862.16			₡13,793.12			₡0.00			₡0.00			₡3,000.00			₡1,379.32			₡0.00			₡221,828.10			16/06/2020			Activo			AGENTE PROTECCIÓN 1			Ley Orgánica del Poder Judicial 7333 y sus Reformas (Ley Actual)			33.33			21-2020			VIII			22/06/2020


			5			0204360048			LUNA DURAN SHIRLEY YANINA			₡3,559,364.32			₡457,422.53			₡462,717.34			₡177,968.20			₡0.00			₡0.00			₡3,000.00			₡17,796.84			₡350,090.33			₡2,090,369.08			16/06/2020			Activo			DEFENSOR PÚBLICO			Ley Orgánica del Poder Judicial 7333 y sus Reformas (Ley Actual)			87.22			21-2020			XIV			22/06/2020


			6			0107190292			ZAMORA SOLIS MARITZA FRANCISCA			₡3,374,779.04			₡420,505.46			₡438,721.28			₡168,738.94			₡0.00			₡0.00			₡3,000.00			₡16,873.92			₡276,256.20			₡2,050,683.24			16/09/2020			Activo			JUEZ 1			Ley Orgánica del Poder Judicial 7333 y sus Reformas (Ley Actual)			89.62			30-2020			XXVII			07/09/2020


			7			0108220410			CARIT PANIAGUA LIZBETH MARIA			₡1,258,218.18			₡41,682.02			₡163,568.36			₡62,910.90			₡0.00			₡0.00			₡3,000.00			₡6,291.10			₡0.00			₡980,765.80			16/09/2020			Activo			ABOGADO DEFENSA CIVIL DE LA VÍCTIMA			Ley Orgánica del Poder Judicial 7333 y sus Reformas (Ley Actual)			93.91			30-2020			XXVI			07/09/2020


			8			0113740128			UGALDE ORTIZ MICHAEL JESUS			₡323,116.04			₡0.00			₡42,005.08			₡16,155.78			₡0.00			₡0.00			₡3,000.00			₡1,615.58			₡0.00			₡260,339.60			01/10/2020			Activo			INVESTIGADOR 1			Ley Orgánica del Poder Judicial 7333 y sus Reformas (Ley Actual)			33.33			31-2020			XL			21/09/2020


			9			0700750402			MARTINEZ CASTRO JEANNORY			₡4,111,505.58			₡567,850.75			₡534,495.72			₡205,575.28			₡0.00			₡0.00			₡3,000.00			₡20,557.52			₡570,946.83			₡2,209,079.48			01/10/2020			Activo			JUEZ 4			Ley Orgánica del Poder Judicial 7333 y sus Reformas (Ley Actual)			95.97			31-2020			XXXIX			21/09/2020


			10			0107560386			TOSSO JARA REINIER ENRIQUE			₡1,890,582.60			₡137,587.25			₡245,775.74			₡94,529.14			₡0.00			₡0.00			₡3,000.00			₡9,452.90			₡0.00			₡1,400,237.57			15/10/2020			Activo			TÉCNICO SALA DE LA CORTE			Ley Orgánica del Poder Judicial 7333 y sus Reformas (Ley Actual)			85.08			32-2020			XX			05/10/2020


			11			0107580611			BURGOS BONILLA LORENA			₡479,410.24			₡0.00			₡62,323.34			₡23,970.50			₡0.00			₡0.00			₡3,000.00			₡2,397.06			₡0.00			₡387,719.34			16/10/2020			Activo			PROFESIONAL 2			Ley Orgánica del Poder Judicial 7333 y sus Reformas (Ley Actual)			59.18			32-2020			XXI			05/10/2020


			12			0107670675			THOMAS AGUILAR SANDER			₡2,132,656.34			₡173,898.31			₡277,245.34			₡106,632.84			₡0.00			₡0.00			₡3,000.00			₡10,663.30			₡0.00			₡1,561,216.55			16/11/2020			Activo			PROFESIONAL 2			Ley Orgánica del Poder Judicial 7333 y sus Reformas (Ley Actual)			84.38			34-2020			XX			19/10/2020


			13			0105860850			SANDOVAL LEAL JAVIER FRANCISCO			₡4,279,847.24			₡601,519.11			₡556,380.16			₡213,992.36			₡0.00			₡0.00			₡3,000.00			₡21,399.24			₡648,931.72			₡2,234,624.65			16/11/2020			Activo			JEFE SERVICIO MÉDICO DE EMPRESA			Ley Orgánica del Poder Judicial 7333 y sus Reformas (Ley Actual)			96.90			35-2020			XI			26/10/2020


			14			0105020930			LASCAREZ SOLANO CARLOS LUIS			₡751,976.38			₡0.00			₡97,756.94			₡37,598.80			₡0.00			₡0.00			₡3,000.00			₡3,759.90			₡0.00			₡609,860.74			01/12/2020			Activo			AUXILIAR DE SEGURIDAD			Ley Orgánica del Poder Judicial 7333 y sus Reformas (Ley Actual)			59.70			37-2020			XXVIII			16/11/2020


			15			0203970930			VILLALOBOS CASTRO MARIBEL DE LOS ANGEL			₡1,186,431.02			₡34,443.09			₡154,236.02			₡59,321.56			₡0.00			₡0.00			₡3,000.00			₡5,932.14			₡0.00			₡929,498.21			01/12/2020			Activo			SECRETARIA EJECUTIVA 2			Ley Orgánica del Poder Judicial 7333 y sus Reformas (Ley Actual)			95.03			37-2020			XXXIII			16/11/2020


			16			0106640927			ORTUÑO MENDEZ ALVARO ANTONIO DE LA			₡921,905.62			₡7,990.57			₡119,847.72			₡46,095.28			₡0.00			₡0.00			₡3,000.00			₡4,609.54			₡0.00			₡740,362.51			16/12/2020			Activo			AUXILIAR  ADMINISTRATIVO			Ley Orgánica del Poder Judicial 7333 y sus Reformas (Ley Actual)			92.63			38-2020			X			23/11/2020


			17			0502350982			QUIROS VILLEGAS LISBET DEL CARMEN			₡569,702.22			₡0.00			₡74,061.28			₡28,485.10			₡0.00			₡0.00			₡3,000.00			₡2,848.52			₡0.00			₡461,307.32			01/12/2020			Activo			TÉCNICO JUDICIAL 1			Ley Orgánica del Poder Judicial 7333 y sus Reformas (Ley Actual)			91.54			38-2020			XI			23/11/2020


			18			0601440551			CERDAS VARGAS GIOVANNI			₡652,250.96			₡0.00			₡84,792.64			₡32,612.54			₡0.00			₡0.00			₡3,000.00			₡3,261.28			₡0.00			₡528,584.50			23/12/2020			Activo			CUSTODIO DE DETENIDOS			Ley Orgánica del Poder Judicial 7333 y sus Reformas (Ley Actual)			54.86			38-2020			IX			23/11/2020


			19			0106390134			DURAN UMAÑA RONNY JOSE			₡3,641,687.54			₡473,887.16			₡473,419.38			₡182,084.36			₡0.00			₡0.00			₡0.00			₡18,208.44			₡383,019.60			₡2,111,068.60			21/12/2020			Activo			JUEZ 1			Ley Orgánica del Poder Judicial 7333 y sus Reformas (Ley Actual)			94.16			40-2020			XXII			07/12/2020


			20			0107220021			ARIAS MARIN BERNAL EDUARDO DEL S			₡1,215,096.02			₡37,309.60			₡157,962.48			₡60,754.80			₡0.00			₡0.00			₡3,000.00			₡6,075.46			₡0.00			₡949,993.68			28/12/2020			Activo			AUXILIAR DE SERVICIOS GENERALES 4			Ley Orgánica del Poder Judicial 7333 y sus Reformas (Ley Actual)			87.76			40-2020			XXIII			07/12/2020


			21			0105350664			ARRIETA VILLALOBOS ADAN HUMBERTO DE SAN			₡655,092.12			₡0.00			₡85,162.00			₡32,754.62			₡0.00			₡0.00			₡3,000.00			₡3,275.48			₡0.00			₡530,900.02			01/01/2021			Activo			INVESTIGADOR 2			Ley Orgánica del Poder Judicial 7333 y sus Reformas (Ley Actual)			70.83			41-2020			XIV			14/12/2020


			22			0302870359			SOLANO ARTAVIA ROCIO FELICIA			₡595,859.02			₡0.00			₡77,461.68			₡29,792.94			₡0.00			₡0.00			₡3,000.00			₡2,979.28			₡0.00			₡482,625.12			01/01/2021			Activo			COORDINADOR JUDICIAL 2			Ley Orgánica del Poder Judicial 7333 y sus Reformas (Ley Actual)			86.67			41-2020			XV			14/12/2020


			23			0502340630			CHAVERRI DOBLES FRANCISCO JOSE DE LA			₡593,948.76			₡0.00			₡77,213.32			₡29,697.46			₡0.00			₡0.00			₡3,000.00			₡2,969.74			₡0.00			₡481,068.24			01/01/2021			Activo			TECNICO EN COMUNICACIONES JUDICIALES			Ley Orgánica del Poder Judicial 7333 y sus Reformas (Ley Actual)			86.76			41-2020			XXVII			14/12/2020


			24			0701410493			GREEN JOHNSON EMERSON ENRIQUE			₡204,056.32			₡0.00			₡26,527.34			₡10,202.82			₡0.00			₡0.00			₡3,000.00			₡1,020.28			₡0.00			₡163,305.88			01/01/2021			Activo			TÉCNICO JUDICIAL 2			Ley Orgánica del Poder Judicial 7333 y sus Reformas (Ley Actual)			33.33			41-2020			XVI			14/12/2020


			25			0110210948			RODRIGUEZ VIQUEZ JOSE GIOVANNI			₡394,093.26			₡0.00			₡51,232.12			₡19,704.66			₡0.00			₡0.00			₡3,000.00			₡1,970.46			₡0.00			₡318,186.02			16/02/2021			Activo			TÉCNICO JUDICIAL 2			Ley Orgánica del Poder Judicial 7333 y sus Reformas (Ley Actual)			71.92			05-2021			XVI			01/02/2021


			26			0502100957			UMAÑA QUESADA ANA BELLY DEL CARMEN			₡2,607,831.28			₡267,115.91			₡339,018.06			₡130,391.56			₡619,729.54			₡0.00			₡3,000.00			₡13,039.16			₡1,760.95			₡1,233,776.10			16/02/2021			Activo			JUEZ 3			Ley Orgánica del Poder Judicial 7333 y sus Reformas (Ley Actual)			99.86			05-2021			XIV			01/02/2021


			27			0104970320			JACKSON QUIROS ALICIA RITA			₡285,092.08			₡0.00			₡37,061.97			₡14,254.61			₡0.00			₡0.00			₡0.00			₡1,425.46			₡0.00			₡232,350.04			07/03/2021			Activo			TÉCNICO JUDICIAL 2			Ley Orgánica del Poder Judicial 7333 y sus Reformas (Ley Actual)			43.05			08-2021			XI			22/02/2021





kzamoram:
En este caso se muestran los montos al último mes cancelado de forma completa (noviembre 2020), ya que falleció el día 23-12-2020.





PEN


						Identificación			Nombre Completo			Monto Bruto de Pensión			IMPUESTO DE RENTA SOBRE SALARIO			FONDO PENSIONES PODER JUDICIAL			SEGURO DE ENFERMEDAD Y MATERNIDAD			PENSION ALIMENTARIA			Rebajo Retroactivo - Pensión Alimentaria			FONDO DE SOCORRO MUTUO-CUOTA ORDINARIA			APORTE JUNTA ADMINISTRATIVA FJP			CONTRIBUCIÓN SOLIDARIA			Monto Neto de Pensión			Fecha Rige Beneficio			Estado Beneficio			Ley			Porcentaje pensión			Número Sesión			Artículo			Fecha Acuerdo


			1			0202200825			LEITON CORDERO MARGARITA			₡472,536.22			₡0.00			₡61,429.70			₡23,626.84			₡0.00			₡0.00			₡0.00			₡2,362.68			₡0.00			₡385,117.00			2020-01-30			Activo			Ley Orgánica del Poder Judicial 7333 y sus Reformas (Ley Actual)			80.00			27-20			XIX			10/08/2020


			2			0400771000			HERNANDEZ ALVARADO MARIA DE LOS ANGELES			₡528,561.06			₡0.00			₡68,712.94			₡26,428.06			₡0.00			₡0.00			₡0.00			₡2,642.78			₡0.00			₡430,777.28			2020-02-03			Activo			Ley Orgánica del Poder Judicial 7333 y sus Reformas (Ley Actual)			80.00			35-20			XIII			26/10/2020


			3			0106450314			VENEGAS QUIROS XINIA MARIA			₡416,106.76			₡0.00			₡54,093.88			₡20,805.36			₡0.00			₡0.00			₡0.00			₡2,080.54			₡0.00			₡339,126.98			2020-02-26			Activo			Ley Orgánica del Poder Judicial 7333 y sus Reformas (Ley Actual)			80.00			37-20			XXIX			16/11/2020


			4			0107230862			VENEGAS BUSTAMANTE WILLIAM VERNY			₡359,101.50			₡0.00			₡46,683.20			₡17,955.06			₡0.00			₡0.00			₡0.00			₡1,795.50			₡0.00			₡292,667.74			2020-02-28			Activo			Ley Orgánica del Poder Judicial 7333 y sus Reformas (Ley Actual)			80.00			30-20			XXIX			07/09/2020


			5			0104430184			LATIFF UMAÑA ROXANA			₡517,026.48			₡0.00			₡67,213.44			₡25,851.34			₡0.00			₡0.00			₡0.00			₡2,585.12			₡0.00			₡421,376.58			2020-03-05			Activo			Ley Orgánica del Poder Judicial 7333 y sus Reformas (Ley Actual)			80.00			19-2020			XIII			08/06/2020


			6			0105310785			ALFARO CHAVARRIA MARIA CONSUELO			₡921,314.12			₡7,931.42			₡119,770.84			₡46,065.70			₡0.00			₡0.00			₡0.00			₡4,606.58			₡0.00			₡742,939.58			2020-03-06			Activo			Ley Orgánica del Poder Judicial 7333 y sus Reformas (Ley Actual)			80.00			33-20			XXIII			12/10/2020


			7			0107720228			ALVARADO MORA OSCAR MAURICIO			₡854,490.50			₡118,162.68			₡111,083.78			₡42,724.52			₡0.00			₡0.00			₡0.00			₡4,272.46			₡0.00			₡578,247.06			2020-03-21			Activo			Ley Orgánica del Poder Judicial 7333 y sus Reformas (Ley Actual)			80.00			40-2020			XXX			18/01/2021


			8			0600990371			MATAMOROS CUBILLO MARIA ESTER			₡728,104.22			₡0.00			₡94,653.56			₡36,405.20			₡0.00			₡0.00			₡0.00			₡3,640.52			₡0.00			₡593,404.94			2020-04-17			Activo			Ley Orgánica del Poder Judicial 7333 y sus Reformas (Ley Actual)			80.00			26-20			XIX			03/08/2020


			9			0900520613			SANCHEZ ARAYA ANA RITA			₡716,927.98			₡0.00			₡93,200.66			₡35,846.40			₡0.00			₡0.00			₡0.00			₡3,584.66			₡0.00			₡584,296.26			2020-04-28			Activo			Ley Orgánica del Poder Judicial 7333 y sus Reformas (Ley Actual)			80.00			26-20			XVIII			03/08/2020


			10			0801060335			ALEGRIA RODRIGUEZ ROBERTO RAFAEL			₡989,788.62			₡14,778.87			₡128,672.52			₡49,489.42			₡0.00			₡0.00			₡0.00			₡4,948.94			₡0.00			₡791,898.87			2020-05-26			Activo			Ley Orgánica del Poder Judicial 7333 y sus Reformas (Ley Actual)			80.00			26-20			XXI			03/08/2020


			11			0800900073			GOODMAN GOODCHILD CLARE			₡271,879.04			₡0.00			₡35,344.26			₡13,593.96			₡0.00			₡0.00			₡0.00			₡1,359.38			₡0.00			₡221,581.44			2020-05-26			Activo			Ley Orgánica del Poder Judicial 7333 y sus Reformas (Ley Actual)			80.00			19-20			III			08/06/2020


			12			0104060144			PORRAS SOTO JAVIER BAUTISTA			₡479,314.42			₡0.00			₡62,310.86			₡23,965.70			₡0.00			₡0.00			₡0.00			₡2,396.58			₡0.00			₡390,641.28			2020-05-26			Activo			Ley Orgánica del Poder Judicial 7333 y sus Reformas (Ley Actual)			80.00			25-20			IX			20/07/2020


			13			0203320766			SANCHO CASTRO CECILIA			₡852,172.78			₡0.00			₡110,782.46			₡42,608.64			₡0.00			₡0.00			₡0.00			₡4,260.88			₡0.00			₡694,520.80			2020-06-01			Activo			Ley Orgánica del Poder Judicial 7333 y sus Reformas (Ley Actual)			80.00			28-20			XXVII			28/08/2020


			14			0105870424			MESEN MEJIAS ANA YURY			₡6,820,370.78			₡0.00			₡886,648.22			₡341,018.53			₡0.00			₡0.00			₡0.00			₡34,101.79			₡0.00			₡5,558,602.24			2020-06-01			Activo			Ley Orgánica del Poder Judicial 7333 y sus Reformas (Ley Actual)			80.00			07-2021			XI			15/02/2021


			15			0202520909			MOYA JIMENEZ MA DEL CARMEN			₡6,950,047.02			₡1,301,453.05			₡903,506.10			₡347,502.34			₡0.00			₡0.00			₡0.00			₡34,750.24			₡1,235,314.13			₡3,127,521.16			2020-06-13			Activo			Ley Orgánica del Poder Judicial 7333 y sus Reformas (Ley Actual)			80.00			03-2021			XXXII			18/01/2021


			16			0400700799			VARGAS HERRERA CESAR			₡430,000.58			₡7,329.18			₡55,900.10			₡21,500.04			₡0.00			₡0.00			₡0.00			₡2,150.00			₡0.00			₡343,121.26			2020-07-01			Activo			Ley Orgánica del Poder Judicial 7333 y sus Reformas (Ley Actual)			80.00			36-20			XXIX			09/11/2020


			17			0501030599			ZAMORA LOAICIGA ARLLERY			₡1,233,168.32			₡39,116.84			₡160,311.90			₡61,658.40			₡0.00			₡0.00			₡0.00			₡6,165.82			₡0.00			₡965,915.36			2020-07-01			Activo			Ley Orgánica del Poder Judicial 7333 y sus Reformas (Ley Actual)			80.00			01-2021			VII			04/01/2021


			18			0107780110			VARGAS ESPINOZA ANA ISABEL			₡6,051,906.02			₡0.00			₡786,747.76			₡302,595.30			₡0.00			₡0.00			₡0.00			₡30,259.51			₡0.00			₡4,932,303.45			2020-07-06			Activo			Ley Orgánica del Poder Judicial 7333 y sus Reformas (Ley Actual)			80.00			06-2021			XI			08/02/2021


			19			0106210780			CUBERO BARQUERO PATRICIA DE LA TRINI			₡5,970,341.55			₡1,257,254.40			₡776,144.37			₡298,517.13			₡0.00			₡0.00			₡0.00			₡29,851.70			₡0.00			₡3,608,573.95			2020-07-20			Activo			Ley Orgánica del Poder Judicial 7333 y sus Reformas (Ley Actual)			80.00			04-2021			XII			25/01/2021


			20			0302200449			SALAS ABARCA VILMA			₡3,281,591.82			₡0.00			₡426,606.89			₡164,079.67			₡0.00			₡0.00			₡0.00			₡16,408.02			₡0.00			₡2,674,497.24			2020-07-27			Activo			Ley Orgánica del Poder Judicial 7333 y sus Reformas (Ley Actual)			80.00			06-2021			XII			08/02/2021


			21			0104250570			CHAVARRIA ZUÑIGA MARIA ELIGIA			₡4,586,931.84			₡0.00			₡596,301.19			₡229,346.62			₡0.00			₡0.00			₡0.00			₡22,934.66			₡0.00			₡3,738,349.37			2020-08-08			Activo			Ley Orgánica del Poder Judicial 7333 y sus Reformas (Ley Actual)			80.00			08-2021			XII			22/02/2021


			22			0301280900			FLORES MATA MARIA DE LOS ANGELES			₡3,540,535.64			₡0.00			₡460,269.57			₡177,026.74			₡0.00			₡0.00			₡0.00			₡17,702.72			₡0.00			₡2,885,536.61			2020-08-26			Activo			Ley Orgánica del Poder Judicial 7333 y sus Reformas (Ley Actual)			80.00			08-2021			XIX			22/02/2021
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24 de marzo del  2021  
 
 
 
 
Señor 
MBA Miguel Ovares Chavarría  
Jefe Departamento Financiero Contable  
S. O.-  
 
 
Estimado señor:  
   



Como es de su conocimiento soy jubilado del Fondo de Jubilaciones y 
Pensiones del Poder Judicial desde el 1º de mayo del 2014 y por ende con 
interés legítimo para solicitar, conocer y analizar la información que se dirá, 
(la que a no dudar posee el Departamento a su cargo). Esta información 
parte de decisiones que se toman y que inciden directamente en la 
administración del citado Fondo y de su patrimonio,  sobre el cual tengo 
derecho a contribuir para que se administre de manera adecuada, eficiente 
y eficaz.  



 
Por su parte, conoce usted, que  el Fondo de Jubilaciones y 



Pensiones del Poder Judicial, es un fondo solidario –no de cuenta 
individual- por así disponerlo los artículos 235 y 236 de la Ley Orgánica del 
Poder Judicial, que literalmente dicen: 



 



CAPÍTULO III 



EL FONDO 



Artículo 235- Con las cotizaciones de los 



servidores judiciales, el Estado y el Poder Judicial, la 



Junta conformará un fondo, el cual se incrementará 



con los réditos producidos por sus inversiones. Ese 



Fondo debe mantenerse separado física y 



contablemente, y es independiente del patrimonio de 



la Junta Administrativa y del patrimonio del Poder 



Judicial. 



Artículo 236- El Fondo de Jubilaciones y Pensiones 
del Poder Judicial tendrá los siguientes ingresos: 



1) Un aporte obrero de un trece por ciento (13%) de 



los sueldos que devenguen los servidores judiciales, 



así como de las jubilaciones y las pensiones a cargo 



del Fondo, porcentaje que se retendrá en el pago 
periódico correspondiente. 











2) Un aporte patronal del Poder Judicial de un 



catorce coma treinta y seis por ciento (14,36%) 
sobre los sueldos y los salarios de sus servidores. 



3) Un aporte del Estado que será un porcentaje 



sobre los sueldos y los salarios igual al establecido 



para el Régimen de Invalidez, Vejez y Muerte de la 



Caja Costarricense de Seguro Social (CCSS). 



4) Los rendimientos y demás beneficios que 



produzca o pueda llegar a generar, obtener el Fondo. 
(el resaltado se suple)  (....)” 



 



 En consecuencia, al constituirse el Fondo con el aporte de las 
personas servidoras judiciales, las personas jubiladas y pensionadas, el 
Estado como tal y el Estado como Patrono; de que en actas de la Junta 
Administradora no aparece la información que requiero; y en atención a los 
principios de transparencia y publicidad, muy atentamente, me permito 
solicitar la siguiente información que abarque el periodo del 27 de enero del 
2020 a la fecha, la que se debe suministrar en el plazo constitucionalmente 
establecido al efecto: 



 
a) Nombre del beneficiario  (jubilado o pensionado (s)), monto de la 



asignación (bruto y neto), porcentaje de la asignación en relación al 
100%, puesto en que se jubila o jubiló, ley aplicable (anterior o 
vigente) fecha de la sesión de la Junta y artículo en que aprobó la 
asignación. 



 
b) Reconocimiento de tiempo servido para efectos de jubilación o 



pensión aprobados con indicación del nombre de la persona que 
solicitó el reconocimiento, el número de años reconocidos, 
Institución o Instituciones en que se laboró ese tiempo reconocido, 
monto indexado a cancelar por el tiempo reconocido, fecha de la 
sesión de la Junta y artículo en que aprobó ese reconocimiento.  
 



c) Traslado de cuotas del Fondo a otros regímenes de jubilación o 
pensión aprobadas por la Junta con indicación del nombre de la 
persona que solicitó el traslado de cuotas, el número de años 
(cuotas) cotizados en el FJPP y monto solicitado por el régimen 
que solicita el traslado, el monto autorizado a trasladar y la fecha 
de la sesión de la Junta y artículo en que se aprobó ese traslado. 



 
d) Jubilaciones y Pensiones suspendidas con indicación de nombre 



de la persona beneficiaria, monto de la jubilación y pensión (bruto y 











neto), motivo de la suspensión y fecha de la sesión de la Junta y 
artículo en que se dispuso la suspensión del beneficio.  



 
 



Notificaciones en el correo electrónico 
jonesalfredo0656@gmail.com  Celular 8435-6006 



 
 
Atentamente, 
 
 
 
 
 
 
      Alfredo Jones León 
            1-0467-0555 



 
 
  
CC: Archivos 
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JUB


						Identificación			Nombre Completo			Estado Beneficio			Monto Bruto de Jubilación			IMPUESTO DE RENTA SALARIO			FONDO PENSIONES PODER JUDICIAL			SEGURO DE ENFERMEDAD Y MATERNIDAD			PENSION ALIMENTARIA			Rebajo Retroactivo - Pensión Alimentaria			FONDO DE SOCORRO MUTUO-CUOTA ORDINARIA			APORTE JUNTA ADMINISTRATIVA FJP			CONTRIBUCIÓN SOLIDARIA			Monto Neto de Jubilación			Fecha Rige Exclusión			Motivo Suspensión			Observaciones


			1			0900730953			PICADO BRENES ANA MARIA			Activo			₡4,687,684.04			₡700,620.40			₡609,398.92			₡234,384.22			₡0.00			₡0.00			₡3,000.00			₡23,438.42			₡832,458.27			₡2,284,383.81			02/02/2020			Labora para Estado			Según la notificación de nombramiento como Magistrada Suplente en la Presidencia de la Corte, a partir del 03/02/2020 al 03/05/2020.


			2			0502380975			HERNANDEZ GUTIERREZ JOSE PAULINO			Activo			₡7,680,622.74			₡1,448,855.10			₡998,480.96			₡384,031.16			₡0.00			₡0.00			₡0.00			₡38,403.12			₡1,354,572.16			₡3,456,280.24			03/05/2020			Labora para Estado			Según Proposición Electrónica de Nombramientos en el cargo de Magistrado Suplente en la Presidencia de la Corte del 04 de mayo al 02 de agosto de 2020.


			3			0202660179			FUENTES QUESADA ARMANDO			Suspendido			₡1,309,207.96			₡50,731.04			₡170,197.04			₡65,460.40			₡180,739.66			₡0.00			₡3,000.00			₡6,546.04			₡0.00			₡832,533.78			17/05/2020			Labora para Estado			Según Proposición Electrónica de Nombramiento en el cargo de Juez 4 en los Tribunales del II C.J de Guanacaste del 18-05-2020 al 02-08-2020.


			4			0106100796			SALAZAR MURILLO RONALD JESUS DE LOS			Activo			₡5,368,628.64			₡870,856.55			₡697,921.70			₡268,431.46			₡0.00			₡0.00			₡0.00			₡26,843.16			₡1,088,692.88			₡2,415,882.89			02/08/2020			Labora para Estado			Según la notificación del nombramiento en la Presidencia de la Corte como Magistrado Suplente del 03-08-2020 al 01-11-2020.


			5			0106220808			PEREZ MURILLO JUAN CARLOS			Suspendido			₡4,162,955.14			₡578,790.68			₡541,184.16			₡208,147.76			₡0.00			₡0.00			₡3,000.00			₡20,814.78			₡619,879.82			₡2,191,137.94			31/08/2020			Labora para Estado			Según la designación en la Defensa Pública en el cargo de Director a partir del 01/09/2020.


			6			0104131059			SALINAS DURAN EDWIN			Suspendido			₡4,676,942.46			₡699,185.02			₡608,002.52			₡233,847.12			₡0.00			₡0.00			₡3,000.00			₡23,384.72			₡851,174.10			₡2,258,348.98			15/09/2020			Labora para Estado			Según el correo electrónico del jubilado judicial el 15/09/2020 indicando que inicia nombramiento el 16/09/2020 como Juez en el Tribunal de Apelación de Sentencia Penal del II CJSJ.


			7			0700750402			MARTINEZ CASTRO JEANNORY			Activo			₡4,111,505.58			₡567,850.75			₡534,495.72			₡205,575.28			₡0.00			₡0.00			₡3,000.00			₡20,557.52			₡570,946.83			₡2,209,079.48			25/10/2020			Labora para Estado			Según la notificación del nombramiento como Juez 4 en el Tribunal Colegiado Primera Instancia Civil I Cir. Jud Zona Atlántica del 26/10/2020 al 03/01/2021.


			8			0105920321			SALAS TORRES ALICIA MARIA			Activo			₡4,650,120.60			₡691,229.55			₡604,515.68			₡232,506.04			₡0.00			₡0.00			₡3,000.00			₡23,250.60			₡815,554.72			₡2,280,064.01			01/11/2020			Labora para Estado			Según la notificación del nombramiento como Magistrada Suplente en la Presidencia de la Corte desde el 02/11/2020 al 31/01/2021.


			9			0102200439			QUIROS ROLDAN EDGAR			Activo			₡1,486,427.01			₡76,963.89			₡193,235.52			₡74,321.36			₡0.00			₡0.00			₡3,000.00			₡7,432.12			₡0.00			₡1,131,474.12			15/01/2021			Otro			Según acuerdo de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial en la sesión N° 3-2021, del 18 de enero del 2021, art. XXXIV.


			10			0102340052			GONZALEZ JIMENEZ JOSE LUIS			Activo			₡695,403.88			₡0.00			₡90,402.50			₡34,770.18			₡0.00			₡0.00			₡3,000.00			₡3,477.02			₡0.00			₡563,754.18			15/01/2021			Otro			Según acuerdo de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial en la sesión N° 3-2021, del 18 de enero del 2021, art. XXXIV.


			11			0102350275			MORA RAMIREZ MARIA TERESA			Activo			₡841,829.82			₡0.00			₡109,437.86			₡42,091.50			₡0.00			₡0.00			₡3,000.00			₡4,209.14			₡0.00			₡683,091.32			15/01/2021			Otro			Según acuerdo de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial en la sesión N° 3-2021, del 18 de enero del 2021, art. XXXIV.


			12			0102410804			RAMIREZ RIERA ALBERTO			Activo			₡1,193,047.43			₡33,036.34			₡155,096.16			₡59,652.38			₡0.00			₡0.00			₡0.00			₡5,965.25			₡0.00			₡939,297.30			15/01/2021			Otro			Según acuerdo de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial en la sesión N° 3-2021, del 18 de enero del 2021, art. XXXIV.


			13			0102600650			MURILLO SOTO OSCAR			Suspendido			₡1,200,828.12			₡33,722.82			₡156,107.66			₡60,041.40			₡0.00			₡0.00			₡3,000.00			₡6,004.14			₡0.00			₡941,952.10			15/01/2021			Otro			Según acuerdo de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial en la sesión N° 3-2021, del 18 de enero del 2021, art. XXXIV.


			14			0102650165			BADILLA MORA CLAUDIO ENRIQUE			Activo			₡1,363,733.27			₡58,559.84			₡177,285.32			₡68,186.66			₡0.00			₡0.00			₡3,000.00			₡6,818.66			₡0.00			₡1,049,882.79			15/01/2021			Otro			Según acuerdo de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial en la sesión N° 3-2021, del 18 de enero del 2021, art. XXXIV.


			15			0102690578			CALVO QUIROS GEORGINA			Suspendido			₡456,815.18			₡0.00			₡59,385.98			₡22,840.76			₡0.00			₡0.00			₡3,000.00			₡2,284.08			₡0.00			₡369,304.36			15/01/2021			Otro			Según acuerdo de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial en la sesión N° 3-2021, del 18 de enero del 2021, art. XXXIV.


			16			0102690583			ANGULO SOSA CRISTINA			Activo			₡1,011,087.33			₡0.00			₡131,441.34			₡50,554.39			₡0.00			₡0.00			₡3,000.00			₡5,055.45			₡0.00			₡821,036.15			15/01/2021			Otro			Según acuerdo de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial en la sesión N° 3-2021, del 18 de enero del 2021, art. XXXIV.


			17			0102800151			RODRIGUEZ VARGAS JOSE ROBERTO			Activo			₡3,066,117.12			₡96,111.70			₡398,595.20			₡153,305.85			₡0.00			₡0.00			₡3,000.00			₡15,330.60			₡0.00			₡2,399,773.77			15/01/2021			Otro			Según acuerdo de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial en la sesión N° 3-2021, del 18 de enero del 2021, art. XXXIV.


			18			0103960075			ARIAS ARIAS GILBERT			Suspendido			₡757,806.04			₡0.00			₡98,514.78			₡37,890.30			₡0.00			₡0.00			₡3,000.00			₡3,789.04			₡0.00			₡614,611.92			15/01/2021			Otro			Según acuerdo de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial en la sesión N° 3-2021, del 18 de enero del 2021, art. XXXIV.


			19			0201900458			BLANCO SOLIS ALVARO			Activo			₡445,722.64			₡0.00			₡57,943.92			₡22,286.12			₡0.00			₡0.00			₡3,000.00			₡2,228.62			₡0.00			₡360,263.98			15/01/2021			Otro			Según acuerdo de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial en la sesión N° 3-2021, del 18 de enero del 2021, art. XXXIV.


			20			0201980167			ARAYA ALFARO JORGE LUIS			Activo			₡542,864.78			₡0.00			₡70,572.42			₡27,143.26			₡0.00			₡0.00			₡3,000.00			₡2,714.30			₡0.00			₡439,434.80			15/01/2021			Otro			Según acuerdo de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial en la sesión N° 3-2021, del 18 de enero del 2021, art. XXXIV.


			21			0201990458			ELIZONDO ROJAS MARIA MATILDE			Activo			₡1,032,328.31			₡19,032.83			₡134,202.68			₡51,616.42			₡0.00			₡0.00			₡3,000.00			₡5,161.64			₡0.00			₡819,314.74			15/01/2021			Otro			Según acuerdo de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial en la sesión N° 3-2021, del 18 de enero del 2021, art. XXXIV.


			22			0301310300			THIELE EICHELE HEINZ			Activo			₡642,990.41			₡0.00			₡83,588.76			₡32,149.53			₡0.00			₡0.00			₡3,000.00			₡3,214.94			₡0.00			₡521,037.18			15/01/2021			Otro			Según acuerdo de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial en la sesión N° 3-2021, del 18 de enero del 2021, art. XXXIV.


			23			0301330992			PALACIOS QUIROS MARIO			Activo			₡471,639.69			₡0.00			₡61,313.16			₡23,581.98			₡0.00			₡0.00			₡0.00			₡2,358.20			₡0.00			₡384,386.35			15/01/2021			Otro			Según acuerdo de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial en la sesión N° 3-2021, del 18 de enero del 2021, art. XXXIV.


			24			0400760480			CORDOBA TREJOS ALVARO			Activo			₡625,509.92			₡0.00			₡81,316.30			₡31,275.52			₡0.00			₡0.00			₡3,000.00			₡3,127.56			₡0.00			₡506,790.54			15/01/2021			Otro			Según acuerdo de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial en la sesión N° 3-2021, del 18 de enero del 2021, art. XXXIV.


			25			0400790273			ULATE AZOFEIFA THAIS			Activo			₡1,498,953.44			₡117,949.21			₡194,863.92			₡74,947.66			₡0.00			₡0.00			₡3,000.00			₡7,494.74			₡0.00			₡1,100,697.91			15/01/2021			Otro			Según acuerdo de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial en la sesión N° 3-2021, del 18 de enero del 2021, art. XXXIV.


			26			0500790700			MAIRENA MARCHENA AMELIA			Activo			₡367,267.70			₡0.00			₡47,744.80			₡18,363.38			₡0.00			₡0.00			₡3,000.00			₡1,836.34			₡0.00			₡296,323.18			15/01/2021			Otro			Según acuerdo de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial en la sesión N° 3-2021, del 18 de enero del 2021, art. XXXIV.


			27			0600510820			FLORES FLORES ANGEL			Activo			₡606,700.32			₡0.00			₡78,871.04			₡30,335.02			₡0.00			₡0.00			₡3,000.00			₡3,033.50			₡0.00			₡491,460.76			15/01/2021			Otro			Según acuerdo de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial en la sesión N° 3-2021, del 18 de enero del 2021, art. XXXIV.


			28			0900030180			VALERIN GUZMAN MANUEL ANTONIO			Activo			₡584,183.04			₡0.00			₡75,943.80			₡29,209.16			₡0.00			₡0.00			₡0.00			₡2,920.92			₡0.00			₡476,109.16			15/01/2021			Otro			Según acuerdo de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial en la sesión N° 3-2021, del 18 de enero del 2021, art. XXXIV.


			29			0900040031			RUDIN RUPHUY ZEIDY			Activo			₡1,845,420.56			₡130,812.94			₡239,904.66			₡92,271.04			₡0.00			₡0.00			₡3,000.00			₡9,227.10			₡0.00			₡1,370,204.82			15/01/2021			Otro			Según acuerdo de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial en la sesión N° 3-2021, del 18 de enero del 2021, art. XXXIV.


						NOTAS:


						1. En los casos de personas suspendidas con nombramiento vigente, se consideró el monto bruto y neto recibido en el último mes que estuvieron activas (marcados en color amarillo).


						2. En los casos de personas suspendidas por acuerdo de la Junta Administradora (mayores de 80 años que no actualizaron datos,) se consideró el monto bruto y neto recibido en el último mes que estuvieron activas (marcados en color verde).


						3. En el caso de las personas con estado activo, corresponde a personas suspendidas en algún momento del período entre enero 2020 y marzo 2021 a las cuales se les reactivó el beneficio posteriormente.
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						Identificación			Nombre Completo			Estado Beneficio			Monto Bruto de Pensión			IMPUESTO DE RENTA SOBRE SALARIO			FONDO PENSIONES PODER JUDICIAL			SEGURO DE ENFERMEDAD Y MATERNIDAD			PENSION ALIMENTARIA			Rebajo Retroactivo - Pensión Alimentaria			FONDO DE SOCORRO MUTUO-CUOTA ORDINARIA			APORTE JUNTA ADMINISTRATIVA FJP			CONTRIBUCIÓN SOLIDARIA			Monto Neto de Pensión			Fecha Rige Exclusión			Motivo Suspensión			Observaciones


			1			0116800473			SOJO JIMENEZ JAVIER			Activo			₡118,802.08			₡0.00			₡15,444.28			₡5,940.12			₡0.00			₡0.00			₡0.00			₡594.00			₡0.00			₡96,823.68			31/01/2020			Otro			A la fecha de generación de planilla no presentó documentos de estudio para el I periodo del año 2020.


			2			0504400694			MORA ROJAS MARIA DEL MILAGRO			Activo			₡58,132.44			₡0.00			₡7,557.20			₡2,906.64			₡0.00			₡0.00			₡0.00			₡290.66			₡0.00			₡47,377.94			31/01/2020			Otro			A la fecha de generación de planilla no presentó documentos de estudio para el I periodo del año 2020.


			3			0702720178			AGUIRRE VALLECILLO DUVAN ALEJANDRO			Activo			₡185,115.34			₡0.00			₡24,064.98			₡9,255.78			₡0.00			₡0.00			₡0.00			₡925.56			₡0.00			₡150,869.02			31/01/2020			Otro			A la fecha de generación de planilla no presentó documentos de estudio para el I periodo del año 2020.


			4			0204780150			HERRERA CASTRO FLOR ELENA			Suspendido			₡109,526.10			₡0.00			₡14,238.40			₡5,476.30			₡0.00			₡0.00			₡0.00			₡547.64			₡0.00			₡89,263.76			29/02/2020			Otro			Según acuerdo tomado por la Junta Administradora del FJPPJ en la sesión N°4-2020 celebrada el 17/02/2020 según nota de la señora Flor Elena hace renuncia al beneficio de pensión.


			5			0202370609			RODRIGUEZ VALVERDE GERARDA			Activo			₡422,120.10			₡0.00			₡54,875.64			₡21,106.00			₡0.00			₡0.00			₡0.00			₡2,110.60			₡0.00			₡344,027.86			01/04/2020			Otro			Según acuerdo de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en la sesión N° 10-2020 del 30-03-2020, ARTÍCULO VII


			6			0108560145			ARIAS BRENES KATTIA VANESSA			Activo			₡608,010.26			₡0.00			₡79,041.34			₡30,400.50			₡0.00			₡0.00			₡0.00			₡3,040.06			₡0.00			₡495,528.36			15/05/2020			Otro			Según lo dispuesto por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial en la sesión N°15-2020 celebrada el 11 de mayo 2020, Artículo XIV.


			7			0700810147			MACHADO MARIN MARIA ISABEL			Activo			₡256,895.16			₡0.00			₡33,396.38			₡12,844.74			₡0.00			₡0.00			₡0.00			₡1,284.48			₡0.00			₡209,369.56			15/05/2020			Otro			Según lo dispuesto por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial en la sesción N°15-2020 celebrada el 11 de mayo 2020, Artículo XV.


			8			0702720178			AGUIRRE VALLECILLO DUVAN ALEJANDRO			Activo			₡185,115.34			₡0.00			₡24,064.98			₡9,255.78			₡0.00			₡0.00			₡0.00			₡925.56			₡0.00			₡150,869.02			31/05/2020			Otro			Según registros de estudios de pensionados estudiantes debía de presentar los documentos de continuidad de estudio el 31-05-2020.


			9			0117690448			SANTAMARIA JIMENEZ ALLAN JOEL			Activo			₡186,460.10			₡0.00			₡24,239.80			₡9,323.02			₡0.00			₡0.00			₡0.00			₡932.30			₡0.00			₡151,964.98			31/08/2020			Otro			A la fecha de generación de planilla, no presentó documentos de estudio que justifiquen el II Semestre del 2020.


			10			0116250611			MORALES CALDERON GLADYS MELANIA			Suspendido			₡353,282.68			₡0.00			₡45,926.76			₡17,664.14			₡0.00			₡0.00			₡0.00			₡1,766.42			₡0.00			₡287,925.36			30/09/2020			Otro			No presenta documentos de estudios para el III Cuatrimestre 2020.


			11			0117940426			PICADO MENDEZ FRANCINY DEL CARMEN			Activo			₡600,454.59			₡0.00			₡78,059.10			₡30,022.72			₡0.00			₡0.00			₡0.00			₡3,002.27			₡0.00			₡489,370.50			30/09/2020			Otro			No presenta documentos de estudios para el III Cuatrimestre 2020.


			12			0117070178			CALVO ROJAS PAULA DANIELA			Activo			₡147,319.92			₡0.00			₡19,151.60			₡7,366.02			₡0.00			₡0.00			₡0.00			₡736.58			₡0.00			₡120,065.72			15/10/2020			Otro			A la fecha no presentó documentos de estudio que justifiquen el siguiente período según la documentación presentada.


			13			0207620969			ATENCIO MARIN MONICA ANDREA			Suspendido			₡373,067.64			₡0.00			₡48,498.80			₡18,653.38			₡0.00			₡0.00			₡0.00			₡1,865.34			₡0.00			₡304,050.12			31/10/2020			Otro			Según el acuerdo de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones en la sesión N° 35-2020 del 26 de octubre del 2020 artículo VII.


			14			0208360041			VEGA GUTIERREZ NICOLE YARIELA			Activo			₡251,805.54			₡0.00			₡32,734.72			₡12,590.27			₡0.00			₡0.00			₡0.00			₡1,259.02			₡0.00			₡205,221.53			23/11/2020			Mayoría de Edad			Cumplió 18 años el 23/11/2020 pero no se pudo localizar y a la fecha no ha presentado documentos de estudio.


			15			0604760994			VICTOR VASQUEZ ALLISON MARIELA			Activo			₡105,310.98			₡0.00			₡13,690.44			₡5,265.54			₡0.00			₡0.00			₡0.00			₡526.54			₡0.00			₡85,828.46			28/11/2020			Mayoría de Edad			Cumplió la mayoría de edad y no remitió documentos de estudio a pesar de que se le notificó la información correspondiente.


			16			0102060006			CORTES SALAZAR CARMEN			Suspendido			₡868,409.92			₡2,841.00			₡112,893.28			₡43,420.50			₡0.00			₡0.00			₡0.00			₡2,171.02			₡0.00			₡707,084.12			15/01/2021			Otro			Según acuerdo de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial en la sesión N° 3-2021, del 18 de enero del 2021, art. XXXIV.


			17			0102200020			PEÑA ROVIRA ISABEL			Activo			₡1,192,536.30			₡35,053.64			₡155,029.72			₡59,626.82			₡0.00			₡0.00			₡0.00			₡5,962.66			₡0.00			₡936,863.46			15/01/2021			Otro			Según acuerdo de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial en la sesión N° 3-2021, del 18 de enero del 2021, art. XXXIV.


			18			0102200755			VARGAS HERNANDEZ MARIA EUGENIA			Activo			₡276,847.93			₡0.00			₡35,990.22			₡13,842.42			₡0.00			₡0.00			₡0.00			₡1,384.24			₡0.00			₡225,631.05			15/01/2021			Otro			Según acuerdo de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial en la sesión N° 3-2021, del 18 de enero del 2021, art. XXXIV.


			19			0102260679			ACUÑA TALAVERA CLARA			Activo			₡520,481.56			₡0.00			₡67,662.60			₡26,024.10			₡0.00			₡0.00			₡0.00			₡2,602.40			₡0.00			₡424,192.46			15/01/2021			Otro			Según acuerdo de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial en la sesión N° 3-2021, del 18 de enero del 2021, art. XXXIV.


			20			0102520987			SALAS BARRIENTOS FLORA			Activo			₡507,028.52			₡0.00			₡65,913.72			₡25,351.42			₡0.00			₡0.00			₡0.00			₡2,535.16			₡0.00			₡413,228.22			15/01/2021			Otro			Según acuerdo de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial en la sesión N° 3-2021, del 18 de enero del 2021, art. XXXIV.


			21			0102540721			LOPEZ VILLALOBOS OLMAN			Activo			₡1,361,280.87			₡0.00			₡176,966.52			₡68,064.02			₡0.00			₡0.00			₡0.00			₡6,806.39			₡0.00			₡1,109,443.94			15/01/2021			Otro			Según acuerdo de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial en la sesión N° 3-2021, del 18 de enero del 2021, art. XXXIV.


			22			0102640250			ALVARADO PEREZ IRIS			Suspendido			₡416,648.38			₡0.00			₡54,164.28			₡20,832.42			₡0.00			₡0.00			₡0.00			₡1,041.62			₡0.00			₡340,610.06			15/01/2021			Otro			Según acuerdo de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial en la sesión N° 3-2021, del 18 de enero del 2021, art. XXXIV.


			23			0102690269			RODRIGUEZ MONTERO VILMA			Activo			₡1,553,862.68			₡87,079.25			₡202,002.14			₡77,693.12			₡0.00			₡0.00			₡0.00			₡7,769.30			₡0.00			₡1,179,318.87			15/01/2021			Otro			Según acuerdo de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial en la sesión N° 3-2021, del 18 de enero del 2021, art. XXXIV.


			24			0102730388			CAMACHO ABARCA MARIA ISABEL			Activo			₡465,004.94			₡0.00			₡60,450.64			₡23,250.24			₡0.00			₡0.00			₡0.00			₡2,325.04			₡0.00			₡378,979.02			15/01/2021			Otro			Según acuerdo de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial en la sesión N° 3-2021, del 18 de enero del 2021, art. XXXIV.


			25			0104500340			VINDAS SOTO MARIA ELENA			Activo			₡1,082,497.66			₡24,049.77			₡140,724.70			₡54,124.88			₡0.00			₡0.00			₡0.00			₡5,412.50			₡0.00			₡858,185.81			15/01/2021			Otro			Según acuerdo de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial en la sesión N° 3-2021, del 18 de enero del 2021, art. XXXIV.


			26			0116600990			JIMENEZ FERNANDEZ FRANK AGUSTIN			Suspendido			₡330,896.30			₡0.00			₡43,016.52			₡16,544.82			₡0.00			₡0.00			₡0.00			₡1,654.48			₡0.00			₡269,680.48			15/01/2021			Otro			Según el acuerdo de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial en la sesión N° 3-2021 del 18/01/2021 art. XXIII.


			27			0201870133			GONZALEZ ARIAS CLAUDINO			Activo			₡83,063.80			₡0.00			₡10,798.28			₡4,153.18			₡0.00			₡0.00			₡0.00			₡415.32			₡0.00			₡67,697.02			15/01/2021			Otro			Según acuerdo de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial en la sesión N° 3-2021, del 18 de enero del 2021, art. XXXIV.


			28			0201940735			BLANCO ARCE MELBA			Activo			₡631,866.92			₡0.00			₡82,142.70			₡31,593.32			₡0.00			₡0.00			₡0.00			₡3,159.32			₡0.00			₡514,971.58			15/01/2021			Otro			Según acuerdo de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial en la sesión N° 3-2021, del 18 de enero del 2021, art. XXXIV.


			29			0201970656			MURILLO CAMPOS EUGENIO			Activo			₡485,011.78			₡0.00			₡63,051.52			₡24,250.60			₡0.00			₡0.00			₡0.00			₡2,425.06			₡0.00			₡395,284.60			15/01/2021			Otro			Según acuerdo de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial en la sesión N° 3-2021, del 18 de enero del 2021, art. XXXIV.


			30			0202110685			SOLANO RODRIGUEZ MARIA DE LOS ANGELE			Activo			₡528,306.12			₡0.00			₡68,679.80			₡26,415.30			₡0.00			₡0.00			₡0.00			₡2,641.54			₡0.00			₡430,569.48			15/01/2021			Otro			Según acuerdo de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial en la sesión N° 3-2021, del 18 de enero del 2021, art. XXXIV.


			31			0301320929			MONTERO MASIS MARIA FLORA			Suspendido			₡1,365,586.28			₡59,187.80			₡177,526.22			₡68,279.32			₡0.00			₡0.00			₡0.00			₡6,827.94			₡0.00			₡1,053,765.00			15/01/2021			Otro			Según acuerdo de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial en la sesión N° 3-2021, del 18 de enero del 2021, art. XXXIV.


			32			0301350208			JIMENEZ RODRIGUEZ CARMEN MARIA			Activo			₡1,327,974.16			₡0.00			₡172,636.65			₡66,398.70			₡0.00			₡0.00			₡0.00			₡6,639.85			₡0.00			₡1,082,298.96			15/01/2021			Otro			Según acuerdo de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial en la sesión N° 3-2021, del 18 de enero del 2021, art. XXXIV.


			33			0301410425			RAMIREZ VALVERDE FLORA			Activo			₡1,243,313.48			₡37,975.80			₡161,630.74			₡62,165.66			₡0.00			₡0.00			₡0.00			₡6,216.56			₡0.00			₡975,324.72			15/01/2021			Otro			Según acuerdo de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial en la sesión N° 3-2021, del 18 de enero del 2021, art. XXXIV.


			34			0301410756			HERNANDEZ RIVERA MARTA			Activo			₡573,650.46			₡0.00			₡74,574.58			₡28,682.54			₡0.00			₡0.00			₡0.00			₡2,868.24			₡0.00			₡467,525.10			15/01/2021			Otro			Según acuerdo de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial en la sesión N° 3-2021, del 18 de enero del 2021, art. XXXIV.


			35			0301430383			ALVARADO VALVERDE FRANCISCA			Suspendido			₡363,072.70			₡0.00			₡18,153.64			₡18,153.64			₡0.00			₡0.00			₡0.00			₡1,815.36			₡0.00			₡324,950.06			15/01/2021			Otro			Según acuerdo de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial en la sesión N° 3-2021, del 18 de enero del 2021, art. XXXIV.


			36			0400750614			CHAVARRIA RAMIREZ VIRGINIA			Suspendido			₡411,684.24			₡0.00			₡53,518.96			₡20,584.22			₡0.00			₡0.00			₡0.00			₡2,058.42			₡0.00			₡335,522.64			15/01/2021			Otro			Según acuerdo de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial en la sesión N° 3-2021, del 18 de enero del 2021, art. XXXIV.


			37			0400780370			MADRIGAL OROZCO ZULEMA			Activo			₡544,886.29			₡0.00			₡70,835.22			₡27,244.30			₡0.00			₡0.00			₡0.00			₡2,724.44			₡0.00			₡444,082.33			15/01/2021			Otro			Según acuerdo de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial en la sesión N° 3-2021, del 18 de enero del 2021, art. XXXIV.


			38			0400790273			ULATE AZOFEIFA THAIS			Activo			₡548,595.95			₡41,756.40			₡71,317.48			₡27,429.80			₡0.00			₡0.00			₡0.00			₡2,742.98			₡0.00			₡405,349.29			15/01/2021			Otro			Según acuerdo de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial en la sesión N° 3-2021, del 18 de enero del 2021, art. XXXIV.


			39			0500480932			CORTES RODRIGUEZ VICTORIA			Activo			₡656,730.78			₡0.00			₡85,375.00			₡32,836.52			₡0.00			₡0.00			₡0.00			₡3,283.64			₡0.00			₡535,235.62			15/01/2021			Otro			Según acuerdo de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial en la sesión N° 3-2021, del 18 de enero del 2021, art. XXXIV.


			40			0500820411			PANIAGUA MURILLO ORMECINDA MARIA DEL			Activo			₡517,253.70			₡0.00			₡67,242.98			₡25,862.70			₡0.00			₡0.00			₡0.00			₡2,586.28			₡0.00			₡421,561.74			15/01/2021			Otro			Según acuerdo de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial en la sesión N° 3-2021, del 18 de enero del 2021, art. XXXIV.


			41			0500870286			MENDOZA MENDOZA FLORA			Activo			₡461,880.88			₡0.00			₡60,044.52			₡23,094.06			₡0.00			₡0.00			₡0.00			₡2,309.40			₡0.00			₡376,432.90			15/01/2021			Otro			Según acuerdo de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial en la sesión N° 3-2021, del 18 de enero del 2021, art. XXXIV.


			42			0600520710			ULLOA JIMENEZ LEDA			Suspendido			₡661,763.98			₡0.00			₡86,029.32			₡33,088.20			₡0.00			₡0.00			₡0.00			₡3,308.82			₡0.00			₡539,337.64			15/01/2021			Otro			Según acuerdo de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial en la sesión N° 3-2021, del 18 de enero del 2021, art. XXXIV.


			43			0900490254			VALENCIANO QUESADA HAYDEE			Suspendido			₡341,629.28			₡0.00			₡44,411.80			₡17,081.46			₡0.00			₡0.00			₡0.00			₡1,708.14			₡0.00			₡278,427.88			15/01/2021			Otro			Según acuerdo de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial en la sesión N° 3-2021, del 18 de enero del 2021, art. XXXIV.


			44			0117170734			GONZALEZ SANDOVAL ANTONIO EMMANUE			Suspendido			₡161,807.30			₡0.00			₡21,034.94			₡8,090.36			₡0.00			₡0.00			₡0.00			₡809.04			₡0.00			₡131,872.96			31/01/2021			Otro			Según el acuerdo de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial según la sesión N° 05-2021 del 01/02/2021 Art. VI.


			45			0117360570			MARTINEZ BARQUERO DEYKELL FABIOLA			Suspendido			₡377,629.42			₡0.00			₡49,091.82			₡18,881.48			₡0.00			₡0.00			₡0.00			₡1,888.14			₡0.00			₡307,767.98			31/01/2021			Otro			Al 31/01/2021 no presentó documentos de estudios.


			46			0604530328			GRANERA GOMEZ DANIELA MARIA			Activo			₡606,293.56			₡0.00			₡78,818.16			₡30,314.68			₡0.00			₡0.00			₡0.00			₡3,031.48			₡0.00			₡494,129.24			31/01/2021			Otro			Al 31/01/2021 no presenta documentos de continuidad de estudios.


			47			0901230716			CASTILLO OLIU DARIANA ALEJANDRA			Suspendido			₡91,173.04			₡0.00			₡11,852.50			₡4,558.66			₡0.00			₡0.00			₡0.00			₡455.86			₡0.00			₡74,306.02			27/02/2021			Mayoría de Edad			Cumplió 18 años el 27/02/2021 y a la fecha no presentó documentos de estudio.


			48			0118690254			CARVAJAL BRENES FIORELLA			Suspendido			₡49,748.31			₡0.00			₡6,467.30			₡2,487.42			₡0.00			₡0.00			₡0.00			₡248.74			₡0.00			₡40,544.85			06/03/2021			Mayoría de Edad			Cumplió la mayoría de edad el 06/03/2021 y no presentó documentos de estudio.


						NOTAS:


						1. En los casos de personas suspendidas, se consideró el monto bruto y neto recibido en el último mes que estuvieron activas.


						2. En el caso de las personas con estado activo, corresponde a personas suspendidas en algún momento del período entre enero 2020 y marzo 2021 a las cuales se les reactivó el beneficio posteriormente.
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